
LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS 
ADULTAS MAYORES

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo  de la Comisión de Atención a Grupos Vul-
nerables, con puntos de acuerdo respecto a la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 5 de la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores

Honorable Asamblea:

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables de la LXII
Legislatura de esta Honorable Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 39 y 45, numeral 6, inciso e) y f), y demás re-
lativos de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos; así como los artículos 80, nume-
ral 1, fracción II, 81, numeral 2, 82, numeral 1, 85, 157,
numeral 1, fracción I, y 158, numeral 1, fracción IV, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someten a la consi-
deración de esta Honorable Asamblea el siguiente

Dictamen

I. Metodología

1. En el capítulo de “Antecedentes” se da constancia de la
presentación y turno de la iniciativa para su dictaminación.

2. En el capítulo de “Contenido de la iniciativa”, se sinteti-
za la propuesta de reforma.

3. En el capítulo de “Consideraciones”, se expresa la argu-
mentación que funda y motiva la determinación de los in-
tegrantes de esta Comisión y enseguida, la emisión del dic-
tamen en sentido negativo a la consideración del Pleno de
la Cámara de Diputados.

II. Antecedentes

1. En sesión celebrada el 13 de marzo de 2014, el diputado
Leobardo Alcalá Padilla y la Diputada María del Carmen
García de la Cadena Romero del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional de la LXII Legislatura

del Honorable Congreso de la Unión, presentó ante el Ple-
no de esta Cámara de Diputados, una iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma el inciso c de la frac-
ción IX, del artículo 5° de la Ley de los Derechos de las
Personas Adultas Mayores.  

2. En la misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, turnó la
iniciativa a esta Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles para la elaboración del dictamen correspondiente.

3. Dicha iniciativa fue publicada en la Gaceta Parlamenta-
ria número 3979-V, del día martes 11 de marzo de 2014. 

4. Con base en lo anterior, la Comisión de Atención a Gru-
pos Vulnerables de esta LXII Legislatura, procedió al aná-
lisis, discusión y elaboración del presente dictamen. 

III. Contenido de la iniciativa

La iniciativa presentada por el diputado Leobardo Alcalá
Padilla y suscrita por la Diputada María del Carmen García
de la Cadena tiene como objetivo prever el acceso a los ser-
vicios para las personas adultas mayores, en donde se debe
contar con asientos suficientes en los establecimientos que
prestan servicios al público. 

También proponen que se provea a las personas de la ter-
cera edad de los elementos básicos suficientes en estableci-
mientos y transporte de pasajeros en el país. La propuesta
del Diputado consiste en modificar el inciso c de la fracción
IX, artículo 5° de la Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores, para que se añadan los elementos básicos
ya mencionados. 

IV. Consideraciones

Con base en las opiniones recabadas y el análisis propio de
la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, se conside-
ra lo siguiente:

Respecto a la iniciativa de modificación del artículo 5 de la
Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores en la
que se desea incluir elementos básicos suficientes en esta-
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blecimientos y transporte de pasajeros en el país para los
Adultos Mayores se considera innecesaria su aprobación.  

Primero: Conforme a la exposición de motivos de la
iniciativa se señala que: “...La confianza es la palabra
que el adulto mayor debe de reconocer para todo lo que
él requiere y necesita al pedir trabajo, al utilizar los ser-
vicios públicos y privados.” La falta de paciencia se tra-
duce en violencia directa o indirecta; esto lo podemos
ver claramente en los medios de transporte. La iniciati-
va parte sustancialmente de la problemática de la falta
de paciencia a las personas adultas mayores aseverando
que la misma se traduce en violencia directa o indirecta
que se puede observar claramente en los medios de
transporte. 

Segundo: Al respecto, esta Comisión dictaminadora,
consciente del respeto y paciencia que se le debe tener a
las personas adultas mayores en todo establecimiento
público, considera la adición del término suficiente en
el inciso c de la fracción IX del artículo 5° de la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores como in-
necesaria, toda vez que en los términos propuestos no se
logrará resolver dicha problemática, pues no por el solo
hecho de que se cuente con asientos suficientes en los
establecimientos que prestan servicios al público y en
los servicios de autotransporte de pasajeros se erradica-
rá la falta de paciencia y la violencia directa o indirecta
contra los adultos mayores.

Por otro lado, la adición de la palabra: suficientes resulta
poco afortunado, ya que es un término subjetivo y en con-
secuencia repercute de manera negativa con respecto a la
redacción original de la hipótesis normativa, siendo del co-
nocimiento general que aquello que puede ser suficiente
para una persona puede no serlo para otra, lo cual contra-
viene la garantía de certeza jurídica. Como se puede obser-
var, la propuesta carece de certeza jurídica y tiene poca im-
portancia, ya que la adición del término suficientes no
implica por sí mismo un beneficio directo o mayor a las
personas adultas mayores, por el contrario, contribuye a
una falta de certeza jurídica ante una interpretación subjeti-
va de la norma. Por otro lado, la propuesta en sus términos
carece de técnica legislativa, toda vez que es contraria al
principio de que la norma debe expresar un mandamiento
que imponga una conducta, la prohíba o la permita, mas no
en formulaciones de propósitos y deseos. 

Por las consideraciones expuestas, los integrantes de la Co-
misión de Atención a Grupos Vulnerables de la LXII Le-

gislatura someten a consideración del Pleno de ésta H.
Asamblea el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el inciso c de la fracción IX, del artí-
culo 5o. de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas
Mayores.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total y de-
finitivamente concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, México, Distrito Federal, a 17 de ju-
lio de 2014.

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: Adria-
na Hernández Íñiguez (rúbrica), presidenta; Leticia Calderón Ramírez
(rúbrica), Elvia María Pérez Escalante (rúbrica), Fernanda Schroeder
Verdugo (rúbrica), María de la Paloma Villaseñor Vargas (rúbrica), Ge-
naro Carreño Muro (rúbrica), Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), Jo-
sefina Salinas Pérez, secretarios; José Angelino Caamal Mena (rúbri-
ca), Martha Beatriz Córdova Bernal, Francisco Javier Fernández
Clamont (rúbrica), Lizbeth Loy Gamboa Song, Mariana Dunyaska
García Rojas, María Esther Garza Moreno (rúbrica), Raquel Jiménez
Cerrillo, Verónica Beatriz Juárez Piña, Roberto López Rosado (rúbri-
ca), Sonia Catalina Mercado Gallegos, Zita Beatriz Pazzi Maza, Bár-
bara Gabriela Romo Fonseca (rúbrica), María Rebeca Terán Guevara,
Aurora Denisse Ugalde Alegría (rúbrica), Elizabeth Vargas Martín del
Campo (rúbrica).»

LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADUL-
TAS MAYORES

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Atención a Grupos Vulne-
rables, con puntos de acuerdo respecto a la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 5 y 10 de la
Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores

Honorable Asamblea: 

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45 nu-
meral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; 80, 84, 85, 152,
157 numeral 1, fracción I, 167, numeral 4, 180 y 182 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, la Comisión de



Atención a Grupos Vulnerables somete a la consideración
del pleno de la Cámara de Diputados el siguiente

Dictamen

Metodología

1. En el capítulo de “Antecedentes” se da constancia de la
presentación y turno de la iniciativa para su dictaminación.

2. En el capítulo de “Contenido de la iniciativa”, se sinteti-
za la propuesta de reforma.

3. En el capítulo de “Consideraciones”, se expresa la argu-
mentación que funda y motiva la determinación de los in-
tegrantes de esta Comisión y enseguida, la emisión del dic-
tamen en sentido negativo a la consideración del Pleno de
la Cámara de Diputados.

Antecedentes

1. En sesión celebrada el 30 de abril de 2014 por la Cáma-
ra de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, se
dio cuenta con la iniciativa con Proyecto de Decreto que
adiciona la fracción X al artículo 5 y la fracción XXI al ar-
tículo 10 de la Ley de los Derechos de las Personas Adul-
tas Mayores, presentada por el diputado Ricardo Mejía Ber-
deja y suscrita por el diputado Ricardo Monreal Ávila,
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Movi-
miento Ciudadano. 

2. En la misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, turnó la
iniciativa a esta Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles para la elaboración del dictamen correspondiente.

3. Dicha iniciativa fue publicada en la Gaceta Parlamenta-
ria número 4012 de la Cámara de Diputados con fecha 30
de abril de 2014.

4. Con base en lo anterior, la Comisión de Atención a Gru-
pos Vulnerables de esta LXII Legislatura, procedió al aná-
lisis, discusión y elaboración del presente Dictamen. 

Contenido de la iniciativa

1. La iniciativa que es materia del presente Dictamen tiene
por objeto garantizar la práctica de actividades físicas, re-
creativas y deportivas a través de programas de difusión,
fomento y estímulos; así como, la infraestructura básica pa-

ra la realización de esas actividades; y, el derecho a la cul-
tura física y el deporte para las personas adultas mayores.

2. La iniciativa en comento propone adicionar fracciones a
los artículos 5o. y 10 del de la Ley de los Derechos de las
Personas Adultas Mayores para quedar de la manera si-
guiente:

Artículo 5. De manera enunciativa y no limitativa, esta
ley tiene por objeto garantizar a las personas adultas ma-
yores los siguientes derechos:

I. a IX. ...

X. De la Cultura Física y el Deporte

a. A ser sujetos de programas para la práctica, difu-
sión y promoción de la actividad física y el deporte,
según su condición y estado de salud físico y mental.

b. A contar con personal calificado, unidades depor-
tivas e instalaciones adecuadas para la práctica de
actividades físicas y del deporte, ya sea con fines
competitivos, de esparcimiento o rehabilitación.

Artículo 10. Son objetivos de la política nacional sobre
personas adultas mayores los siguientes:

I. a XX. ...

XXI. Garantizar la práctica de actividades físicas, re-
creativas y deportivas a través de programas de di-
fusión, fomento y estímulos, así como contar con la
infraestructura básica para la realización de dichas
actividades.

3. En cuanto a los argumentos vertidos en esta iniciativa,
los integrantes de esta Comisión han considerado que son
acertados, pero se dejó de tomar en consideración que la
Ley General de Cultura Física y Deporte ya contempla todo
lo relativo a lo que se pretende garantizar con esta iniciativa,
como se precisará en el apartado de consideraciones.

Consideraciones

1. Esta Comisión de Atención a Grupos Vulnerables anali-
zó y discutió el contenido de la iniciativa sujeta a Dictamen
y determinó que lo procedente es proponer al Pleno de la
Cámara de Diputados la aprobación de este dictamen en
sentido negativo.
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2. En efecto, las diputadas y los diputados integrantes de la
Comisión de Atención a Grupos Vulnerables estudiaron la
iniciativa, la analizaron y tomaron en consideración que la
Ley General de Cultura Física y Deporte y su Reglamento,
tienen por objeto establecer bases generales con la finalidad
de fomentar el desarrollo de la activación física, la cultura
física y el deporte, como medio importante en la preserva-
ción de la salud y prevención de enfermedades; y, garanti-
zar a todas las personas sin distinción de género, edad, dis-
capacidad, condición social, religión, opiniones,
preferencias o estado civil, la igualdad de oportunidades
dentro de los programas de desarrollo que en materia de
cultura física y deporte se implementen, quedando conside-
radas desde luego, las personas adultas mayores, estable-
ciéndose además, que la cultura física y la práctica del de-
porte son un derecho fundamental para todos, cuyos
programas deben responder a las necesidades individuales
y sociales, precisándose lo indispensable de una infraes-
tructura adecuada que contribuya al objetivo común de ha-
cer de la cultura física y el deporte un derecho de todos.

De igual manera, en esta iniciativa se omitió tomar en con-
sideración que el artículo 7 de la Ley General de Cultura Fí-
sica y Deporte se prevé la concurrencia de la Federación,
los Estados, el Distrito Federal, y los Municipios, en el ám-
bito de sus respectivas competencias, para promover el ade-
cuado ejercicio del derecho de todos los mexicanos y las
mexicanas a la cultura física y a la práctica del deporte, lo
que de ninguna manera excluye a las personas adultas ma-
yores.

3. Los integrantes de esta Comisión expresan su coinciden-
cia en el sentido de que una reforma en materia de cultura
física y deporte para los adultos mayores, debe dirigirse a
la ley de la materia, por lo que han considerado innecesaria
la reforma planteada a la Ley de los Derechos de las Perso-
nas Adultas Mayores.

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de la Comi-
sión de Atención a Grupos Vulnerables de la LXII Legisla-
tura, someten a consideración del Pleno de la Honorable
Asamblea el siguiente:

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con Proyecto de Decreto
por el que se adiciona la fracción X al artículo 5 y la frac-
ción XXI al artículo 10 de la Ley de los Derechos de las
Personas Adultas Mayores, presentada por el diputado Ri-

cardo Mejía Berdeja y suscrita por el diputado Ricardo
Monreal Ávila, integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Movimiento Ciudadano.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total y de-
finitivamente concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, México, Distrito Federal, a 17 de ju-
lio de 2014.

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: Adria-
na Hernández Íñiguez (rúbrica), presidenta; Leticia Calderón Ramírez
(rúbrica), Elvia María Pérez Escalante (rúbrica), Fernanda Schroeder
Verdugo (rúbrica), María de la Paloma Villaseñor Vargas (rúbrica), Ge-
naro Carreño Muro (rúbrica), Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), Jo-
sefina Salinas Pérez, secretarios; José Angelino Caamal Mena (rúbri-
ca), Martha Beatriz Córdova Bernal, Francisco Javier Fernández
Clamont (rúbrica), Lizbeth Loy Gamboa Song, Mariana Dunyaska
García Rojas, María Esther Garza Moreno (rúbrica), Raquel Jiménez
Cerrillo, Verónica Beatriz Juárez Piña, Roberto López Rosado (rúbri-
ca), Sonia Catalina Mercado Gallegos, Zita Beatriz Pazzi Maza, Bár-
bara Gabriela Romo Fonseca (rúbrica), María Rebeca Terán Guevara,
Aurora Denisse Ugalde Alegría (rúbrica), Elizabeth Vargas Martín del
Campo (rúbrica).»

LEY GENERAL PARA LA INCLUSION DE LAS PER-
SONAS CON DISCAPACIDAD

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Atención a Grupos Vulne-
rables, con puntos de acuerdo respecto a la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 61 a 64 de la
Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapa-
cidad

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45 nu-
meral 6 incisos e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos; 80, 81, 84, 85, 152,
157 numeral 1 fracción I, 167 numeral 4, 176, 177, 180 y
182  del Reglamento de la Cámara de Diputados, la Comi-
sión de Atención a Grupos Vulnerables somete a la consi-
deración del pleno de esta honorable Cámara de Diputados,
el presente dictamen en sentido negativo, al tenor de los si-
guientes



Antecedentes

I. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados, del ho-
norable Congreso de la Unión, en fecha 30 de abril de 2014,
la diputada Gabriela Medrano Galindo, del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México, presentó
iniciativa que adiciona los artículos 61, 62, 63 y 64 de la
Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapa-
cidad.

II. En la misma sesión, la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados, en uso de sus facultades, instruyó el turno de la
iniciativa mediante oficio número DGPL 62-II-5-1752, a la
Comisión de Atención a Grupos Vulnerables de la Cámara
de Diputados para su dictamen.

III. Con fundamento en el artículo 152 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, la Comisión de Atención a Grupos
Vulnerables, turnó la iniciativa en cita a la Subcomisión de
Atención a Personas con Discapacidad para su predicta-
men.

Con base en lo anterior, la Comisión de Atención a Grupos
Vulnerables de la LXII Legislatura, procedió al análisis de
la iniciativa que adiciona los artículos 61, 62, 63 y 64 de la
Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapa-
cidad, y elaboró el presente dictamen en sentido negativo.

Contenido de la iniciativa

Propone adicionar los artículos 61, 62, 63 y 64 de la Ley
General para la Inclusión de las Personas con Discapaci-
dad. La proponente, diputada Gabriela Medrano Galindo,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, explica que el objetivo esperado con su iniciativas
es “contribuir a grandes hallazgos médicos apoyando y ga-
rantizando ayuda a las personas con discapacidad motriz,
auditiva, visual, intelectual y psicosocial. Así también co-
nocer e investigar temas de gran interés para el público en
general”.

Únicamente se exponen como argumentos algunos datos
estadísticos de la discapacidad en México. La iniciativa ca-
rece de estudios de impacto económico o de legislación
afecta por la iniciativa. Igualmente, se carece de un título o
capítulo que de cuerpo a los artículos adicionados. El Títu-
lo IV, Capítulo I, “Responsabilidades y sanciones” es el in-
mediato anterior.

Texto vigente

(Se adiciona)

(Se adiciona)

(Se adiciona)

(Se adiciona)

(Se adiciona)

Propuesta

Sin título

Sin capítulo

Artículo 61. Se crea el Instituto Nacional de Investi-
gación para Personas con Discapacidad como un ór-
gano desconcentrado con facultades específicas y es-
tará jerárquicamente subordinado a la Secretaría de
Salud.

Artículo 62. El instituto tiene por objeto la investiga-
ción científica de las personas con discapacidad y
promover la divulgación de cualquier tipo de disca-
pacidad y desarrollar programas para difundir las
investigaciones hechas por el instituto.

Artículo 63. El domicilio del Instituto será en la Ciu-
dad de México, Distrito Federal y podrá contar con
las unidades administrativas necesarias para el cum-
plimiento de sus atribuciones.

Artículo 64. Para el cumplimiento de la presente ley,
el instituto tendrá las siguientes atribuciones:

Realizar estudios e investigaciones en cualquier tipo
de discapacidad.

Agrupar académicos, investigadores científicos y mé-
dicos a fin de contribuir con la investigación científi-
ca de las discapacidades.

Crear vínculos con las instituciones públicas de salud
y fomentar la mejora de éstas.

Desarrollar programas para difundir las investiga-
ciones hechas por el instituto.
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Creación de un banco de información nacional e in-
ternacional para el acceso público en general.

Presentar ante la autoridad correspondiente un in-
forme de actividades por parte del director general.

Contar con los recursos materiales y humanos para
el buen funcionamiento del Instituto.

Creación de vínculos con organismos internacionales
relacionados en la materia para coadyuvar al Insti-
tuto en sus actividades.

Contar con asesorías de investigadores de universi-
dades públicas y privadas.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Consideraciones

No se consideran procedentes las adiciones

I. La Ley de los Institutos Nacionales de Salud, publicada
en el Diario Oficial de la Federación en mayo del año 2000,
es el ordenamiento que regula las instituciones dedicadas a
la atención especializada y la investigación científica de
cuestiones de salud específicas. La creación de un nuevo
Instituto Nacional de Salud, que es facultad tanto del Poder
Ejecutivo como del Poder Legislativo, estará regulado por
este ordenamiento y los institutos existentes deben estar
plasmados en el artículo 5.

Entre los Institutos Nacionales de Salud existentes en el ar-
tículo quinto, se encuentra en la fracción VIII Bis el “Insti-
tuto Nacional de Rehabilitación”. Fracción adicionada me-
diante decreto publicado en el DOF el 22 de junio de 2005;
y es este Instituto el responsable de la atención de las dis-
capacidades y la investigación científica que permita su
mejor atención.

Artículo 5. Los organismos descentralizados que serán
considerados como Institutos Nacionales de Salud, son
cada uno de los siguientes, para las áreas que se indican: 

I. a VIII. … 

VIII Bis. Instituto Nacional de Rehabilitación;

IX. al XI. …

II. En las consideraciones que fundamentan el dictamen
con proyecto de decreto por el que se crea el Instituto
Nacional de Rehabilitación, se detallan los objetivos es-
perados:

El Centro Nacional de Rehabilitación es una institución
desconcentrada de la Secretaría de Salud, que tiene como
funciones; la atención médica especializada de alto nivel en
materia de rehabilitación, ortopedia y comunicación huma-
na, así como, la formación y capacitación de personal es-
pecializado en estos campos y fundamentalmente la inves-
tigación científica, para la búsqueda de mejores recursos y
procedimientos para la prevención de discapacidades y la
rehabilitación.

Este centro, también proporciona servidos de calidad para
la rehabilitación de pacientes con enfermedades y secuelas
discapacitantes del aparato locomotor, de la audición, voz,
lenguaje, cardiorrespiratorio y de todo tipo así como lesio-
nes deportivas, con la aplicación de los más avanzados co-
nocimientos científicos y empleando la tecnología más
avanzada.

Como lo menciona la diputada en su exposición de moti-
vos, el Centro Nacional de Rehabilitación, también tiene
una vocación formativa, ya que capacita recursos humanos
para la rehabilitación, con la mejor participación científica
y tecnológica.

Del mismo modo, desarrolla investigación científica que
permite el más amplio y preciso conocimiento de los fenó-
menos epidemiológicos de la discapacidad; de las acciones
para prevenirla y detectarla de manera temprana; de sus
mecanismos fisiopatológicos y de aquellos que actúan para
su recuperación o compensación; de la substitución de ór-
ganos, tejidos y funciones dañadas; de los recursos de diag-
nóstico y tratamiento y del desarrollo tecnológico para la
producción de prótesis, órtesis, implantes y ayudas técni-
cas, así como de los aspectos de la familia y la comunidad
relacionados con este problema.

III. En lo que refiere a la investigación científica y los ob-
jetivos enumerados en la propuesta de artículo 64 de la Ley
General para la Inclusión de las Personas con Discapaci-
dad, cabe mencionar que ya se encuentra regulado por la



Ley General de Salud y por el “Reglamento de la Ley Ge-
neral de Salud en Materia de Investigación para la Salud”
que, en sus consideraciones de decreto expresa “que la Ley
General de Salud ha establecido los lineamientos y princi-
pios a los cuales deberá someterse la investigación científi-
ca y tecnológica destinada a la salud” y en su artículo ter-
cero establece:

Artículo 3o. La investigación para la salud comprende el
desarrollo de acciones que contribuyan:

I. Al conocimiento de los procesos biológicos y psicoló-
gicos en los seres humanos;

II. Al conocimiento de los vínculos entre las causas de
enfermedad, la práctica médica y la estructura social;

III. A la prevención y control de los problemas de salud;

IV. Al conocimiento y evaluación de los efectos nocivos
del ambiente en la salud;

V. Al estudio de las técnicas y métodos que se reco-
mienden o empleen para la prestación de servicios de sa-
lud, y

VI. A la producción de insumos para la salud.

IV. La iniciativa carece de la técnica legislativa que per-
mita su viabilidad: no se especifica la creación de un
nuevo título o capítulo que explique y albergue los artí-
culos propuestos; no se cuenta con un estudio de viabi-
lidad o de impacto presupuestal; los transitorios carecen
de plazos para la creación de los órganos de dirección
del Instituto y; no se fija la procedencia de los recursos
que permitan su creación.

V. La Secretaría de Desarrollo Social, a consulta expre-
sa, opinó que la propuesta de la diputada Gabriela Me-
drano Galindo:

a) Contraviene los artículos:

Artículo 96 de la Ley General de Salud, que regula las
acciones para la investigación:

Artículo 6 de la Ley de los Institutos Nacionales de Sa-
lud, que regula las competencias de los Institutos Nacio-
nales de Salud.

b) Duplica disposiciones:

Artículo 5, fracción VIII Bis, que crea el Instituto Na-
cional de Rehabilitación,

c) Presenta problemas de operación:

Los temas de salud, no son materia de la Ley General
para la Inclusión de las Personas con Discapacidad.

Por lo expuesto, la Comisión de Atención a Grupos Vulne-
rables somete a la consideración de la honorable asamblea,
los siguientes

Acuerdos

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona los artículos 61, 62, 63 y 64 de la Ley Gene-
ral para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, a
cargo de la diputada Gabriela Medrano Galindo, del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, y
archívese el asunto como total y definitivamente concluido.

Segundo. Archívese el expediente como asunto resuelto y
totalmente concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de julio de 2014.

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: Adria-
na Hernández Íñiguez (rúbrica), presidenta; Leticia Calderón Ramírez
(rúbrica), Elvia María Pérez Escalante (rúbrica), Fernanda Schroeder
Verdugo (rúbrica), María de la Paloma Villaseñor Vargas (rúbrica), Ge-
naro Carreño Muro (rúbrica), Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), Jo-
sefina Salinas Pérez, secretarios; José Angelino Caamal Mena (rúbri-
ca), Martha Beatriz Córdova Bernal, Francisco Javier Fernández
Clamont (rúbrica), Lizbeth Loy Gamboa Song, Mariana Dunyaska
García Rojas, María Esther Garza Moreno (rúbrica), Raquel Jiménez
Cerrillo, Verónica Beatriz Juárez Piña, Roberto López Rosado (rúbri-
ca), Sonia Catalina Mercado Gallegos, Zita Beatriz Pazzi Maza, Bár-
bara Gabriela Romo Fonseca (rúbrica), María Rebeca Terán Guevara,
Aurora Denisse Ugalde Alegría (rúbrica), Elizabeth Vargas Martín del
Campo (rúbrica).»
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LEY DE DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS
MAYORES

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Atención a Grupos Vulne-
rables, con puntos de acuerdo respecto a la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 19 de la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45 de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos y; 80, 84, 85, 152, 157 numeral 1 fracción
I, 167 numeral 4, 180 y 182 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles somete a la consideración del Pleno de la Cámara de
Diputados el siguiente dictamen.

I. Metodología

1. En el capítulo de “Antecedentes” se da constancia de la
presentación y turno de la iniciativa para su dictamen.

2. En el capítulo de “Contenido de la iniciativa”, se sinteti-
za la propuesta de reforma.

3. En el capítulo de “Consideraciones”, se expresa la argu-
mentación que funda y motiva la determinación de los in-
tegrantes de esta comisión y enseguida, la emisión del Dic-
tamen en sentido negativo a la consideración del pleno de
la Cámara de Diputados.

II. Antecedentes

1. En sesión celebrada el 28 de mayo de 2014 por la Comi-
sión Permanente del honorable Congreso de la Unión, se
dio cuenta con la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma la fracción VI del artículo 19 de la Ley de los Dere-
chos de las Personas Adultas Mayores, presentada por la
diputada Rocío Adriana Abreu Artiñano y el diputado Leo-
bardo Alcalá Padilla, integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional.

2. En la misma fecha, la Mesa Directiva de la Comisión
Permanente turnó la iniciativa a la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables para la elaboración del dictamen co-
rrespondiente.

3. Dicha iniciativa fue publicada en la Gaceta Parlamenta-
ria número 4034 de la Cámara de Diputados con fecha 3 de
junio de 2014.

4. Con base en lo anterior, la Comisión de Atención a Gru-
pos Vulnerables de esta LXII Legislatura, procedió al aná-
lisis, discusión y elaboración del presente dictamen.

III. Contenido de la iniciativa

1. La iniciativa que es materia del presente dictamen tiene
por objeto enriquecer la Ley de los Derechos de las Perso-
nas Adultas Mayores, publicada el 25 de junio de 2002.

2. La iniciativa en comento propone reformar la fracción VI
del artículo 19 de la Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores.

3. La propuesta de reforma tiene por objeto privilegiar la
capacitación y el financiamiento para el autoempleo de las
personas adultas mayores a través de sociedades cooperati-
vas y en general la organización social para el trabajo dig-
no, productivo y socialmente útil.

4. En la Iniciativa en comento se plantea como problema
que el artículo 123 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, consagra como garantía social el
derecho de toda persona al trabajo digno y socialmente útil,
estableciendo como obligación gubernamental, la de pro-
mover la creación de empleos y la organización social del
trabajo; así como, que esta garantía constitucional es vi-
gente desde 1917 y sin embargo, se tiene que reconocer que
con los esfuerzos realizados no se ha logrado hacer realidad
este derecho de todos los mexicanos, adicionando que en la
actualidad, el fenómeno del desempleo se ha convertido en
un reto que agobia a todos los sistemas económicos y que
amenaza con desbordar la armonía social y la paciencia de
todos aquellos que habiéndose preparado para su ingreso a
la sociedad productiva, no encuentran espacios para su de-
sarrollo laboral, enfatizando que este fenómeno afecta tam-
bién a quienes atesoran la experiencia, pero que han dejado
de tener espacios para continuar formando parte de la po-
blación económicamente activa; es decir, las personas adul-
tas mayores, motivo por el cual se considera a esta genera-
ción corresponde enfrentar este reto y encontrar o diseñar
lo necesario para canalizar no sólo la energía social sino
también el potencial de grandes sectores de la población
como lo son, no sólo los jóvenes, respecto de los cuales el
estado ya propicia la existencia de incentivos para su acce-



so al primer empleo, sino también en algo no menos im-
portante como lo es privilegiar la capacitación y el finan-
ciamiento para autoempleo de las personas adultas mayores
en sociedades cooperativas y en general mediante la orga-
nización social para el trabajo digno, productivo y social-
mente útil.

IV. Consideraciones

Primera: Esta Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles analizó y discutió el contenido de la iniciativa sujeta a
dictamen y determinó que lo procedente es proponer al ple-
no de la Cámara de Diputados la aprobación de este dicta-
men en sentido negativo.

Segunda: En efecto, las diputadas y los diputados inte-
grantes de la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables
estudiaron la iniciativa, la analizaron y tomaron en consi-
deración que si bien la iniciativa, busca privilegiar la capa-
citación y el financiamiento para el autoempleo de las per-
sonas adultas mayores a través de sociedades cooperativas
y en general, la organización social para el trabajo digno,
productivo y socialmente útil, es de considerarse que en los
términos en que se encuentra planteada, es innecesaria en
virtud de que los derechos, así como el desarrollo de sus ca-
pacidades y contar con una ocupación digna de los adultos
mayores, están regulados, protegidos y existen diversos
programas y acciones encaminadas a estos fines por parte
del Estado.

Tercera: Los integrantes de esta comisión dictaminadora,
coincidimos en que establecer la capacitación y financia-
miento que tiene por objeto garantizar el trabajo digno, pro-
ductivo y socialmente útil de las personas adultas mayores,
duplicaría lo que actualmente prevé la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley Federal del
Trabajo.

Cuarta: Coinciden los integrantes de esta dictaminadora
que si bien es cierto que las disposiciones de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley Fe-
deral del Trabajo, no son exclusivas para las personas adul-
tas mayores, sino para toda la población, el primer párrafo
del artículo 123 constitucional refiere que “toda persona
tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto,
se promoverán la creación de empleos y la organización so-
cial del trabajo, conforme a la ley.” Por su parte el párrafo
primero del artículo 2 de la Ley Federal del Trabajo prevé
que “las normas de trabajo tienden a conseguir el equilibrio
entre los factores de la producción y la justicia social, así

como propiciar el trabajo digno o decente en todas las rela-
ciones laborales. Como se puede observar, retomar estos
principios en la propuesta de iniciativa no aportaría mayo-
res beneficios de los que nuestra legislación ya contempla,
pues sólo se refrendaría lo anterior, lo cual se considera rei-
terativo.  

Quinta: Se estima de igual manera que la aprobación de la
iniciativa es innecesaria, en virtud de que en la Ley de los
Derechos de las Personas Adultas Mayores prevé disposi-
ciones generales y no particulares en beneficio de este gru-
po vulnerable, por lo que de impulsarse la propuesta, sólo
se beneficiarían aquellas personas que desempeñen sus ac-
tividades en sociedades cooperativas. No obstante lo ante-
rior existen diversos servicios, apoyos y programas a favor
de los adultos mayores entre los que participan el gobierno
federal, estatal y municipal a través de la Secretaría de De-
sarrollo Social, Secretaría del Trabajo y Previsión Social, el
Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores y el
Instituto para la Atención de los Adultos Mayores del Dis-
trito Federal, entre otras dependencias que tienen como mi-
sión, promover el desarrollo humano de las personas adul-
tas mayores, brindándoles atención integral para alcanzar
niveles de bienestar y alta calidad de vida en el marco de
una sociedad incluyente. Algunos de estos servicios, apo-
yos y programas en activo son por citar algunos: capacita-
ción para el trabajo y ocupación del tiempo libre; vincula-
ción laboral para personas adultas mayores; Centros
Culturales (áreas de trabajo en humanidades, psicología,
lenguas extranjeras, iniciación artística, talleres de artesaní-
as y artes plásticas, laborales artesanales). Por su parte, es-
ta Dependencia a través del Servicio Nacional de Empleo,
ha impulsado la estrategia “Abriendo espacios”, misma que
promueve en cada entidad federativa, la creación y opera-
ción de bolsa de trabajo especializada cuya finalidad es la
identificación de las habilidades y capacidades con que
cuentan las personas adultas mayores, además dirige sus
acciones hacia el sector empresarial a fin de motivarlo, des-
arrollarlo y apoyarlo en el procedimiento y tramites a reali-
zar para la identificación de necesidades, selección y for-
mación de las personas adultas mayores.

Sexta: Derivado del estudio de la Iniciativa, los integrantes
de esta Comisión dictaminadora estiman que el objetivo de
la propuesta es loable, sin embargo, en los términos que se
encuentra planteada es innecesaria en virtud de que los de-
rechos, así como el desarrollo de sus capacidades y contar
con una ocupación digna de los adultos mayores, están re-
gulados, protegidos y existen diversos programas y accio-
nes encaminadas a estos fines por parte del Estado. 
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Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Atención
a Grupos Vulnerables de la LXII Legislatura someten a
consideración del pleno de esta asamblea los siguientes

Acuerdos

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma la fracción VI del artículo 19 de la
Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total y de-
finitivamente concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, México, Distrito Federal, a 17 de ju-
lio de 2014.

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: Adria-
na Hernández Íñiguez (rúbrica), presidenta; Leticia Calderón Ramírez
(rúbrica), Elvia María Pérez Escalante (rúbrica), Fernanda Schroeder
Verdugo (rúbrica), María de la Paloma Villaseñor Vargas (rúbrica), Ge-
naro Carreño Muro (rúbrica), Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), Jo-
sefina Salinas Pérez, secretarios; José Angelino Caamal Mena (rúbri-
ca), Martha Beatriz Córdova Bernal, Francisco Javier Fernández
Clamont (rúbrica), Lizbeth Loy Gamboa Song, Mariana Dunyaska
García Rojas, María Esther Garza Moreno (rúbrica), Raquel Jiménez
Cerrillo, Verónica Beatriz Juárez Piña, Roberto López Rosado (rúbri-
ca), Sonia Catalina Mercado Gallegos, Zita Beatriz Pazzi Maza, Bár-
bara Gabriela Romo Fonseca (rúbrica), María Rebeca Terán Guevara,
Aurora Denisse Ugalde Alegría (rúbrica), Elizabeth Vargas Martín del
Campo (rúbrica).»

LEY GENERAL PARA LA INCLUSION DE LAS 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Atención a Grupos Vulne-
rables, con puntos de acuerdo respecto a la iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona la fracción VI del artícu-
lo 37 de la Ley General para la Inclusión de las Personas
con Discapacidad

Honorable asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45
numeral 6 incisos e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; 80, 81, 84, 85,
152, 157 numeral 1 fracción I, 167 numeral 4, 176, 177,

180 y 182  del Reglamento de la Cámara de Diputados, la
Comisión de Atención a Grupos Vulnerables somete a la
consideración del pleno de esta honorable Cámara de Di-
putados, el presente dictamen en sentido negativo, al te-
nor de los siguientes

Antecedentes

I. En sesión celebrada por la Comisión Permanente del H.
Congreso de la Unión, en fecha 4 de junio de 2014, el dipu-
tado Enrique Aubry de Castro Palomino, del Grupo Par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México, pre-
sentó iniciativa que reforma y adiciona los incisos a), b),
y c) de la fracción VI del Artículo 37 de la Ley para la
Inclusión de las Personas con Discapacidad.

II. En la misma sesión, la Mesa Directiva de la Comisión
Permanente del H. Congreso de la Unión, en uso de sus fa-
cultades, instruyó el turno de la iniciativa con oficio nú-
mero CP2R2A.673, a la Comisión de Atención a Grupos
Vulnerables de la H. Cámara de Diputados, para su dic-
tamen.

III. Con fundamento en el artículo 152 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, la Comisión de Atención a Grupos
Vulnerables, turnó la iniciativa en cita a la Subcomisión de
Atención a Personas con Discapacidad para su pre dicta-
men.

Con base en lo anterior, la Comisión de Atención a Grupos
Vulnerables de esta LXII Legislatura, procedió al análisis
de la iniciativa que reforma y adiciona los incisos a), b) y
c) de la fracción VI del artículo 37 de la Ley para la Inclu-
sión de las Personas con Discapacidad y elaboró el presen-
te dictamen en sentido negativo.

Contenido de la iniciativa

La iniciativa propone reformar y adicionar los incisos a),
b), y c) de la fracción VI del Artículo 37 de la Ley para la
Inclusión de las Personas con Discapacidad. El proponente,
Diputado Enrique Aubry de Castro Palomino, del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México,
explica que es “indispensable concientizar desde una edad
temprana a los niños y niñas, ya sea en el aula o en el ho-
gar, para aumentar su comprensión de la discapacidad y pa-
ra enseñarles a relacionarse e interactuar en formas positi-
vas, tolerantes y productivas”.  El objetivo esperado por el
legislador es “lograr que los alumnos de las escuelas públi-
cas de todos los niveles, incluso niños y niñas de temprana



edad, se les brinde información sobre la temática de la dis-
capacidad, desde una perspectiva social y de derechos hu-
manos”.

Texto vigente

Capítulo XII 

Sistema Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de
las Personas con Discapacidad

Artículo 37. El Sistema tendrá los siguientes objetivos:

I. a V. ... 

VI. Promover que en las políticas, programas o accio-
nes, se impulse la toma de conciencia respecto de las ca-
pacidades, habilidades, aptitudes, méritos y aportaciones
de las personas con discapacidad en todos los ámbitos, y 

VII. …

(Se adiciona)

(Se adiciona)

(Se adiciona)

VII. …

Propuesta

Capítulo XII 

Sistema Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de
las Personas con Discapacidad

Artículo 37. El Sistema tendrá los siguientes objetivos:

I. a V. ... 

VI. Promover que en las políticas, programas o accio-
nes, se impulse la toma de conciencia respecto de las ca-
pacidades, habilidades, aptitudes, méritos y aportaciones
de las personas con discapacidad en todos los ámbitos,
las medidas a este fin incluyen:

a) Poner en marcha y mantener campañas efectivas
de sensibilización pública.

b) Fomentar en todos los niveles del sistema educati-
vo, incluso entre los niños y niñas de edad temprana,
una actitud de respeto de los derechos de las perso-
nas con discapacidad.

c) Alentar a todos los órganos de los medios de co-
municación a que difundan una imagen de las perso-
nas con discapacidad que promueva el respeto a su
dignidad inherente.

VII. …

Consideraciones

No se consideran procedentes las modificaciones. 

El capítulo XII del “Sistema Nacional para el Desarrollo y
la Inclusión de las Personas con Discapacidad” trata de la
conformación del sistema y de sus objetivos. 

El artículo 35 de la Ley para la Inclusión de las Personas
con Discapacidad establece que: “Las dependencias y enti-
dades del Gobierno Federal, los Gobiernos de las Entidades
Federativas y de los Municipios, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, así como, las personas físicas o mo-
rales de los sectores social y privado que presten servicios
a las personas con discapacidad, en coordinación con la Se-
cretaría de Salud, constituyen el Sistema Nacional para el
Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad.

El artículo 37 establece los objetivos que tiene el sistema.
La fracción VI mandata al Sistema a “Promover que en las
políticas, programas o acciones, se impulse la toma de con-
ciencia respecto de las capacidades, habilidades, aptitudes,
méritos y aportaciones de las personas con discapacidad en
todos los ámbitos”.

La Ley a la fecha no ha sido modificada y, en la exposición
de motivos del decreto, publicado el 15 de diciembre de
2010 en la Gaceta Parlamentaria de la H. Cámara de Dipu-
tados, los miembros de la LXI Legislatura del H. Congreso
de la Unión, explicaron el espíritu de la norma del artículo
de la siguiente manera:

“En el artículo 37 se define que el Sistema Nacional para el
Desarrollo y la Inclusión Social de las Personas con Disca-
pacidad debe formular lineamientos, políticas públicas,
programas, proyectos y estrategias para la inclusión de las
personas con discapacidad a los ámbitos social, laboral,
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cultural, político o económico; participar en el diseño e im-
plementación del Programa Nacional para el Desarrollo y
la Inclusión Social de las Personas con Discapacidad; di-
fundir los derechos de las personas con discapacidad; Inte-
grar el Registro Nacional de Personas con Discapacidad;
efectuar el seguimiento, evaluación y control de las políti-
cas públicas; y promover convenios de colaboración y co-
ordinación entre las instancias públicas y privadas para ga-
rantizar el cumplimiento de la presente Ley.

Como podemos observar, la fracción VI del artículo 37 fue
redactada con el fin de incluir la perspectiva de discapaci-
dad en las políticas públicas, programas y acciones del Es-
tado. Es decir, el imperativo es para que el Sistema sea res-
ponsable de incluir en la generalidad de las políticas
elementos que impulsen la toma de conciencia respecto a
las capacidades, habilidades, aptitudes, méritos y aporta-
ciones de las personas con discapacidad.  

La propuesta de reforma modifica el espíritu de la norma,
reduce el imperativo a acciones externas a las políticas pú-
blicas, programas o acciones y se limita a ejemplificar ac-
ciones de comunicación social.  Estas acciones, que si bien
son importantes, están ya contempladas en diversos artícu-
los de la Ley.

Además, los numerales propuestos para ser adicionados al
artículo 37 son acciones ya contempladas en la Ley:

El artículo 12, fracción I, mandata a la Secretaría de Edu-
cación Pública “Establecer en el Sistema Educativo Nacio-
nal, el diseño, ejecución y evaluación del programa para la
educación especial y del programa para la educación inclu-
siva de personas con discapacidad”

El artículo 19, fracción IV, establece que la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes deberá “promover la sus-
cripción de convenios con los concesionarios de los medios
de comunicación, para difundir una imagen de las personas
con discapacidad que sea compatible con el propósito de
ésta Ley, e incorporar en la programación de los canales de
televisión programas de formación, sensibilización y parti-
cipación de las personas con discapacidad”.

El artículo 42 fracción VI, obliga al Consejo Nacional para
el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapaci-
dad a promover y fomentar la cultura de la dignidad y res-
peto de las personas con discapacidad, a través de progra-
mas y campañas de sensibilización y concientización

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Atención a
Grupos Vulnerables, somete a la consideración de la hono-
rable asamblea, el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona los incisos a), b), y c) de la fracción
VI al artículo 37 de la Ley para la Inclusión de las Personas
con Discapacidad., a cargo del diputado Enrique Aubry de
Castro Palomino, del Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total y de-
finitivamente concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 17 días del mes de julio de
2014.

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: Adria-
na Hernández Íñiguez (rúbrica), presidenta; Leticia Calderón Ramírez
(rúbrica), Elvia María Pérez Escalante (rúbrica), Fernanda Schroeder
Verdugo (rúbrica), María de la Paloma Villaseñor Vargas (rúbrica), Ge-
naro Carreño Muro (rúbrica), Martha Leticia Sosa Govea (rúbrica), Jo-
sefina Salinas Pérez, secretarios; José Angelino Caamal Mena (rúbri-
ca), Martha Beatriz Córdova Bernal, Francisco Javier Fernández
Clamont (rúbrica), Lizbeth Loy Gamboa Song, Mariana Dunyaska
García Rojas, María Esther Garza Moreno (rúbrica), Raquel Jiménez
Cerrillo, Verónica Beatriz Juárez Piña, Roberto López Rosado (rúbri-
ca), Sonia Catalina Mercado Gallegos, Zita Beatriz Pazzi Maza, Bár-
bara Gabriela Romo Fonseca (rúbrica), María Rebeca Terán Guevara,
Aurora Denisse Ugalde Alegría (rúbrica), Elizabeth Vargas Martín del
Campo (rúbrica).»

LEY GENERAL DE CULTURA FISICA Y DEPORTE

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Deporte, con puntos de
acuerdo respecto a la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 20 de la Ley General de Cultura Física
y Deporte

Honorable Asamblea:

La Comisión Deporte de la LXII Legislatura de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con fun-



damento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45, numera-
les 6, incisos e) y f), 7 y demás relativos de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
y los artículos 80, 82, numeral 1, 85, 157, numeral 1, frac-
ción I, y 158, numeral 1, fracción IV, del Reglamento de la
Cámara de Diputados y demás relativos de dicho ordena-
miento, presentan el siguiente

Dictamen

I. Antecedentes.

1. Con fecha 27 de marzo de 2014, los diputados Ricardo
Monreal Ávila y Ricardo Mejía Berdeja, del Grupo Parla-
mentario Movimiento Ciudadano, suscribieron una Inicia-
tiva con Proyecto de Decreto por el que se reforma el artí-
culo 20 de la Ley General de Cultura Física y Deporte.

2. La misma fue turnada por la Mesa Directiva a la Comi-
sión de Deporte para análisis y dictamen, con fecha 28 de
Marzo de 2014, a través del oficio No. D. G. P. L. 62-II-6-
1385, de fecha 27 de marzo de 2014 y mediante el número
de expediente 4157.

II. Contenido de la iniciativa

1. Los diputados promoventes argumentan que la Comisión
Nacional de Cultura Física y Deporte, desde su creación
por Decreto del Ejecutivo Federal del 13 de diciembre de
1988, así como sus precedentes inmediatos –a saber, el Ins-
tituto Nacional del Deporte, el Consejo Nacional de Recur-
sos para la Atención de la Juventud y la Subsecretaría del
Deporte de la Secretaría de Educación Pública– han sido
considerados como los pilares y promotores del desarrollo
del deporte nacional, en sus variedades de fomento, even-
tos masivos y de alto rendimiento.

Por consiguiente, quien ejerza las facultades y atribuciones
de director general de la CONADE es reconocido nacional
e internacionalmente como el portavoz de la actividad de-
portiva y de cultura física en México; en otras palabras, los
juicios y las acciones que emite tienen un valor político,
profesional y moral para el sector deportivo nacional. De
ahí la necesidad de que tal servidor público sea reconocido
y respetado en el ámbito multicitado.

2. Asimismo establecen, que esto no significa que única-
mente quienes se codeen con los atletas o sean reconocidos
por éstos puedan ser los únicos “candidateables” al puesto
de director general; aunque tampoco debe ser una posibili-

dad el que llegue alguien sin conocimiento en la materia ni
en la administración pública o, peor aún, con “vetos” e in-
conformidades por parte de algunos sectores atléticos.

3. Sobre lo primero (la carencia del reconocimiento de la
comunidad deportiva al director general), los diputados
promoventes mencionan el caso de Carlos Manuel Hermo-
sillo Goytortúa al frente de la Conade de 2006 a 2009: su
cuestionada gestión por parte de varios atletas –entre ellos,
la campeona mundial de atletismo en 2003, Ana Gabriela
Guevara Espinoza–, además de los magros resultados de
México en los Juegos Olímpicos de Pekín 2008 (de 5 me-
dallas en Atenas 2004, se trajeron sólo 3 de China) y su sor-
presiva renuncia para buscar una diputación por Veracruz,
lo convirtieron en un personaje débil y con incapacidad
para ser factor de unidad y conciliación en el deporte me-
xicano.

4. Por cuanto a la falta de conocimiento en materia admi-
nistrativa, los diputados hacen remembranza de uno de va-
rios casos en los cuales se han nombrado responsables en
materia de cultura física y deporte que al final han sido de-
nunciados e incluso inhabilitados para ejercer futuros car-
gos públicos por parte de los órganos de control correspon-
dientes.

El 15 de enero de 2001, el entonces director general del Ins-
tituto del Deporte del Distrito Federal, Carlos Albert Llo-
rente, fue incapacitado por la Contraloría General del Dis-
trito Federal para estar en puestos de gobierno durante 10
años debido a “irregularidades” administrativas en la remo-
delación de la Ciudad Deportiva de La Magdalena Mixhu-
ca.

Aunque promovió juicio de inconformidad, logró la revo-
cación de la inhabilitación el 5 de diciembre de 2003 y afir-
ma jamás haber sido sancionado, el daño a su imagen como
autoridad deportiva en su gestión y a lo largo de su poste-
rior carrera profesional ha sido imborrable.

5. En tal sentido, los promoventes consideran fundamental,
además de sostener el requisito de experiencia en materia
administrativa referido en el artículo 21 de la Ley Federal
de Entidades Paraestatales, el agregar el requisito de currí-
culum relacionado con actividades deportivas y de cultura
física, además de la obligación del Ejecutivo federal a con-
sultar a los diversos sectores deportivos y de cultura física
nacionales para que se nombre al director general del orga-
nismo.
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Bajo estas consideraciones la iniciativa se presenta en los
siguientes términos:

Decreto por el que se reforma el artículo 20 de la Ley
General de Cultura Física y Deporte

Único. Decreto por el que reforma el artículo 20 de la
Ley General de Cultura Física y Deporte, para quedar
como sigue:

Artículo 20. El director general del organismo será
nombrado y removido por el presidente de la República,
debiendo recaer tal nombramiento en persona que reúna
los requisitos señalados en el artículo 21 de la Ley Fe-
deral de Entidades Paraestatales, además de haberse
desempeñado destacadamente en actividades profe-
sionales, de servicio público o académicas, relaciona-
das con la materia de esta ley.

Para su nombramiento, el presidente de la República
deberá consultar con los diversos sectores deportivos
nacionales con el fin de escuchar y atender las pro-
puestas que para el cargo le sean presentadas.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente al de su publicación.

III. Análisis, discusión y valoración de la iniciativa

En la reunión ordinaria de la Comisión de Deporte de fecha
21 de mayo de 2014, las y los integrantes de la Comisión
de Deporte analizaron y discutieron las consideraciones
que sostienen la proposición objeto del presente dictamen.

La iniciativa objeto del presente dictamen basa su argu-
mentación en consideraciones que son utilizadas bajo un
punto de vista subjetivo, asimismo; en el texto normativo
propuesto se establecen requisitos que ya se encuentran es-
tablecidos dentro de la Ley Federal de las Entidades Pa-
raestatales y que los mismos existen con objeto de regular
la organización, funcionamiento y control de las entidades
paraestatales de la Administración Pública Federal, las re-
laciones del Ejecutivo Federal o de sus dependencias con
las entidades paraestatales, en cuanto unidades auxiliares
de la Administración Pública Federal, deberán sujetarse en
primer término a lo establecido en esta Ley y sus disposi-
ciones reglamentarias, y; sólo en lo no previsto por la mis-
ma, a otras disposiciones según la materia de que se trate.

En un primer término resulta necesario clarificar algunos
puntos que se afirman en la parte considerativa de la pro-
puesta, específicamente el referido a la gestión del C. Car-
los Manuel Hermosillo Goytortúa al frente de la Conade de
2006 a 2009, su cuestionada gestión por parte de varios
atletas –entre ellos, la campeona mundial de atletismo en
2003, Ana Gabriela Guevara Espinoza– asimismo, los re-
sultados de México en los Juegos Olímpicos de Pekín 2008
y su renuncia para buscar una diputación por Veracruz.

En cuanto a este hecho y la participación de la Delegación
Mexicana en los Juegos Olímpicos de Atenas Grecia en
2004, es necesario aclarar que es inexacta la cifra que se ex-
pone en las consideraciones de la propuesta, ya que en Ate-
nas se obtuvieron cuatro medallas (3 de plata y 1 de bron-
ce) y no cinco como afirman los diputados promoventes.
En estos juegos olímpicos, México obtuvo diez atletas po-
sicionados dentro de los lugares primero al octavo, veinti-
cinco deportistas en los lugares noveno al décimo sexto y
doce colocados en los lugares décimo séptimo al vigésimo
quinto, hechos que dieron a México el puesto número 60°
en una lista de 202 países competidores.

En relación a la participación de los deportistas mexicanos
en los Juegos Olímpicos de Beijing en 2008, es cierto el he-
cho de que se ganaron sólo 3 medallas, pero en esta oca-
sión; dos fueron de oro y una de bronce, asimismo; un nú-
mero de quince atletas se posicionó entre el primero y
octavo lugares, quince deportistas lo hicieron en los lugares
noveno al décimo sexto y se consiguieron 21 posiciones
más entre el décimo séptimo y vigésimo quinto; lo que co-
locó a nuestro país en el lugar número 36° de 204 naciones
competidoras.1

Ante los números mencionados en los párrafos anteriores,
resulta evidente el hecho de que la participación de los atle-
tas mexicanos en Juegos Olímpicos durante la administra-
ción del C. Carlos Manuel Hermosillo Goytortúa mejoró
considerablemente.  

No obstante lo anterior; estos resultados son fruto de un
mejoramiento en los entrenamientos de los atletas; pero re-
sulta subjetivo considerar este hecho como indicador para
evaluar el desempeño y rendición de cuentas de un funcio-
nario público; tal y como resulta el hecho de que alguien
con un perfil destacado en el ámbito profesional, político o
académico sea susceptible de presentar una mejor rendición
de cuentas que quien sólo posea experiencia en el ámbito
deportivo; específicamente en cuanto a esta acotación tam-
bién resulta menester señalar, que aun cuando Carlos Her-



mosillo Goytortúa posee estudios en materia de Gestión y
Administración de Entidades Deportivas realizados en Es-
paña, su experiencia ha sido adquirida mayormente en rela-
ción con la materia deportiva.

Es de mencionar también que durante la administración de
Carlos Hermosillo se dio inicio a la resolución del conflic-
to existente entre federaciones de basquetbol generado en
el año 2000, hecho que después de largas negociaciones en
materia deportiva y en el ámbito legal, éstas rindieron sus
frutos en la administración del licenciado Bernardo de la
Garza Herrera y en la parte deportiva finalmente tuvieron
resolución en la actual administración del licenciado Jesús
Mena Campos.

Otro hecho que resulta pertinente aclarar; recae en la re-
nuncia del Carlos Hermosillo a la Conade, la cual se debió
a una decisión del entonces Presidente Felipe Calderón Hi-
nojosa, basada en su facultad constitucional para nombrar y
remover libremente a los empleados de la Unión; que con-
sistió en nombrar al antes mencionado Lic. Bernardo De la
Garza Herrera y no a la voluntad del referido, para conten-
der por una diputación.

Por lo que toca al texto normativo de la iniciativa, estable-
ce que para nombrar al Director General de la Comisión
Nacional de Cultura Física y Deporte, el Presidente de la
República deberá consultar con los diversos sectores de-
portivos nacionales con el fin de escuchar y atender las pro-
puestas que para el cargo le sean presentadas.

Al respecto es necesario hacer mención que una política del
deporte incluye aspectos y sectores mucho más amplios y
diversos, como la iniciación deportiva, la recreación, el
olimpismo, el deporte adaptado, la rehabilitación física a
través del deporte, el combate a la obesidad, el deporte es-
colar, la infraestructura deportiva, el deporte como medio
de reinserción social, entre otros, incluido el deporte com-
petitivo o de alto rendimiento.  Por su parte, los sectores de-
portivos nacionales, tienen funciones variadas y diversas
derivadas del mismo ámbito deportivo.  

Por lo tanto, la aportación que los sectores deportivos pu-
dieran realizar con motivo de esta consulta, se basaría en
puntos de vista acordes a las necesidades o experiencias re-
flejo del propio sector deportivo y no en beneficio de la co-
lectividad.

Con respecto a la propuesta de adicionar como requisito el
desempeño destacado en actividades profesionales, de ser-

vicio público o académicas, relacionadas con la materia de
esta ley, es preciso puntualizar:

La Ley de Federal de las Entidades Paraestatales en su ar-
tículo 21 establece que los directores generales serán de-
signados por el presidente de la República, o a indicación
de éste a través del coordinador del sector por el órgano de
gobierno, tal nombramiento deberá recaer en ciudadano
mexicano por nacimiento que no adquiera otra nacionali-
dad y estar en pleno goce de sus derechos civiles y políti-
cos, asimismo; deberá haber desempeñado cargos de alto
nivel decisorio, cuyo ejercicio requiera conocimientos y ex-
periencia en materia administrativa y no encontrarse dentro
de los supuestos que la propia ley marca como impedimen-
tos para ejercer el cargo.

Adicionalmente, el Reglamento de la ley en comento, esta-
blece en su artículo 14 que además de cumplir con los re-
quisitos señalados en el artículo 21 de la ley, es preciso te-
ner una experiencia no menor de cinco años en el
desempeño de cargos de alto nivel decisorio, No tener par-
ticipación accionaria o intereses particulares o familiares en
empresas relacionadas con las operaciones de la entidad de
que se trate y no desempeñar algún otro empleo, cargo o co-
misión oficial o particular que de alguna manera obstaculi-
ce su función.

Ante estas disposiciones que señalan claramente quién pue-
de ser considerado para ocupare el cargo de Director Gene-
ral de un organismo descentralizado, como lo es el caso de
la CONADE, se estima que la propuesta es reiterativa de lo
que ya se señala en los preceptos legales antes menciona-
dos. 

Además de lo anterior, es necesario precisar que el artículo
17 de la Ley General de Cultura Física y Deporte, estable-
ce en su artículo 17 que la CONADE tendrá un Director
General designado por el Ejecutivo Federal.  Dicha desig-
nación encuentra su fundamento en la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, en la fracción II de su
artículo 89, que faculta al Presidente a nombrar y remover
libremente a los empleados de la Unión, cuyo nombra-
miento o remoción no esté determinado de otro modo en la
Constitución o en las leyes.  

En tal virtud; la propuesta desnaturaliza esta facultad reser-
vada para el Ejecutivo Federal, que tiene como principal ra-
zón de ser, la conducción por parte del Presidente de la Re-
pública, de la política nacional en el ámbito de la cultura
física y el deporte; delegada en el cargo de Director Gene-
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ral que previo cumplimiento de los requisitos establecidos
en la mencionada Ley Federal de las Entidades Paraestata-
les y su Reglamento, es nombrado para tales motivos.

Por las consideraciones antes expuestas, las y los diputados
integrantes de la Comisión de Deporte sometemos a la con-
sideración de esta asamblea el siguiente:

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
por el que reforma el artículo 20 de la Ley General de Cul-
tura Física y Deporte, en virtud de la valoración señalada.

Segundo. Archívese el asunto como totalmente concluido.

Nota:

1 Cifras del Comité Olímpico Internacional.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 21 días del mes de abril de dos
mil catorce.

La Comisión de Deporte, diputados: Felipe Muñoz Kapamas (rúbri-
ca), presidente; Gerardo Francisco Liceaga Arteaga, Mayra Karina Ro-
bles Aguirre, William Renán Sosa Altamira (rúbrica), Regina Vázquez
Saut (rúbrica), Fernando Alejandro Larrazábal Bretón (rúbrica), Flor de
María Pedraza Aguilera (rúbrica), Gabriela Medrano Galindo, Juana
Bonilla Jaime (rúbrica), José Valentín Maldonado Salgado (rúbrica),
Brasil Alberto Acosta Peña (rúbrica), Omar Antonio Borboa Becerra,
José Guadalupe García Ramírez, Rafael González Reséndiz, Alejandra
López Noriega, María Isabel Ortiz Mantilla, Eligio Cuitláhuac Gonzá-
lez Farías (rúbrica), Rosa Elia Romero Guzmán, Roberto Ruiz Moro-
natti, Aurora Denisse Ugalde Alegría (rúbrica), Francisco Alberto Ze-
peda González (rúbrica), Gerardo Villanueva Albarrán, Jorge Salgado
Parra, Tomás Brito Lara (rúbrica), Catalino Duarte Ortuño, Arturo Es-
cobar y Vega, Delvim Fabiola Bárcenas Nieves (rúbrica), María Con-
cepción Navarrete Vital (rúbrica), Alliet Mariana Bautista Bravo (rú-
brica).»

LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y ELIMINAR LA
DISCRIMINACION

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Derechos Humanos, con
puntos de acuerdo respecto a dos iniciativas con proyecto

de decreto que reforman el artículo 4 de la Ley Federal para
prevenir y eliminar la Discriminación

Honorable Asamblea:

La Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Di-
putados de la LXII Legislatura, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e), f) y
g), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; 80, numeral 1, fracción II, 157, nume-
ral 1, fracción I, y 158, numeral 1, fracción IV, y demás re-
lativos del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete
a su consideración el presente dictamen.

I. Antecedentes

A. El 18 de febrero de 2014 el diputado Fernando Zamora
Morales, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presentó una iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 4 de la Ley Fe-
deral para prevenir y eliminar la Discriminación, LFPED.

En esa misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara de Di-
putados turnó dicha iniciativa a la Comisión de Derechos
Humanos, para su estudio y dictamen, la cual recibió el ex-
pediente correspondiente el 19 de febrero de 2014.

B. El 27 de marzo de 2014, la diputada Karen Quiroga An-
guiano, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, presentó una iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 4 de la LFPED.

En esa misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara de Di-
putados turnó dicha iniciativa a la Comisión de Derechos
Humanos, para su estudio y dictamen, la cual recibió el ex-
pediente correspondiente el 28 de marzo de 2014.

II. Contenido de las iniciativas

A. La iniciativa del diputado Zamora Morales propone re-
formar el artículo 4 de la LFPED, a efecto de que se con-
templen en la definición de discriminación como conductas
discriminatorias el maltrato, la esclavitud, el adjetivizar y
calificar a las personas por cualquier medio, basados en el
origen regional, sexual, las costumbres, la talla, la lengua,
las preferencias políticas de manera que se ejerza notoria
desigualdad sin posibilidad de recurrir al derecho de de-
fensa.

El legislador iniciante sustenta su iniciativa en lo siguiente: 



1. Como antecedentes, relata que la discriminación ha
existido desde la aparición misma de la humanidad y da
cuenta de diversos momentos históricos en los que se
han realizado esfuerzos para erradicarla, tanto en Méxi-
co como en otras latitudes del planeta.

2. Señala que: …el término discriminación se refiere en
su concepto negativo, al acto de distinguir o más bien al
de segregar, a ese acto que atenta contra la igualdad, es
decir, al hecho de restarle a la persona derechos huma-
nos…

3. Menciona que pese a los anhelos de igualdad, ésta no
es una realidad y en ese sentido, la discriminación cons-
tituye un lastre que se ha presentado históricamente (…)
afectando en su conjunto a la sociedad y a la nación, le-
sionando tanto a los individuos como a los grupos que
han padecido cruelmente los efectos del abuso constan-
te y la discriminación sistemática…

4. Respecto al plano legal considera que la igualdad no
ha logrado cristalizarse en México pese a la firma de di-
versos instrumentos internacionales suscritos en materia
de derechos humanos. Agrega, asimismo, que (…) el
país aún padece rezago normativo en el tema…

5. En lo tocante al plano material estima que la igualdad
se vislumbra como un objetivo inalcanzable, en razón de
que las diferencias entre las personas y los grupos socia-
les son visibles desde el ángulo en que se perciban.
Agrega que la desigualdad en las oportunidades y la fal-
ta de un real acceso al ejercicio de los derechos hacen
que la nación se constituya en un campo fértil para la
discriminación.

6. Concluye que (…) es urgente e impostergable, plani-
ficar en el plano normativo, tanto a nivel constitucional
como en las leyes secundarias, el derecho a la no discri-
minación (…) principalmente, en la concepción de la
misma.

B. La iniciativa de la legisladora Quiroga Anguiano plantea
reformar el artículo 4 de la LFPED con el propósito de in-
cluir en la definición de discriminación, a la apariencia fí-
sica.

La diputada iniciante sustenta su iniciativa en lo siguiente:

1. Expone que en la actualidad las personas con alguna
diferencia física padecen una situación constante de dis-

criminación que deviene en un reiterado acoso y maltra-
to que menoscaba sus derechos.

2. A la vez, sobre estas personas, da cuenta que su situa-
ción se viene discutiendo en diversos estados e incluso
en el sector privado, principalmente en lo tocante a la
imagen que buscan proyectar las empresas e institucio-
nes con su personal. Precisando en este punto, que la lí-
nea divisoria entre una buena imagen y la discrimina-
ción puede llegar a ser mínima.

3. Por lo que hace al plano legal menciona que el texto
del artículo 4 de la LFPED es limitado y queda supera-
do por la realidad histórica y actual de nuestro país, pre-
cisando en su opinión, que dicho precepto no tutela a las
personas con alguna diferencia física.

Argumenta que: (…) es interesante como la ley contempla
de forma especial a los sectores vulnerables como las mu-
jeres, los niños, los indígenas o los adultos mayores, pero
no realice o enfatice un apartado específico sobre las per-
sonas con apariencia física, con tatuajes o perforaciones.
Resulta entonces contradictorio que la ley que tiene como
objetivo fundamental eliminar la discriminación, a la vez
margina a este sector al no regular con detalle las acciones
que debe la autoridad acatar para defender sus derechos y
promover la igualdad. Luego entonces, es menester que se
añada el texto que se propone al artículo 4o. de la ley para
dejar claro las reglas bajo las cuales las autoridades y los
órganos públicos deberán ejecutar medidas positivas a fa-
vor de este sector social rezagado…

Es así, que la legisladora concluye que la reforma propues-
ta busca incorporar en el texto de la LFPED a (…) este sec-
tor de la población que sido ligeramente olvidado en la nor-
matividad vigente (…) por lo que agregar las palabras en el
artículo 4o. de la ley federal, establecerá normas claras pa-
ra que las autoridades fomenten el respeto y tolerancia con
programas o actividades entre la comunidad o las institu-
ciones…

III. Consideraciones de la Comisión de Derechos Hu-
manos

Ya en anteriores ocasiones las diputadas y los diputados
que integran la Comisión de Derechos Humanos han coin-
cidido en la importancia y trascendencia de fortalecer los
ordenamientos y las disposiciones legales que tutelan el de-
recho a la igualdad y su garantía a la no discriminación.
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En ese contexto, han externado su convicción de que tra-
tándose de cuestiones legislativas relacionadas con el dere-
cho a la igualdad, deben considerar que sus determinacio-
nes, por una parte, deben orientarse por un criterio de
optimización de los principios y derechos constitucional-
mente reconocidos y, por otro parte, considerar que incidi-
rán en el ejercicio de esa prerrogativa, de manera que están
llamados a satisfacer una finalidad constitucionalmente im-
perativa, esto es, legislar con base en las prevenciones fun-
damentales contenidas en el artículo 1o de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y las normas
aplicables de los instrumentos internacionales de los que el
Estado mexicano es parte en la materia.

Conforme a lo anterior y con base en un ejercicio legislati-
vo que comprendió trabajos de ésta y la anterior legislatu-
ra, el pasado 20 de marzo de 2014 fue publicado en el Dia-
rio Oficial de la Federación -DOF- el decreto mediante el
cual se reformó, de manera integral, la LFPED y en el cual,
dentro de su contenido se contemplan reformas específicas
con relación a la definición legal de discriminación.

Ciertamente, la citada reforma dio paso a un renovado mar-
co legal en la materia, mismo que amplió la definición de
discriminación –la cual pasó de estar contemplada en el ar-
tículo 4 al precepto 1, fracción III– regulándose ahora con
detalle la discriminación directa e indirecta, la formal y sus-
tantiva, así como la especificación de distintas condiciones
que la motivan, posibilitando así que nuestra legislación
responda a la realidad del México contemporáneo y prevea
la esencia protectora contenida en diversos instrumentos in-
ternacionales en materia de derechos humanos.

A mayor abundamiento, dentro de las reformas publicadas
se contempla en la definición de discriminación toda dis-
tinción, exclusión, restricción o preferencia que, por acción
u omisión, con intención o sin ella, no sea objetiva, racio-
nal ni proporcional y tenga por objeto o resultado obstacu-
lizar, restringir, impedir, menoscabar o anular el reconoci-
miento, goce o ejercicio de los derechos humanos y
libertades, cuando se base, entre otros motivos, en el ori-
gen étnico o nacional, la cultura, la religión, la aparien-
cia física, las características genéticas, la lengua, el idio-
ma, la identidad o filiación política.

Complementariamente con las enmiendas al ordenamiento
legal en cita, se señaló expresamente que la discriminación
podrá tener como causa cualquier otro motivo distinto a
los enunciados en la fracción III del artículo 1, es decir, el
precepto en cita contempla una enunciación abierta de las

causas que pueden dar origen a un acto discriminatorio, lo
cual posibilita prescindir de una enunciación casuística en
la ley, ya que conforme a ésta basta con que se presente, co-
mo se mencionó líneas atrás, alguna distinción, exclusión,
restricción o preferencia que, por acción u omisión, con in-
tención o sin ella, no sea objetiva, racional ni proporcional
y tenga por objeto o resultado obstaculizar, restringir, im-
pedir, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejer-
cicio de los derechos humanos y libertades.

Adicionalmente, con el decreto publicado en el DOF el 20
de marzo del presente año, fueron reformadas las fraccio-
nes XII y XIII del artículo 9 de la LFPED, las cuales esta-
blecen que se considerará como discriminación el “Impe-
dir, negar o restringir el derecho a ser oídos y vencidos, a
la defensa o asistencia…”, así como “Aplicar cualquier ti-
po de uso o costumbre que atente contra la igualdad, digni-
dad e integridad humana”.

Es así que del análisis realizado puede concluirse que las
reformas planteadas por los legisladores iniciantes ya se en-
cuentran contempladas en el texto vigente de la LFPED y,
en virtud de lo anterior, esta Comisión de Derechos Huma-
nos estima que las mismas han quedado sin materia, por lo
que somete a consideración de esta honorable asamblea pa-
ra los efectos del inciso g) del artículo 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 4 de la Ley Federal para prevenir y
eliminar la Discriminación, presentada por el diputado Fer-
nando Zamora Morales, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional y suscrita por diputados de
diversos grupos parlamentarios.

Segundo. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 4 de la Ley Federal para prevenir y
eliminar la Discriminación, presentada por la diputada Ka-
ren Quiroga Anguiano, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática.

Tercero. Archívense los presentes expedientes como asun-
tos definitivamente concluidos.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de julio de 2014.

La Comisión de Derechos Humanos, diputados: Miriam Cárdenas
Cantú (rúbrica), presidenta; Rodimiro Barrera Estrada, María Esther



Garza Moreno (rúbrica), Gabriel Gómez Michel (rúbrica), Carlos Fer-
nando Angulo Parra (rúbrica), Verónica Sada Pérez (rúbrica), María de
Lourdes Amaya Reyes, Margarita Elena Tapia Fonllem (rúbrica), Mar-
tha Edith Vital Vera (rúbrica), José Francisco Coronato Rodríguez (rú-
brica), Loretta Ortiz Ahlf, René Ricardo Fujiwara Montelongo (rúbri-
ca), secretarios; Juan Jesús Aquino Calvo (rúbrica), Carlos Humberto
Castaños Valenzuela (rúbrica), Francisco Javier Fernández Clamont
(rúbrica), María del Rocío García Olmedo (rúbrica), María de Jesús
Huerta Rea (rúbrica), María Jiménez Esquivel (rúbrica), Roxana Luna
Porquillo (rúbrica), Roberto López Suárez (rúbrica), María Angélica
Magaña Zepeda (rúbrica), María Guadalupe Mondragón González, Jo-
sé Luis Muñoz Soria (rúbrica), Vicario Portillo Martínez (rúbrica), El-
via María Pérez Escalante (rúbrica), Cristina Ruiz Sandoval (rúbrica).»

LEY PARA LA PROTECCION DE PERSONAS DEFEN-
SORAS DE LOS DERECHOS HUMANOS Y PERIO-
DISTAS

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Derechos Humanos, con
puntos de acuerdo respecto a la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma los artículos 66 y 67 de la Ley para la
Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos
y Periodistas

Honorable Asamblea:

La Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Di-
putados de la LXII Legislatura, con fundamento en los ar-
tículos 39 y 45, numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; 80, numeral 1, fracción II, 157, numeral 1,
fracción I, 158, numeral 1, fracción IV, y demás relativos
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a su
consideración el presente dictamen al tenor de los si-
guientes

I. Antecedentes

A. El 27 de febrero de 2014, el diputado José Everardo Na-
va Gómez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, presentó ante el pleno de la Cámara de
Diputados una iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforman los artículos 66 y 67 de la Ley para la Protec-
ción de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Pe-
riodistas (en adelante LPPDDHP).

B. En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directi-
va turnó la iniciativa en comento a la Comisión de Dere-
chos Humanos para su dictamen, siendo recibida en la mis-
ma el 28 de febrero de 2014.

II. Contenido de la iniciativa

La iniciativa de mérito propone aumentar las penas que la
LPPDDHP establece para las hipótesis jurídicas previstas
en sus artículos 66 y 67, relativas a los servidores públicos
que cometan los delitos de daño a personas defensoras de
derechos humanos y periodistas y de alteración o manipu-
lación de los procedimientos del Mecanismo de Protección
para Personas Defensoras de Derechos Humanos y Perio-
distas (en adelante, el Mecanismo).

La modificación propuesta por el iniciante a los artículos
66 y 67 de la LPPDDHP es la siguiente:

Texto Vigente

Artículo 66. Comete el delito de daño a personas defen-
soras de derechos humanos y periodistas, el servidor pú-
blico o miembro del Mecanismo que de forma dolosa
utilice, sustraiga, oculte, altere, destruya, transfiera, di-
vulgue, explote o aproveche por sí o por interpósita per-
sona la información proporcionada u obtenida por la so-
licitud, trámite, evaluación, implementación u operación
del Mecanismo y que perjudique, ponga en riesgo o cau-
se daño a la persona defensora de derechos humanos, pe-
riodista, peticionario y beneficiario referidos en esta ley.

Por la comisión de este delito se impondrá de dos a nue-
ve años de prisión, y de setenta hasta cuatrocientos días
multa y destitución e inhabilitación de dos a nueve años
para desempeñar otro empleo, cargo o comisión públi-
cos.

…

Texto Propuesto

Artículo 66. Comete el delito de daño a personas defen-
soras de derechos humanos y periodistas, el servidor pú-
blico o miembro del Mecanismo que de forma dolosa
utilice, sustraiga, oculte, altere, destruya, transfiera, di-
vulgue, explote o aproveche por sí o por interpósita per-
sona la información proporcionada u obtenida por la so-
licitud, trámite, evaluación, implementación u operación
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del Mecanismo y que perjudique, ponga en riesgo o cau-
se daño a la persona defensora de derechos humanos, pe-
riodista, peticionario y beneficiario referidos en esta ley.

Por la comisión de este delito se impondrá de ocho a
quince años de prisión, y de noventa hasta seiscientos
días multa y destitución e inhabilitación de ocho a quin-
ce años para desempeñar otro empleo, cargo o comisión
públicos.

…

Texto Vigente

Artículo 67. Al servidor público que en forma dolosa al-
tere o manipule los procedimientos del Mecanismo para
perjudicar, poner en riesgo o causar daño a la persona
defensora de derechos humanos, periodista, peticionario
y beneficiario, se le impondrá de dos a nueve años de
prisión, y de setenta hasta cuatrocientos días multa y
destitución e inhabilitación de dos a nueve años para
desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos re-
feridos en esta ley.

Texto Propuesto

Artículo 67. Al servidor público que en forma dolosa al-
tere o manipule los procedimientos del Mecanismo para
perjudicar, poner en riesgo o causar daño a la persona
defensora de derechos humanos, periodista, peticionario
y beneficiario, se le impondrá de ocho a quince años de
prisión, y de noventa hasta seiscientos días multa y
destitución e inhabilitación de ocho a quince años para
desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos re-
feridos en esta ley.

El diputado iniciante refiere en su propuesta sobre aspectos
vinculados al surgimiento y el desarrollo de los medios de
comunicación convencionales, así como de la actual evolu-
ción de los medios virtuales y hace mención de cómo las
nuevas tecnologías, principalmente el internet, han benefi-
ciado el ejercicio del derecho a estar informados.

También alude a los artículos 1, 6 y 7 constitucionales con
el propósito de señalar sobre las obligaciones que tiene el
Estado mexicano en materia de derechos humanos, a la li-
bertad de expresión y el derecho a la información, así como
a la libertad de imprenta, respectivamente.

Da cuenta que en el plano internacional también existen
instrumentos que apoyan el ejercicio de la libertad de ex-
presión, citando al Pacto Internacional de Derechos Civiles
y Políticos –artículo 19, numeral 2- y a la Convención
Americana. 

Con relación al ámbito interno, el legislador menciona que
el Estado mexicano, al igual que otras naciones, atraviesa
por una situación compleja que restringe gravemente el ple-
no goce del derecho a la información, dando cuenta de su
preocupación ante las agresiones perpetradas en contra de
la integridad y la vida de las y los periodistas, mismas que
redundan en restricciones a la libertad de expresión de los
mexicanos.

Sustenta su aseveración citando datos proporcionados por
distintos organismos y organizaciones como la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) la cual, indi-
ca el iniciante, en el mes de agosto de 2013 mediante su re-
comendación general número 20 dio a conocer el aumento
de la cantidad de agresiones en perjuicio de los miembros
del sector periodístico, entre las cuales se encuentran homi-
cidios, atentados, lesiones, amenazas e intimidaciones,
principalmente. Asimismo, relata que la CNDH informó
que del 1 de enero del año 2000 al 31 de julio de 2013 fue-
ron integrados ante la misma 842 expedientes de queja re-
lacionados con violaciones a derechos humanos cometidas
en agravio de periodistas y medios de comunicación.

Adicionalmente, señala que la Fiscalía Especial para la
Atención de Delitos cometidos contra la Libertad de Ex-
presión ha iniciado 378 averiguaciones previas, de las cua-
les 47 han sido consignadas y solamente una cuenta con
sentencia definitiva. Sobre este punto agrega que la Ofici-
na del Alto Comisionado de las Naciones Unidas con sede
en este país ha mencionado que en México “[…] el 98 por
ciento de las agresiones contra periodistas brilla por la im-
punidad […]”.

En complemento a lo anterior, el promovente menciona que
el pasado mes de enero de 2014, la Comisión de Derechos
Humanos del Distrito Federal (CDHDF) informó que el
número de agresiones registradas contra el derecho a la li-
bertad de expresión se elevó a 424, representando dicha
cantidad más del doble de las documentadas en el año
2012.

Por lo que toca al plano internacional, el iniciante da cuen-
ta de que durante la segunda evaluación de nuestro país



ante el mecanismo de examen periódico universal (EPU)
del Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas,
celebrado el pasado mes de octubre de 2013, diversos paí-
ses realizaron observaciones a México en cuanto a la nece-
sidad de fortalecer al Mecanismo y garantizar la integridad
de periodistas y defensores de derechos humanos.

De igual modo, menciona diversas opiniones vertidas por
organizaciones de la sociedad civil como Amnistía Interna-
cional, Reporteros sin Fronteras, la Casa de los Derechos
de Periodistas, Artículo 19 y de otras organizaciones gre-
miales, las cuales han coincidido en su preocupación por la
impunidad prevaleciente, la falta de avances en las investi-
gaciones, la autocensura a la que se ven forzados los me-
dios informativos y el incremento de las agresiones contra
periodistas y personas defensoras de derechos humanos,
principalmente.

El iniciante refiere sobre diversas acciones preventivas y
medidas legislativas promovidas por el Estado Mexica-
no para coadyuvar a la solución de esas problemáticas.
Sin embargo, indica que pese a aquellos esfuerzos la si-
tuación que enfrentan los periodistas y defensores de de-
rechos humanos sigue en detrimento y, ante ello, expo-
ne que la aprobación de su iniciativa “[…] vendrá a
significar un gran avance en el combate por la erradica-
ción de la violencia contra el sector periodístico […]”.

Adicional a lo antes señalado, el iniciante motiva su pro-
puesta legislativa señalando que la misma:

[…] tiene como principal objetivo coadyuvar en el for-
talecimiento de nuestro sistema jurídico para efectos
(sic) castigar con mayor severidad a los responsables de
la comisión del delito de daño a personas defensoras de
derechos humanos y periodistas, ya que actualmente es-
ta figura jurídica sólo aparece como un simple enuncia-
do de la ley, a tal grado que su aplicación práctica es un
claro reflejo de la problemática real que siguen agra-
viando los derechos humanos de los profesionales de la
información […]

Por último, el iniciante concluye que con las adecuaciones
planteadas a los artículos 66 y 67 de la LPPDDHP, consis-
tentes en el incremento de las penas contenidas en los tipos
penales previstos en ambos preceptos, se logrará “[…] in-
hibir la creciente violencia e impunidad que afectan al sec-
tor periodístico nacional […]”

III. Consideraciones de la Comisión de Derechos Hu-
manos

A. Sobre la violencia contra periodistas y defensores de
derechos humanos. Un atentado en contra de las pre-
rrogativas fundamentales en el Estado constitucional y
democrático de derecho

Las y los integrantes de esta comisión comparten con el
diputado iniciante su preocupación por la creciente ola de
violencia que se vive en el país en contra de las y los pe-
riodistas y defensores de derechos humanos.

Ciertamente, el trabajo periodístico resulta especialmente
importante en todo Estado constitucional y democrático de
derecho, por el papel tan trascendental que cumple para la
democracia. En anteriores ocasiones, esta Comisión ha se-
ñalado que cuando un periodista es abatido por expresar sus
ideas, cuando un medio de comunicación sufre un atentado
a sus instalaciones, cuando un comunicador debe huir del
país para proteger su vida o la de sus familiares, se está
frente a una de las más infames situaciones de violación a
los derechos humanos, ya que con tales acciones no sólo se
afecta el derecho fundamental del informador, sino el de to-
da la sociedad a recibir información.

Al respecto, la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos, refiriéndose a los defensores de derechos humanos,
pero también extensivo claramente a los periodistas, ha in-
dicado que:

[…] la labor de defensoras y defensores [de derechos
humanos] es fundamental para la implementación uni-
versal de los derechos humanos, así como para la exis-
tencia plena de la democracia y el estado de derecho.
Las defensoras y los defensores de derechos humanos
son un pilar esencial para el fortalecimiento y consoli-
dación de las democracias, ya que el fin que motiva la
labor que desempeñan incumbe a la sociedad en general,
y busca el beneficio de ésta. Por tanto, cuando se impi-
de a una persona la defensa de los derechos humanos, se
afecta directamente al resto de la sociedad.”1

Del mismo modo, la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos (Coidh) en jurisprudencia recurrente ha señalado
que la protección hacia los periodistas, así como su inde-
pendencia es necesaria para que éstos realicen sus funcio-
nes a fin de que mantengan informada a la sociedad, de ma-
nera que constituye un requisito indispensable para que ésta
goce de una plena libertad.2
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Ahora bien, respecto de la libertad de expresión el mismo
tribunal interamericano ha dicho:

Sin una efectiva libertad de expresión, materializada en
todos sus términos, la democracia se desvanece, el plura-
lismo y la tolerancia empiezan a quebrantarse, los mecanis-
mos de control y denuncia ciudadana se empiezan a tornar
inoperantes y, en definitiva, se comienza a crear el campo
fértil para que sistemas autoritarios se arraiguen en la so-
ciedad.3

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que: 

[…] la libertad de expresión guarda una relación estruc-
tural con el funcionamiento del sistema democrático, en
tanto una ciudadanía libre e informada es imprescindible
para deliberar sobre los asuntos que conciernen a todos
y su garantía reforzada es necesaria para que exista un
control efectivo de la gestión pública.4

También una de las cortes constitucionales más connotadas
en los últimos años, la de Colombia, ha precisado que:

La principal justificación para conferir a la libertad de
expresión una posición central dentro de los regímenes
constitucionales contemporáneos es que, mediante su
protección, se facilita la democracia representativa, la
participación ciudadana y el autogobierno por parte de
cada nación. Este argumento subraya que la comunica-
ción y el libre flujo de informaciones, opiniones e ideas
en la sociedad es un elemento esencial del esquema de
gobierno democrático y representativo, por lo cual la li-
bertad de expresión, al permitir un debate abierto y vi-
goroso sobre los asuntos públicos, cumple una función
política central.5

Considerando lo anterior, debe reconcerse que nuestro país
venía fallado en su deber de garantizar la integridad de
quienes conforman ese sector social. En consecuencia, pa-
ra hacer frente a esa problemática, fue delineándose una es-
tructura normativa e institucional para la implementación
de medidas fácticas tendientes a revertir esa ominosa situa-
ción.

Las y los integrantes de esta comisión dejan constancia, en
este documento, de su más profundo rechazo a tales accio-
nes delictivas, repudiando todos los actos de violencia de
los que son víctimas periodistas y defensores de derechos
humanos, sin embargo, el principio de legalidad, como
mandato constitucional y principio inherente a todo sistema

jurídico nos obliga a realizar un estricto ejercicio de racio-
nalidad de cualesquier medida legislativa planteada, a fin
de determinar su correspondencia con los principios cons-
titucionales e internacionales de los derechos humanos. No
hacerlo así y legislar solamente mediante el impulso pro-
vocado por las corrientes sensacionalistas del momento,
llevaría a este honorable Congreso de la Unión a legislar
bajo falacias argumentativas no garantistas y a violentar los
más valiosos principios contenidos en los derechos huma-
nos.

B. De la necesidad de fortalecer esquemas de protección
al ejercicio del periodismo ante los riesgos de ejercerlo
en México de acuerdo con la Relatoría Especial para la
Libertad de Expresión

Tristemente México es considerado a nivel mundial como
uno de los países más peligrosos para ejercer el periodismo
y el más peligroso a nivel continental, situación que per-
manece así desde el año 2010 de acuerdo con el informe de
la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos y de la
Relatoría Especial de las Naciones Unidas para la Libertad
de Opinión y Expresión,6 el cual señala que la libertad de
expresión en México enfrenta graves obstáculos y que
nuestro país se ha convertido en el más peligroso para ejer-
cer el periodismo en las Américas.

El informe antes aludido determina que la situación de se-
guridad de los periodistas es crítica, indicando que los ase-
sinatos, la tortura, las desapariciones forzadas, los secues-
tros, los ataques armados, las amenazas y los
hostigamientos son los delitos que más aquejan a los perio-
distas. A la vez, la mencionada relatoría verificó que en los
últimos años la mayor parte de los delitos contra aquellos
se concentran en entidades federativas que cuentan con
fuerte presencia del crimen organizado. Tal es el caso de
Chihuahua, Coahuila, Durango, Guerrero, Michoacán,
Nuevo León, Sinaloa y Tamaulipas, entre otros. 

Considerando lo anterior, sin duda deben realizarse trabajos
de prevención para inhibir cualesquier acto que atente con-
tra las y los periodistas, pero también deben efectuarse ac-
ciones de protección para todos aquellos que han sufrido de
algún delito. 

En ese sentido y para atender la problemátca, la LPPDDHP
que crea al Mecanismo determina que las medidas de pre-
vención deben “[…] reducir los factores de riesgo que fa-
vorecen las agresiones contra personas defensoras de dere-



chos humanos y periodistas, así como para combatir las
causas que las producen y generar garantías de no repeti-
ción […]” y señala que las medidas de protección son las
“[…] acciones y medios de seguridad para enfrentar el ries-
go y proteger los derechos a la vida, integridad, libertad y
seguridad del beneficiario […]”

Así, en los términos anotados fue definido un esquema de
prevención y protección para periodistas y defensores de
derechos humanos que, encuentra sustento constitucional y,
para robustecer el trabajo encomendado al Mecanismo, se
incluyeron en la referida ley dos tipos penales que determi-
nan las conductas constitutivas de delitos que pueden ser
cometidos por servidores públicos o miembros de esa ins-
tancia pública.

C. La Ley para la Protección de Personas Defensoras de
Derechos Humanos y Periodistas. Una respuesta nor-
mativa

Ante la gravedad del problema y como bien señala el ini-
ciante en su exposición de motivos, el Estado Mexicano
publicó el 25 de junio de 2012 en el Diario Oficial de la Fe-
deración (DOF) la LPPDDHP que tiene como fin garanti-
zar la integridad de quienes en México se encuentren en si-
tuación de riesgo como consecuencia de la defensa o
promoción de los derechos humanos y del ejercicio de la li-
bertad de expresión o el periodismo.

Dentro de dicho ordenamiento se enmarca, como se men-
cionó líneas atrás, el delito de daño a personas defensoras
de derechos humanos y periodistas (artículo 66) el cual de-
fine como sujeto activo del mismo a:

[…] el servidor público o miembro del mecanismo
que de forma dolosa utilice, sustraiga, oculte, altere, des-
truya, transfiera, divulgue, explote o aproveche por sí o
por interpósita persona la información proporcionada u
obtenida por la solicitud, trámite, evaluación, imple-
mentación u operación del Mecanismo y que perjudique,
ponga en riesgo o cause daño a la Persona Defensora de
Derechos Humanos, Periodista, peticionario y beneficia-
rio…” 

Por su parte el artículo 67 establece que:

[…] al servidor público que en forma dolosa altere o
manipule los procedimientos del Mecanismo para perju-
dicar, poner en riesgo o causar daño a la persona defen-

sora de derechos humanos, periodista, peticionario y be-
neficiario, se le impondrá de dos a nueve años de pri-
sión, y de setenta hasta cuatrocientos días multa y des-
titución e inhabilitación de dos a nueve años para
desempeñar otro empleo, cargo o comisión públicos…

De la lectura de estos dispositivos se aprecia que los suje-
tos activos de esos delitos deberán ser servidores públicos
o miembros del Mecanismo. Esto es así en virtud de que,
para la realización de las conductas delictivas, tal calidad es
indispensable para la configuración del tipo penal, toda vez
que aquella les posibilita utilizar, sustraer, ocultar, alterar,
destruir, transferir, divulgar, explotar o aprovecharse, por sí
o por interpósita persona, de la información que fue pro-
porcionada u obtenida por el Mecanismo, de tal manera que
con esas acciones tipicas se ponga en riesgo o cause daño
al periodista o defensor.

De esa manera entonces se amplía el esquema de sanción
para contemplar en el sistema punitivo, además de los suje-
tos activos que comentan un delito en particular contra un
periodista o de un defensor, a aquellos otros que, formando
parte de una instancia gubernamental, se aprovechen de su
calidad de funcionarios públicos o de miembros del Meca-
nismo en perjuicio de aquellos.

D. Argumentos para anotar sobre la inviabilidad de la
propuesta planteada por el iniciante

Una vez analizada la información proporcionada por el ini-
ciante, así como derivado de un amplio estudio realizado en
torno a los principios substanciales que inspiran a los dere-
chos humanos y, particularmente, valorando la función que
en un Estado constitucional y democrático de derecho vie-
ne a desempeñar el derecho penal, ha resuelto dictaminar la
iniciativa en sentido negativo, por las razones que se expo-
nen a continuación.

1. La función de la pena

A lo largo de la historia, la pena ha desempeñado diferen-
tes funciones en el sistema punitivo, pasando desde ser una
retribución al ofendido con el dolor que la misma produce
al delincuente, hasta tener como base la búsqueda de la pre-
vención y la resocialización de quienes han infringido las
normas legales. 

Dentro de aquellas muchas funciones que se han asignado
a la pena, pueden señalarse tres:
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a. La función de retribución en que la pena tiene como
propósito infligir a los delincuentes el mismo dolor que
soportó la víctima.

b. La función preventiva consistente en intimidar al ciu-
dadano para que no cometa ningún acto delictivo.

c. La función resocializadora que tiene como propósito
readaptar socialmente a los delincuentes.

El sistema jurídico mexicano se ha inclinado por aquellas
dos últimas funciones y de ello da cuenta la Constitución
General de la República en sus artículos 1o. y 18. No obs-
tante, cada una de estas funciones despliega diversas com-
plejidades.

Así, dentro de las teorías preventivas existen partidarios
que ven a la pena como un mecanismo de intimidación pa-
ra motivar a los ciudadanos a no lesionar bienes jurídicos
penalmente tutelados. En este tipo de teorías preventivas
suele verse a la amenaza penal como un instrumento para
inhibir determinadas conductas. 

De ese modo, la pena opera como coacción psicológica y,
en consecuencia, no siempre se corresponde con el mal que
sufrió la víctima, siendo, por tanto, desproporcional.7

En el ámbito de la deliberación política no existe, bajo este
paradigma, razón suficiente para cuestionar los alcances
proporcionales en la pena y para el legislador simplemente
basta con incrementarlas, sin contemplar si las mismas re-
sultan proporcionales al caso, puesto que la finalidad es so-
lamente preventiva a fin de intimidar a los potenciales de-
lincuentes.

En un Estado constitucional y democrático de derecho,
fundado sobre la base del respeto a la dignidad humana, de
la que deriva entre otros el principio de proporcionalidad de
la ley penal, no puede admitirse lo anterior. Solamente ca-
bría tal supuesto bajo un paradigma de estado que asume
justificable toda restricción a los derechos humanos con ba-
se en un supuesto deber de prevención general descono-
ciendo la esfera de lo indecidible, es decir, de aquella que
impide se pueda decidir sobre la violación de un derecho o
la satisfacción de un derecho social. 

Valga como referencia señalar una teoría penalista similar
que, por desgracia, ha tomado gran auge; se trata de la de-
nominada como derecho penal del enemigo, también cono-

cida como derecho penal de autor. Esta teoría establece que
las normas en materia penal deben instituirse con el fin de
prevenir, por medio de la pena, a quienes sean considerados
sujetos peligrosos, es decir, no se castiga el acto delictivo
propiamente, sino al autor por el hecho de considerarlo pe-
ligroso. 

Así el derecho penal del enemigo despoja de la categoría de
persona a ciertos grupos o sujetos dentro de la sociedad, los
cuales son tratados como meras fuentes de peligro, esto
dentro del marco de lo necesario para combatir determina-
do tipo de delincuencia. Entonces, bajo ese paradigma se
estatuyen disposiciones normativas fuertemente restrictivas
y las penas, del mismo modo, son incrementadas con seve-
ridad, puesto que en el fondo de la problemática advertida
por el estado se encuentra no ya un individuo con dignidad
inherente, sino un enemigo que atenta contra la sociedad y
que, por tanto, es preciso destruir.

Como se señaló con antelación, el sistema jurídico mexica-
no se ha pronunciado por un paradigma garantista en el que
a la pena se le despoja de su finalidad meramente represiva
y se le concibe como un instrumento para la reinserción so-
cial del individuo.

El garantismo designa un modelo de derecho orientado a
garantizar derechos subjetivos.8 Se trata de “[…] un siste-
ma de límites y vínculos al poder político para la protección
de los bienes e intereses que deben ser perseguidos […].9

El garantismo surge precisamente como una propuesta al-
ternativa en materia penal que ha sido maximizada a otras
ramas del derecho (el constitucional, civil, social, etcétera)
y hoy por hoy, es el modelo normativo más aceptado en los
Estados constitucionales y democráticos de derecho.

Entre muchas propuestas teóricas desarrolladas por el ga-
rantismo, dos merecen especial atención, a efectos de la
propuesta dictaminada en este trabajo legislativo; tales son
la de esfera de lo indecidible y la dimensión sustancial de
la democracia.

La primera de ellas, la de la esfera de lo indecidible, indica
que en un estado garantista, ciertas decisiones deben refor-
zarse por una garantía tal que las sustraiga de toda posibili-
dad de modificación, es decir, de todo embate, incluso por
parte de las más apabullantes mayorías que pueda atentar
contra lo que estos contenidos significan. Se alude clara-
mente a lo que constituye el núcleo esencial básico de los



derechos humanos el cual bajo ningún supuesto puede ver-
se alterado. Luigi Ferrajoli, máximo exponente de la doc-
trina garantista señala: 

[…] Así, los derechos fundamentales se configuran co-
mo otros tantos vínculos sustanciales impuestos a la de-
mocracia política: vínculos negativos, generados por los
derechos de libertad que ninguna mayoría puede violar;
vínculos positivos, generados por los derechos sociales
que ninguna mayoría puede dejar de satisfacer. Y la de-
mocracia política, como por lo demás el mercado, se
identifica con la esfera de lo decidible, delimitada y vin-
culada por aquellos derechos. Ninguna mayoría, ni si-
quiera por unanimidad, puede legítimamente decidir la
violación de un derecho de libertad o no decidir la satis-
facción de un derecho social. Los derechos fundamenta-
les, precisamente porque están igualmente garantizados
para todos y sustraídos a la disponibilidad del mercado
y de la política, forman la esfera de lo indecidible que y
de lo indecidible que no, y actúan como factores no só-
lo de legitimación sino también y, sobre todo, como fac-
tores de deslegitimación de las decisiones y de las no-
decisiones.”10

Por otra parte, íntimamente vinculado con lo anterior, se
delinea la idea de democracia substancial reconocida por la
constitución del país en los principios contenidos en el ar-
tículo 1º y en los que se configura a los derechos humanos
como límite de lo que es legítimo –y de lo que no es legíti-
mo- decidir. Nuevamente, Luigi Ferrajoli señala:

[…] De aquí la connotación “sustancial” impresa por los
derechos fundamentales al Estado de derecho y a la de-
mocracia constitucional. En efecto, las normas que ads-
criben –más allá incluso contra las voluntades contin-
gentes de las mayorías- los derechos fundamentales:
tanto los de libertad que imponen prohibiciones, como
los sociales que imponen obligaciones al legislador, son
“sustanciales”, precisamente por ser relativas no a la
“forma” (al quién y al cómo) sino a la “sustancia” o
“contenido” (al qué) de las decisiones (o sea, al qué no
es lícito decidir o no decidir). Resulta así desmentida la
concepción corriente de la democracia como sistema po-
lítico fundado en una serie de reglas que aseguran la om-
nipotencia de la mayoría. Si las reglas sobre la represen-
tación y sobre el principio de las mayorías son normas
formales en orden a lo que es decidible por la mayoría,
los derechos fundamentales circunscriben la que pode-
mos llamar esfera de lo indecidible: de lo no decidible

que, y de lo no decidible que no, es decir, de las obliga-
ciones públicas determinadas por los derechos sociales
[…] el principio formal de la democracia política, rela-
tivo al quién decide y al cómo se decide –en otras pala-
bras, el principio de la soberanía popular y la regla de la
mayoría- se subordinan a los principios sustanciales ex-
presados por los derechos fundamentales y relativos a lo
que no es lícito decidir  y a  lo que no es lícito no deci-
dir”.11

Así, para el garantismo la validez de las normas no se limi-
ta a su simple correspondencia formal (proceso de crea-
ción), sino que además conlleva una necesaria adecuación
substancial hacia los principios constitucionales, tomando
especial prelación el respeto a los derechos humanos.

En ese orden de ideas el incremento de las penas no resul-
ta, por sí misma la opción jurídica idónea para inhibir la co-
misión de conductas delictivas y, sí por el contrario, cuan-
do se recurre al aumento de las sanciones penales sin apoyo
en un test de proporcionalidad se aleja la norma en cuestión
del sistema garantista como se explica a continuación.

2. El incremento de las sanciones penales en un sistema
garantista

El modelo garantista fundado en la protección hacia los de-
rechos humanos obliga a los estados a tener especial pre-
caución al momento de determinar el alcance de las san-
ciones penales. 

En principio, debe señalarse que el garantismo no se opone
al incremento de las sanciones penales, sin embargo, consi-
dera que el embate hacía los delitos debe ser priorizado en
otras vertientes más que simplemente con la represión de
los mismos. Esto, incluso, es un principio universal del de-
recho penal entendido como la última ratio en la potestad
punitiva del estado.

El garantismo apuesta por la prevención del ilícito median-
te la garantía –la efectividad- de los derechos sociales bási-
cos (educación, salud, alimentación, etcétera) que infieran
en el colectivo social como instrumentos para repeler la co-
misión del delito. 

En líneas semejantes, la Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos (CIDH) ha señalado que el incremento de
las sanciones punitivas del estado no es la vía idónea para
el cumplimiento de los fines de la seguridad ciudadana.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2014 441



Año III, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2014 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados442

Apunta que no existe experiencia empírica alguna que de-
muestre que un incremento en el uso de la prisión contri-
buya a disminuir los niveles de delincuencia o violencia.12

Siguiendo una corriente maximizadora, la CIDH ha reitera-
do que las políticas públicas sobre seguridad ciudadana im-
plementadas por los estados deben dar especial prioridad a
tres dimensiones: 

a. Prevención primaria: programas de salud pública,
educación, empleo, formación para el respeto de los de-
rechos humanos y construcción de ciudadanía democrá-
tica.

b. Prevención secundaria: medidas destinadas a perso-
nas o grupos en situación de mayor vulnerabilidad fren-
te a la violencia y el delito.

c. Prevención terciaria: acciones individualizadas y pro-
gramas dirigidos a personas ya involucradas en conduc-
tas delictivas.13

Como se ve, toda medida garantista en materia penal debe
apuntar primeramente a la prevención antes que a la san-
ción del ilícito. Ahora bien, lo anterior no implica que un
estado en ejercicio de su legítima función punitiva no pue-
da establecer nuevos tipos penales e inclusive incrementar
la sanción de los ya existentes, sin embargo, para hacerlo,
debe cumplir con el principio de fundamentación y motiva-
ción. Efectivamente, en cualquier caso, toda medida adop-
tada por el estado deberá ser compatible con los límites im-
puestos por el respeto a los derechos humanos (que es el
límite substancial) y, además, deberán existir razones argu-
mentativas suficientes que justifiquen el incremento de la
sanción punitiva o la creación de un nuevo tipo penal. 

Adicional a lo anterior, en materia penal, cuando el estado
ha determinado incrementar las sanciones punitivas debe
respetar el principio de proporcionalidad entre la medida a
adoptar (el incremento de la pena) y el objetivo legítimo
que pretenda alcanzar. 

Para ahondar en lo anterior, cabe señalar que el principio de
proporcionalidad14 comprende tres subprincipios: el de
idoneidad, el de necesidad y el de proporcionalidad en
stricto sensu. 

La idoneidad se refiere a que la medida a emprender sea la
conducente –la idónea- para conseguir el valor o la finali-

dad protegida mediante la restricción del valor en conflic-
to.15 La necesidad señala que la medida a adoptar debe res-
ponder a una necesidad social, o bien, que no sea posible al-
canzar el fin buscado con la restricción por otros
mecanismos (se refiere a una selección de medios que par-
te del cuestionamiento sobre si ¿puede lograrse la finalidad
por otra vía menos gravosa o es ésta la única?).16 Final-
mente, la proporcionalidad en sentido estricto, se refiere a
la constatación de que la norma que otorga el trato diferen-
ciado guarda una relación razonable con el fin que se pro-
cura alcanzar, lo que supone una ponderación entre sus ven-
tajas y desventajas, a efecto de comprobar que los
perjuicios ocasionados no sean desproporcionados con res-
pecto a los objetivos perseguidos. 

Así, la ponderación indica que “cuanto mayor sea el grado
de la no satisfacción o de afectación de uno de los princi-
pios, tanto mayor debe ser la importancia de la satisfacción
del otro”.17

Sólo mediante el cumplimiento de estas medidas, en un es-
tado garantista, resulta viable el incremento de las sancio-
nes punitivas. Fuera de ellas, el derecho penal podría estar
presentándose ante un uso no legitimado y no compatible
con el principio de última razón. 

En suma, la medida a adoptar debe ser propocional con la
finalidad que pretende alcanzarse, lo que supone realizar de
manera previa un ejercicio de ponderación entre sus venta-
jas y desventajas. 

En ese contexto […] será indispensable y necesaria la nor-
ma emitida cuando, a partir de su valoración, es posible
afirmar que ella, y no otra, es la que eficientemente lleva a
la realización del fin mediato contenido en la norma cons-
titucional y que el legislador hace suyo con base en las
apreciaciones de un contexto social determinado [...].18

Por cuanto al tercer subprincipio, el de proporcionalidad en
sentido estricto: […] la intervención en el derecho funda-
mental debe estar justificada por la importancia de la reali-
zación del fin perseguido precisamente por la intervención
legislativa. Supone, según señala el doctor Rubén Sánchez
Gil [...] una valoración entre un derecho fundamental o
principio constitucional y el fin legislativo que origina su
menoscabo, a través del examen de los gravámenes que se
imponen recíprocamente, para establecer si el beneficio ob-
tenido por dicho fin legislativo, justifica la intensidad en
que se menoscaban aquéllos [...]”.19



3. La inviabilidad de la propuesta contenida en la ini-
ciativa, conforme al derecho internacional de los dere-
chos humanos

El diputado iniciante plantea en su trabajo legislativo la
cruda realidad por la que atraviesa México con relación a
los homicidios y atentados contra la integridad de periodis-
tas y defensores de derechos humanos, lo cual, señala el
propio iniciante, ha sido reconocido por diversas organiza-
ciones e instituciones nacionales e internacionales, entre
ellas, el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Uni-
das a través del examen periódico universal.

Como acertadamente lo refiere el iniciante, el tema del Me-
canismo y la protección a periodistas y defensores de dere-
chos humanos fue una de las preocupaciones más latentes
en el citado examen. Sin embargo, la preocupación nunca
se ha centrado en lo relativo al ámbito de punibilidad pre-
visto en la LPPDDHP, sino en factores estructurales de otro
orden. 

En otras palabras expresado, no existe constancia alguna de
que los resultados deficientes que han sido observados por
organismos nacionales e internacionales obedezcan a la pu-
nibilidad con que actualmente se sancionan las conductas
delictivas cometidas contra periodistas y defensores de de-
rechos humanos y, como se ha señalado en párrafos ante-
riores, la posición garantista de un estado tampoco está
orientada a un incremento de la punición cuando no existen
razones argumentativas racionales y ponderadas que justi-
fiquen tal incremento.

Para dar constancia de lo anterior se transcriben las reco-
mendaciones formuladas a México por parte del EPU:

Recomendación

148.22 Introducir disposiciones legales eficaces que ga-
ranticen la seguridad de los defensores de derechos hu-
manos.

País: Polonia.

Estatus: Aceptada.

Recomendación

148.119 Fortalecer y ampliar el Mecanismo para la Pro-
tección de las Personas Defensoras de Derechos Huma-
nos y Periodistas, en particular dotándolo de recursos y

facultades suficientes para realizar su labor y creando un
mecanismo de consulta con las comunidades indígenas
y otros afectados por las transacciones de tierras.

Países: Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del
Norte.

Estatus: Aceptada.

Recomendación

148.95 Fortalecer el sistema de justicia penal en el país,
para investigar con prontitud y eficacia todos los su-
puestos casos de desapariciones forzadas, el uso despro-
porcionado de la fuerza, los ataques, las amenazas y el
caso contra defensores de los derechos humanos y ase-
gurar que los responsables sean enjuiciados y que las
víctimas obtengan reparación. 

País: Azerbaiyán.

Estatus: Aceptada.

148.104 Continuar la lucha contra la impunidad, espe-
cialmente en relación con la violencia contra las muje-
res, los niños, los defensores de derechos humanos, los
periodistas y todos los demás grupos vulnerables. Lu-
char contra la impunidad mediante la realización de in-
vestigaciones exhaustivas de todas las denuncias de vio-
laciones de derechos humanos.

Países: Estonia, Francia.

Estatus]: Aceptada.

Recomendación

148.116 Establecer una protección eficaz para la socie-
dad civil y los periodistas, en particular la investigación
rápida y eficiente y el enjuiciamiento de todos los ata-
ques y las amenazas contra esas personas. Garantizar un
entorno seguro, libre e independiente para los periodis-
tas y garantizar que todos los casos de amenazas, vio-
lencia y ataques contra periodistas, así como de asesina-
tos de periodistas, sean investigados por órganos
independientes e imparciales.

Países: Canadá, Australia.

Estatus: Aceptada.
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Recomendación

148.117 Fortalecer el mecanismo federal para la protec-
ción de defensores y periodistas y dotarlo de capacidad
preventiva, teniendo en cuenta la amenaza que represen-
tan las redes de la delincuencia organizada para la liber-
tad de expresión y de prensa.

País: Colombia.

Estatus: Aceptada.

Recomendación

148.118 Fortalecer tanto el Mecanismo para la Protec-
ción de Personas Defensoras de Derechos Humanos y
Periodistas como la Fiscalía Especial para la Atención
de Delitos contra la libertad de Expresión

País: Países Bajos.

Estatus: Aceptada.

Recomendación

148.120 Seguir mejorando la aplicación de la Ley para
la protección de personas defensoras de derechos huma-
nos y periodistas y el mecanismo nacional de protección
a nivel federal y estatal

País: Estados Unidos de América.

Estatus: Aceptada. 

Recomendación

148.121 Asegurar que se preste la atención adecuada a la
protección efectiva de los periodistas y los defensores de
los derechos humanos.

País: Australia.

Estatus: Aceptada.

148.122 Garantizar la aplicación efectiva del Mecanis-
mo para la Protección de Personas Defensoras de Dere-
chos Humanos y Periodistas con fondos gestionados
adecuadamente y recursos humanos capacitados, y ase-
gurar que en México se investiguen y enjuicien las de-
nuncias de amenazas, ataques y desapariciones.

País: Noruega.

Estatus: Aceptada.

Recomendación

148.123 Seguir garantizando las asignaciones presu-
puestarias destinadas al Mecanismo para la Protección
de las Personas Defensoras de Derechos Humanos, y
contratar de inmediato todo el personal especializado
necesario para asegurar que el mecanismo funcione con
eficacia y contribuya así efectivamente a la protección y
la seguridad de todos los defensores de derechos huma-
nos. Brindar todo el apoyo necesario al Mecanismo pa-
ra la Protección de las Personas Defensoras de Derechos
Humanos y Periodistas y garantizar una plena coopera-
ción y su aplicación a nivel estatal y municipal.  Asegu-
rar que los defensores de derechos humanos y los perio-
distas estén protegidos y no sean objeto de difamación.
El Mecanismo para la Protección de Personas Defenso-
ras de Derechos Humanos y Periodistas debería contar
con financiación suficiente y debería establecerse una
clara división de responsabilidades jurisdiccionales en-
tre los diferentes niveles de gobierno. Asegurar un pleno
apoyo financiero y político al Mecanismo para la pro-
tección de las Personas Defensoras de Derechos Huma-
nos y Periodistas, en particular mediante la dotación de
recursos suficientes y personal capacitado y cualificado.
Proporcionar un sólido apoyo financiero y humano a los
mecanismos de protección establecidos para los perio-
distas.

Países: Suiza, República Checa, Alemania, Hungría,
Bélgica.

Estatus: Aceptada.

Recomendación

148.124 Aplicar las recomendaciones de los órganos
creados en virtud de tratados de las Naciones Unidas so-
bre la protección de los defensores de los derechos hu-
manos y los periodistas

País: Finlandia. 

Estatus: Aceptada.

Recomendación



148.125 Adoptar las medidas apropiadas para combatir
la violencia y el acoso contra periodistas y defensores de
los derechos humanos

País: Francia.

Estatus: Aceptada.

Recomendación

148.126 Adoptar medidas eficaces para prevenir todo ti-
po de violencia contra periodistas o defensores de los
derechos humanos

País: República de Corea.

Estatus: Aceptada.

Recomendación

148.127 Seguir fortaleciendo las garantías legislativas e
institucionales para los defensores de los derechos hu-
manos y los periodistas que ejercen su derecho a la li-
bertad de expresión e intensificar la lucha contra la im-
punidad a este respecto

País: Eslovaquia.

Estatus: Aceptada.

Recomendación

148.128 Recabar el asesoramiento de procedimientos
especiales para seguir mejorando la seguridad de todos
los defensores de los derechos humanos en el país invi-
tando al Relator Especial sobre la situación de los de-
fensores de los derechos humanos a visitar México

País: Hungría.

Estatus: Aceptada.

Recomendación

148.129 Reforzar la Fiscalía Especial para la Atención
de Delitos contra la Libertad de Expresión (FEADLE) y
garantizar que las víctimas obtengan reparación; así co-
mo proporcionar al mecanismo para la Protección de las
Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodis-
tas el apoyo necesario para cumplir su mandato

País: Suecia.

Estatus: Aceptada.

Recomendación

148.130 Intensificar los esfuerzos para garantizar la se-
guridad de los defensores de los derechos humanos y los
periodistas, y para poner fin a toda impunidad en esta es-
fera

País: Túnez.

Estatus: Aceptada.

Recomendación

148.131 Garantizar la aplicación efectiva del mecanis-
mo de protección previsto en el marco de la Ley para la
protección de personas defensoras de derechos humanos
y periodistas, con objeto de reducir la impunidad, en
particular en el caso de los delitos cometidos contra de-
fensores de los derechos humanos de los migrantes.

País: España.

Estatus: Aceptada.

Recomendación

148.132 Mejorar la aplicación del marco existente para
garantizar la protección de los defensores de los dere-
chos humanos y los periodistas

País: Rumania.

Estatus: Aceptada.

Recomendación

148.133 Poner término a las amenazas, los ataques y las
muertes que se han perpetuado contra periodistas permi-
tiendo que se realicen investigaciones exhaustivas e im-
parciales.

País: Bélgica.

Estatus: Aceptada.

Recomendación
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148.134 Reforzar las medidas para prevenir eficazmen-
te la violencia contra los periodistas y los defensores de
los derechos humanos así como la impunidad 

País: Japón.

Estatus: Aceptada.

Recomendación

148.135 Aplicar de forma plena y efectiva las leyes
aprobadas recientemente para poner término a las ame-
nazas, los ataques y los asesinatos perpetrados contra
periodistas y defensores de los derechos humanos, y ga-
rantizar una investigación pronta y eficaz para enjuiciar
a los responsables.

País: Lituania.

Estatus: Aceptada.

148.136 Integrar la perspectiva de género al abordar las
cuestiones de impunidad y la falta de seguridad de los
periodistas y los defensores de los derechos humanos.

País: Eslovenia. 

Estatus: Aceptada.

148.137 Elaborar un protocolo de investigación con
perspectiva de género y de etnia que pueda ser utilizado
por las Procuradurías Generales de los estados siempre
que las defensoras de los derechos humanos denuncien
amenazas o ataques

País: Irlanda.

Estatus: Aceptada.

Considerando que ninguna recomendación se dirige al
incremento de las sanciones punitivas –tal y como debe
de ser en un paradigma garantista- existen mayores ar-
gumentos –aunque relacionados- para dictaminar la ini-
ciativa de mérito en sentido negativo.

Así, el iniciante no proporciona razones suficientes para
justificar el incremento de la pena; ciertamente cita los
avances normativos en la materia en el ámbito interno como
en el internacional, así como las recomendaciones antes se-

ñaladas y la problemática existente, sin embargo no refiere
sobre un nexo causal suficiente con el cual sustente que un
aumento en la sanción punitiva por delitos que cometan
únicamente servidores públicos o integrantes del Mecanis-
mo contribuirá a la disminución de aquellos delitos en los
que se violenta a periodistas.20 El iniciante se limita a se-
ñalar que:

[…] como representantes populares, tenemos la respon-
sabilidad y el compromiso de actuar urgentemente en
pro de todos los mexicanos y por supuesto de los perio-
distas, estoy convencido que la aprobación de la presen-
te iniciativa vendrá a significar un gran avance en el
combate por la erradicación de la violencia contra el sec-
tor periodístico, y sobre todo para garantizar los dere-
chos humanos fundamentales consagrados en nuestra
ley fundamental.

En este tenor, la presente iniciativa tiene como principal
objetivo coadyuvar en el fortalecimiento de nuestro sis-
tema jurídico para efectos (sic) castigar con mayor seve-
ridad a los responsables de la comisión del delito de da-
ño a personas defensoras de derechos humanos y
periodistas, ya que actualmente esta figura jurídica sólo
aparece como un simple enunciado de la ley, a tal grado
que su aplicación práctica es un claro reflejo de la pro-
blemática real que siguen agraviando los derechos hu-
manos de los profesionales de la información.

Por tal motivo resulta necesario proponer al pleno de la
Cámara de Diputados, adecuaciones a la Ley para la
Protección de Personas Defensoras de Derechos Huma-
nos y Periodistas, específicamente en sus artículos 66 y
67 que son los que tipifican dicha conducta, con la fina-
lidad de elevar la sanción que actualmente prevé dicho
ordenamiento, y de esta manera inhibir la creciente vio-
lencia e impunidad que afectan al sector periodístico na-
cional […]

De lo anterior, esta Comisión de Derechos Humanos no en-
cuentra razones suficientes para aumentar la sanción penal
prevista para los delitos contenidos en la LPPDDHP. 

Adicionalmente, en concordancia con el principio de pro-
porcionalidad lato sensu, no se verifica el requisito de ido-
neidad de la medida a adoptar, es decir, no se desprende que
con ella se consiga fácticamente el objetivo perseguido:
contribuir a erradicar la violencia contra periodistas y de-
fensores de derechos humanos. 



Tampoco se actualiza en la especie el subprincipio de ne-
cesidad porque no se determina que sea ese aumento la
única medida para conseguir el objetivo propuesto, de he-
cho existen muchas otras menos gravosas con los dere-
chos fundamentales como las de prevención. Finalmente,
no se desprende de la iniciativa que se dictamina un aná-
lisis de ponderación entre la medida propuesta y el obje-
tivo a lograr en un Estado constitucional y democrático de
derecho.

Por todos los argumentos antes señalados, la Comisión de
Derechos Humanos somete a la consideración de la hono-
rable asamblea de la Cámara de Diputados el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman los artículos 66 y 67 de la Ley para
la Protección de Personas Defensoras de Derechos Huma-
nos y Periodistas, presentada por el diputado José Everardo
Nava Gómez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional.

Segundo. Archívese el presente expediente como asunto
definitivamente concluido.

Notas:

1 CIDH. Segundo informe sobre la situación de las defensoras y los de-
fensores de derechos humanos en las Américas. Comisión Interameri-
cana de Derechos Humanos, Organización de Estados Americanos. Di-
ciembre de 2011.

2 Corte IDH. Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y
Costas. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C No. 74, párrafo 150.

3 Corte IDH. Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica. Excepciones Prelimi-
nares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de julio de 2004.
Serie C No. 107, Párrafo 116 

4 Amparo directo 3/2011. Lidia María Cacho Ribeiro y otro. 30 de ene-
ro de 2013. Cinco votos; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho
para formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de La-
rrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.

5 Corte Constitucional Colombiana. Sentencia T-391/2007.

6 OEA. Consultado en la página oficial de la Organización de los Es-
tados Americanos, 14/05/2014, Pág. 100. Disponible en: http://www.
oas.org/es/cidh/expresion/docs/informes/paises/2010%20FI-

NAL%20CIDH%20Relator%C3%ADa%20Informe%20Mexico%20L
ibex_esp-1.pdf

7 Paul Johann Anselm Ritter von Feuerbach: “Tratado de Derecho Pe-
nal”. Traducción Eugenio Raúl Zaffaroni e Irma Hagemeier. Editorial
Hammurabi. Buenos Aires 1989, Pág. 64.

8 Ferrajoli, Luigi. Democracia y garantismo. Ed. Trotta. Madrid, 2008.
Pág. 193

9 Gascón Abellán, Martina. “La teoría general del garantismo: rasgos
principales”. En Carbonell Miguel y Pedro Salazar. Garantismo. Estu-
dios sobre el pensamiento jurídico de Luigi Ferrajoli. Trotta-IIJ
UNAM. Madrid, 2005. Pág. 35-36.

10 Ferrajoli, Luigi. Derechos y garantías. La ley del más débil. Ed.
Trotta. Trad, de Perfecto Andrés Ibáñez. 7ª ed. Madrid, 2010. Pág. 23-
24.

11 Ferrajoli, Luigi. Derechos y garantías. La ley del más débil. Ed.
Trotta. Trad., de Perfecto Andrés Ibáñez. 7ª ed. Madrid, 2010. Pág. 51.

12 CIDH. Informe sobre el uso de la prisión preventiva en las Améri-
cas. Diciembre 2013. Pág. 7.

13 Ídem.

14 El principio de proporcionalidad es considerado doctrinalmente co-
mo una vía para resolver la colisión de principios. 

Véase Alexy, Robert, Sistema Jurídico, Principios Jurídicos y Razón
Práctica, Derecho y Razón Práctica, México, Fontamara, 1993, pp. 9 a
13.

Véase Alexy, Robert, Jueces y Ponderación Argumentativa. México,
UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2006, pp. 1 a18.   

Veáse Bernal Pulido, Carlos, El principio de Proporcionalidad y los De-
rechos Fundamentales, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Consti-
tucionales, 2003, pp. 686-798. 

15 Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Recurso de
consideración. Expediente: SUP-REC-41/2013. Resolución del 26 de
junio de 2013.

16 Alexy, Robert. Teoría de los derechos fundamentales. Trad. Carlos
Bernal Pulido. 2ª ed. CEPC. Madrid, 2012 Pág. 526; Tribunal Electoral
del Poder Judicial de la Federación. Juicio para la protección de los de-
rechos político-electorales del ciudadano: SX-JDC-954/2012. Senten-
cia del 18 de abril de 2012.
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17 Alexy, Robert. Ob. Cit. Página 529.

18 Véase la sentencia relativa a la acción de inconstitucionalidad
AIL3/2007 emitida por el Tribunal Superior de Justicia del Estado de
Coahuila de Zaragoza, p. 29, disponible en línea en
http://periodico.sfpcoahuila.gob.mx/admin/uploads/documentos/mo-
dulo24/98-PS-09-DIC-2011.PDF

19 Ídem.

20 De hecho, como se da cuenta en este dictamen, la CIDH ha con-
cluido que no existe evidencia fáctica de que un incremento en las san-
ciones se traduzca en una reducción de la violencia y que ello contri-
buya a la seguridad pública.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de julio de 2014.

La Comisión de Derechos Humanos, diputados: Miriam Cárdenas
Cantú (rúbrica), presidenta; Rodimiro Barrera Estrada, María Esther
Garza Moreno (rúbrica), Gabriel Gómez Michel (rúbrica), Carlos Fer-
nando Angulo Parra (rúbrica), Verónica Sada Pérez (rúbrica), María de
Lourdes Amaya Reyes, Margarita Elena Tapia Fonllem (rúbrica), Mar-
tha Edith Vital Vera (rúbrica), José Francisco Coronato Rodríguez (rú-
brica), Loretta Ortiz Ahlf, René Ricardo Fujiwara Montelongo (rúbri-
ca), secretarios; Juan Jesús Aquino Calvo (rúbrica), Carlos Humberto
Castaños Valenzuela (rúbrica), Francisco Javier Fernández Clamont
(rúbrica), María del Rocío García Olmedo (rúbrica), María de Jesús
Huerta Rea (rúbrica), María Teresa Jiménez Esquivel (rúbrica), Roxa-
na Luna Porquillo (rúbrica), Roberto López Suárez (rúbrica), María
Angélica Magaña Zepeda (rúbrica), María Guadalupe Mondragón
González (rúbrica), José Luis Muñoz Soria (rúbrica), Vicario Portillo
Martínez (rúbrica), Elvia María Pérez Escalante (rúbrica), Cristina Ruiz
Sandoval (rúbrica).»

LEY DE LA COMISION NACIONAL DE LOS DERE-
CHOS HUMANOS

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Derechos Humanos, con
puntos de acuerdo respecto a la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma los artículos 5 y 6 de la Ley de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos

Honorable Asamblea:

La Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Di-
putados de la LXII Legislatura, con fundamento en los ar-

tículos 39 y 45, numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos; 80, numeral 1, fracción II, 157, numeral 1, fracción
I, 158, numeral 1, fracción IV, y demás relativos del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a su considera-
ción el presente dictamen al tenor de lo siguiente:

I. Antecedentes

A. En sesión ordinaria celebrada el 11 de marzo de 2014, el
diputado Gabriel de Jesús Cárdenas Guízar, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presen-
tó una iniciativa con proyecto de decreto que reforma los
artículos 5o y 6o de la Ley de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos –en adelante LCNDH–.

En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados turnó dicha iniciativa a la Comi-
sión de Derechos Humanos, para dictamen, siendo recibida
en esta última el día 12 marzo del año en curso.

B. El 27 de marzo de 2014 la Mesa Directiva de la Cámara
de Diputados modificó el trámite dictado a la iniciativa de
referencia, estableciendo turno a la Comisión de Derechos
Humanos para dictamen y a la Comisión de Juventud, para
opinión.

C. Con fecha del 12 de mayo de 2014, fue recibida en la
Comisión de Derechos Humanos de esta Cámara la opinión
elaborada por la Comisión de Juventud a la iniciativa obje-
to de análisis.

II. Contenido de la iniciativa

La iniciativa bajo estudio pretende, por una parte, reformar
el primer párrafo del artículo 5o de la LCNDH, a efecto de
que en dicha ley se contemple la existencia de siete visita-
dores generales. En otras palabras, plantea que sea creada
una séptima visitaduría que esté focalizada a la atención de
los jóvenes en conflicto con la ley penal.

Por otra parte, propone adicionar una fracción XIII Bis al
artículo 6o del mismo cuerpo legal, con el propósito de in-
cluir como atribución de la CNDH la de atender, orientar y
tratar los casos de personas jóvenes que se encuentren en
conflicto con la ley penal y que resulten de las investiga-
ciones realizadas por los visitadores.

Para sustentar su propuesta, el legislador Cárdenas Guízar
señala lo siguiente: 



“[…] a pesar de la implementación del sistema especia-
lizado en justicia para adolescentes, en el que se estable-
ce en su legislación en materia de justicia juvenil la ex-
cepcionalidad de la privación de la libertad… hoy en día
la realidad es que en los centros de reclusión en el Dis-
trito Federal concentran una población mayoritariamen-
te joven. La situación es tan grave que hasta 2010 casi
60 por ciento de las personas privadas de la libertad en
los centros de reclusión en la capital tenía entre 18 y 29
años de edad […] cuando una persona adolescente co-
mete un delito, la idea es ubicarla frente a un sistema pe-
nal de responsabilidad juvenil, donde goce de todos los
derechos reconocidos a una persona adulta en un proce-
so penal […]”

Señala que del análisis de la Agenda Nacional de Juventu-
des 2013 “[…] desembocó la propuesta de incorporar a la
estrategia federal encargada de atender, orientar y tratar ca-
sos de personas jóvenes en conflicto con la ley, y entre sus
líneas de acción se encuentra la creación de una defensoría
de la persona joven en la CNDH, con visitaduría […]”

Hace referencia también de que: 

“[…] la participación de las y los adolescentes en actos
delictivos es una problemática que se ha incrementado
en nuestra ciudad (se refiere a la Ciudad de México) y
que se asocia a que solamente se han creado instrumen-
tos jurídicos para combatirla, pero no se han desarrolla-
do las acciones de atención y defensoría adecuada que
atiendan los derechos y las necesidades de este sector de
la población […]” 

Añade que cuando los jóvenes se encuentran privados de
la libertad por la comisión de algún delito, corresponde
al estado garantizarles el acceso y ejercicio de sus dere-
chos y considera que la creación de una séptima visita-
duría en materia de juventud no contravendría la teoría
principal en la que se sustentan el origen y alcance de los
derechos humanos, ya que el reforzamiento de los dere-
chos de las personas jóvenes “[…] no implica necesaria-
mente una situación de desventaja en contraste con el
resto de la población […]. Complementa, que […] esta
diferencia obedece estrictamente a la situación comple-
ja que atraviesan hoy en día las y los jóvenes en el mun-
do […]”

Al respecto, da cuenta de que la Corte Interamericana de
Derechos Humanos ha señalado:

“que no todo trato diferenciado necesariamente conlleva
una discriminación; por el contrario, dicha diferencia-
ción –de estar basada en criterios objetivos y razonables
que la justifiquen– puede constituir un mecanismo o ve-
hículo adecuado para lograr la protección de aquellas
personas que, por su mayor o menor situación de debili-
dad en la que se encuentren, así lo requieran”, precisan-
do que tal es el caso de las y los jóvenes en la actualidad.

Explica que en México […] las investigaciones del Mi-
nisterio Público muchas veces se desvían atendiendo la
supuesta peligrosidad de la o el adolescente que presun-
tamente cometió un delito […] añadiendo que no […] se
cuenta con el auxilio de una policía especializada ni con
un equipo de peritos profesionales y técnicos en las ta-
reas indispensables para la investigación […] 

Agrega asimismo que […] en el sistema de justicia para
adolescentes ha permeado la propensión de calificar los
delitos como graves […] por lo que concluye que […] es
importante contar con una visitaduría independiente,
eficaz, eficiente y profesional para garantizar el derecho
a la defensa, el acceso a la justicia y a la preservación de
los derechos humanos de las y los adolescentes […]

En esa tesitura, expone que las violaciones a los derechos
de los jóvenes podrían ser conocidas por la CNDH, inclu-
yendo por supuesto, el derecho al acceso a la justicia de los
mismos.

Por último, sustenta que dado que “[…] las personas jóve-
nes forman parte de un colectivo integrante de la sociedad
que requiere de atención especial y de medidas de carácter
reforzado para lograr el pleno aseguramiento de sus dere-
chos humanos […]” se propone añadir una fracción que
conceda competencia expresa a la CNDH para que conoz-
ca las violaciones de los derechos humanos de los jóvenes
y, en razón de la especialización que requiere dicha proble-
mática, crear al interior de ese órgano constitucional una vi-
sitaduría general enfocada exclusivamente a la atención de
quejas por violaciones a los derechos humanos de los jóve-
nes que se encuentran en conflicto con la ley penal.

III. Contenido de la opinión de la Comisión de Juventud

La opinión emitida por la Comisión de Juventud de esta
Cámara de Diputados considera viable y pertinente apro-
bar la iniciativa presentada por el legislador Cárdenas
Guízar.
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Entre las consideraciones vertidas por la comisión opinan-
te, ésta hace referencia a tres dimensiones para analizar la
problemática de los jóvenes en situación de cárcel. Cita co-
mo primera a “[…] el alto número de jóvenes en conflicto
con la ley […]”, en segundo término hace mención a “[…]
la criminalización de la juventud por su mera condición de
edad y/o aspecto físico […]” y, como tercera, alude a “[…]
la problemática de su reinserción social situación que se
agrava cuando dentro de los centros penitenciarios el enfo-
que es de abusos, humillaciones y, en general, agravios a
sus derechos humanos […]”

Respecto a la primera dimensión, la opinante cita cifras re-
lativas a la situación de cárcel de los jóvenes, indicando que
conforme a las estadísticas judiciales en México, 2010,
46.5 por ciento de los delincuentes consignados ante la jus-
ticia son jóvenes de entre 18 a 29 años de edad. Añade, que
de acuerdo a datos proporcionados por la Séptima Encues-
ta Nacional sobre Inseguridad (ENSI-7) realizada por el
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) en el
año 2010, se muestra que 36 de cada 100 delincuentes son
menores de 15 años.

Así la opinante, partiendo de las cifras citadas en el párra-
fo que precede, concluye que “[…] lo anterior deja ver la
necesidad de políticas públicas preventivas efectivas que se
orienten a la población con el fin de evitar que lleguen a la
situación de cárcel […]”

Por lo que hace a la segunda dimensión, que tiene que ver
con la criminalización que se hace de los jóvenes por su
edad o apariencia física, la comisión opinante refiere que
existe una “[…] inercia que se ha generado hacia la crimi-
nalización de la juventud […] la población joven tiene par-
ticular vulnerabilidad puesto que casi en automático, por su
calidad de jóvenes, se les vincula con la criminalidad y la
delincuencia. Ello representa una situación de desventaja
para los jóvenes quienes pueden ser sujetos de discrimina-
ción y de transgresión de sus derechos humanos por el sim-
ple hecho de encontrarse en una etapa juvenil […]”

La opinante motiva las aseveraciones anteriores señalando
que un porcentaje de la población desacredita a los jóvenes
inactivos y cita, de acuerdo con información contenida en
la Encuesta Nacional de Discriminación en México (Ena-
dis), 2010, que 1.5 por ciento de los mexicanos opina que
los jóvenes que no estudian ni trabajan son delincuentes.
Añade que, de acuerdo a la misma encuesta, más de la mi-
tad de la población -57.1 por ciento- considera que cuando
alguien ve a jóvenes reunidos en la calle se justifica llamar

a la policía. Señala también que la Enadis destaca que la in-
tolerancia al aspecto físico afecta a uno de cada tres jóve-
nes en el país.

En lo relativo a la tercera dimensión, sobre la problemática
en la reinserción social, la referida comisión comenta que
“[…] es imperativo que se garanticen los derechos de los
jóvenes adentro de las cárceles, con el fin de que su proce-
so de reinserción social tenga mayor probabilidad de éxito
y no opten por reincidir en actos delictivos. El respeto a sus
derechos humanos, aún dentro de los centros penitencia-
rios, daría mayor certidumbre a los jóvenes sobre el siste-
ma judicial en el país […]”

Por otra parte, señala que la CNDH cuenta con una Terce-
ra Visitaduría General que atiende asuntos penitenciarios,
dando cuenta que a la “misma […] le corresponde conocer,
analizar e investigar las quejas e inconformidades sobre
presuntas violaciones a derechos humanos cometidas por
autoridades de carácter federal, de manera preponderante,
aquellas relacionadas con hechos violatorios en reclusorios
y centros de internamiento de menores; así como realizar
las actividades necesarias para lograr por medio de la con-
ciliación, la solución inmediata entre las partes […]”

Especifica asimismo que “[…] respecto a los asuntos en
materia penitenciaria, la Tercera Visitaduría tiene encomen-
dadas, entre otras, las siguientes funciones: supervisar el
respeto a los derechos humanos en el sistema penitenciario
y de readaptación social del país […] y agrega en esa tesi-
tura que […] la Tercera Visitaduría es la que atiende los
asuntos de personas en conflicto con la ley. Sin embargo,
actualmente no tiene a su cargo ninguna dirección o pro-
grama que haga hincapié en la población juvenil […]”

Por lo anterior, la comisión que emite su opinión considera
que pese a los avances que registra la CNDH en materia de
reconocimiento a otros grupos vulnerables, aún no se mate-
rializan esfuerzos en favor de la población joven, afirman-
do que ésta sigue sin ser considerada como un grupo prio-
ritario y estratégico dentro y fuera de las prisiones.

Para finalizar, respecto a las enmiendas propuestas, la co-
misión opinante señala que “[…] la necesidad de la modi-
ficación o no del artículo 5 queda a consideración de la dic-
taminadora […]”. Lo anterior en virtud de las reformas
aprobadas con antelación a ese precepto y en las cuales se
decidió no establecer un número específico de visitadurías,
para así abrir la posibilidad de crear otras nuevas en el fu-
turo.



Por último, respecto a la adición planteada para el artículo
6o, la comisión opinante respalda la misma, ya que en su
opinión, la adición podría derivar en resultados positivos
para la población juvenil, tales como la creación de una di-
rección o coordinación dentro de una visitaduría existente,
el impulso de programas focalizados exclusivamente a jó-
venes, o inclusive la creación de una séptima visitaduría en
la materia.

IV. Consideraciones de la Comisión de Derechos Huma-
nos

Quienes integran este órgano legislativo están ciertos de la
importancia que reviste para la sociedad el desarrollo pleno
de las y los jóvenes, no sólo por el hecho cuantitativo de re-
presentar la mitad de la población (que tiene 26 años o me-
nos)1, sino también por circunstancias cualitativas que tie-
nen que ver con sus aportaciones a la misma. En ese tenor,
debe reconocerse que el Estado mexicano ha implementado
progresivamente diversas acciones encaminadas a posicio-
nar a la juventud, en un plano prioritario, dentro de la agen-
da nacional, de manera que ello oriente la formulación e im-
plantación de políticas públicas en beneficio de la misma. 

Por lo que hace al Poder Legislativo, su trabajo se ha orien-
tado a maximizar los derechos de la juventud, por lo que se
han aprobado reformas que garantizan todos sus derechos
y, en particular, los relacionados con el acceso a la justicia.
Así, el 12 de diciembre de 2005 fue publicada:

“…la reforma al artículo 18 de la Constitución de los Es-
tados Unidos Mexicanos para crear un sistema de justi-
cia penal para adolescentes… La reforma introduce un
sistema de responsabilidad penal para adolescentes entre
los 12 y 18 años que antes no existía en México. Asi-
mismo, establece un sistema de justicia independiente
para los adolescentes, con jueces, ministerios públicos y
defensores técnicos especializados en adolescentes,
quienes determinarán si se cometió o no una infracción
a la ley penal. También incluye el principio del “debido
proceso”.2

Complementariamente, respecto a la legislación secunda-
ria, el 27 de diciembre de 2012 se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación (DOF), el decreto que expide la Ley
Federal de Justicia para Adolescentes y que adiciona la Ley
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, reforma la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, adicio-
na la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Repú-
blica y reforma la Ley Federal de Defensoría Pública.

Con esas enmiendas se estableció en el orden jurídico na-
cional el Sistema Federal de Justicia para Adolescentes, el
cual incluye a los órganos, instancias, procedimientos, prin-
cipios, derechos y garantías previstos en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la Ley Fede-
ral de Justicia Penal para Adolescentes, en la Ley para la
Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, y en los trata-
dos y convenios internacionales aplicables.

Con lo anterior se da cuenta del interés en reconocer y ga-
rantizar los derechos de la juventud. Ahora bien, una vez
precisado lo anterior, procede realizar el análisis concreto
de las enmiendas planteadas por el legislador iniciante.

A. Sobre la propuesta para establecer siete visitadurías
generales en la LCNDH.

1. Las reformas a la LCNDH publicadas en el Diario
Oficial de la Federación el 15 de junio de 2012.

Como se señaló líneas atrás, el iniciante propone la crea-
ción al interior de la CNDH de una séptima visitaduría. Con
relación a dicha propuesta, es importante mencionar que el
27 de abril de 2012 el pleno de esta Cámara de Diputados
aprobó el dictamen con proyecto de decreto por el que se
reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposicio-
nes de la LCNDH y, que a la vez, adicionó el artículo 8 de
la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los
Servidores Públicos (LFRASP). Entre las enmiendas plan-
teadas en dicho dictamen se encontraba la relativa a: “Do-
tar de otra visitaduría general a la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos (CNDH), que permita llevar con sen-
cillez, rapidez e inmediatez los procedimientos vincula-
dos a la protección de los derechos humanos en materia
laboral.”3

En el dictamen en mención los diputados de la LXI Legis-
latura coincidieron con la minuta remitida por el Senado y
en la cual se planteaba modificar la limitación numérica de
cinco visitadurías generales que señalaba el artículo 5o de
la LCNDH antes de la reforma; ello, según lo expuesto en
el propio dictamen, para permitir que fuera el reglamento
interior de ese organismo constitucional el dispusiera el nú-
mero necesario de visitadurías generales, según lo requeri-
do conforme a las necesidades funcionales del mismo.

Por lo anterior, esta dictaminadora considera que modificar
el primer párrafo del artículo 5o en los términos propuestos
por el iniciante implicaría un retroceso frente a la mencio-
nada reforma, ya que establecer de manera limitativa el nú-
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mero de visitadores generales con que contará la CNDH,
impediría a dicho organismo incrementar en un futuro –de
motu proprio y por la vía meramente administrativa– el nú-
mero de visitadurías que, en su caso, llegará a requerir.

Es así que se estima debe conservarse la redacción vigente
del texto del primer párrafo del artículo 5o, es decir, que se
siga señalando en la ley que la CNDH se integrará con un
presidente, una secretaría ejecutiva, visitadores generales
–sin limitar su cantidad-, así como el número de visitadores
adjuntos y personal profesional, técnico y administrativo
necesario para la realización de sus funciones.

2. Respecto al planteamiento para la creación de una vi-
sitaduría general de atención a jóvenes en conflicto con
la ley penal y sobre la propuesta para establecer la atri-
bución a cargo de la CNDH de atender, orientar y tra-
tar los casos de los mismos

Una vez expuesta la inconveniencia de establecer en la ley
de manera limitativa el número de visitadores generales
con que contará la comisión nacional, corresponde ahora
dilucidar sobre la pertinencia o no de establecer una nueva
visitaduría general en la materia aludida en la iniciativa que
se analiza.

Al respecto cabe señalar que el 31 de marzo de 2014 este
órgano legislativo, mediante el oficio CDD-CDH-LXII-
2972-14, solicitó al presidente de la CNDH su opinión res-
pecto a la iniciativa en estudio. Posteriormente, el 30 de
abril de 2014 fue recibido en la Comisión de Derechos Hu-
manos un oficio suscrito por el doctor Raúl Plascencia Vi-
llanueva, titular de dicho organismo, el cual a la letra expo-
ne:

“[…] Uno de los objetos esenciales de la comisión na-
cional, es la aplicación y observancia de los derechos
humanos que ampara el orden jurídico mexicano. Esta
protección incluye por supuesto a los menores en con-
flicto con la ley penal, así como la atención inmediata de
quejas que pudieran presentarse con motivo de violacio-
nes o inobservancias por parte de las autoridades públi-
cas de sus derechos humanos, teniendo siempre presen-
te el interés superior del menor.

Este organismo público a través del Mecanismo Nacio-
nal de Prevención de la Tortura, visita con regularidad
los centros de internamiento para adolescentes y la Ter-
cera Visitaduría General en particular, es la responsable

de la atención de las quejas que por violaciones a los de-
rechos humanos de los menores en conflicto con la ley
penal se presentan, así como del sistema penitenciario y
de readaptación social del país […]”

Lo anterior lleva a considerar que las propuestas planteadas
por el diputado iniciante quedan sin materia, dado que:

a. La CNDH actualmente cuenta con facultades para
atender quejas que se presenten a causa de violaciones a
los derechos humanos de los jóvenes y adolescentes en
conflicto con la ley penal.

b. Dicho organismo visita con regularidad los centros de
internamiento para adolescentes.

c. Existe ya una visitaduría general que se encarga de
atender, entre otras, las quejas relativas a violaciones de
los derechos humanos de los jóvenes y adolescentes en
conflicto con la ley penal, así como del sistema peniten-
ciario y de readaptación social del país.

Ahora bien, en adición a las consideraciones anteriores, es-
ta Comisión de Derechos Humanos estima que se debe pre-
cisar que el iniciante no sustenta en su propuesta normativa
el sentido y alcance de la expresión “jóvenes en conflicto
con la ley penal” la cual, expresada de esa manera, experi-
menta una amplia textura abierta4, resultando ser vaga, in-
cierta o indeterminada.

Ciertamente esa expresión puede entenderse en el sentido
de aludir a aquellos jóvenes que incurren en una conducta
tipificada penalmente, sin embargo, esta simple lectura no
justifica per se la existencia de una violación a un derecho
humano porque es posible que un joven “en conflicto con
la ley penal” pueda realizar una conducta constitutiva de
un delito y, consecuentemente, ser sancionado pero sin que
exista una sola violación a sus derechos fundamentales.

Ahora bien, independientemente de que presente o no una
violación a derechos humanos de algún o alguna joven que
se “encuentre en conflicto con la ley penal”, existen instru-
mentos procesales en materia de justicia para adolescentes
para combatir las resoluciones judiciales privativas de la li-
bertad que, en cada caso, deben hacerse valer por la parte
interesada. En ese contexto, el orden jurídico mexicano
contempla diversos recursos y medios de defensa como es
el caso, entre otros, del Juicio de Amparo.



3. Inoperatividad del criterio de las mayorías tratándo-
se de derechos humanos

El argumento toral expuesto por el legislador iniciante re-
fiere a que pese la implementación del nuevo sistema de
justicia para adolescentes, los reclusorios del Distrito Fede-
ral concentran una población mayoritariamente joven que
alcanza cifras de hasta 60 por ciento de personas que tienen
entre 18 y 29 años de edad.

Partiendo de esos indicadores, el legislador señala que tal
situación es contraria a la legislación en materia de justicia
para adolescentes, ya que ésta determina la excepcionalidad
del empleo de la privación de la libertad.

Al respecto, esta dictaminadora estima oportuno clarificar
lo siguiente:

Si bien de acuerdo a la Ley del Instituto Mexicano de la Ju-
ventud –artículo 2-, la población cuya edad esté compren-
dida entre los 12 y 29 años es considerada como joven, en
materia penal se diferencia entre personas imputables e in-
imputables.

Así, una persona es imputable por los delitos que comete a
partir de que cumple los 18 años de edad. Lo anterior sig-
nifica que, en el ámbito federal, las personas son sujetas de
responsabilidad penal a partir de que cumplen la mayoría
de edad, sin distinguir entonces entre que quien delinque
sea joven, adulto joven, adulto o adulto mayor, ya que la
edad penal comienza a partir de los 18 años.

Por otro lado, la legislación contempla un tratamiento dis-
tinto cuando el sujeto activo del delito es una persona ado-
lescente. Así la Ley Federal de Justicia para Adolescentes,
es el ordenamiento aplicable “…a quienes se les atribuya o
compruebe la realización de una o varias conductas tipifi-
cadas como delito competencia de las autoridades federales
y tengan al momento de la comisión de dichas conductas,
entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años de
edad.”5 (El subrayado es nuestro).

De lo anterior se desprende, que si bien una persona joven
es aquella cuya edad oscila entre los 12 y 29 años, en ma-
teria penal existen tratamientos distintos para las personas
adolescentes –aquellas que tienen entre 12 y menos de 18
años de edad- y los mayores de 18 años que cometen un de-
lito. En el primer caso son inimputables penalmente y sí
imputables siendo mayores de edad. Por lo que en esa tesi-
tura, no tiene correlación la disposición relativa a la excep-

cionalidad de la pena de prisión para los adolescentes con
el hecho de que 60 por ciento de la población de los reclu-
sorios de la capital del país sean personas que tienen entre
18 y 29 años de edad.

Ahora bien, de manera adicional a los argumentos referen-
tes a que más de la mitad de la población recluida en el Dis-
trito Federal son jóvenes y al alto porcentaje de jóvenes en
conflicto con la ley enunciados en la iniciativa y opinión
respectivamente, el iniciante señala que la participación de-
lictiva de las y los adolescentes se ha incrementado en la
capital del país.

Sobre el particular, ya anteriormente esta Comisión de De-
rechos humanos ha señalado que el sólo hecho de que un
sector social represente una mayoría no puede ser conside-
rado como un argumento que dé prelación sobre otros tan-
tos sectores, ya que la propia naturaleza de los derechos hu-
manos guarda particulares características que los hacen -a
los derechos humanos- ser especialmente diversos a otros
tópicos de la ciencia jurídica. Así, a diferencia de otros de-
rechos, en el caso de los derechos humanos, las decisiones
nunca pueden ser tomadas, únicamente, bajo el criterio del
principio de las mayorías. Precisamente desde hace tiempo,
uno de los aspectos contra los que más deben ser protegi-
dos los derechos humanos es justamente el del imperio de
las mayorías.6

Atento a lo anterior, el criterio mayoritario no puede ser el
que oriente de manera exclusiva la toma de decisiones en el
campo de los derechos humanos.

Por tanto, en el caso sujeto a análisis, si bien los jóvenes
constituyen un grupo social mayoritario, no obstante, en un
análisis ponderado, puede advertirse que existen otros sec-
tores menos numerosos, pero que cualitativamente se en-
cuentran también en situaciones que demandan atención in-
mediata como es el caso de los indígenas, adultos mayores,
personas defensoras de derechos humanos, periodistas, mi-
grantes, personas con discapacidad, mujeres embarazadas y
personas de la comunidad lésbico-gay-bisexual-transexual-
intersexual (LGBTI), entre otros.7

Afirmar que la creación de una visitaduría general puede
justificarse únicamente por el criterio mayoritario, implica-
ría inexorablemente que en nuestro país se crearán, de ma-
nera adicional, una amplitud de visitadurías generales foca-
lizadas exclusivamente a la atención de ciertos grupos
sociales en determinadas problemáticas específicas, lo cual
resultaría impráctico, ya que conforme a la Constitución
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Política de los Estados Unidos Mexicanos, a los tratados in-
ternacionales suscritos por México y a diversas leyes, no
existe restricción alguna que indique que los derechos hu-
manos se encuentran circunscritos únicamente para ciertos
grupos en específico, sino que, por el contrario, se estable-
ce claramente que dichos derechos son intrínsecos a todas
las personas, lo cual concuerda con el artículo 1o. de la Car-
ta Magna.

En esa tesitura debe señalarse que el constituyente perma-
nente ha dispuesto que el principio de igualdad no debe de
ser interpretado de una manera meramente formal -tal co-
mo si todas las personas se encontraran en las mismas con-
diciones fácticas-, sino que debe ser interpretado de forma
tal que frente a aquellos sectores históricamente excluidos
y en condiciones de profundas desigualdades, se garantice
–mediante acciones afirmativas- su acceso a condiciones
progresivas de igualdad material.

De este modo, se han dispuesto acciones tendientes a lograr
una plena igualdad fáctica en sectores como los de la ju-
ventud, la niñez, la población indígena, los migrantes y las
personas de la tercera edad, entre otros.

Como se ha señalado, dentro del microcosmos de sectores
excluidos, existen aquellos en el que las desigualdades fác-
ticas experimentan desigualdades abismales, tal es el caso,
por citar un ejemplo, de la población indígena. Así ha sido
entendido por el Estado mexicano y, en consecuencia, se
han emprendido diversas acciones para que frente a cada
sector excluido se implementen las mejores acciones nor-
mativas. En el caso de la población indígena, se ha previs-
to incluso la existencia de una visitaduría general al interior
de la CNDH con competencia en el tema, por considerar la
extrema situación de disparidad existente en este sector, lo
cual robustece el argumento de que frente a los derechos
humanos el simple factor cuantitativo nunca es definitivo.

4. Comentarios adicionales respecto a la criminaliza-
ción de la juventud y la problemática de su reinserción
social

De manera adicional a los argumentos del legislador ini-
ciante, los cuales giran principalmente en torno al porcen-
taje mayoritario de jóvenes en conflicto con la ley penal, la
Comisión de Juventud señala dentro de sus consideracio-
nes, dos dimensiones adicionales: una relativa a “la crimi-
nalización de la juventud por su mera condición de edad
y/o aspecto físico” y otra referente a “la problemática de
su reinserción social dentro de centros penitenciarios por

prevalecer en éstos los abusos, humillaciones y agravios a
sus derechos humanos”.

Por lo que hace a la criminalización de la juventud, si bien
la comisión opinante refiere que, en algunos aspectos, un
alto porcentaje de la población vincula a los jóvenes con la
delincuencia, ello no significa que tal situación coloque ne-
cesariamente a los jóvenes en una situación de desventaja
al momento en que los mismos hagan frente a un proceso
judicial.

Se afirma lo anterior en razón de que el ordenamiento jurí-
dico contempla distintas instancias, procedimientos, princi-
pios, derechos y garantías que, forzosamente, todas las au-
toridades, y primordialmente los operadores jurídicos,
deben observar, previéndose mecanismos específicamente
diseñados para la tutela de los derechos humanos por vías
jurisdiccionales.

Adicionalmente, cabe referir que en febrero de 2012 la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación presentó el Protocolo
de Actuación para quienes imparten justicia en casos que
afecten a niñas, niños o adolescentes. Este instrumento con-
templa principios y obligaciones, así como reglas y consi-
deraciones generales en la materia para las y los juzgado-
res; de igual modo prevé determinaciones específicas para
las y los operadores jurídicos respecto a los casos que in-
volucren a adolescentes en conflicto con la ley.

Complementariamente, “en la reunión preparatoria de la
XVII Cumbre Judicial Iberoamericana, celebrada en Gua-
dalajara, México, se aprobó por unanimidad la realización
del Protocolo Iberoamericano de Actuación Judicial pa-
ra mejorar el acceso a la justicia de las personas y gru-
pos en condiciones de vulnerabilidad, con especial énfa-
sis en justicia con enfoque de género.”8

Se señala lo anterior con el propósito de demostrar que el
sólo hecho de que una parte de la población relacione a la
juventud con la delincuencia, como da muestra la Enadis,
no significa que las y los juzgadores forzosamente compar-
tan esa percepción, ya que como se puede apreciar, los pro-
tocolos recién enunciados buscan mejorar el acceso a la
justicia de las y los adolescentes, facilitando a las personas
que participan en el funcionamiento de los sistemas judi-
ciales herramientas de consulta que sirvan de guía en su ac-
tuación –en adición a las normas legales-.

Por otra parte, en lo relativo a la tercera dimensión, la co-
misión opinante sustenta que “[…] es imperativo que se ga-



ranticen los derechos de los jóvenes adentro de las cárce-
les... El respeto a sus derechos humanos, aún dentro de los
centros penitenciarios, daría mayor certidumbre a los jóve-
nes sobre el sistema judicial en el país […]”

Al respecto, como ya se precisó, la CNDH por conducto del
Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, visita
periódicamente los centros de internamiento para adoles-
centes y la Tercera Visitaduría es la encargada de atender
las quejas por violaciones a los derechos humanos en el sis-
tema penitenciario y de readaptación social del país.

Al mismo tiempo, se estima pertinente mencionar que el
pasado 10 de junio de 2013, fue publicado en el DOF un
decreto que reformó la fracción XII del artículo 6 de la
LCNDH, en los siguientes términos:

“Artículo 6o. La Comisión Nacional tendrá las siguien-
tes atribuciones:

I. a XI. …

XII. Supervisar el respeto a los derechos humanos en el
sistema de reinserción social del país mediante la elabo-
ración de un diagnóstico anual sobre la situación que és-
tos guarden.

En dicho diagnóstico deberán incluirse, además de las
evaluaciones que la comisión pondere, datos estadísticos
sobre el número, las causas y efectos de los homicidios,
así como de las riñas, motines, desórdenes, abusos y
quejas documentadas que sucedan en las prisiones, cen-
tros de detención y retención federales y locales.

El diagnóstico se hará del conocimiento de las depen-
dencias federales y locales competentes en la materia
para que éstas elaboren, considerando las opiniones de
la Comisión, las políticas públicas tendientes a garanti-
zar el respeto de los derechos humanos de los internos;

XIII. a XVI. …”

Por último, no se pasa por alto distinguir que a la CNDH no
le corresponde conocer de los asuntos relativos a resolucio-
nes de carácter jurisdiccional –artículo 7, fracción II de la
LCNDH-, ya que precisamente este órgano constitucional
ejerce un control no jurisdiccional de los actos de las auto-
ridades, por lo que en consecuencia, a este organismo no le
compete dar certidumbre sobre el sistema judicial en el
país, como asevera la comisión opinante.

Por lo anteriormente expuesto, esta Comisión de Derechos
Humanos arriba a la conclusión de dictaminar la iniciativa
objeto de análisis en sentido negativo. No obstante, se deja
a consideración de la propia CNDH que sea ésta quien, con
base en sus atribuciones reglamentarias, determine en un
futuro la conveniencia o no de implementar un programa
especial para la protección de los derechos humanos de los
jóvenes –conforme al artículo 59, primer párrafo del Re-
glamento Interior de la CNDH-.

Por todos los argumentos antes señalados, la Comisión de
Derechos Humanos somete a la consideración de la hono-
rable asamblea de la Cámara de Diputados el siguiente:

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 5o y 6o de la Ley de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos, presentada por el
diputado Gabriel de Jesús Cárdenas Guízar, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Segundo. Archívese el presente asunto y téngase como to-
tal y definitivamente concluido.

Notas:

1. Dato disponible en http://www.inegi.org.mx/inegi/contenidos/espa-

nol/prensa/contenidos/Articulos/sociodemograficas/mexico-

jovenes.pdf

2. Consultado en el portal electrónico: http://www.unicef.org/

mexico/spanish/politicaspublicas_6919.htm el 13 de mayo de 2014 a
las 12:00 horas.

3. Véase el dictamen de las Comisiones Unidas de Derechos Humanos
y de la Función Pública, con proyecto de decreto que reforma, adicio-
na y deroga diversas disposiciones de la Ley de la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos y adiciona el artículo 8 de la Ley Federal de
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, dispo-
nible en el portal: http://gaceta.diputados.gob.mx/, de fecha 27 de abril
de 2012.

4. La referencia a la textura abierta en Hart sostiene que “el uso, ordi-
nario o técnico de una palabra es abierto pues, a veces, alguna de las ca-
racterísticas relevantes para su aplicación puede estar ausente y, no obs-
tante, usarse lo mismo, dada la presencia de otras propiedades
relevantes. Esto es lo que suele denominarse vaguedad combinato-
ria….” Disponible en http://biblioteca.clacso.edu.ar/gsdl/collect/ar/ar-

013/index/assoc/D4449.dir/sec8003b.pdf
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5. Véase el artículo 1 de la Ley Federal de Justicia para Adolescentes.

6. Véase el dictamen de la Comisión de Derechos Humanos en sentido
negativo a la iniciativa que adiciona un tercer párrafo al artículo 53 de
la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, presentada
por la diputada Esther Quintana Salinas, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, votado en Comisión el día 25 de
febrero de 2014 disponible en línea en http://gaceta.diputados.gob.mx/

Gaceta/62/2014/abr/20140407.html

7. Como ejemplo, la Agenda Nacional de Derechos Humanos 2013 pre-
sentada por la CNDH en el marco de la consulta para la elaboración del
Programa Nacional de Desarrollo, refleja cifras sostenidas en el incre-
mento de quejas presentadas por otros sectores específicos de la pobla-
ción como los pueblos y comunidades indígenas, periodistas, migran-
tes, personas con discapacidad y adultos mayores.

8. Suprema Corte de Justicia de la Nación, Protocolo Iberoamericano

de actuación judicial para mejorar el acceso a la justicia de personas

con discapacidad, migrantes, niñas, niños, adolescentes, comunidades

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 28 días del mes de
julio de 2014.

La Comisión de Derechos Humanos, diputados: Miriam Cárdenas
Cantú (rúbrica), presidenta; Rodimiro Barrera Estrada, María Esther
Garza Moreno (rúbrica), Gabriel Gómez Michel (rúbrica), Carlos Fer-
nando Angulo Parra (rúbrica), Verónica Sada Pérez (rúbrica), María de
Lourdes Amaya Reyes, Margarita Elena Tapia Fonllem (rúbrica), Mar-
tha Edith Vital Vera (rúbrica), José Francisco Coronato Rodríguez (rú-
brica), Loretta Ortiz Ahlf, René Ricardo Fujiwara Montelongo (rúbri-
ca), secretarios; Juan Jesús Aquino Calvo (rúbrica), Carlos Humberto
Castaños Valenzuela (rúbrica), Francisco Javier Fernández Clamont
(rúbrica), María del Rocío García Olmedo (rúbrica), María de Jesús
Huerta Rea (rúbrica), María Teresa Jiménez Esquivel (rúbrica), Roxa-
na Luna Porquillo (rúbrica), Roberto López Suárez (rúbrica), María
Angélica Magaña Zepeda (rúbrica), María Guadalupe Mondragón
González (rúbrica), José Luis Muñoz Soria (rúbrica), Vicario Portillo
Martínez (rúbrica), Elvia María Pérez Escalante (rúbrica), Cristina Ruiz
Sandoval (rúbrica).»

LEY DE LA COMISION NACIONAL DE LOS DERE-
CHOS HUMANOS

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Derechos Humanos, con
puntos de acuerdo respecto a la iniciativa con proyecto de

decreto que reforma el artículo 26 de la Ley de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos

Honorable Asamblea:

La Comisión de Derechos Humanos de la honorable Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión, con funda-
mento en los artículos 39 y 45 numeral 6, incisos e), f) y g),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; 80, numeral 1, fracción II, 157, nume-
ral 1, fracción I, 158, numeral 1, fracción IV, y demás rela-
tivos del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
su consideración el presente dictamen al tenor de lo si-
guiente:

I. Antecedentes

A. En sesión ordinaria celebrada el 30 de abril de 2014, la
diputada Roxana Luna Porquillo, integrante del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática, pre-
sentó una iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 26 de la Ley de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos (en adelante LCNDH).

Con relación a dicha iniciativa, la Presidencia de la Mesa
Directiva de esta Cámara dictó el siguiente trámite: “Túr-
nese a la Comisión de Derechos Humanos, para dictamen”,
siendo recibida en esta comisión el 20 de mayo de 2014.

II. Contenido de la iniciativa

La diputada iniciante propone reformar el artículo 26 de la
LCNDH para quedar de la siguiente manera:

“Artículo 26. La queja sólo podrá presentarse dentro del
plazo de un año, a partir de que se hubiera iniciado la
ejecución de los hechos que se estimen violatorios, o de
que el quejoso hubiese tenido conocimiento de los mis-
mos.

Se podrá presentar queja también, en cualquier mo-
mento, tratándose de actos u omisiones violatorios
que trasciendan en el tiempo, siempre que éstos o sus
consecuentes violaciones a derechos humanos no ce-
sen.

En casos excepcionales, y tratándose de infracciones
graves a los derechos humanos, la Comisión Nacional
podrá ampliar dicho plazo mediante una resolución ra-
zonada. No contará plazo alguno cuando se trate de he-



chos que por su gravedad puedan ser considerados vio-
laciones de lesa humanidad.”

La diputada iniciante indica que la redacción vigente del ar-
tículo 26 de la LCNDH contraviene el principio de inviola-
bilidad de los derechos humanos, toda vez que sujeta al pla-
zo de un año la presentación de la queja ante la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) y, en ciertos
casos, como ocurre con lo que ella denomina “agravios que
continúan en el tiempo”, el plazo de un año resulta ser in-
suficiente porque  dicho plazo […] no concede las precau-
ciones y cuidados que se deben contemplar para la correc-
ta tutela de los derechos fundamentales […]. 

En ese contexto propone la ausencia de un plazo para pre-
sentar la queja ante, precisamente, aquellos “agravios que
continúan en el tiempo”.

Sustenta su propuesta con los siguientes argumentos:

A. La trascendencia de la reforma constitucional en mate-
ria de derechos humanos publicada el 10 de junio de 2011
en el Diario Oficial de la Federación, la cual establece un
marco de garantía y protección, expande su catálogo subs-
tantivo al incorporar los derechos contenidos en los trata-
dos internacionales ratificados por México e incorpora el
principio de interpretación pro persona para, con todo ello,
representar “un importante avance en la construcción de un
marco jurídico-constitucional que tutelara y priorizara cier-
tos derechos entendidos como inherentes a la persona”.

B. Que la naturaleza de los derechos fundamentales, citan-
do a Luigi Ferrrajoli, es la de ser “[…] derechos indisponi-
bles, inalienables, inviolables, intransigibles, personalísi-
mos […]” por lo que, con apoyo en lo anterior, la iniciante
señala que:

[…] resultaría totalmente desafortunado que al ser dere-
chos inviolables, sea la propia ley del organismo desti-
nado a la protección de estos derechos, la que sujetara su
intervención a un plazo, tratándose de violaciones a de-
rechos que continúan en el tiempo, propiciando el la-
mentable supuesto de enfrentarnos a una violación de
derechos fundamentales y no poder solicitar la interven-
ción de dicho organismo por considerar estar fuera del
mismo, es decir, la propia naturaleza del derecho que ra-
dica en su inviolabilidad exige que en todo momento se
proteja el derecho ante una posible violación o máxime
cuando en efecto se está vulnerando el derecho”. 

En ese contexto agrega:

En virtud de ello se considera contrario a este esfuerzo y
al propio espíritu de inviolabilidad del derecho, someter
y condicionar la intervención de la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos a un plazo cuando no se hace
distingo alguno de las características de la violación, y
sin considerar que en efecto puede existir una violación
a derechos humanos, mantenerse más de 1 año y que la
persona por diversas razones no haya acudido a la Co-
misión en el tiempo concedido.

C. Que la queja ante la CNDH constituye: “[…] el instru-
mento con el que cuentan las personas para solicitar la in-
tervención del máximo órgano de protección y defensa de
derechos humanos en nuestro país […]” .La iniciante tam-
bién reconoce la existencia de otros instrumentos procesa-
les –de carácter jurisdiccional- en materia de derechos hu-
manos, tal es el caso del Juicio de Amparo, pero señala que
frente a este instrumento jurisdiccional, la CNDH “[…] se
ve debilitada, acotada y condicionada cuando se sujeta su
intervención a plazos que representan obstáculos para la
debida protección de los derechos”.

D. Que la vigente redacción del artículo 26 de la LCNDH:

[…] cae en la desafortunada situación de vincular el mo-
mento procesal por el que nace el derecho a solicitar me-
diante queja, la intervención del organismo nacional
protector de derechos humanos, a un plazo de un año, y
que no concede las precauciones y cuidados que se de-
ben contemplar para la correcta tutela de los derechos
fundamentales, tratándose de agravios que continúan en
el tiempo.

E. Que el artículo 26 de la LCNDH también prevé que: “En
casos excepcionales, y tratándose de infracciones graves a
los derechos humanos, la comisión nacional podrá ampliar
dicho plazo mediante una resolución razonada.” Respecto
de esto, la iniciante precisa que:

[…] es también cierto que señala que el plazo de 1 año
será el observado de forma predeterminada o por defec-
to para todas las violaciones, y únicamente cuando sean
casos excepcionales, a juicio de la propia comisión, y
tratándose de infracciones graves, también a juicio de la
propia comisión, es que se podrá ampliar dicho plazo
mediante resolución razonada.
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Al respecto, la iniciante estima que este supuesto puede dar
lugar a dos grandes problemas: 

1. Que la decisión y valoración de la excepcionalidad de
una violación de derechos humanos, así como la grave-
dad en una infracción, estén sujetas al razonamiento
subjetivo y a la conclusión a la que llegue el organismo
protector, provocando una disparidad en cuanto al senti-
do de los criterios utilizados para decidir cuando (sic) un
caso en concreto es excepcional, y cuando una infrac-
ción es grave. 

2. Se crea incertidumbre jurídica al no establecer en la
propia ley, las reglas específicas para considerar excep-
cional o grave una infracción, lo que podría dar lugar a
que el propio acto u omisión que se pretende atacar per-
sista y quede sin efectos la queja […]

F. Que entre las violaciones a derechos humanos que tras-
cienden en el tiempo pueden citarse la desaparición forza-
da y las “omisiones en materia de derechos humanos.” 

De la primera señala que se trata “de una de las más graves
violaciones a derechos fundamentales” y que, de mantener-
se el artículo 26 de la LCNDH en sus términos podría dar
lugar al supuesto de que “[…] una vez transcurrido el pla-
zo, y de no considerarse excepcional o grave, se habría per-
dido el derecho a solicitar la intervención de la comisión, lo
cual es gravísimo […]” 

Respecto del supuesto de la omisión en materia de derechos
humanos indica que la redacción vigente del artículo 26 de
la LCNDH permite el inicio del plazo sólo hasta “al mo-
mento en que dicha omisión es del conocimiento del que-
joso”. Sobre este supuesto señala la iniciante:

Aquí es prudente señalar, que el conocimiento de alguna
omisión por parte de la autoridad, debe de ir acompañada
indudablemente del conocimiento del derecho, en otras pa-
labras, únicamente si la persona tiene conocimiento de ser
sujeto de ciertos derechos y que la autoridad está obligada
a suministrárselos es que se dará cuenta de la omisión, al
momento de verse privado del acto. De otra manera el que-
joso tendrá el conocimiento de que en efecto, siempre ha
faltado algún servicio, pero no sabrá, que puede reclamarlo
y que la autoridad está obligada a proporcionarlo, y por
consiguiente que puede solicitar la intervención de la co-
misión, pero hasta un año a partir de haberse dado cuenta
de los hechos que se estimen violatorios. Debe tenerse
cuidado con la redacción vigente, pues hace alusión a tener

conocimiento de los hechos, y no del derecho, que como
expusimos, es requisito indispensable para darse cuenta de
la omisión.

III. Consideraciones de la Comisión de Derechos Hu-
manos

Como quedó precisado líneas atrás, la iniciante señala que
la redacción del artículo 26 de la LCNDH omite considerar
situaciones particulares para el caso de aquellos “agravios
que continúan en el tiempo” en materia de derechos huma-
nos, lo que resulta –de acuerdo con la iniciante- contrario al
principio de inviolabilidad de los derechos fundamentales
considerando que existen obligaciones internacionales en la
materia que se robustecen con la reforma constitucional en
materia de derechos humanos de 2011, por lo que la redac-
ción del citado artículo incurre en una suerte de equivoca-
ción al partir de una presunción sobre el conocimiento de
los hechos que dan lugar a violaciones a derechos humanos
de las personas. 

En atención a lo anterior, esta Comisión de Derechos Hu-
manos ha de analizar cada uno de los planteamientos seña-
lados por la iniciante para: 

Primero, determinar si los llamados “agravios que continú-
an en el tiempo” se encuentran previstos o no en la
LCNDH.

Segundo, precisar si el supuesto sobre el desconocimiento
por parte de las personas de los hechos generadores de vio-
laciones a los derechos humanos resulta ser suficiente para
sustentar una excepción al plazo ordinario indicado en esa
ley para la presentación de la queja 

Tercero, arribar al convencimiento sobre si la actual redac-
ción del artículo 26 de la citada ley resulta contraria al prin-
cipio de inviolabilidad de los derechos fundamentales.

En esa tesitura cabe señalar lo siguiente: 

A. Sobre los “agravios que continúan en el tiempo”. La
ausencia de una prevención sobre el particular en la
LCNDH

El argumento toral presentado por la iniciante refiere que
en el artículo 26 de la LCNDH se establece un plazo gené-
rico de un año para presentar la queja ante la CNDH por
violaciones a derechos humanos, pero que para los “agra-
vios que continúan en el tiempo”, es decir, las violaciones



a derechos humanos que trascienden por más de un año
–por ejemplo tratándose de las desapariciones en que la
víctima directa se ve impedida para presentarla- no existe
una previsión expresa en aquella ley, de manera que, trans-
currido ese término de un año, el carácter de inviolabilidad
de los derechos humanos se vería afectado. 

Respecto de esa primera aseveración, esta Comisión de De-
rechos Humanos encuentra que la misma carece de una ar-
gumentación suficiente. 

Ciertamente el artículo 26 del referido ordenamiento indica:

Artículo 26.- La queja sólo podrá presentarse dentro del
plazo de un año, a partir de que se hubiera iniciado la
ejecución de los hechos que se estimen violatorios, o de
que el quejoso hubiese tenido conocimiento de los mis-
mos. En casos excepcionales, y tratándose de infrac-
ciones graves a los derechos humanos, la Comisión
Nacional podrá ampliar dicho plazo mediante una
resolución razonada. No contará plazo alguno cuan-
do se trate de hechos que por su gravedad puedan ser
considerados violaciones de lesa humanidad. (Remar-
cado nuestro) 

Como se aprecia, este dispositivo además de indicar el tér-
mino genérico de un año dentro del cual puede ser presen-
tada una queja, amplía dicho plazo tratándose de infraccio-
nes graves e incluso determina que “no contará plazo
alguno cuando se trate de hechos que por su gravedad pue-
dan ser considerados violaciones de lesa humanidad” –co-
mo en el caso de las desapariciones forzadas.

En ese contexto, es claro que los supuestos jurídicos conte-
nidos en el dispositivo en comento prevén diversos plazos,
e inclusive la ausencia del mismo, a fin de considerar las di-
versas situaciones –actos u hechos provenientes de alguna
instancia administrativa- que pueden lesionar o violentar
derechos humanos.

Si bien, la iniciante advierte –como se señaló ya antes- que
esa previsión legal puede conducir a dos grandes proble-
mas,1 no aparecen dichas circunstancias debidamente fun-
dadas porque en primer término, la iniciante utiliza la ex-
presión “agravios que continúan en el tiempo” respecto de
la cual no aporta elementos o argumentos que permitan jus-
tificar cuándo se está frente a dicho supuesto, lo que es in-
dispensable puesto que en lo fáctico cualquier violación a
los derechos humanos puede tener el carácter de trascen-

dencia en el tiempo, tan es así que la privación de la vida,
la afectación a la libertad de expresión, de opinión o de re-
ligión, etcétera, puede asumir el carácter de trascendencia
en el tiempo por más de un año.

Ahora bien, considerando el ejemplo que plantea en su pro-
puesta la iniciante –el de la desaparición forzada- esta Co-
misión puede deducir que el propósito que guía a la propo-
nente es el estimar como “agravios que continúan en el
tiempo” a aquellos “delitos continuos” esto es, aquellos cu-
ya consumación se prolonga en el tiempo.

En atención a ello, es importante señalar que sobre la desa-
parición forzada, la Corte Interamericana de Derechos hu-
manos –CoIDH- es pionera en el desarrollo jurisprudencial
de este delito internacionalmente condenable. En reitera-
ción de jurisprudencia vertida en el caso “Gomes Lund y
otros”, esta Corte señaló: 

[…] en el derecho internacional la jurisprudencia de es-
te Tribunal ha sido precursora de la consolidación de una
perspectiva comprensiva de la gravedad y el carácter
continuado o permanente de la figura de la desaparición
forzada de personas, en la cual el acto de desaparición y
su ejecución se inician con la privación de la libertad de
la persona y la subsiguiente falta de información sobre
su destino, y permanece mientras no se conozca el para-
dero de la persona desaparecida y se determine con cer-
teza su identidad. De conformidad con todo lo anterior,
la Corte ha reiterado que la desaparición forzada consti-
tuye una violación múltiple de varios derechos protegi-
dos por la Convención Americana que coloca a la vícti-
ma en un estado de completa indefensión, acarreando
otras vulneraciones conexas, siendo particularmente
grave cuando forma parte de un patrón sistemático o
práctica aplicada o tolerada por el Estado […] La Corte
ha verificado la consolidación internacional en el análi-
sis de este crimen, el cual configura una grave violación
de derechos humanos, dada la particular relevancia de
las transgresiones que conlleva y la naturaleza de los de-
rechos lesionados. La práctica de desaparición forzada
implica un craso abandono de los principios esenciales
en que se fundamenta el Sistema Interamericano de De-
rechos Humanos y su prohibición ha alcanzado carácter
de jus cogens.2

En esta primera aproximación, se encuentran argumentos
para confirmar el carácter de delito continuado que posee la
desaparición forzada. Este carácter continuado se deduce
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de la permanente ausencia de la persona y se mantiene has-
ta en tanto no se conozca su paradero. En consecuencia, se
presume que el delito continúa cometiéndose en el tiempo.

Lo anterior es diverso del planteamiento señalado por la
iniciante, la cual no se refiere a la comisión en el tiempo, si-
no a violaciones a derechos humanos que trascienden por
más de un año, también señala la iniciante:

[…] es tanto posible como probable que la violación a al-
gún determinado derecho inherente a la condición humana,
las consecuencias de dicha violación, trasciendan en el
tiempo, a mucho más de un año, así como las diversas ra-
zones por las que una persona no acuda en tiempo a solici-
tar la intervención de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos (subrayado propio).

El término “trasciendan” empleado por la iniciante resulta
confuso y de una amplia textura abierta en el lenguaje3 al
no delimitarse el ámbito de dicha trascendencia a la comi-
sión, a sus consecuencias o a algún otro factor, por lo que
reformar el artículo en los términos precisados en la pro-
puesta conllevaría a desvirtuar el carácter continuado que
apareja a delitos como la desaparición forzada, puesto que
lejos de centrarse en el aspecto de continuidad en la comi-
sión del ilícito, la “trascendencia” abarcaría otros tantos as-
pectos como se ha observado.

Ahora bien, también considera esta Comisión que la moti-
vación preocupante de la iniciante se encuentra ya cubierta
con la actual redacción del artículo 26 de la LCNDH para
el caso de delitos continuados como la desaparición forzada.

Efectivamente, debe precisarse que la existencia de un pla-
zo para el ejercicio de una acción jurídica, inclusive tratán-
dose de derechos humanos, no resulta contraria a ningún
principio consubstancial a los propios derechos humanos.
Tan es así que las diversas cortes regionales e internaciona-
les en materia de derechos humanos prevén la existencia de
plazos para la presentación de casos ante ellas.4 Incluso, en
el derecho comparado encontramos ejemplos de esta situa-
ción, tal es el caso de la República Argentina en la que se
establece un plazo de un año para presentar la queja ante el
Defensor del Pueblo de la Nación (ombudsman nacional)5

o de España ante el Defensor del Pueblo,6 por citar sólo al-
gunos ejemplos.

Sólo ante la realización de ciertas conductas consideradas
como “los crímenes más graves de trascendencia para la
comunidad internacional en su conjunto”,7 se ha previsto

desde el propio Derecho Internacional de los Derechos Hu-
manos la ausencia de un plazo para la presentación de los
correspondientes recursos ante los propios tribunales inter-
nacionales y así se ha sugerido al interior de los Estados
partes.

El ejemplo presentado por la iniciante es precisamente uno
de los crímenes más aberrantes que la comunidad interna-
cional de Estados reprueba. La cita antes señalada de la
Corte Interamericana lo demuestra, así como el Estatuto de
Roma de la Corte Penal Internacional, ratificado por Méxi-
co, que prevé al delito de desaparición forzada como parte
de un crimen de lesa humanidad y, por tanto, de competen-
cia para la Corte Penal Internacional al ser uno de esos crí-
menes de especial gravedad internacional.8

En este sentido, no asiste razón a la iniciante cuando argu-
menta que para el caso de la desaparición forzada, el man-
tener el artículo 26 de la LCNDH en sus términos podría
dar lugar al supuesto de que “[…] una vez transcurrido el
plazo, y de no considerarse excepcional o grave, se habría
perdido el derecho a solicitar la intervención de la Comi-
sión, lo cual es gravísimo […]”

Por otro lado, respecto del supuesto carácter de subjetivi-
dad del operador para determinar cuándo se adquiere el ca-
rácter de “excepcional” o cuándo se está ante “infracciones
graves a los derechos humanos” es de considerarse que los
argumentos proporcionados no son suficientes para justifi-
car la reforma del artículo en cuestión.

Lo anterior porque el carácter de la subjetividad del opera-
dor es, ha sido y seguirá siendo una de las principales cons-
tantes para la ciencia jurídica. Superar un paradigma de
“paleo positivismo”9 en el que el operador simplemente re-
alizaba un ejercicio de subsunción mecánica, ha sido uno
de los grandes logros de la citada reforma constitucional en
materia de derechos humanos de 2011. 

Los derechos humanos, como es sabido, escapan al tradi-
cional tratamiento con el que son operadas las reglas jurí-
dicas. Las reglas funcionan mediante un ejercicio de sub-
sunción,10 sin embargo, los derechos humanos entendidos
como mandatos de optimización siguen las reglas fijadas
para principios y valores.11 Consecuentemente, los princi-
pios adquieren una configuración en la que la interpreta-
ción y la ponderación son las reglas esenciales en su opera-
ción. Así ha sido reconocido desde el texto constitucional al
señalar que todo derecho humano deberá ser interpretado
conforme a los principios de indivisibilidad, interdepen-



dencia, progresividad y universalidad, bajo el mandato de
la mayor protección al ser humano.

En este orden de ideas, en materia de derechos humanos
la interpretación del operador siempre está presente y, por
tanto, la subjetividad del mismo constituye un elemento
inescindible. En todo caso, los principios que delinean los
derechos humanos (universalidad, interdependencia, pro-
gresividad, indivisibilidad, pro persona, interés superior del
menor, ponderación, indisponibilidad, inalienabilidad, in-
violabilidad, intransigibilidad, etcétera) constituyen directi-
vas a las que siembre deberá estar atento el operador y, en
consecuencia, si bien su decisión puede tener un margen de
subjetividad, la misma nunca podrá ser arbitraria y carente
de justificación.

En consecuencia, no es correcta la apreciación de la ini-
ciante en el sentido de que el vigente artículo 26 de la
LCNDH puede dar lugar a que la decisión y valoración de
la excepcionalidad de una violación a los derechos huma-
nos quede al razonamiento subjetivo de la CNDH. 

En otras palabras expresado, existen una gran diversidad de
tratados internacionales en materia de derechos humanos,
jurisprudencia derivada de la CoIDH12 –y de otras Cortes
internacionales- así como soft law contenido en observa-
ciones generales y recomendaciones de comités y otros or-
ganismos protectores de derechos humanos en los que se ha
desarrollado una sólida corriente interpretativa acerca de
los criterios determinativos de cuándo una violación revis-
te el carácter de excepcional, cuándo es especialmente gra-
ve y cuándo es de lesa humanidad. 

Asimismo, esa sólida corriente interpretativa garantiza la
certeza jurídica del ordenamiento jurídico a la que la dipu-
tada iniciante arguye la falta de certidumbre al no estable-
cer en la propia ley, cuándo se está ante esas situaciones de
gravedad o excepcionalidad. En todo caso, la propuesta de
la iniciante tampoco brinda esa certeza con la inclusión de
la expresión “[…] actos u omisiones violatorios que tras-
ciendan en el tiempo […]”

B. Sobre el argumento de que el desconocimiento de los
hechos generadores de violaciones a los derechos huma-
nos es suficiente para sustentar una excepción al plazo
ordinario indicado en la ley para la presentación de la
queja.

La proponente argumenta también que el conocimiento, por
parte del sujeto afectado, del hecho o hechos, respecto de

los cuales deriva la violación a derechos humanos, no de-
bería ser la regla a partir de la cual se dé inicio al plazo de
un año para la presentación de la queja al precisar que:

[…] Aquí es prudente señalar, que el conocimiento de al-
guna omisión por parte de la autoridad, debe de ir acompa-
ñada indudablemente del conocimiento del derecho, en
otras palabras, únicamente si la persona tiene conocimien-
to de ser sujeto de ciertos derechos y que la autoridad está
obligada a suministrárselos es que se dará cuenta de la omi-
sión, al momento de verse privado del acto. De otra mane-
ra el quejoso tendrá el conocimiento de que en efecto, siem-
pre ha faltado algún servicio, pero no sabrá que puede
reclamarlo y que la autoridad está obligada a proporcionar-
lo, y por consiguiente que puede solicitar la intervención de
la Comisión, pero hasta un año a partir de haberse dado
cuenta de los derechos que se estimen violatorios. Debe te-
nerse cuidado con la redacción vigente, pues hace alusión a
tener conocimiento de los hechos, y no del derecho, que co-
mo expusimos, es requisito indispensable para darse cuen-
ta de la omisión.

Como puede observarse, la iniciante no está de acuerdo con
que la regla para el inicio del plazo para la presentación de
la queja ante la CNDH sea a partir del conocimiento de los
hechos que se estimen violatorios a los derechos humanos,
toda vez que la persona puede no conocer que una determi-
nada omisión de la autoridad constituye una violación a un
derecho y, en consecuencia, al no saberse la expectativa que
configura un determinado derecho, no debería seguirse es-
ta regla para el inicio del plazo. La iniciante entonces ad-
vierte que la redacción vigente ciertamente hace alusión a
tener conocimiento de los hechos, y no del derecho.

Respecto de este argumento, se estima que el mismo tam-
poco es idóneo. La iniciante parte de considerar que el des-
conocimiento de los hechos por parte de las personas no de-
bería de ser la regla a seguir e indica que ello no tiene que
ver con su desconocimiento del derecho, sino de los hechos
que configuran una vulneración a un determinado derecho
(en este caso por vía de omisión). 

Al respecto cabe señalar que todo operador deóntico (pro-
hibido, permitido u obligatorio) refiere a una determinada
conducta fáctica (el hecho) respecto de la cual se deriva una
consecuencia jurídica. Así, cuando una norma cumple el
trámite legislativo, que supone la promulgación y publica-
ción, surge en el derecho la previsión del conocimiento de
la norma y, por tanto, del hecho sancionado para todos sus
destinatarios. 
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En los hechos es evidente que una enorme pléyade de nor-
mas son desconocidas por los destinatarios y, por tanto, los
hechos jurídicos que se prohíben, permiten u obligan, sin
embargo ello no es un problema del orden jurídico sino del
fáctico-social.13

Condicionar la validez y, la eventual eficacia de una norma
jurídica al conocimiento de los hechos prohibidos, permiti-
dos u obligados devendría en un problema insuperable pa-
ra el propio Estado de derecho, cuya existencia precisa-
mente se justifica en razón de la determinación de lo que es
lícito o no a través de la expresión normativa configurada
en la ley.14 Con base en ello, la propuesta planteada por la
diputada iniciante resulta ser inadecuada en un estado que
presupone el principio de legalidad como basamento mis-
mo sobre el que el Estado se erige. 

En conclusión, tras analizar la actual redacción del artículo
26 de la LCNDH puede señalarse que el mismo sí prevé las
hipótesis de delitos continuados y deja a la CNDH la po-
testad para determinar el periodo de ampliación del plazo
ante aquellos casos excepcionales e infracciones graves a
los derechos humanos. Incluso, ante eventos que puedan
ser ubicados en el contexto de violaciones de lesa humani-
dad, se prevé la existencia de una suerte de intemporalidad
para la presentación de la queja.

Con lo anterior, la LCNDH se ubica dentro del ámbito de
cumplimiento de las disposiciones internacionales en mate-
ria de derechos humanos, garantizándose así el núcleo
esencial básico de los derechos humanos.

C. Sobre el carácter de inviolabilidad de los derechos
humanos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos reco-
nocen que los derechos humanos se rigen bajo los princi-
pios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y
progresividad. Maximizando estos derechos, en la teoría
garantista de Luigi Ferrajoli y de otros tantos teóricos se
agregan los caracteres de indisponibilidad, inalienabilidad,
inviolabilidad, intransigibilidad y su carácter de derechos
personalísimos.

La iniciante refiere en su propuesta a la teoría garantista de
Luigi Ferrajoli por lo que se estima conveniente abordar
desde la perspectiva garantista el sentido y alcance del ca-
rácter de inviolabilidad de los derechos humanos.

Así, cabe señalar que Ferrajoli, en Derecho y Razón, indica
que: 

[…] Estos derechos son en realidad inviolables, además
de inalienables e indisponibles, en el sentido de que su
violación justifica la violencia: la violencia individual de
la legítima defensa o del estado de necesidad como cau-
sa de justificación de actos que de otro modo serían pu-
nibles como delitos; la violencia colectiva de la resisten-
cia y la desobediencia cuando…su violación proviene de
autoridades públicas.15

De lo anterior se desprende que la idea de inviolabilidad
planteada por Ferrajoli en su teoría garantista conduce a
dos de sus principales postulados: la llamada esfera de lo
decidible y de lo indecidible, así como a su concepción
acerca de la democracia formal y sustancial.

En estas tesis, Ferrajoli indica que en los Estados constitu-
cionales y democráticos de derecho actuales, los derechos
fundamentales:

[…] se configuran como otros tantos vínculos sustancia-
les impuestos a la democracia política: vínculos negati-
vos, generados por los derechos de libertad que ninguna
mayoría puede violar; vínculos positivos, generados por
los derechos sociales que ninguna mayoría puede dejar
de satisfacer. Y la democracia política, como por lo de-
más el mercado, se identifica con la esfera de lo decidi-
ble, delimitada y vinculada por aquellos derechos. Nin-
guna mayoría, ni siquiera por unanimidad, puede
legítimamente decidir la violación de un derecho de li-
bertad o no decidir la satisfacción de un derecho social.
Los derechos fundamentales, precisamente porque están
igualmente garantizados para todos y sustraídos a la dis-
ponibilidad del mercado y de la política, forman la esfe-
ra de lo indecidible que y de lo indecidible que no¸ y ac-
túan como factores no sólo de legitimación sino también
y, sobre todo, como factores de deslegitimación de las
decisiones y de las no-decisiones.16

Agrega Ferrajoli que: 

[…] De aquí la connotación “sustancial” impresa por los
derechos fundamentales al Estado de derecho y a la de-
mocracia constitucional. En efecto, las normas que ads-
criben –más allá incluso contra las voluntades contin-
gentes de las mayorías- los derechos fundamentales:
tanto los de libertad que imponen prohibiciones, como
los sociales que imponen obligaciones al legislador, son



“sustanciales”, precisamente por ser relativas no a la
“forma” (al quién y al cómo) sino a la “sustancia” o
“contenido” (al qué) de las decisiones(o sea, al qué no es
lícito decidir o no decidir). Resulta así desmentida la
concepción corriente de la democracia como sistema po-
lítico fundado en una serie de reglas que aseguran la om-
nipotencia de la mayoría. Si las reglas sobre la represen-
tación y sobre el principio de las mayorías son normas
formales en orden a lo que es decidible por la mayoría,
los derechos fundamentales circunscriben la que pode-
mos llamar esfera de lo indecidible: de lo no decidible
que, y de lo no decidible que no, es decir, de las obliga-
ciones públicas determinadas por los derechos socia-
les… el principio formal de la democracia política, rela-
tivo al quién decide  y al cómo se decide –en otras
palabras, el principio de la soberanía popular y la regla
de la mayoría- se subordinan a los principios sustancia-
les expresados por los derechos fundamentales y relati-
vos a lo que no es lícito decidir  y a  lo que no es lícito
no decidir.17

De lo anterior, deviene el carácter de inviolables de los de-
rechos fundamentales, toda vez que los mismos se ubican
en esa suerte de esfera exenta del poder decisorio de la po-
lítica o incluso de las mayorías más apabullantes en una so-
ciedad que, tratándose de los derechos humanos, en no po-
cos casos históricos han devenido en un “imperio de las
mayorías”. 

Agrega Ferrajoli que “A ello se debe la imposibilidad de
que sean modificados por decisión de la mayoría. En prin-
cipio, tales normas están dotadas de rigidez absoluta porque
no son más que los mismos derechos fundamentales esta-
blecidos como inviolables, de manera que todos y cada uno
son sus titulares.”18

Una vez precisado el alcance del carácter de inviolabilidad
de los derechos fundamentales, cabe analizar la argumenta-
ción precisada por la iniciante. 

La proponente señala que: 

[…] resultaría totalmente desafortunado que al ser dere-
chos inviolables, sea la propia Ley del Organismo desti-
nado a la protección de estos derechos, la que sujetara su
intervención a un plazo, tratándose de violaciones a de-
rechos humanos que continúan en el tiempo, propician-
do el lamentable supuesto de enfrentarnos a una viola-
ción de derechos fundamentales y no poder solicitar la
intervención de dicho organismo por considerar estar

fuera del mismo, es decir, la propia naturaleza del dere-
cho que radica en su inviolabilidad exige que en todo
momento se proteja el derecho ante una posible viola-
ción o máxime cuando en efecto se está vulnerando el
derecho. 

Agrega que:

[…] En virtud de ello se considera contrario a este es-
fuerzo y al propio espíritu de inviolabilidad del derecho,
el someter y condicionar la intervención de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos a un plazo cuando
no se hace distingo alguno de las características de la
violación, y sin considerar que en efecto puede existir
una violación a derechos humanos, mantenerse más de 1
año y que la persona por diversas razones no haya acu-
dido a la Comisión en el tiempo concedido.

Como se desprende, la iniciante parte de considerar que el
carácter de inviolabilidad de los derechos humanos resulta
violentado ante la existencia de una clausula normativa que
establece un plazo para la presentación del recurso de que-
ja ante la CNDH tratándose de violaciones a derechos hu-
manos que continúan en el tiempo. La iniciante agrega que
la naturaleza del derecho exige que en todo momento éste
sea protegido ante una posible violación o máxime cuando
en efecto se está vulnerando el derecho.

Ciertamente, desde una posición garantista todo derecho
requiere de la instrumentación fáctica de herramientas esta-
tales que permitan hacer frente a las vulneraciones poten-
ciales a los derechos humanos. El carácter de inviolabilidad
resulta ser un presupuesto teórico ideal -en el sentido de
que ningún derecho debería ser violentado-, sin embargo, el
espectro fáctico revela que lo anterior no se cumple por lo
que la garantía al derecho resulta ser fundamental.

Como bien señala la iniciante en párrafos subsecuentes,
existe el instrumento jurídico por excelencia para hacer
frente a las vulneraciones a los derechos humanos y es, pre-
cisamente, el Juicio de Amparo y la queja, resulta una ga-
rantía también, pero de orden no jurisdiccional. 

En suma, esta comisión estima, en atención a las conside-
raciones señaladas, que la propuesta de reforma presentada
por la iniciante no encuentra sustento. Como se ha analiza-
do, la hipótesis prevista en el artículo 26 de la LCNDH no
resulta contraria al espíritu garantista que delinea a los de-
rechos humanos y en dicho precepto se prevé ya la hipóte-
sis para el caso de los delitos continuados, como la desapa-
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rición forzada, así como de una cláusula que permite a la
CNDH determinar para los casos de especial relevancia, el
plazo a seguirse para la presentación de la queja. Aunado a
lo anterior, en este apartado basta con señalar que la mera
existencia de un recurso –el amparo- para prevenir y com-
batir violaciones a los derechos humanos, incluyendo los
que se proyectan en el tiempo, garantizaría el carácter de
inviolabilidad a los derechos humanos.

Por todos los argumentos antes señalados, la Comisión de
Derechos Humanos somete a la consideración de la Hono-
rable Asamblea de la Cámara de Diputados el siguiente:

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa que reforma el artículo
26 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos, presentada por la diputada Roxana Luna Porquillo,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática.

Segundo. Archívese el presente asunto y téngase como to-
tal y definitivamente concluido. 

Notas:

1[…] 1. Que la decisión y valoración de la excepcionalidad de una vio-
lación de derechos humanos, así como la gravedad en una infracción,
estén sujetas al razonamiento subjetivo y a la conclusión a la que llegue
el organismo protector, provocando una disparidad en cuanto al senti-
do de los criterios utilizados para decidir cuándo un caso en concreto es
excepcional, y cuando una infracción es grave. 2. Se crea incertidum-
bre jurídica al no establecer en la propia Ley, las reglas específicas pa-
ra considerar excepcional o grave una infracción, lo que podría dar lu-
gar a que el propio acto u omisión que se pretende atacar persista y
quede sin efectos la queja […]

2 Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguaia) Vs.
Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sen-
tencia del 24 de noviembre de 2010. Serie C No. 219, Párrafo 103-105.

3 Véase: Hart, H.L.A. El concepto de derecho. Ed. Abeledo Perrot.
Trad. Genaro Carrió. 3ª ed. Buenos Aires, Argentina. 2012. Pág. 155-
169.

4 Artículo 32, reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos; Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos, artículos 27 y 33; Convenio Europeo  para la Protección de los De-
rechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (artículo 35.1).

5 Ley 24.284 y su modificatoria, Ley. 24.379. “Art. 19: Queja. Forma.
Toda queja se debe presentar en forma escrita y firmada por el intere-
sado, con indicación de su nombre, apellido y domicilio en el plazo má-
ximo de un año calendario, contado a partir del momento en que ocu-
rriere el acto, hecho u omisión motivo de la misma…”

6 Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril. “Artículo 15. 1. Toda queja se
presentará firmada por el interesado, con identificación de su nombre,
apellidos y domicilio, en escrito razonado, en papel común y en el pla-
zo máximo de un año, contado a partir del momento en que tuviera co-
nocimiento de los hechos objeto de la misma…”

7 Estatuto de Roma que crea la Corte Penal Internacional. Preámbulo. 

8 Artículo 7, numeral 1, inciso i). Estatuto de Roma que crea la Corte
Penal Internacional.

9 Ferrajoli, Luigi. Derechos y garantías. La ley del más débil. Ed. Trot-
ta. 7ª ed. Trad., de Perfecto Andrés Ibáñez. Madrid, 2010. Pág. 19.

10 “Cuando un juez resuelve un caso con base en reglas, realiza una
operación lógica conocida como subsunción, que consiste en determi-
nar que un caso individual es la actualización de un supuesto previsto
en una norma. La subsunción, por ser una operación lógica, es contro-
lable racionalmente y, por ello, goza de objetividad. En cambio cuando
un juez conoce de un caso que presenta un conflicto entre principios,
lleva a cabo una operación valorativa –no lógica- conocida como pon-

deración, la cual consiste en establecer, para ese caso concreto, una je-
rarquía de principios mediante un juicio de valor. La tarea de pondera-
ción, al ser eminentemente valorativa, no es controlable racionalmente
y, por ello, abre un margen de subjetividad mayor que en el caso de la
aplicación de reglas.” Vázquez, Rodolfo. Teoría del derecho. Oxford
University Press. México, 2007. Pág. 46.

11 Alexy, Robert. Teoría de los derechos fundamentales. Trad. Carlos
Bernal Pulido. 2ª ed. CEPC. Madrid, 2012 Pág. 85-133.

12 Que por cierto, es obligatoria para los juzgadores nacionales, inde-
pendientemente de que haya o no sido parte el Estado mexicano en el
caso contencioso del cual deriva la interpretación de la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos. Véase la tesis de jurisprudencia:
P./J.21/2014, rubro: “Jurisprudencia emitida por la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos. Es vinculante para los jueces mexicanos
siempre que sea más favorable a la persona.”

13 Véase: Cárcova, Carlos María. La opacidad del derecho. Ed. Trotta.
Madrid, 1998.

14 Zagrevelsky, Gustavo. El derecho dúctil. Ley, derechos, justicia.
Trotta. Trad. Marina Gascón. 9ª ed. Madrid, 2009. Pág.  20-22.



15 Ferrajoli, Luigi. Derecho y razón. Teoría del garantismo penal. Trad.
Perfecto Andrés Ibáñez y et., al. Ed. Trotta. 9ª ed. Madrid. Pág. 911.

16 Ferrajoli, Luigi. Derechos y garantías. Ob. cit. Pág. 23-24.

17 Ibídem. Pág. 51.

18 Ibídem. Pág. 53.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 28 días del mes de
julio de 2014. 

La Comisión de Derechos Humanos, diputados: Miriam Cárdenas
Cantú (rúbrica), presidenta; Rodimiro Barrera Estrada, María Esther
Garza Moreno (rúbrica), Gabriel Gómez Michel (rúbrica), Carlos Fer-
nando Angulo Parra (rúbrica), Verónica Sada Pérez (rúbrica), María de
Lourdes Amaya Reyes, Margarita Elena Tapia Fonllem (rúbrica), Mar-
tha Edith Vital Vera (rúbrica), José Francisco Coronato Rodríguez (rú-
brica), Loretta Ortiz Ahlf, René Ricardo Fujiwara Montelongo (rúbri-
ca), secretarios; Juan Jesús Aquino Calvo (rúbrica), Carlos Humberto
Castaños Valenzuela (rúbrica), Francisco Javier Fernández Clamont
(rúbrica), María del Rocío García Olmedo (rúbrica), María de Jesús
Huerta Rea (rúbrica), María Teresa Jiménez Esquivel (rúbrica), Roxa-
na Luna Porquillo (rúbrica), Roberto López Suárez (rúbrica), María
Angélica Magaña Zepeda (rúbrica), María Guadalupe Mondragón
González (rúbrica), José Luis Muñoz Soria (rúbrica), Vicario Portillo
Martínez (rúbrica), Elvia María Pérez Escalante (rúbrica), Cristina Ruiz
Sandoval (rúbrica).»

LEY GENERAL DE CULTURA FISICA Y DEPORTE Y
DE LA LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y ELIMINAR
LA DISCRIMINACION

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Derechos Humanos, con
puntos de acuerdo respecto a la minuta con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de las
Leyes General de Cultura Física y Deporte, y Federal para
prevenir y eliminar la Discriminación

Honorable Asamblea:

La Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Di-
putados de la LXII Legislatura, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) a g),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; y 69, numeral 2, 80, numeral 1, frac-
ción I, 81, numeral 1, 157, numeral 1, fracción I, 158, nu-

meral 1, fracción IV, y demás relativos del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a su consideración el pre-
sente dictamen:

I. Antecedentes

A. En sesión de la Comisión Permanente celebrada el 22 de
agosto de 2012, el diputado Jorge Kahwagi Macari, del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza, presentó iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman diversas
disposiciones de las Leyes General de Cultura Física y De-
porte (LGCFD), publicada el 24 de febrero de 2003, y Fe-
deral para prevenir y eliminar la Discriminación (LFPED).

En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Comisión Permanente turnó a la Comisión de Derechos
Humanos esa iniciativa para su dictamen.

B. El 14 de marzo de 2013, el pleno de la Cámara de Di-
putados aprobó el dictamen correspondiente a la iniciativa
de mérito, enviándose al Senado de la República para sus
efectos constitucionales.

C. El 19 de marzo de 2013, la Mesa Directiva de la Cáma-
ra de Senadores turnó la minuta con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
LGCFD y de la LFPED a las Comisiones Unidas de Juven-
tud y Deporte, y de Estudios Legislativos, Primera, para es-
tudio y dictamen.

D. El 13 de febrero de 2014, las Comisiones Unidas de Ju-
ventud y Deporte, y de Estudios Legislativos, Primera, del
Senado de la República aprobaron el proyecto de dictamen
mediante el cual se desecha la minuta citada en el punto an-
terior.

E. El 23 de abril de 2014, el pleno del Senado de la Repú-
blica aprobó el dictamen por el que no se aprueba el pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la LGCFD y de la LFPED.

En la misma fecha, mediante el oficio número DGPL-
2P2A.- 4294, se remitió a la Cámara de Diputados el expe-
diente respectivo para efectos de lo dispuesto en la fracción
d) del artículo 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

F. La Mesa Directiva de esta Cámara de Diputados turnó el
28 de abril de 2014 a la Comisión de Derechos Humanos la
minuta en mención, para estudio y dictamen.
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Con base en lo anterior, corresponde a este órgano técnico
elaborar el dictamen respectivo, discutirlo y votarlo en los
términos de las disposiciones aplicables.

II. Contenido de la minuta

El dictamen aprobado por el Senado la República desecha
la minuta que fue remitida por esta Cámara de origen y cu-
yo proyecto de decreto propone una serie de reformas y adi-
ciones a la LGCFD y a la LFPED para incluir términos co-
mo el origen étnico, la discapacidad y las preferencias
sexuales, así como sustituir las connotaciones de personas
con capacidades diferentes por la de personas con discapa-
cidad, y la de personas adultas mayores en plenitud por la
de personas mayores.

Motivó tales reformas y adiciones la circunstancia de que
tal terminología, es la empleada en diversos ordenamientos
jurídicos que tutelan el derecho a la igualdad y la no discri-
minación, tanto del ámbito interno como del internacional.

Adicionalmente, entre las reformas consideradas respecto a
la LGCFD en la minuta de referencia, se propone que el
Consejo Nacional para la Inclusión y Desarrollo de las Per-
sonas con Discapacidad forme parte de la Junta Directiva
de la Comisión Nacional del Deporte (Conade), en aras de
abonar a la consolidación de una política en materia de cul-
tura física y deporte que redunde en beneficio de las perso-
nas con discapacidad y, además, por el hecho de que la Ley
General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad
(LGIPD) prevé ya acciones a cargo de la Conade para que
tal organismo promueva el derecho al deporte de las perso-
nas con discapacidad.

Por otra parte, también dentro de las enmiendas contempla-
das en la Minuta remitida al Senado por la Cámara de Di-
putados, se plantea que en la LFPED sea considerada como
conducta discriminatoria la de limitar, restringir, excluir o
reducir los apoyos, estímulos o reconocimientos conferidos
a los deportistas con discapacidad, respecto a los otorgados
a los deportistas convencionales.

Ahora bien, respecto al desechamiento de aquella minuta,
la colegisladora da cuenta de que el 7 de junio de 2013 –es
decir, en fecha posterior a aquella en que fue aprobada la
minuta remitida por esta soberanía- se publicó en el Diario
Oficial de la Federación (DOF) la nueva Ley General de
Cultura Física y Deporte (LGCFD), la cual “[…] contem-
pla a lo largo de su amplio articulado, diversas cuestiones

relativas a los derechos de toda persona o deportista con al-
guna discapacidad […]”.

Asimismo, la Cámara alta considera que “[…] todas y cada
una de las propuestas contenidas en la Minuta en cuestión,
se encuentran plenamente satisfechas en el contenido de la
nueva Ley General de Cultura Física y Deporte en comple-
mento con la propia y señalada Ley General para la Inclu-
sión de las Personas con Discapacidad […]”.

Adicionalmente, la colegisladora cita, en lo conducente, los
siguientes preceptos de la nueva LGCFD con el propósito
de precisar que dicho ordenamiento ya recoge el contenido
de las reformas propuestas en la minuta remitida por la Cá-
mara de Diputados:

Artículo 2. ...

I. a X. …

XI. Garantizar a todas las personas sin distinción de gé-
nero, edad, discapacidad, condición social, religión,
opiniones, preferencias o estado civil, la igualdad de
oportunidades dentro de los programas de desarrollo que
en materia de cultura física y deporte se implementen; y

XII. Los deportistas con algún tipo de discapacidad no
serán objeto de discriminación alguna.

XIII. …

Artículo 5. Para efecto de la aplicación de la presente
ley, se considerarán como definiciones básicas las si-
guientes:

I. a V. …

VI. Deporte social: El deporte que promueve, fomenta
y estimula el que todas las personas sin distinción de gé-
nero, edad, discapacidad, condición social, religión,
opiniones, preferencias o estado civil, tengan igualdad
de participación en actividades deportivas con finalida-
des recreativas, educativas y de salud o rehabilitación;

VII. a XIII. …

Artículo 13. Mediante el Sinade se llevarán a cabo las
siguientes acciones:
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I. y II. …

III. Proponer planes y programas que contribuyan a fo-
mentar, promover y estimular el desarrollo de la activa-
ción física, la cultura física y el deporte, considerando
el pleno reconocimiento a la equidad e igualdad ha-
cia las personas con discapacidad;

IV. y V. …

Artículo 19. La junta directiva tendrá las siguientes fa-
cultades:

I. …

II. Establecer, conforme al programa sectorial, lo relati-
vo al impulso de políticas específicas en materia de cul-
tura física y deporte destinadas al desarrollo e integra-
ción de las personas con discapacidad;

III. a XXXIV. …

Artículo 30. La Conade tiene las siguientes atribucio-
nes:

I. a XXVII. …

XXVIII. Formular programas para promover la cultura
física y deporte entre las personas con discapacidad;

XXIX. a XXX. …

Artículo 101. La Conade participará en la elaboración
de programas de capacitación en actividades de activa-
ción física, cultura física y deporte con las dependencias
y entidades de la administración pública federal, gobier-
nos de las entidades federativas, del Distrito Federal, y
municipales, organismos públicos, sociales y privados,
nacionales e internacionales para el establecimiento de
escuelas y centros de educación y capacitación para la
formación de profesionales y técnicos en ramas de la
cultura física y el deporte. En los citados programas, se
deberá contemplar la capacitación respecto a la atención
de las personas con algún tipo de discapacidad.

Artículo 110. …

La Conade promoverá y gestionará la constitución de fi-
deicomisos destinados al otorgamiento de un reconoci-
miento económico vitalicio, a los deportistas que en re-

presentación oficial obtengan o hayan obtenido una o
más medallas en Juegos Olímpicos o Paralímpicos.

La Conade regirá los criterios y las bases para el otorga-
miento y monto de la beca a que se harán acreedores los
beneficiados por los fideicomisos creados para recono-
cimiento a medallistas olímpicos y paralímpicos.

La Conade gestionará y establecerá los mecanismos
necesarios para que los deportistas con discapacidad,
sin discriminación alguna, gocen de los mismos reco-
nocimientos y estímulos que otorgue el gobierno fe-
deral a los deportistas convencionales.

Artículo 111. Los estímulos a que se refiere el presente
capítulo que se otorguen con cargo al presupuesto de la
Conade tendrán por finalidad el cumplimiento de alguno
de los siguientes objetivos:

I. a VIII. …

IX. Fomentar y promover equitativamente planes y pro-
gramas destinados al impulso y desarrollo de la activi-
dad física y del deporte para las personas con discapa-
cidad; y

X. …

Artículo 151. Se considerarán infracciones muy graves
de la presente ley las siguientes:

I. …

II. Las distinciones, exclusiones, restricciones, preferen-
cias u hostigamiento que se hagan en contra de cualquier
deportista, motivadas por origen étnico o nacional, de
género, la edad, las discapacidades, la condición social,
la religión, las opiniones, preferencias sexuales, el esta-
do civil o cualquier otra que atente contra su dignidad o
anule o menoscabe sus derechos y libertades;

III. a V. …

(El remarcado en todas estas transcripciones es nuestro.)

Adicionalmente, la Cámara alta da cuenta de que la LGIPD
considera en el artículo 24 diversas acciones a cargo de la
Conade para promover el derecho de las personas con dis-
capacidad al deporte e indica también que el precepto 44
del mismo cuerpo legal prevé que la Conade es una de las
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instancias que participan como representante del Poder Eje-
cutivo federal en la Junta de Gobierno del Conadis.

En virtud de lo anterior, la Cámara alta señala que la nueva
LGCFD “[…] establece claramente una mayor regulación
en beneficio de las personas y deportistas con discapacidad,
dejando claro cuestiones como la igualdad y la no discri-
minación planteadas por la colegisladora en la Minuta en-
viada como lo establece el hoy artículo 110 con referencia
a la propuesta de nueva fracción XXIV Bis de la LFPED
[…]”.

Por último, respecto a la propuesta para incluir al Conadis
en la Junta Directiva de la Conade, la colegisladora señala
que en razón de que la Conade forma parte de la Junta Di-
rectiva del propio Conadis, resulta suficientemente comple-
mentada su actuación respecto a las personas y deportistas
con discapacidad de acuerdo con las atribuciones señaladas
en la nueva LGCFD.

III. Consideraciones de la Comisión de Derechos Hu-
manos

Respecto al argumento toral de la Cámara de Senadores de
que las reformas y adiciones que se plantean en la minuta
que le fue remitida por la Cámara de Diputados están con-
templadas ya en la nueva LGCFD que fue publicada en el
DOF el 7 de junio de 2013, cabe señalar:

Primero, que si bien la colegisladora toma en cuenta que
la minuta que le fue enviada tiene como finalidad “[…]
brindar a las personas con discapacidad un mejor instru-
mento legal que les permita desarrollarse e integrarse
con mayor plenitud […]”, también da cuenta de que el
contenido de las enmiendas planteadas en la misma ha
quedado sin materia, ello en razón de que el sentido y la
esencia de tales reformas se recoge en el texto de la nue-
va LGCFD, la cual dicho sea de paso, fue publicada en
fecha posterior a la aprobación de la minuta remitida por
esta Cámara de origen.

Esta comisión dictaminadora coincide con las conside-
raciones del Senado, ya que efectivamente de la lectura
del texto de la nueva LGCFD y de los preceptos citados
por la Cámara alta en su dictamen, se puede advertir que
este ordenamiento jurídico adoptó la terminología pro-
puesta en la minuta y la cual es acorde con la emplea-
da en diversos ordenamientos nacionales e internacio-
nales.

Segundo, que en lo referente a la propuesta para que el
Conadis forme parte de la Junta Directiva de la Conade,
se coincide con el Senado en el sentido de que la parti-
cipación de la segunda instancia en la Junta Directiva de
la primera –artículo 44 de la LGIPD–, complementa su
actuación respecto a las personas y deportistas con dis-
capacidad de acuerdo a las facultades y atribuciones se-
ñaladas en la nueva LGCFD.

Tercero, por lo que hace a la propuesta para incluir en la
LFPED como conducta discriminatoria el hecho de li-
mitar, restringir, excluir o reducir los estímulos, recono-
cimientos, apoyos o cualquier otro tipo de beneficios a
los deportistas con discapacidad respecto de cualquier
otro deportista, esta dictaminadora celebra que la nueva
LGCFD incluyera expresamente una disposición que
impone a la Conade el deber de gestionar y establecer
los mecanismos necesarios para que los deportistas con
discapacidad, sin discriminación alguna, gocen de los
mismos reconocimientos y estímulos que otorgue el go-
bierno federal a los deportistas convencionales –artículo
110, párrafo cuarto–. Asimismo, no se omite mencionar
que la nueva LGCFD considera como infracciones muy
graves las distinciones, exclusiones, restricciones, prefe-
rencias u hostigamientos que se hagan en contra de cual-
quier deportista, motivadas por las discapacidades, entre
otras causas –artículo 151, fracción II.

Cuarto, con relación a lo señalado en el párrafo anterior, ca-
be precisar que si bien la minuta remitida por esta Cámara
de origen, dentro de sus enmiendas, planteaba la inclusión
de una fracción XXIV Bis al artículo 9 de la LFPED y la
nueva LGCFD adoptó en esencia la adición propuesta para
el primer ordenamiento, ello hace innecesario enmendar la
segunda ley mencionada, ya que como se ha señalado rei-
teradamente por esta comisión en diversos dictámenes y
partiendo de una interpretación sistemática, se debe consi-
derar al derecho como un sistema de normas relacionadas o
conectadas entre sí y no como un simple conjunto de nor-
mas aisladas (Véase Vázquez, Rodolfo. Teoría del derecho,
Oxford University Press, México, 2007, páginas 66-67).

De las consideraciones anteriores se desprende que si bien
en un principio, fueron procedentes las reformas y adicio-
nes contenidas en la minuta que esta soberanía remitió al
Senado de la República, de la abrogación de la anterior
LGCDF deviene la imposibilidad material de aprobarlas,
aunado al hecho de que el sentido y contenido esencial de
tales enmiendas aparece, en los términos precisados en es-
te dictamen, ya incorporado en la nueva LGCFD.
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Por lo expuesto y para los efectos de la fracción d) del artí-
culo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, la Comisión de Derechos Humanos de la LXII
Legislatura somete a consideración de la honorable asam-
blea los siguientes

Acuerdos

Primero. Se desecha la minuta con proyecto de decreto por
el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de
las Leyes General de Cultura Física y Deporte, y Federal
para prevenir y eliminar la Discriminación.

Segundo. Archívese el presente expediente como asunto
definitivamente concluido.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de julio de 2014.

La Comisión de Derechos Humanos, diputados: Miriam Cárdenas
Cantú (rúbrica), presidenta; Rodimiro Barrera Estrada, María Esther
Garza Moreno (rúbrica), Gabriel Gómez Michel (rúbrica), Carlos Fer-
nando Angulo Parra (rúbrica), Verónica Sada Pérez (rúbrica), María de
Lourdes Amaya Reyes, Margarita Elena Tapia Fonllem (rúbrica), Mar-
tha Edith Vital Vera (rúbrica), José Francisco Coronato Rodríguez (rú-
brica), Loretta Ortiz Ahlf, René Ricardo Fujiwara Montelongo (rúbri-
ca), secretarios; Juan Jesús Aquino Calvo (rúbrica), Carlos Humberto
Castaños Valenzuela (rúbrica), Francisco Javier Fernández Clamont
(rúbrica), María del Rocío García Olmedo (rúbrica), María de Jesús
Huerta Rea (rúbrica), María Jiménez Esquivel (rúbrica), Roxana Luna
Porquillo, Roberto López Suárez (rúbrica), María Angélica Magaña
Zepeda (rúbrica), María Guadalupe Mondragón González (rúbrica), Jo-
sé Luis Muñoz Soria (rúbrica), Vicario Portillo Martínez (rúbrica), El-
via María Pérez Escalante (rúbrica), Cristina Ruiz Sandoval (rúbrica).»

LEY PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS DE
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Derechos de la Niñez, con
puntos de acuerdo respecto a la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma los artículos 11 y 28 de la Ley para la
Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescen-
tes

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Derechos de la Niñez de la LXII Legis-
latura de la honorable Cámara de Diputados, le fue turnada

para su correspondiente análisis y dictamen, la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma los artículos 11 y 28
de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes, a cargo de los diputados Ricardo Me-
jía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, integrantes del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Esta comisión dictaminadora, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e), f) y
g) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, y en los artículos 80, 82, 84, 85, 86,
182, 185 y 187 del Reglamento de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, someten a la conside-
ración del pleno el presente dictamen, con base en los si-
guientes

Antecedentes

Primero. Con fecha 30 de abril de 2014, los diputados Ri-
cardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, integrantes
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, pre-
sentaron ante el pleno de la honorable Cámara de Diputa-
dos, la iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma los artículo 11 y 28 de la Ley para la Protección de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

Segundo. En la misma fecha, la Mesa Directiva determinó
turnarla a la Comisión de Derechos de la Niñez de la LXII
Legislatura de la honorable Cámara de Diputados, para su
análisis y dictamen.

Contenido de la iniciativa

Es indispensable que el niño disfrute del más alto nivel po-
sible de salud y a servicios para el tratamiento de las enfer-
medades y la rehabilitación de la salud.

En la actualidad la ciencia y la tecnología permiten promo-
ver el desarrollo de la niñez, fortalecer las capacidades, la
apropiada atención de acuerdo a su condición, rehabilita-
ción para mejorar su calidad de vida y con esto desarrollar-
se en la vida cotidiana.

Un claro ejemplo de ello es la llamada estimulación tem-
prana o atención temprana infantil que se basa, sobre todo
en la repetición, a la que los expertos denominan unidades
de información o bits. Del mismo modo que cuando se
aprende a decir mamá o papá, repiten lo que escuchan una
y otra vez, de tal modo pueden aprender a leer, lograr un
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pensamiento matemático, e incluso desarrollar aspectos
sensoriales y sociales.

La repetición sistemática y secuencial de estímulos o ejer-
cicios, y de actividades con base científica, refuerzan las
áreas neuronales de los bebés. Durante la estimulación, se
potencializa adecuadamente el desarrollo motriz, cognitivo,
social y emocional del bebé, también se amplía su desarro-
llo individual, sus capacidades, su predisposición y su rit-
mo.

La estimulación empieza con actividades de contacto con el
bebé y refuerza el vínculo emocional, afectivo, a través de
masajes y estímulos sensoriales, entre padres e hija (o), a
partir de ahí se dan actividades de motricidad gruesa, fina,
de concentración y de lenguaje. El juego es una efectiva he-
rramienta de estimulación para los bebés. A través del jue-
go, los padres pueden observar el comportamiento de su hi-
ja (o) y conocer sus necesidades, deseos, gustos, e
inquietudes.

En la estimulación temprana se busca el equilibrio. Por eso,
debe ser integral, tanto física como intelectual.

Se debe insistir para que los niños pasen por todas las eta-
pas del desarrollo motor en el primer año de vida, es por-
que de ello depende su desarrollo posterior. Estas etapas o
grandes hitos del desarrollo (levantar la cabeza, rodar,
arrastrarse, gatear y sentarse solo, todo ello antes de cami-
nar), sientan las bases de todo lo que ha de venir. Si no se
producen en las condiciones deseadas, el niño no dispondrá
de las mejores oportunidades para seguir adelante en su de-
sarrollo y llegar a su aprendizaje escolar con facilidad y ga-
rantías de éxito.

Por lo fundado y expuesto, sometemos a la consideración
de esta honorable Cámara de diputados el siguiente pro-
yecto de

Decreto por el que se reforma el segundo párrafo de
la letra A del artículo 11 y se adiciona la letra K al ar-
tículo 28 de la Ley para la Protección de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes

Artículo Primero. Se reforma el segundo párrafo de la
letra A del artículo 11 y se adiciona la letra K al artículo
28 de la Ley para la Protección de los Derechos de Ni-
ñas, Niños Y Adolescentes.

Artículo 11. Son obligaciones de madres y padres y de
todas las personas que tengan a su cuidado niñas, niños
y adolescentes:

A. Proporcionarles una vida digna...

Para efectos de este precepto, la alimentación adecuada
comprende: la ingesta suficiente y necesaria de macro-
nutrientes y micronutrientes que permitan el desarrollo
pleno, así como la satisfacción de las necesidades de ha-
bitación, educación, vestido, asistencia en caso de enfer-
medad y recreación.

Artículo 28. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho
a la salud...

A. a J. ...

K. Promover la estimulación temprana: conjunto de ac-
ciones encaminadas a conformar adecuadamente el sis-
tema nervioso del infante, con el fin de conseguir el má-
ximo de conexiones neuronales y no se destruyan por
falta de estímulos adecuados.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación.

Consideraciones

Las y los integrantes de la Comisión de Derechos de la Ni-
ñez se abocaron al análisis de la iniciativa en comento, al
tenor de las consideraciones que a continuación se consig-
nan.

Primera. La función sustantiva del Congreso de la Unión
es crear normas jurídicas para hacer valer los derechos hu-
manos de las niñas, niños y adolescentes consagrados en la
Constitución y en los tratados internacionales de los que es
parte el Estado mexicano.

Entre los tratados internacionales se encuentra justamente
la Convención de los Derechos del Niño (CDN), la cual fue
suscrita y ratificada por México desde el veintiuno de sep-
tiembre de mil novecientos ochenta y nueve, la que contie-
ne un catálogo de derechos humanos dirigidos a las niñas,
niños y adolescentes. Es así que los artículos 4 y 6 señalan
lo siguiente:
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Artículo 4

Los Estados parte adoptarán todas las medidas adminis-
trativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad
a los derechos reconocidos en la presente convención.

De ahí, que México, al ser un Estado parte de este ins-
trumento internacional, debe cumplir con la disposición
referente al desarrollo del niño y adoptar las medidas le-
gislativas necesarias para tal objeto.

Artículo 6

1. Los Estados parte reconocen que todo niño tiene el
derecho intrínseco a la vida.

2. Los Estados Parte garantizarán en la máxima medida
posible la supervivencia y el desarrollo del niño.

Segunda. La legislación local, en particular, la Ley Gene-
ral de Salud, dispone como objetivo del Sistema Nacional
de Salud, los siguientes en su artículo 6o:

Artículo 6o. El Sistema Nacional de Salud tiene los si-
guientes objetivos: 

I. a III. …

IV. Dar impulso al desarrollo de la familia y de la co-
munidad, así como a la integración social y al creci-
miento físico y mental de la niñez;

IV Bis. a IX. …

El sistema nacional de salud, según la misma legisla-
ción, “está constituido por las dependencias y entidades
de la administración pública, tanto federal como local, y
las personas físicas o morales de los sectores social y
privado, que presten servicios de salud, así como por los
mecanismos de coordinación de acciones, y tiene por
objeto dar cumplimiento al derecho a la protección de la
salud.”

Es decir, las autoridades federales, del Distrito Federal,
estatales y municipales tienen como objetivo impulsar al
crecimiento físico y mental de la niñez.

Tercera. Por lo anterior, la Comisión de Derechos de la Ni-
ñez considera improcedente la propuesta de reformar el ar-
tículo 11, de la Ley para la Protección de los Derechos de

las Niñas, Niños y Adolescentes, ya que el texto de la ini-
ciativa tiene el mismo sentido a lo ya expresado en la frac-
ción IV del artículo 11 de la Ley General de Prestación de
Servicios para la Atención, Cuidado y Desarrollo Integral
Infantil, que a letra dice:

Artículo 11. El Ejecutivo federal por conducto de sus de-
pendencias y entidades, los Poderes Ejecutivos de los
Estados, del Distrito Federal y los órganos político-ad-
ministrativos de sus demarcaciones territoriales y los
municipios garantizarán, en el ámbito de sus competen-
cias, que la prestación de los servicios para la atención,
cuidado y desarrollo integral infantil se oriente a lograr
la observancia y ejercicio de los siguientes derechos de
niñas y niños:

I. a III. …

IV. A recibir la alimentación que les permita tener una
nutrición adecuada;

Asimismo, el derecho a una alimentación adecuada que
deben recibir las niñas y los niños, se encuentra señala-
da en la Norma Mexicana NOM-043-SSA2-2012, Ser-
vicios básicos de salud. Promoción y educación para la
salud en materia alimentaria. Criterios para brindar
orientación, publicada el 22 de enero de 2013, en el Dia-
rio Oficial de la Federación (DOF), la cual es un instru-
mento certificador que coadyuva a promover el mejora-
miento del estado de nutrición de la población y a
prevenir problemas de salud relacionados con la alimen-
tación.

La citada norma precisa que la orientación alimentaria
es prioritaria y debe proporcionarse a toda la población,
es conveniente que atienda a los intereses del público en
general, de los grupos vulnerables en especial y que to-
me en cuenta a la industria y a otros grupos interesados.

Cuarta. Asimismo, la Comisión de Derechos de la Niñez
considera improcedente llevar a cabo la propuesta plantea-
da en el artículo 28 de la Ley para la Protección de los De-
rechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, toda vez que la
Ley General de Salud regula ya a la salud mental de las y
los niños.

En ese sentido, podemos observar que de alguna manera ya
se encuentran las acciones encaminadas a conformar ade-
cuadamente el sistema nervioso del infante, con el fin de
conseguir el máximo de conexiones neuronales, toda vez
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que la fracción VI del artículo 3o de la Ley General de Sa-
lud considera a la salud mental como materia de salubridad
general, y al buscar que los individuos, incluso niñas, niños
y adolescentes, tengan un buen funcionamiento en los as-
pectos conductuales.

En este orden de ideas, la fracción IV del artículo 6o de la
Ley General de Salud, prevé como objetivo del sistema na-
cional de salud, el de dar impulso al desarrollo de la fami-
lia y de la comunidad, así como a la integración social y al
crecimiento físico y mental de la niñez.

Quinta. En consecuencia con lo anterior, esta Comisión es-
tima que de aprobarse la reforma a los artículos 11 y 28 de
la Ley para la Protección de los Derechos de las Niñas, Ni-
ños y Adolescentes, se estaría generando no sólo una re-
dacción confusa, sino que se duplicarían normas jurídicas
que ya están establecidas en la misma Ley.

Por lo expuesto y fundado, la Comisión de Derechos de la
Niñez emite el siguiente:

Acuerdo

Primero. Se desecha la Iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 11 y 28 de la Ley para la Protec-
ción de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a car-
go de los diputados Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Mon-
real Ávila, integrantes del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano.

Segundo. Archívese el expediente como asunto totalmente
concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, junio de 2014.

La Comisión de Derechos de la Niñez, diputados: Verónica Beatriz
Juárez Piña (rúbrica), presidenta; María del Rosario Merlín García (rú-
brica), María de la Paloma Villaseñor Vargas (rúbrica), Cinthya Noemí
Valladares Couoh (rúbrica), Guadalupe del Socorro Ortega Pacheco
(rúbrica), Marina Garay Cabada (rúbrica), María Angélica Magaña Ze-
peda (rúbrica), Carmen Lucía Pérez Camarena (rúbrica), Gerardo Vi-
llanueva Albarrán, secretarios; Lucila Garfias Gutiérrez, Flor Ayala Ro-
bles Linares, Isela González Domínguez, Mirna Velázquez López
(rúbrica), Alberto Anaya Gutiérrez, Leopoldo Sánchez Cruz.»

LEY PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS DE
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Derechos de la Niñez, con
puntos de acuerdo respecto a la iniciativa con proyecto de
decreto que adiciona el artículo 32 de la Ley para la Pro-
tección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Derechos de la Niñez de la LXII Legis-
latura de la honorable Cámara de Diputados fue turnada pa-
ra su correspondiente análisis y dictamen, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 32 de la Ley pa-
ra la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, a cargo de los diputados Ricardo Mejía Berdeja y
Ricardo Monreal Ávila, integrantes del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano.

Esta comisión dictaminadora, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e), f) y
g) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, y en los artículos 80, 82, 84, 85, 86,
182, 185 y 187 del Reglamento de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, someten a la conside-
ración del pleno el presente dictamen, con base en los si-
guientes

Antecedentes

Primero. Con fecha 4 de junio de 2014, los diputados Ri-
cardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, integrantes
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, pre-
sentaron ante la Comisión Permanente del honorable Con-
greso de la Unión la iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforma el artículo 32 de la Ley para la Protección
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

Segundo. En la misma fecha, la Mesa Directiva determinó
turnarla a la Comisión de Derechos de la Niñez de la LXII
Legislatura de la honorable Cámara de Diputados, para su
análisis y dictamen.

Contenido de la iniciativa

El proponente menciona que, todos los niños tienen dere-
cho a recibir protección contra la violencia, la explotación
y el abuso. Sin embargo, en todo el mundo, millones de ni-
ños de todos los estratos socioeconómicos y de todas las
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edades, religiones y culturas sufren actos de violencia, ex-
plotación y abuso todos los días. 

Refiere que la violencia, la explotación y el abuso provie-
nen a menudo de personas que el niño conoce, incluidos los
padres y las madres, otros familiares, cuidadores, maestros,
empleadores, autoridades policiales, agentes estatales y no
estatales, y otros niños. Sólo una pequeña proporción de los
actos de violencia, explotación y abuso se denuncia e in-
vestiga, y un escaso número de quienes cometen estos ac-
tos rinde cuentas por ellos.

Señala que el abuso sexual infantil es una forma de maltra-
to, abuso de poder y menoscabo hacia esta población, que
viola de manera sistemática los derechos inherentes a su
condición humana. Es un grave problema social que ocurre
con mayor frecuencia de lo imaginado. Se trata de un deli-
to que se realiza a puertas cerradas y en la privacidad. Los
agresores se encargan de engañar a las victimas haciéndo-
les creer que es normal lo que les hacen; esto se logra me-
diante amenazas, seducción u otras estrategias para silen-
ciarlas.

Asimismo determina que el abuso sexual constituye una
experiencia traumática y es vivido por la víctima como un
atentado contra su integridad y desarrollo físico y psicoe-
mocional, y no tanto contra su sexo, por lo que consuma
forma más de victimización en la infancia, con secuelas
parcialmente similares a las generadas en casos de maltra-
to físico, abandono emocional y en donde la secuela puede
continuar incluso en la edad adulta.

Cita que la Convención sobre la Protección de los Niños
contra la Explotación Sexual y el Abuso Sexual, 2007, es el
primer documento internacional que señala como delitos
penales las distintas formas de abuso sexual de menores.

Hace alusión que cifras del Fondo de Naciones Unidas pa-
ra la Infancia (Unicef) revelan que cada hora 228 adoles-
centes de América Latina son víctima de abuso sexual a tra-
vés de diversas modalidades.

El Movimiento Mundial por la Infancia en Latinoamérica
(MMI-LAC) y el Caribe y el Unicef presentaron el 8 de ma-
yo del año en curso su último informe sobre la violencia
contra la niñez en América Latina, basado en datos de 17
países de la región.

El informe agrupa los avances en tres categorías. Atendien-
do a las políticas públicas y planes para combatir la violen-

cia contra la niñez, destaca América del Sur y en la armo-
nización de los marcos normativos para poner fin a la vio-
lencia contra la niñez, es América Central la que destaca.
Finalmente, la organización para mejorar los sistemas de
registro de datos de forma integral se muestra como un des-
afío para toda la región.

El secretario general del MMI-LAC y director para las
Américas de Child Fund International, Paul Bode, ha que-
rido destacar que las niñas y adolescentes son las principa-
les víctimas del abuso sexual en la región y que los niños y
las niñas pertenecientes a poblaciones indígenas son los
más expuestos a violaciones de sus derechos. También ha
resaltado como desafíos la pobreza y la pobreza extrema y
que deben de abordarse como causas estructurales para po-
der eliminar la violencia contra la niñez.

Argumenta que la Secretaría de Educación Pública advier-
te que México es considerado el segundo país con mayor
producción pornografía infantil.

Uno de los lugares esenciales para el desarrollo integral de
los niños es el ámbito escolar, es aquí donde consolidan las
capacidades físicas e intelectuales que conllevan al proceso
de socialización.

Por la importancia que reviste el ámbito escolar, en la pre-
vención de posibles actos de abuso y maltrato hacia los ni-
ños, niñas y adolescentes, se propone la creación de espa-
cios institucionales denominados “áreas interactivas” de
prevención de la violencia, ello garantiza el conocimiento,
habilidades y capacidades que les permitan hacer frente an-
te casos de abuso como puede ser el sexual, identificando
situaciones de riesgo y estrategias asertivas para afrontar-
las.

Por lo fundado y expuesto se somete a consideración de es-
ta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona la letra H al artículo
32 de la Ley para la Protección de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes

Único. Se adiciona la letra H al artículo 32 de la Ley pa-
ra la Protección de los Derechos de Niñas, Niñas y Ado-
lescentes, para quedar como sigue:

Artículo 32. Niñas, niños y adolescentes...

A. a G. ...
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H. Se implanten en las instituciones educativas áreas
interactivas dotadas con la tecnología necesaria y mate-
rial audiovisual de prevención, las cuales tendrán por
objeto promover una cultura de respeto, además de pro-
porcionar herramientas para fortalecer acciones encami-
nadas a la prevención del maltrato o abuso sexual infan-
til.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación.

Consideraciones

Los integrantes de la Comisión de Derechos de la Niñez se
abocaron al análisis de la iniciativa en comento, al tenor de
las consideraciones que a continuación se consignan.

Primera. Las diputadas y los diputados integrantes de
la Comisión de Derechos de la Niñez, de la LXII Legis-
latura de la honorable Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, coinciden que es improcedente la pro-
puesta de reformar el artículo 32 de la Ley de
Protección a los Derechos de Niñas Niños y Adolescen-
tes, en virtud de que la misma, ya se encuentra plantea-
da en el capítulo quinto, del título segundo, que se titula el
Derecho a ser Protegido en su Integridad, en su Liber-
tad, y contra el Maltrato y el Abuso Sexual, particular-
mente en el artículo 21 de dicha ley.

Asimismo, las diputadas y los diputados integrantes de la
Comisión de Derechos de la Niñez consideran que la pro-
puesta corresponde a un tema de contenido de los planes y
programas de estudio, por lo que de ser aprobada se estaría
contraviniendo la fracción III, del artículo 3o. constitucio-
nal, ya que este precepto otorga facultad al Ejecutivo fede-
ral para determinar los planes y programas de estudio de la
educación preescolar, primaria, secundaria, entre otros, pa-
ra toda la república y para tales efectos, el Ejecutivo fede-
ral considerará la opinión de los gobiernos de los estados y
del Distrito Federal, así como de los diversos sectores so-
ciales involucrados.

Segunda. Aunado a lo anterior, es preciso señalar que den-
tro del marco jurídico nacional, se encuentra una gran di-
versidad de disposiciones que protegen los derechos de las
niñas, niños y adolescentes, los cuales tienen el mismo sen-
tido de la iniciativa del proponente. 

Así tenemos que la Ley para la Protección de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes, precisa como derecho de
este sector de la población, lo expresado en los artículos 11
letra B y 13 letra C segundo párrafo, los cuales expresan
que:

Artículo 11. Son obligaciones de madres, padres y de
todas las personas que tengan a su cuidado niñas, ni-
ños y adolescentes: 

A….

B. Protegerlos contra toda forma de maltrato, prejui-
cio, daño, agresión, abuso, trata y explotación. Lo ante-
rior implica que la facultad que tienen quienes ejercen la
patria potestad o la custodia de niñas, niños y adoles-
centes no podrán al ejercerla atentar contra su inte-
gridad física o mental ni actuar en menoscabo de su
desarrollo. 

Artículo 13. A fin de garantizar el cumplimiento de
los derechos establecidos en este capítulo, las leyes fe-
derales, del Distrito Federal y de las entidades federati-
vas podrán disponer lo necesario para que se cumplan en
todo el país:

A. a B…

C. La obligación de familiares, vecinos, médicos,
maestros, trabajadores sociales, servidores públicos, o
cualquier persona, que tengan conocimiento de casos de
niñas, niños o adolescentes…

En las escuelas o instituciones similares, los dueños,
directivos, educadores, maestros o personal adminis-
trativo serán responsables de evitar cualquier forma
de maltrato, perjuicio, daño, agresión, abuso o explo-
tación, en contra de niñas, niños o adolescentes.

Énfasis añadido

En este mismo ordenamiento, se encuentra el artículo 21,
letra A, el cual señala que:

Artículo 21. Niñas, niños y adolescentes tienen el de-
recho a ser protegidos contra actos u omisiones que
puedan afectar su salud física o mental, su normal
desarrollo o su derecho a la educación en los térmi-
nos establecidos en el artículo 3o. constitucional. Las
normas establecerán las formas de prever y evitar estas

Año III, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2014 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados474



conductas. Enunciativamente, se les protegerá cuando se
vean afectados por: 

A. El descuido, la negligencia, el abandono, el abuso
emocional, físico y sexual.

Énfasis añadido

En este mismo sentido de protección y prevención al
maltrato y abuso sexual infantil, tenemos la Ley General
de Educación, la cual menciona en su artículo 42, lo si-
guiente: 

Artículo 42. En la impartición de educación para me-
nores de edad se tomarán medidas que aseguren al
educando la protección y el cuidado necesarios para
preservar su integridad física, psicológica y social so-
bre la base del respeto a su dignidad, y que la aplica-
ción de la disciplina escolar sea compatible con su
edad.

Se brindarán cursos a los docentes y al personal que
labora en los planteles de educación, sobre los dere-
chos de los educandos y la obligación que tienen al es-
tar encargados de su custodia, de protegerlos contra
toda forma de maltrato, perjuicio, daño, agresión,
abuso, trata o explotación.

Énfasis añadido

Es así, que atendiendo a los anteriores textos, se des-
prende que ya está legislada la propuesta que establece
la iniciativa.

Tercera. Por lo anterior, es imperioso precisar que la
propuesta de reforma es desafortunada, pues el texto de
la iniciativa tiene el mismo sentido a lo ya establecido en
los artículos 11 letra B, 13 letra C segundo párrafo y 21
letra A, todos de la Ley para la Protección de los Dere-
chos de las Niñas, Niños y Adolescentes.

Asimismo, la propuesta en caso de aprobarse estaría con-
traviniendo la fracción III del artículo 3o constitucional, ya
que este precepto otorga facultad al Ejecutivo federal para
determinar los planes y programas de estudio de la educa-
ción preescolar, primaria, secundaria, entre otros, para toda
la república y para tales efectos, el Ejecutivo federal consi-
derará la opinión de los gobiernos de los estados y del Dis-
trito Federal, así como de los diversos sectores sociales in-
volucrados.

En consecuencia con lo anterior, esta comisión estima que
de aprobarse la reforma al artículo 32 de la Ley para la
Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, se estaría duplicando normas jurídicas y, por consi-
guiente, ante un conflicto de normas jurídicas que ya están
establecidas en la misma ley.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, la Comisión de
Derechos de la Niñez emite el siguiente

Acuerdo 

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 32 de la Ley para la Protección de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo de
los diputados Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal
Ávila, integrantes del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano.

Segundo. Archívese el expediente como asunto totalmente
concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, septiembre de 2014.

La Comisión de Derechos de la Niñez, diputados: Verónica Beatriz
Juárez Piña (rúbrica), presidenta; María del Rosario Merlín García, Ma-
ría de la Paloma Villaseñor Vargas, Cinthya Noemí Valladares Couoh
(rúbrica), Guadalupe del Socorro Ortega Pacheco (rúbrica), Marina Ga-
ray Cabada (rúbrica), María Angélica Magaña Zepeda (rúbrica), Car-
men Lucía Pérez Camarena (rúbrica), Gerardo Villanueva Albarrán (rú-
brica), secretarios; Lucila Garfias Gutiérrez (rúbrica), Flor Ayala
Robles Linares, Isela González Domínguez (rúbrica), Alberto Anaya
Gutiérrez, Mirna Velázquez López, Leopoldo Sánchez Cruz.»

LEY PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS DE
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Derechos de la Niñez, con
puntos de acuerdo respecto a la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma el artículo 36; y adiciona un segundo
párrafo al inciso b) del artículo 11, recorriendo el orden de
los párrafos subsecuentes, y el inciso d) al artículo 21 de la
Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes
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Honorable Asamblea:

A la Comisión de Derechos de la Niñez de la LXII Legis-
latura de la honorable Cámara de Diputados, le fue turnada
para su correspondiente análisis y dictamen, la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 36; y adi-
cionan un segundo párrafo al inciso b) del artículo 11, re-
corriendo el orden de los párrafos subsecuentes, y un inci-
so d) al artículo 21 de la Ley para la Protección de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo del dipu-
tado Andrés Eloy Martínez Rojas, del Partido de la Revo-
lución Democrática.

Esta comisión dictaminadora, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 38 y 45, numeral 6, incisos e), f) y
g), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, y en los artículos 80, 82, 84, 85, 86,
182, 185 y 187 del Reglamento de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, someten a la conside-
ración del pleno el presente dictamen, con base en los si-
guientes

Antecedentes

Primero. Con fecha 13 de mayo de 2014, el diputado An-
drés Eloy Martínez Rojas, del Partido de la Revolución
Democrática, presentó ante la honorable Comisión Perma-
nente del honorable Congreso de la Unión, la iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 36; y
adicionan un segundo párrafo al inciso b) del artículo 11,
recorriendo el orden de los párrafos subsecuentes, y un in-
ciso d) al artículo 21 de la Ley para la Protección de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

Segundo. En la misma fecha, la Mesa Directiva determinó
turnarla a la Comisión de Derechos de la Niñez de la LXII
Legislatura de la honorable Cámara de Diputados, para su
análisis y dictamen.

Contenido de la iniciativa

El proponente menciona que los niños cuentan con una se-
rie de derechos que son protegidos por las distintas organi-
zaciones a nivel mundial; estas normas son inalienables e
irrenunciables, por lo que ninguna persona puede vulnerar-
los o desconocerlos bajo ninguna circunstancia. Estos dere-
chos se encuentran en la declaración realizada por la Orga-
nización de las Naciones Unidas y los documentos que los
consagran.

Expresa que, la realidad de niñas, niños y adolescentes en
México, muchas veces los coloca en estado de indefensión,
ante el poder que ejercen las y los adultos quienes abusan-
do de la tutela o resguardo que tienen sobre ellos, violentan
sus derechos sin importarles la grave afectación que oca-
sionan, al someterlos a una enérgica instrucción de cual-
quier tipo, ya sea religiosa, política o social.

Asimismo señala que la sociedad ha aceptado que es nor-
mal y correcto inculcar a los niños, la religión de sus padres
y en cierta medida “etiquetarlos”, como niños católicos,
musulmanes, judíos o protestantes; pero más allá de ello, se
debe señalar que la instrucción religiosa no debe de exce-
der los parámetros normales de una educación simbólica o
referida a los buenos valores, sin llegar al grado de adoctri-
namiento y no sólo en lo que se refiere a la religión sino
también en el ámbito político o social.

Finaliza mencionando que, si bien es voluntad y parte de la
libertad de culto, de los padres, el inculcar y enseñar el cul-
to que ellos profesan a sus hijos, también deben de existir
parámetros en los cuales el menor no se vea afectado en su
sano y pleno desarrollo físico, psicológico y emocional, y
de lo cual, en muchas ocasiones, los niños son víctimas
irresponsablemente, al ser expuestos a un ambiente religio-
so hostil, para ellos.

Ya que el adoctrinar, inculcar odio y deformar a la niñez y
la juventud con ideas políticas, religiosas o de otros órde-
nes que trasgreden su integridad, son prácticas deplorables
que deben de ser erradicadas, omitidas y garantizar que la
ley proteja a los menores en este sentido, No permitamos
que esto siga sucediendo.

Por lo expuesto, somete a consideración de esta honorable
asamblea, la presente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma y adiciona diversas disposicio-
nes de la Ley para la Protección de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes

Único. Se reforma el artículo 36; y adicionan un segun-
do párrafo al inciso B del artículo 11, recorriendo el or-
den de los párrafos subsecuentes, y un inciso D al artí-
culo 21; todos de la Ley para la Protección de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar
como sigue:

Artículo 36. Niñas, niños y adolescentes gozarán de li-
bertad de pensamiento, de conciencia y de religión.
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Artículo 11. ...

A. ...

...

B. ...

Para los efectos de este criterio, se considerara abuso
cualquier forma de infundir comportamientos religiosos,
políticos, sociales y/o culturales, que alcancen el grado
de fanatismo y que afecten física y mentalmente el ple-
no desarrollo de los menores.

Artículo 21. ...

A. …

B. …

C. …

D. Una instrucción compuesta de adoctrinamientos reli-
giosos, políticos, sociales, culturales o de cualquier cla-
se, sin la información necesaria y suficiente que requie-
ren para una elección libre y razonada.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Consideraciones

Después del detallado análisis de los argumentos expuestos
en la iniciativa referida, las y los integrantes de la Comisión
de Derechos de la Niñez estiman improcedente las adicio-
nes planteadas, con fundamento en las siguientes conside-
raciones:

Primera. Es importante señalar que la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos expresa en el artículo
cuarto párrafo octavo que, “en todas las decisiones y actua-
ciones del Estado, se velará y cumplirá con el principio del
interés superior de la niñez, garantizando de manera plena
sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la sa-
tisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, edu-
cación y sano esparcimiento para su desarrollo integral”.

Lo anterior atiende que el estado procurara brindar a las ni-
ñas, niños y adolescentes la protección más alta, velando
por el interés superior de la niñez.

Asimismo, la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos en su artículo 24, señala que:

Artículo 24. Toda persona tiene derecho a la libertad
de convicciones éticas, de conciencia y de religión, y
a tener o adoptar, en su caso, la de su agrado. Esta li-
bertad incluye el derecho de participar, individual o
colectivamente, tanto en público como en privado, en
las ceremonias, devociones o actos del culto respecti-
vo, siempre que no constituyan un delito o falta pe-
nados por la ley. Nadie podrá utilizar los actos públi-
cos de expresión de esta libertad con fines políticos,
de proselitismo o de propaganda política.

El Congreso no puede dictar leyes que establezcan o
prohíban religión alguna.

Los actos religiosos de culto público se celebrarán or-
dinariamente en los templos. Los que extraordina-
riamente se celebren fuera de éstos se sujetarán a la
ley reglamentaria.

(Énfasis añadido.)

Segunda. Entre los tratados internacionales de los que es
parte México, se encuentra la Convención de los Derechos
del Niño, la cual fue suscrita y ratificada desde el veintiuno
de septiembre de mil novecientos ochenta y noventa, la que
contiene un catálogo de derechos humanos dirigidos a las
niñas, niños y adolescentes. Es así que el artículo 14 nume-
ral 1 señala lo siguiente:

Artículo 14

1. Los Estados parte respetarán el derecho del niño a
la libertad de pensamiento, de conciencia y de reli-
gión.

Énfasis añadido

Tercera. Dentro del marco jurídico nacional, se encuentra
la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes, la cual precisa en su artículo 11, letra B, lo
siguiente:
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Artículo 11. Son obligaciones de madres, padres y de
todas las personas que tengan a su cuidado niñas, ni-
ños y adolescentes:

A. …

B. Protegerlos contra toda forma de maltrato, pre-
juicio, daño, agresión, abuso, trata y explotación. Lo
anterior implica que la facultad que tienen quienes
ejercen la patria potestad o la custodia de niñas, ni-
ños y adolescentes no podrán al ejercerla atentar
contra su integridad física o mental ni actuar en me-
noscabo de su desarrollo.

Énfasis añadido

Asimismo, dentro de esta misma legislación se establece
como un derecho de este sector de la población, en el artí-
culo 22 en su letra D, lo siguiente:

Artículo 22. El derecho a la identidad está compuesto
por:

A. a C. …

D. Pertenecer a un grupo cultural y compartir con sus in-
tegrantes costumbres, religión, idioma o lengua, sin que
esto pueda ser entendido como razón para contrariar nin-
guno de sus derechos.

Énfasis añadido

En este mismo sentido, el ordenamiento antes señalado,
también establece en su artículo 39, lo siguiente: 

Artículo 39. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho
a ejercer sus capacidades de opinión, análisis, crítica y
de presentar propuestas en todos los ámbitos en los que
viven, trátese de familia, escuela, sociedad o cualquier
otro, sin más limitaciones que las que establezca la
Constitución y dicte el respeto de los derechos de terce-
ros.

Énfasis añadido

Siguiendo la línea de la legislación nacional, se encuentra
la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público, la cual
expresa en su artículo 2 inciso a), que:

Artículo 2. El Estado mexicano garantiza en favor
del individuo, los siguientes derechos y libertades en
materia religiosa:

a) Tener o adoptar la creencia religiosa que más le
agrade y practicar, en forma individual o colectiva, los
actos de culto o ritos de su preferencia.

Énfasis añadido

De los anteriores textos, se desprende que ya está legislada
la propuesta que pretende la iniciativa.

Cuarta. Si bien es cierto que esta propuesta responde a la
necesidad de garantizar los derechos de las niñas, niños y
adolescentes para que se les respete su libertad de pensa-
miento, conciencia y de religión, también es cierto que la
Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, ya prevé la protección a las niñas, niños y
adolescentes contra toda imposición hecha por el Estado,
por sus padres o tutores a seguir una religión u opinión po-
lítica, social, cultural o de cualquier clase.

Asimismo, la legislación en mención, expresa en su artícu-
lo 19 que: “niñas, niños y adolescentes tienen derecho a
vivir en condiciones que permitan su crecimiento sano y
armonioso, tanto físico como mental, material, espiri-
tual, moral y social”. Ello expresa la protección que este
grupo vulnerable debe tener contra cualquier acto que dañe
su desarrollo personal y lograr que las niñas, niños y ado-
lescentes sean personas con un amplio criterio.

Por si fuera poco, el tema de la libertad de religión, que se
pretende incorporar en los artículos  11, 21 y 36 de la de la
Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, ya se encuentra regulado en el artículo 22 de
dicha Ley y en el artículo 2 de la Ley de Asociaciones Re-
ligiosas y Culto Público, con un mejor alcance, ya que se
prevé que tanto el Estado, como cualquier persona que ten-
ga a un menor de edad bajo su cuidado, tiene la obligación
de respetar la libertad de sus ideas, creencia religiosa y des-
envolvimiento que este quiera tener en su propia vida, pro-
tegiendo en todo momento las diversas garantías efectivas
hacia las niñas, niños y adolescentes, así como el interés su-
perior de éstos.

Quinta. Por ello, esta comisión dictaminadora estima que
de aprobarse la reforma y adiciones a los artículos en dis-
cusión, pertenecientes a la Ley para la Protección de los
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Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, con ello, se es-
taría generando no sólo una redacción confusa, sino que se
estaría duplicando normas jurídicas que ya están estableci-
das en la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes y en la Ley de Asociaciones Religio-
sas y Culto Público.

Por tanto, esta comisión emite los siguientes

Acuerdos

Primero. Se desecha la Iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 36; y adicionan un segundo párrafo
al inciso B del artículo 11, recorriendo el orden de los pá-
rrafos subsecuentes, y un inciso D al artículo 21; todos de
la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes, presentada por el Diputado Andrés Eloy
Martínez Rojas, del Partido de la Revolución Democrática.

Segundo. Archívese el presente asunto como total y defini-
tivamente concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, septiembre de 2014.

La Comisión de Derechos de la Niñez, diputados: Verónica Beatriz
Juárez Piña (rúbrica), presidenta; María del Rosario Merlín García, Ma-
ría de la Paloma Villaseñor Vargas, Cinthya Noemí Valladares Couoh
(rúbrica), Guadalupe del Socorro Ortega Pacheco (rúbrica), Marina Ga-
ray Cabada (rúbrica), María Angélica Magaña Zepeda (rúbrica), Car-
men Lucía Pérez Camarena (rúbrica), Gerardo Villanueva Albarrán (rú-
brica), secretarios; Lucila Garfias Gutiérrez (rúbrica), Flor Ayala
Robles Linares, Isela González Domínguez (rúbrica), Mirna Velázquez
López, Alberto Anaya Gutiérrez, Leopoldo Sánchez Cruz.»

LEY PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS DE
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Derechos de la Niñez, con
puntos de acuerdo respecto a la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma el artículo 19 de la Ley para la Protec-
ción de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Derechos de la Niñez de la LXII Legis-
latura de la Cámara de Diputados fue turnada para análisis

y dictamen la iniciativa con proyecto de decreto reforma el
artículo 19 de la Ley para la Protección de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes, presentada por Ricardo Me-
jía Berdeja y suscrita por Ricardo Monreal Ávila, diputados
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

La comisión dictaminadora, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) a g), de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, y 80, 82, 84, 85, 86, 182, 185 y 187 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
del pleno el presente dictamen, al tenor de los siguientes

Antecedentes

Primero. Con fecha 21 de mayo de 2014, Ricardo Mejía
Berdeja, y suscrita por Ricardo Monreal Ávila, diputados
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, pre-
sentó ante el pleno de la Comisión Permanente del Congre-
so de la Unión la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 19 de la Ley para la Protección de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

Segundo. En la misma fecha, la Mesa Directiva determinó
turnarla a la Comisión de Derechos de la Niñez de la LXII
Legislatura de la Cámara de Diputados, para análisis y dic-
tamen.

Contenido de la iniciativa

El diputado proponente expone que México es el país que
tiene la tasa más alta de pobreza infantil y uno de los que
menos gasto público destina a este sector de la población,
entre los 30 estados miembros de la Organización para la
Cooperación y el Desarrollo Económicos.

Manifiesta que de acuerdo con el Informe de movilidad so-
cial en México 2013: imagina tu futuro, el país se caracte-
riza por contar con una composición relativamente movible
entre los estratos medios, pero con una persistencia o in-
movilidad importante en los extremos de la distribución.

En dicho informe se sustenta que 48 de cada 100 mexica-
nos que provienen de hogares del quintil más bajo de la dis-
tribución se mantienen ahí; mientras que 52 de cada 100
mexicanos que provienen de hogares del quintil más alto de
la distribución no se mueven.

Añade que el concepto movilidad social se interpreta vin-
culado al ámbito económico. Esta vinculación hace refe-
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rencia a la facilidad con la que una persona puede subir o
bajar en la escalera socioeconómica de un país. La movili-
dad social permite analizar las opciones que tienen los
miembros de una sociedad para cambiar su nivel socioeco-
nómico.

Señala que para garantizar el desarrollo integral de las per-
sonas y promover una sociedad móvil, es pertinente que
desde la infancia se rompa con el ciclo vicioso e intergene-
racional de la pobreza, reduciendo así las brechas de in-
equidad e igualando las oportunidades.

Considera que los padres con mayor nivel educativo pre-
sentan mayores aspiraciones para sus hijos y en la mayoría
de los casos, los hijos superan a los padres en grado educa-
tivo o se mantienen, ya que en 2008, 9.8 por ciento de la
población menor de 18 años presentaba carencia por reza-
go educativo.

También expone que la población que radica en zonas ru-
rales presenta mayores barreras en términos de movilidad
social; lo anterior, explicado principalmente por la deser-
ción escolar, el trabajo infantil y el grado de aislamiento de
las comunidades de origen de esta población.

Por otro lado, manifiesta que, a fin de disminuir la inequi-
dad latente en los grupos que se encuentran en situación de
vulnerabilidad, mediante programas integrales que asegu-
ren no solo políticas asistenciales focalizadas, sino que po-
tencialicen la adquisición de capacidades y oportunidades
cuya finalidad sea contribuir a su desarrollo, mejorar sus
condiciones de vida, y a largo plazo erradicar la pobreza,
incluye la reforma del artículo 19 de la Ley para la Protec-
ción de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

Decreto por el que se reforma el artículo 19 de la Ley
para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes

Artículo Único. Se reforma el artículo 19 de la Ley para
la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes.

Artículo 19. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho
a vivir en condiciones que permitan su crecimiento sano
y armonioso, tanto físico como mental, material, espiri-
tual, moral y social.

La federación, el Distrito Federal, estados y municipios,
en el ámbito de sus respectivas competencias, planearán

e imprentarán sus políticas bajo el concepto de movili-
dad social, a fin de generar las condiciones que permitan
la igualdad de oportunidades para el adecuado desarro-
llo de sus capacidades y el logro de sus objetivos socia-
les y económicos presentes y futuros.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación.

Consideraciones

Los integrantes de la Comisión de Derechos de la Niñez se
abocaron al análisis de la iniciativa en comento, al tenor de
las consideraciones que a continuación se consignan:

Primera. Es importante señalar que la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos expresa en el
artículo cuarto párrafo octavo que, “en todas las deci-
siones y actuaciones del Estado, se velará y cumplirá
con el principio del interés superior de la niñez, ga-
rantizando de manera plena sus derechos. Los niños
y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus ne-
cesidades de alimentación, salud, educación y sano
esparcimiento para su desarrollo integral”. Lo ante-
rior atiende que el Estado procurará brindar a los niños
y a los adolescentes la protección más alta, velando por
el interés superior de la niñez.

Énfasis añadido

Segunda. En la legislación mexicana se encuentran diver-
sas disposiciones encaminadas a la protección de los dere-
chos de las niñas, niños y adolescentes, es así que encon-
tramos la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, la cual establece en su artículo 3o.,
letra C, lo siguiente:

Artículo 3o. La protección de los derechos de niñas, niños
y adolescentes, tiene como objetivo asegurarles un desarro-
llo pleno e integral, lo que implica la oportunidad de for-
marse física, mental, emocional, social y moralmente en
condiciones de igualdad.

Son principios rectores de la protección de los derechos de
niñas, niños y adolescentes:

A. y B. …
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C. El de igualdad sin distinción de raza, edad, sexo,
religión, idioma o lengua, opinión política o de cual-
quier otra índole, origen étnico, nacional o social, po-
sición económica, discapacidad, circunstancias de
nacimiento o cualquiera otra condición suya o de sus
ascendientes, tutores o representantes legales.

D. a G. …

Énfasis añadido

Sin omitir que en el artículo 14, letra C, de la Ley para la
Protección de los Derechos de los Niños y Adolescentes
considera ya la protección por el Estado:

Artículo 14. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho
a que se les asegure prioridad en el ejercicio de todos sus
derechos, especialmente a que

A. y B. …

C. Se considere el diseñar y ejecutar las políticas pú-
blicas necesarias para la protección de sus derechos.

D. …

Énfasis añadido

De los anteriores textos, se desprende que ya está legislada
la propuesta que pretende la iniciativa. Por lo tanto, es in-
necesaria su aprobación, ya que de conformidad con estas
disposiciones se atiende la situación que se pretende resol-
ver.

Tercera. En la exposición de motivos, los diputados pro-
ponentes señalan que es preciso garantizar dentro de la Ley
para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, el principio de movilidad social, sin que se des-
criba el concepto de dicho principio, ni en la exposición de
motivos ni en la ley, específicamente en el artículo 3o., que
contiene los principios rectores de la protección de los de-
rechos de las niñas, niños y adolescentes.

Asimismo, se aprecian ciertas inconsistencias en la utiliza-
ción del concepto de movilidad social, dado que los diputa-
dos proponentes lo utilizan indistintamente con la categoría
de principio rector de la Ley para la Protección de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, y como un simple
concepto en la propuesta de adición de un segundo párrafo

del artículo 19 que se pretende modificar. No obstante lo
anterior, con independencia de que la movilidad social no
constituye un principio en sí, sino un fenómeno social y
económico que permite observar los cambios en la posición
socioeconómica de los miembros de una sociedad (en ma-
sa).

Cuarta. Por ello, esta comisión estima que de aprobarse la
reforma, no sólo se estaría generando una redacción confu-
sa, sino que carece de técnica legislativa, pues el precepto
se refiere a los derechos que tienen las niñas, niños y ado-
lescentes a vivir en condiciones que permitan su creci-
miento sano y armonioso, tanto físico como mental, mate-
rial, espiritual, moral y social, y no a la planeación e
implementación de las políticas públicas, bajo el concepto
de movilidad social, por lo que dicha inclusión rompe con
la coherencia normativa del artículo en cuestión.

En síntesis, la Comisión de Derechos de la Niñez opina que
no resulta viable modificar la Ley para la Protección de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes por las razones
señaladas. 

Por tanto, la comisión emite los siguientes

Acuerdos

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 19 de la Ley para la Protección de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, presentada
por Ricardo Monreal Ávila y Ricardo Mejía Berdeja, dipu-
tados del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Segundo. Archívese el presente asunto como total y defini-
tivamente concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, septiembre de 2014.

La Comisión de Derechos de la Niñez, diputados: Verónica Beatriz
Juárez Piña (rúbrica), presidenta; María del Rosario Merlín García, Ma-
ría de la Paloma Villaseñor Vargas, Cinthya Noemí Valladares Couoh
(rúbrica), Guadalupe del Socorro Ortega Pacheco (rúbrica), Marina Ga-
ray Cabada (rúbrica), María Angélica Magaña Zepeda (rúbrica), Car-
men Lucía Pérez Camarena (rúbrica), Gerardo Villanueva Albarrán (rú-
brica), secretarios; Lucila Garfias Gutiérrez (rúbrica), Flor Ayala
Robles Linares, Isela González Domínguez (rúbrica), Mirna Velázquez
López, Alberto Anaya Gutiérrez, Leopoldo Sánchez Cruz.»
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LEY GENERAL DE EDUCACION

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Educación Pública y Ser-
vicios Educativos, con puntos de acuerdo respecto a la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 14
de la Ley General de Educación

Honorable Asamblea

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos,
de conformidad con lo enunciado en los artículos 39 y 45
numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como
en los artículos 80, 85, 176 y 182, numeral 1, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta honorable asamblea el presente

Dictamen

I. Antecedentes

Primero. En la sesión ordinaria de la Cámara de Diputa-
dos, realizada el día 1o. de abril de 2014, la Mesa Directi-
va de la Cámara de Diputados dio cuenta de la iniciativa
que reforma el artículo 14 de la Ley General de Educación,
a cargo del diputado Rafael Alejandro Moreno Cárdenas,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional.

Segundo. En esa misma fecha, en sesión ordinaria de la
Cámara de Diputados, la Presidencia de la Mesa Directiva,
en uso de sus facultades legales y reglamentarias, acordó
dar trámite de recibo a la iniciativa con proyecto de decre-
to y ordenó su turno a la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, para su estudio y elaboración del dic-
tamen correspondiente.

Tercero. La comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos dio trámite de recibo e inició el análisis de la
iniciativa.

II. Descripción de la iniciativa

El diputado Rafael Alejandro Moreno Cárdenas señala den-
tro de su exposición de motivos los siguientes puntos:

a. A pesar de que la Constitución Política establece el de-
recho a la educación para todos los mexicanos, es im-
portante considerar que cada año un número importante

de niñas y niños abandonan sus estudios por falta de re-
cursos económicos 

b. Como consecuencia del abandono escolar, se provoca
un desamparo entre los estudiantes, pues “la educación
adecuada es la mayor protección que se puede brindar a
un menor.”

c. Asimismo, se menciona que entre las causas de la des-
erción escolar se encuentran la falta de recursos y la ne-
cesidad de trabajar.

d. La deserción ha crecido en las grandes urbes del país.

e. Según el INEGI 36 por ciento de los niños indígenas de
entre 6 y 14 años de edad trabajan, el doble que el pro-
medio nacional calculado en 15.7 por ciento, con lo que
las probabilidades de abandono escolar se multiplican.

f. De acuerdo con la Encuesta Nacional de Ingresos y
Gastos de los Hogares 2012 (Inegi) las familias mexica-
nas destinan trimestralmente 13.8 por ciento de sus in-
gresos al rubro de la educación, lo cual representa un im-
portante rubro de gasto para las familias de menores
ingresos, que en la mayor parte de los casos viven con el
equivalente de entre 3 y 5 salarios mínimos mensuales.

g. Ante la situación anterior, estados como Tabasco,
Tlaxcala y el Distrito Federal, actualmente cuentan con
una legislación local en la que se establece la entrega de
un paquete de útiles escolares gratuitos a los estudiantes
de nivel básico inscritos en las escuelas públicas de di-
chas entidades. Mientras que los estados de Campeche,
Chiapas, Coahuila, Guerrero, Guanajuato, Hidalgo, Ja-
lisco, Michoacán, Nayarit, Oaxaca, Querétaro, Quintana
Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Veracruz, Yuca-
tán, Zacatecas, cuentan con programas de entrega de úti-
les escolares, así como los estados de México, Nuevo
León, Puebla y Tamaulipas, se encuentran en proceso de
establecer en sus legislaciones la entrega de este apoyo.

Por otra parte, el diputado promovente señala que el Pro-
grama Sectorial de la Secretaría de Educación Pública
(SEP), establece en su Objetivo 3 “Asegurar mayor cober-
tura, inclusión y equidad educativa entre todos los grupos
de la población para la construcción de una sociedad más
justa”, como estrategia 3.6. “Promover la eliminación de
barreras que limitan el acceso y la permanencia en la edu-
cación de grupos vulnerables”, para lo cual establece toma
como línea de acción 3.6.3 “Dotar de útiles escolares a los
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alumnos de educación básica para apoyar su proceso edu-
cativo.”

Por lo anterior, el promovente propone establecer que a ni-
vel nacional se haga la entrega de un paquete de útiles es-
colares gratuitos a cada estudiante que curse los niveles bá-
sicos de estudio en las escuelas públicas del país, con lo que
se pretende brindar un apoyo a miles de familias que care-
cen de sustento económico.

Con base en los anteriores argumentos, el diputado propo-
ne la siguiente iniciativa con Proyecto de Decreto:

Artículo 14. Adicionalmente a las atribuciones exclusi-
vas a las que se refieren los artículos 12 y 13, corres-
ponde a las autoridades educativas federal y locales de
manera concurrente, las atribuciones siguientes:

I. a V. ...

V Bis. Proporcionar por cada ciclo escolar un paque-
te de útiles escolares gratuitos, determinados a partir
de la lista oficial de materiales y útiles escolares apro-
bada y publicada anualmente por la autoridad com-
petente a los educandos inscritos en las escuelas pú-
blicas del país, en los niveles de preescolar, primaria
y secundaria.

Para los efectos del párrafo anterior, se considerará a
los alumnos inscritos en el nivel preescolar, los centros
de desarrollo infantil y estancias infantiles dependien-
tes de los gobiernos locales. Así como los alumnos de
educación especial inscritos en los centros de atención
múltiple, las unidades de servicios de apoyo a la es-
cuela regular y los centros de recursos, información e
innovación para la integración educativa.

V. a XIII. ...

El Ejecutivo federal y el gobierno de cada entidad fede-
rativa podrán celebrar convenios para coordinar o unifi-
car las actividades educativas a que se refiere esta ley,
con excepción de aquéllas que, con carácter exclusivo,
les confieren los artículos 12 y 13.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Ejecutivo federal, y los ejecutivos locales
deberán incluir anualmente en el presupuesto de egresos
correspondiente a cada ejercicio fiscal, la partida presu-
puestaria que sea necesaria para garantizar el abasto de
la entrega de los paquetes de útiles escolares gratuitos.

Tercero. En un plazo no mayor a cinco meses contados
a partir de la entrada en vigor del presente decreto, la Se-
cretaría de Educación Pública deberá expedir las bases
mediante las cuales se llevará a cabo la entrega del pa-
quete de útiles escolares gratuitos.

III. Consideraciones de la Comisión

Esta comisión comparte de manera general los argumentos
expuestos por el diputado Moreno Cárdenas, de manera es-
pecial en lo relativo a la necesidad de que el Estado Mexi-
cano compense a las familias con mayores carencias eco-
nómicas y que con esto promueva que los estudiantes de
educación básica permanezcan en las aulas hasta concluir
sus estudios.

Sin embargo, como una consideración general, se debe se-
ñalar que, con fecha 27 de abril de 2011 fue votada en esta
Cámara de Diputados la iniciativa que reforma los artículos
12, 25, 33 y 75 de la Ley General de Educación original-
mente presentada por la diputada Marcela Guerra Castillo,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional y que posterior a su dictamen y votación se turnó
al Senado de la República, para su dictamen. 

En este sentido es preciso comentar que la iniciativa de la
diputada Marcela Guerra Castillo incluía modificaciones al
artículo 12 de la mencionada propuesta, incluyendo lo rela-
tivo al otorgamiento a los alumnos de las instituciones pú-
blicos ubicados en los polígonos de zonas de atención prio-
ritaria, un paquete de útiles escolares, así como asegurar los
recursos necesarios (artículo 25), generar las actividades de
parte de las autoridades educativas en este aspecto y pro-
porcionar un paquete de útiles a partir de la lista oficial de
útiles (artículo 33, incluyendo propuesta de adición de la
fracción XIV), así como lo correspondiente a la infracción
de quienes prestan servicios educativos (artículo 75, frac-
ción V).

Para tener una mayor exposición sobre este punto a conti-
nuación se incluye la iniciativa, hoy minuta, de la Diputada
Marcela Guerra Castillo:

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2014 483



Artículo 12. ...

I. a IV. ...

V. Fijar lineamientos generales del material educativo
y su uso, así como de los útiles escolares indispensa-
bles para la educación preescolar, primaria y la secun-
daria; otorgando a los alumnos de las instituciones
públicas de estos niveles ubicados en los polígonos de
zonas de atención prioritaria clasificados por la Se-
cretaría de Desarrollo Social un paquete de útiles es-
colares al inicio de cada ciclo escolar.

VI. a XIV. ...

Artículo Segundo. Se reforma el primer párrafo del ar-
tículo 25, para quedar como sigue:

Artículo 25. El Ejecutivo federal y el gobierno de cada
entidad federativa, con sujeción a las disposiciones de
ingresos y gasto público correspondientes que resulten
aplicables, concurrirán al financiamiento de la educa-
ción pública y de los servicios educativos. El monto
anual que el Estado - Federación, entidades federativas
y municipios-, destine al gasto en educación pública y en
los servicios educativos, no podrá ser menor a ocho por
ciento del producto interno bruto del país, destinado de
este monto, al menos el 1% del producto interno bruto a
la investigación científica y al desarrollo tecnológico en
las Instituciones de Educación Superior Públicas, y los
recursos necesarios para otorgar un paquete de úti-
les escolares a los alumnos de preescolar, primaria y
secundaria a que se refiere el artículo 12, fracción V
. En la asignación del presupuesto a cada uno de los ni-
veles de educación, se deberá dar la continuidad y la
concatenación entre los mismos, con el fin de que la po-
blación alcance el máximo nivel de estudios posible.

...

...

...

Artículo Tercero. Se reforma el último párrafo del artí-
culo 33, para quedar como sigue:

Artículo 33. ...

I a XV. ...

El Estado también llevará a cabo programas asistencia-
les, ayudas alimenticias, campañas de salubridad y de
apoyos adicionales para útiles escolares a que se re-
fiere el artículo 12, fracción V, y demás medidas ten-
dientes a contrarrestar las condiciones sociales que inci-
den en la efectiva igualdad de oportunidades de acceso
y permanencia en los servicios educativos.

Artículo Cuarto. Se reforma la fracción V del artículo
75, para quedar como sigue:

Artículo 75. ...

I. a IV. ...

V. Incumplir los lineamientos generales para el uso de
material educativo para la educación preescolar, la pri-
maria y la secundaria; y no otorgar el apoyo a la edu-
cación preescolar, primaria y secundaria con el otor-
gamiento de éstos.

VI. a XVI. ...

...

Finalmente, en la minuta que hoy está en el Senado de la
República, se incluye lo siguiente, por ser pertinente a la
legislación:

Artículo 33. Para cumplir con lo dispuesto en el artícu-
lo anterior, las autoridades educativas en el ámbito de
sus respectivas competencias llevarán a cabo las activi-
dades siguientes:

I. a XIII. ...

XIV. Proporcionar un paquete de útiles escolares, de-
terminado a partir de la lista oficial de útiles aproba-
da por la autoridad educativa federal, a los alumnos
de educación básica pertenecientes a grupos de po-
blación ubicados en las zonas de atención prioritaria
definidas en los términos que establece la Ley Gene-
ral de Desarrollo Social;

XV. Realizarán las demás actividades que permitan me-
jorar la calidad y ampliar la cobertura de los servicios
educativos, y alcanzar los propósitos mencionados en el
artículo anterior, y
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XVI. ...

...

Por lo anterior, se destaca que esta iniciativa contiene ele-
mentos que ya fueron dictaminados, así como los que pre-
valecen en la hoy minuta que se encuentra en proceso de
dictamen por el Senado de la República, por lo que impli-
caría su duplicidad con aquella propuesta.

Adicionalmente a lo anterior, es importante mencionar que
otra iniciativa presentada en esta materia, por el diputado
Sergio Torres Félix, que proponía reformar los artículos 12,
25 y 33 de la Ley General de Educación, de fecha 19 de fe-
brero de 2013, también fue desechada bajo los mismos ar-
gumentos debidamente fundados, que se mencionan en el
presente dictamen.

En virtud de lo expuesto, con fundamento en lo dispuesto
por el artículo 72 apartado G de la Constitución Política de
los Estado Unidos Mexicanos, la Comisión de Educación
Pública y Servicios Educativos propone a esta Honorable
Asamblea que el presente Proyecto de Decreto que reforma
la Ley General de Educación sea desechado y archivado
como total y definitivamente concluidos, para efecto de que
no vuelvan a ser presentados en las sesiones del año legis-
lativo en curso.

Por lo anterior, y una vez analizada la Iniciativa materia de
este Dictamen, la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos somete a consideración del Pleno de la Cá-
mara de Diputados el siguiente: 

Acuerdo

Primero. No es de aprobarse la iniciativa mencionada, de
la LXII Legislatura en materia de la Ley General de Edu-
cación objeto de este dictamen, por considerarse improce-
dente.

Segundo.-Archívense los presentes asuntos, como total y
definitivamente concluidos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de abril de 2014

La Comisión de Educación Pública, diputados: Jorge Federico de la
Vega Membrillo (rúbrica), presidente; María Guadalupe Mondragón
González (rúbrica), Ernesto Alfonso Robledo Leal (rúbrica), José Enri-
que Doger Guerrero (rúbrica), Ángel Alain Aldrete Lamas (rúbrica),
Miguel Ángel Aguayo López (rúbrica), Dulce María Muñiz Martínez

(rúbrica), Adriana Fuentes Téllez (rúbrica), Dora María Guadalupe Ta-
lamante Lemas (rúbrica), Héctor Hugo Roblero Gordillo (rúbrica),
Nelly del Carmen Vargas Pérez, Víctor Reymundo Nájera Medina (rú-
brica), Judit Magdalena Guerrero López (rúbrica), secretarios; Juan
Manuel Gastélum Buenrostro (rúbrica), Alejandra López Noriega, Gla-
firo Salinas Mendiola, Leticia López Landero, Blanca Estela Gómez
Carmona, Julio César Flemate Ramírez, Gaudencio Hernández Burgos
(rúbrica), María de Jesús Huerta Rea (rúbrica), Arnoldo Ochoa Gonzá-
lez, Jorge Herrera Delgado, Harvey Gutiérrez Álvarez (rúbrica), Móni-
ca García de la Fuente (rúbrica), Alberto Díaz Trujillo, Roxana Luna
Porquillo (rúbrica), Guadalupe Socorro Flores Salazar (rúbrica), Ro-
berto López González (rúbrica), Fernando Cuellar Reyes (rúbrica).»

LEY DE LA ECONOMIA SOCIAL Y SOLIDARIA

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Fomento Cooperativo y
Economía Social, con puntos de acuerdo respecto a la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 25
de la Ley de la Economía Social y Solidaria, Reglamenta-
ria del Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo Referente
al Sector Social de la Economía

Honorable Asamblea:

La Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social,
con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 39 y 45
numeral 6, incisos e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; 80, 157, nume-
ral 1, fracción I; 158, numeral 1, fracción IV y 167, nume-
ral 4 del Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta
a la consideración de esta Honorable Asamblea, el siguien-
te dictamen.

Esta comisión ordinaria, con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 72 y 73, fracción XXIX-N, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39, nume-
rales 1 y 3, en relación con el diverso 45, numeral 6, inci-
sos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; 80, numeral 1, fracción II, 81,
numeral 2, 82, numeral 1, 84, 85, 156, 157, numeral 1, frac-
ción I, 158, numeral 1, fracción IV; 167 numeral 4, y demás
disposiciones relativas y aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados, efectuó el análisis y discusión de la
iniciativa con proyecto de decreto en comento utilizando la
siguiente:
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Metodología

Los integrantes de la Comisión de Fomento Cooperativo y
Economía Social de la LXII Legislatura de la Cámara de
Diputados con el propósito de comprender la voluntad del
promovente, examinar y determinar adecuadamente con es-
tricto apego a lo manifestado en la iniciativa materia de dic-
tamen, el aspecto teleológico de la misma, tomaron en con-
sideración los siguientes principios de técnica legislativa:

Antecedentes. Se trata del apartado que contempla la ins-
cripción en el orden del día del asunto materia del presente
dictamen, y turno para dictamen a la Comisión de Fomen-
to Cooperativo y Economía Social, de la iniciativa que re-
forma el artículo 25 de la Ley de la Economía Social y So-
lidaria, Reglamentaria del Párrafo Séptimo del Artículo 25
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en lo referente al sector social de la economía, presen-
tada por el diputado Ricardo Astudillo Suárez, del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, el
día 30 de abril de 2014.

Contenido de la iniciativa. En este apartado se realiza la
fijación clara y precisa de las modificaciones propuestas
por el legislador federal integrante de esta Cámara, en el
documento que dio inicio a la actividad legislativa de esta
comisión dictaminadora.

Consideraciones. Este apartado contiene el análisis siste-
mático de los requisitos de forma y de fondo que toda ini-
ciativa debe contener, así como los argumentos de natura-
leza jurídica, de carácter general y especial, que sirven de
fundamento a las resoluciones de cada una de las proposi-
ciones formuladas por el autor del acto legislativo, tenien-
do en cuenta lo previsto por aquellos instrumentos y orde-
namientos jurídicos vigentes relacionados con la finalidad
de la iniciativa materia de dictamen.

I. Antecedentes

A la Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social
le fue turnado para su estudio y dictamen, el expediente
número 4559 que contiene la iniciativa que reforma el artí-
culo 25 de la Ley de la Economía Social y Solidaria, Re-
glamentaria del Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
lo referente al sector social de la economía, presentada por
el diputado Ricardo Astudillo Suárez, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Verde Ecologista de México, el 30 de abril
de 2014.

En sesión ordinaria de esta Cámara de Diputados del 30 de
abril de 2014, el diputado Ricardo Astudillo Suárez, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico, presentó la iniciativa que reforma el artículo 25 de la
Ley de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del
Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector
social de la economía, con el objeto de realzar algunas pre-
cisiones con respecto del Consejo Consultivo del Instituto
Nacional de la Economía Social.

En ejercicio de las atribuciones que la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y el
Reglamento de la Cámara de Diputados, le confieren al pre-
sidente de la Mesa Directiva, decretó el turno a esta comi-
sión, mediante oficio D.G.P.L. 62-II-5-1749.

II. Contenido de la iniciativa

El promovente de la reforma señala en la exposición de mo-
tivos, que le sustenta que “…de acuerdo a la propia ley el
Consejo es un órgano de participación ciudadana, nos pare-
ce una contradicción puesto que la integración del Consejo
se encuentra controlada por el titular del Instituto sin que
medie la aprobación de las organizaciones de trabajadores.
Así pues, estimamos necesario que exista un mecanismo a
través del cual los organismos del sector puedan tener una
mayor participación en la integración del Consejo, de ma-
nera tal que su conformación sea realmente plural. Es por
este motivo que proponemos que se reforme el artículo 25
de la Ley de Economía Social y Solidaria a efectos de que
los consejeros invitados a conformar el Consejo Consultivo
de Fomento de la Economía Social sean ratificados por ca-
da uno de los órganos de dirección o asamblea general de
los organismos del sector.”

Y en consecuencia, realiza la siguiente propuesta legislati-
va:

Artículo 25. El Consejo estará integrado por:

I. a II. (...)

III. Los consejeros invitados por el Instituto, previa
aprobación de los órganos de dirección o asamblea
general de cada uno de los organismos del sector, de-
berán ser personas reconocidas por sus aportaciones al
sector social de la economía, pudiendo ser representan-
tes de organismos del sector, del ámbito académico,
científico, profesional, empresarial, del poder legislativo
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y/o de organismos internacionales vinculados con el te-
ma.

El presidente del Consejo será suplido en sus ausencias por
el secretario ejecutivo.

La participación de los consejeros será con carácter hono-
rario.

Su temporalidad será definida en el reglamento interno del
consejo.

Comparativamente con la ley vigente el promotor de la ini-
ciativa realiza, en lo particular, la adición siguiente:

Ley de la Economía Social y Solidaria, Reglamenta-
ria del Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
lo referente al sector social de la economía.Iniciativa
que reforma el artículo 25 de la Ley de la Economía
Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Sépti-
mo del Artículo 25 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector
social de la economía, presentada por el diputado Ri-
cardo Astudillo Suárez, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México

Artículo 25. El Consejo estará integrado por:

I. Un Presidente que será el titular del Instituto;

II. Un Secretario Ejecutivo que designará éste, y

III. Los consejeros invitados por el Instituto, que debe-
rán ser personas reconocidas por sus aportaciones al
Sector Social de la Economía, pudiendo ser representan-
tes de organismos del sector, del ámbito académico,
científico, profesional, empresarial, del poder legislativo
y/o de organismos internacionales vinculados con el te-
ma.

El Presidente del Consejo será suplido en sus ausencias por
el Secretario Ejecutivo.

La participación de los Consejeros será con carácter hono-
rario.

Su temporalidad será definida en el Reglamento Interno del
Consejo.

Artículo 25. El Consejo estará integrado por:

I. a II. (...)

III. Los consejeros invitados por el Instituto, previa
aprobación de los órganos de dirección o asamblea ge-
neral de cada uno de los organismos del sector, deberán
ser personas reconocidas por sus aportaciones al Sector
Social de la Economía, pudiendo ser representantes de
organismos del sector, del ámbito académico, científico,
profesional, empresarial, del poder legislativo y/o de or-
ganismos internacionales vinculados con el tema.

El Presidente del Consejo será suplido en sus ausencias por
el Secretario Ejecutivo.

La participación de los Consejeros será con carácter hono-
rario.

Su temporalidad será definida en el Reglamento Interno del
Consejo.Con lo anterior, resulta evidente que la propuesta
del legislador es que los consejeros invitados por el institu-
to, cuenten con la aprobación de los órganos de dirección o
asamblea general de cada uno de los organismos del sector.

III. Consideraciones

Primera. La Comisión de Fomento Cooperativo y Econo-
mía Social, como órgano legislativo de la LXII Legislatura
en la Cámara de Diputados, es competente para conocer del
análisis y dictamen de la presente iniciativa, según lo dis-
puesto por los artículos 72 y 73, fracción XXIX- N, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en el artículo 39, numerales 1 y 3, en relación con el
diverso 45, numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
y los artículos 80, numeral 1, fracción II; 81, numeral 2; 82,
numeral 1; 84 y 85, así como de los artículos 157 y 158, nu-
meral I, fracción IV, y demás relativos y aplicables del Re-
glamento de la Cámara de Diputados.

Segunda. Del Consejo Consultivo

Con el objeto de dimensionar en su justa medida la promo-
ción legislativa, ubicaremos la jerarquía del Consejo Con-
sultivo del INAES.

El acuerdo de organización y funcionamiento del Instituto
Nacional de la Economía Social, publicado en el Diario
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Oficial de la Federación el 22 de julio de 2013, en el artí-
culo 7 concibe al Consejo como el órgano del Instituto de
participación ciudadana y conformación plural, que tiene
por objeto analizar y proponer acciones que incidan en el
cumplimiento del programa, y tiene como funciones emitir
opiniones propuestas y sugerencias sobre programas y pro-
yectos del sector y en relación con la aplicación, conduc-
ción, orientación, seguimiento y evaluación de las acciones
del Instituto.

De los criterios para ser invitado por el instituto a ser miem-
bros del consejo consultivo; el artículo 8 del acuerdo para
la organización y el funcionamiento del INAES prevé que
“los consejeros invitados deberán ser personas reconoci-
das por sus aportaciones al sector social de la economía, sa-
tisfacer criterios de una experiencia y trayectoria en el
sector de por lo menos cinco años tratándose de repre-
sentantes o integrantes de organismos del sector; en pu-
blicaciones especializadas en la materia de la economía so-
cial y solidaria, para los del ámbito académico y científico;
y tener una posición de liderazgo o ejecutiva respecto del
ámbito profesional, empresarial, del poder legislativo y/o
de organismos internacionales vinculados al tema”.

De lo anterior, podemos afirmar:

a) El Consejo es la instancia de consulta del INAES; 

b) Está facultado -el consejo- para emitir opiniones pro-
puestas y sugerencias;

c) Los consejeros son invitados por el director general
del instituto;

d) Los criterios para invitar a alguna persona, entre
otros, son: experiencia y trayectoria de por lo menos cin-
co años y posición de liderazgo.

La institucionalización de la participación ciudadana lo
constituye la entrada en vigor en enero del 2004 de la Ley
Federal de Fomento a las Actividades Realizadas por Orga-
nizaciones de la Sociedad Civil, que en su artículo 6 frac-
ción II reconoce el derecho de las organizaciones civiles a
ser consideradas por la Administración Pública Federal co-
mo instancias de participación y consulta. 

Tercera. De los consejos consultivos del sector público

Del ensayo “Los consejos ciudadanos y la gestión pública
en Nuevo León” de María Teresa Villarreal Martínez, po-

demos retomar algunos elementos con el objeto de susten-
tar el presente dictamen.

Señala Villareal Martínez, que los consejos ciudadanos ins-
titucionalizados en el orden federal no es algo nuevo en
México. En febrero de 1928, Plutarco Elías Calles, publicó
la ley que crea un Cuerpo consultivo oficial, permanente y
autónomo, en asuntos económicos; este órgano debía estar
integrado por representantes del Gobierno, los obreros, los
industriales, los comerciantes, los agricultores, la Banca,
las sociedades científicas y los consumidores. Con base en
este decreto, el 15 de junio de 1928 se expide la Ley del
Consejo Nacional Económico con la finalidad de estudiar
los asuntos económicos y sociales, conformado por funcio-
narios públicos, académicos, representantes de las diferen-
tes cámaras empresariales, y de la Confederación Regional
Obrera de México. 

En 1933, prosigue esta autora, se crea el Consejo Nacional
de Economía durante la presidencia de Abelardo L. Rodrí-
guez como órgano auxiliar, técnico y consultivo del Ejecu-
tivo federal sobre acciones económicas. Este consejo esta-
ba integrado por funcionarios públicos y también por
empresarios y trabajadores de las industrias extractivas, de
transformación, de servicios públicos, de intereses mercan-
tiles, de instituciones de crédito, así como por profesionis-
tas, consumidores y técnicos en economía.

Más recientemente, abunda Martínez Villareal, en 1994 se
creó el Consejo Consultivo de Ciencia de la Presidencia de
la República, integrado por académicos e investigadores.
En el 95, se acordó la creación de los Consejos Consultivos
para el Desarrollo Sustentable, como órganos de consulta
de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales
(Semarnat). En estos consejos participan funcionarios y re-
presentantes de los sectores social, no gubernamental, aca-
démico, empresarial, organizaciones de mujeres, pueblos
indígenas y organizaciones de jóvenes.

En 1998, señala el ensayo, la Secretaría de Desarrollo So-
cial crea el Consejo Consultivo Ciudadano de Desarrollo
Social, conformado por personalidades de los ámbitos em-
presarial, académico, no gubernamental, político-partidista,
legislativo, religioso, intelectual, campesino y laboral. En
el 2004 este Consejo desaparece y se crea el Consejo Con-
sultivo de Desarrollo Social integrado por funcionarios y
por ciudadanos de los sectores privado, social y académico.

Cuarta. Quienes dictaminamos, consideramos necesario
hacer un comparativo de los actuales consejos consultivos
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en la administración pública federal, con el objeto de cono-
cer la tendencia de los mismos en la esfera gubernamental,
y poder formar un criterio sobre las características que po-
seen los diversos consejos consultivos o asambleas consul-
tivas.

Consejo Consultivo de la Comisión Nacional

Este Consejo tiene su fundamento en el artículo 18 de la
Ley de la Comisión de los Derechos Humanos.

Artículo 18. Los miembros del Consejo Consultivo serán
elegidos por el voto de las dos terceras partes de los miem-
bros presentes de la Cámara de Senadores o, en sus recesos,
por la Comisión Permanente del Congreso de la Unión con
la misma votación calificada.

La comisión correspondiente de la Cámara de Senadores,
previa auscultación a los sectores sociales, propondrá a
los candidatos para ocupar el cargo o, en su caso, la ratifi-
cación de los consejeros.

En este consejo, se puede apreciar que no se prevé el pro-
cedimiento de ratificación por parte de las organizaciones
de los candidatos. La ley señala el derecho de auscultación
de las organizaciones.

Consejo Consultivo del Instituto Nacional del Empren-
dedor

El consejo consultivo funge como un órgano de consulta al
Instituto Nacional del Emprendedor (Inadem) en la formu-
lación y aplicación de las estrategias nacionales en materia
de apoyo a las micro, pequeñas y medianas empresas y em-
prendedores, a solicitud de su presidente; así como reco-
mendar acciones para mejorar políticas, programas y accio-
nes específicas del Instituto que respondan a las
necesidades económicas del país.

El mismo estará integrado por el secretario, quien lo presi-
dirá, el subsecretario de Competitividad y Normatividad, el
subsecretario de Industria y Comercio, el subsecretario de
Comercio Exterior, el oficial mayor y el jefe de la Unidad
de Asuntos Jurídicos, quienes tendrán derecho voz y voto.
El consejo tendrá como invitados a un representante de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, un representante
de la Secretaría de Turismo, un representante de ProMéxi-
co y un representante del Consejo Nacional de Ciencia y
Tecnología. Asimismo, el presidente del consejo podrá

invitar a representantes del sector privado y académico,
así como un representante de la Asociación Mexicana de
Secretarios de Desarrollo Económico. Los invitados ten-
drán sólo derecho de voz.

En la materia del presente dictamen se puede afirmar que
este consejo no integra a sus invitados a la toma de deci-
siones; y que también los consejeros son invitados por el
presidente del instituto.

Órganos de consulta del medio ambiente y desarrollo
sustentable

Estos dimanan de la Ley General del Equilibrio Ecológico
y la Protección al Ambiente, particularmente el artículo 159
establece: 

Artículo 159. La Secretaría integrará órganos de consulta
en los que participen entidades y dependencias de la ad-
ministración pública, instituciones académicas y orga-
nizaciones sociales y empresariales. Dichos órganos ten-
drán funciones de asesoría, evaluación y seguimiento en
materia de política ambiental y podrán emitir las opinio-
nes y observaciones que estimen pertinentes. Su organiza-
ción y funcionamiento se sujetará a los acuerdos que para
el efecto expida la Secretaría. 

Cuando la secretaría deba resolver un asunto sobre el cual
los órganos a que se refiere el párrafo anterior hubiesen
emitido una opinión, la misma deberá expresar las causas
de aceptación o rechazo de dicha opinión.

En estos consejos se observa que el modo de integración
del consejo no está previsto en la ley, sino en acuerdos que
la secretaría emitirá al respecto.

Consejo Consultivo de la Comisión Nacional para el De-
sarrollo de los Pueblos Indígenas

A este Consejo lo conforman:

• 140 consejeros integrantes de los pueblos indígenas de
México;

• 7 consejeros representantes de instituciones académi-
cas y de investigación nacionales;

• 12 consejeros representantes de organizaciones socia-
les;

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2014 489



• 7 consejeros integrantes de las mesas directivas de las
Comisiones de Asuntos Indígenas de ambas Cámaras
del Congreso de la Unión; y

• 32 consejeros representantes de los gobiernos de las
entidades federativas

El consejo consultivo de la comisión analiza, opina y hace
propuestas a la junta de gobierno y al director general sobre
las políticas, programas y acciones públicas para el desa-
rrollo de los pueblos indígenas.

En razón del principio de consulta con estos pueblos, esta-
blecido en la Constitución, la representatividad es impor-
tante para ser considerado como integrante del consejo con-
sultivo. Sin embargo, en la conformación de este consejo
no se refriere a una ratificación adicional a la que la ya tie-
nen los representantes por su posición con las organizacio-
nes sociales invitadas. 

Consejo Consultivo de la Comisión Federal de Teleco-
municaciones

El artículo 5 de los Lineamientos Operativos del Consejo
Consultivo de la Comisión Federal de Telecomunicaciones,
establece que cuando el secretario invite a una institución
para formar parte del consejo, esta institución deberá
nombrar a un representante, el cual no podrá ser susti-
tuido durante un periodo de dos años desde su designación,
salvo que el mismo dejara de formar parte de la institución
o que se presenten causas de fuerza mayor.

Para el análisis del asunto en dictamen, podemos afirmar
que en este caso, a quien se formula la invitación a ser in-
tegrante del consejo es a la institución, y no a la persona.

Asamblea Consultiva del Consejo Nacional para Preve-
nir la Discriminación

Es el órgano de opinión, asesoría y promoción de las ac-
ciones, políticas públicas, programas y proyectos que dise-
ña o desarrolla el Consejo Nacional para Prevenir la Dis-
criminación (Conapred) en materia de prevención y
eliminación de la discriminación.

Las personas que la integren serán propuestas por
quien ocupe la presidencia del consejo, la asamblea con-
sultiva y los sectores y la comunidad señalados, y su nom-

bramiento estará a cargo de la junta de gobierno en los tér-
minos de lo dispuesto en el estatuto orgánico.

Consejo Consultivo de Desarrollo Social

El consejo consultivo emana del decreto por el que se crea
el Consejo Consultivo de Desarrollo Social, publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 20 de julio de 2004.

El Consejo Consultivo de Desarrollo Social es el órgano
consultivo de la Secretaría de Desarrollo Social, de partici-
pación ciudadana y conformación plural, que tendrá por ob-
jeto analizar y proponer programas y acciones que incidan
en el cumplimiento de la Política Nacional de Desarrollo
Social y tendrá las funciones que establece el artículo 56 de
la Ley General de Desarrollo Social.

El Consejo Consultivo estará integrado por: un presidente,
quien será el titular de la Secretaría de Desarrollo Social; un
secretario ejecutivo, que designará el presidente del conse-
jo consultivo, y quince consejeros, invitados por el titular
de la Secretaría de Desarrollo Social, que deberán ser
ciudadanos mexicanos de reconocido prestigio en los
sectores privado y social, así como de los ámbitos acadé-
mico, profesional, científico y cultural vinculados con el
desarrollo social.

Consejo Técnico Consultivo de la Comisión de Fomen-
to a las Actividades de las Organizaciones de la Socie-
dad Civil

Este consejo tiene su fundamento en la Ley Federal de Fo-
mento a las Actividades Realizadas por Organizaciones de
la Sociedad Civil, el artículo 26 lo define como el órgano
de asesoría y consulta, de carácter honorífico, que tiene por
objeto proponer, opinar y emitir recomendaciones respecto
de la aplicación y cumplimiento de esta ley.

El consejo está integrado por un servidor público que de-
signe la comisión, quien lo presidirá; nueve representantes
de organizaciones, cuya presencia en el consejo será por
tres años, renovándose por tercios cada año. La comisión
emitirá la convocatoria para elegir a los representantes
de las organizaciones inscritas en el registro, en la cual de-
berán señalarse los requisitos de elegibilidad, atendiendo a
criterios de representatividad, antigüedad, membresía y
desempeño de las organizaciones; cuatro representantes de
los sectores académico, profesional, científico y cultural; la
comisión emitirá las bases para la selección de estos repre-
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sentantes; dos representantes del Poder Legislativo federal,
uno por cada Cámara, cuyo desempeño legislativo sea afín
a la materia que regula esta ley, y un secretario ejecutivo,
designado por el presidente del consejo con base en la ter-
na propuesta por los integrantes del mismo.

El criterio de representatividad significa que el candidato
deberá pertenecer a una organización social de prestigio en
el ámbito de desarrollo social y comunitario.

Quinta. Del estudio de los ocho consejos consultivo efec-
tuados por esta dictaminadora, podemos concluir:

a) Los consejos consultivos son un instrumento de parti-
cipación ciudadana en las instancias de gobierno que
opinan, recomiendan o dan seguimiento a las políticas
de las instituciones.

b) Para ser miembro de los consejos se requiere en la
mayoría de los casos recibir la invitación de quien presi-
de la dependencia. De los analizados, en un consejo se
da la particularidad de que a quien se invita es a la insti-
tución.

c) A lo anterior hay algunas excepciones en las que la so-
ciedad civil ausculta a los candidatos.

d) El criterio de representatividad de algunos consejos
para invitar a una persona al consejo radica en el presti-
gio público positivo ante la sociedad, con antigüedad-
que en algunos casos sea mayor a los cinco años de ex-
periencia-.

e) Y, en muy pocos casos, se emite una convocatoria pa-
ra la admisión de miembros del consejo consultivo.

f) Ninguno de los analizados por la dictaminadora ponen
como condición para pertenecer a un consejo que sea ra-
tificado por su instancia de gobierno.

Sexta. Ausencia de mecanismos en los organismos para
la selección de sus representantes en el Consejo del IN-
AES

Sin lugar a duda, y en eso coincidiremos todas las diputa-
das y todos los diputados en la comisión promovente del
presente dictamen, el avance de la sociedad civil en su par-
ticipación con sus gobernantes es altamente deseable.

En este caso, habría que considerar lo siguiente:

1. Los organismos del sector social no cuentan en sus es-
tatutos con los procedimientos para la ratificación de
uno de sus integrantes cuando sea invitado a formar par-
te de un consejo consultivo de alguna dependencia del
sector público.

2. Tampoco la Ley de la Economía Social y Solidaria,
Reglamentaria del Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en lo referente al sector social de la economía ni el
acuerdo de organización y funcionamiento del Instituto
Nacional de la Economía Social cuentan con previsiones
legales para enfrentar el supuesto de que uno de sus in-
vitados no sea ratificado por su órgano de gobierno.

3. El nivel de participación social, así como su homolo-
gación al interior de las dependencias del gobierno no
depende de una reforma a esta ley. Más bien, a juicio de
quienes dictaminamos se tendría que reformar la Ley de
Planeación.

4. El Instituto Nacional de la Economía Social carece de
recursos jurídicos, humanos y financieros para verificar
el pleno cumplimiento de la disposición que propone
adicionar el legislador promovente.

Séptima. Otro elemento que motiva el presente dictamen
es que no hay certeza del número de organismos del sector
social de la economía y en particular de las sociedades y de
sus órganos de representación.

El Censo Económico 2009 del Instituto Nacional de Esta-
dística e Informática (Inegi), que reporta cifras correspon-
dientes al cierre de 2008 e informa que en ese año en Mé-
xico había 9 mil 767 cooperativas.

El Fideicomiso Fondo de Supervisión Auxiliar de Socieda-
des Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de Protección de
sus Ahorradores señaló en su boletín de enero de 2014 que
hay 657 cooperativas de ahorro y préstamo en el Registro
Nacional Único de Sociedades Cooperativas de Ahorro y
Préstamo.

Octava. Además de lo anterior, la Ley General de Socie-
dades Cooperativas, en sus artículos 4 y 76, sólo recono-
ce como máximo organismo representativo del Movimiento
Cooperativo Nacional al Consejo Superior del Cooperati-
vismo.
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Artículo 4. El Movimiento Cooperativo Nacional com-
prende al sistema cooperativo y a todas las organizacio-
nes e instituciones de asistencia técnica del cooperati-
vismo a nivel nacional. Su máximo representante será
el Consejo Superior del Cooperativismo.

Artículo 76.- El Consejo Superior del Cooperativismo es
el órgano integrador del Movimiento Cooperativo Na-
cional; se constituirá con las confederaciones nacionales y
con las instituciones u organismos de asistencia técnica al
cooperativismo.

En el caso de las cooperativas de ahorro y préstamo, el or-
ganismo consultor y representativo de estas es, de acuerdo
con la misma ley en su artículo 78 Bis 2, la Confederación
de Cooperativas de Ahorro y Préstamo de México SC de
RL de CV.

Artículo 78 Bis 2. La confederación se constituirá con la
agrupación de todas las federaciones de sociedades coope-
rativas de ahorro y préstamo, fungiendo como el organismo
cooperativo nacional de integración y representación, de
tercer grado, del sector cooperativo financiero.

La confederación agrupará a todas las federaciones y
será órgano de consulta y colaboración del estado para
el diseño, difusión y ejecución de las políticas, programas e
instrumentos para el fomento y desarrollo de las sociedades
cooperativas de ahorro y préstamo y sus organismos coo-
perativos.

Por lo anterior, si se aprobase la reforma que propone el le-
gislador, la representación, tan sólo del cooperativismo en
el Consejo Consultivo del INAES, dependería de estos dos
órganos legales de representación nacional de las socieda-
des cooperativas. 

Por lo que se refiere a los demás organismos del sector so-
cial a los que se refiere el artículo 4 de la Ley de la Econo-
mía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Séptimo
del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en lo referente al sector social de la
economía, sería necesario contar con un padrón nacional de
éstos, lo cual no se encuentran sistematizado dentro de las
dependencias de la administración pública para que el ins-
tituto cuente con la certeza de que los organismos que rati-
ficasen a los invitados efectivamente contase con ese ca-
rácter. 

Artículo 4o. El Sector Social de la Economía estará in-
tegrado por las siguientes formas de organización social:

I. Ejidos;

II. Comunidades;

III. Organizaciones de trabajadores;

IV. Sociedades Cooperativas;

V. Empresas que pertenezcan mayoritaria o exclusi-
vamente a los trabajadores; y

VI. En general, de todas las formas de organización
social para la producción, distribución y consumo de
bienes y servicios socialmente necesarios.

Finalmente, como ya lo reiteramos en anterior considera-
ción, el Instituto Nacional de la Economía Social necesita-
ría de una plantilla de verificadores de la legalidad de asam-
bleas en las que se ratificase a los invitados del mismo
instituto, lo que resultaría oneroso para el mismo.

Novena. Resulta importante, más no relevante, señalar que
el instrumento legislativo dictaminado por este órgano le-
gislativo no cumple con las formalidades establecidas en el
Reglamento de la Cámara de Diputados, en su artículo 78:

1. Los elementos indispensables de la iniciativa serán:

I. Encabezado o título de la propuesta;

II. Planteamiento del problema que la iniciativa pre-
tenda resolver;

III. Argumentos que la sustenten;

IV. Fundamento legal;

V. Denominación del proyecto de ley o decreto;

VI. Ordenamientos a modificar;

VII. Texto normativo propuesto;

VIII. Artículos transitorios;

IX. Lugar;
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X. Fecha, y

XI. Nombre y rúbrica del iniciador.

De manera particular, es de señalar que “texto normativo”,
o lo que algunos autores denominan el “decreto”, el pro-
movente lo presente en forma de cuadro comparativo. Lo
cual es falto de técnica legislativa.

De ser aprobada la propuesta esta no tendría forma de de-
creto; ya que la indicación del “artículo único” es “para
quedar como sigue…”

Por lo que, sin ser parte del cuerpo de la resolución, más sí
de las consideraciones del mismo, se hace la recomenda-
ción a que se cumpla cabalmente con las disposiciones re-
glamentarias para la elaboración de iniciativas en este ór-
gano legislativo.

En razón de lo fundado y motivado, esta comisión dictami-
nadora considera que la propuesta del legislador para que
los invitados al consejo sean ratificados por sus organismos
y asambleas se considera poco funcional, inviable y no es

acorde a las prácticas vigentes en la promoción de la parti-
cipación social.

Por las consideraciones vertidas con antelación, esta comi-
sión dictaminadora, somete a la consideración de la hono-
rable asamblea de la Cámara de Diputados, el siguiente:

Acuerdo

Único. Se desecha la iniciativa que reforma los artículos 25
de la Ley de la Economía Social y Solidaria, Reglamenta-
ria del Párrafo Séptimo del Artículo 25 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente
al sector social de la economía, presentada por el diputado
Ricardo Astudillo Suárez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México el 30 de abril de 2014.

Salón de sesiones de la comisión, Palacio Legislativo de San Lázaro, a
28 de mayo de 2014. 

La Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social, diputa-
dos: Alliet Mariana Bautista Bravo (rúbrica), presidenta; Brasil Alber-
to Acosta Peña (rúbrica), Lisandro Arístides Campos Córdova (rúbri-
ca), Gaudencio Hernández Burgos (rúbrica), Silvia Márquez Velasco
(rúbrica), Luis Olvera Correa (rúbrica), Mariana Dunyaska García Ro-
jas (rúbrica), Erick Marte Rivera Villanueva (rúbrica), María del Rosa-
rio Merlín García (rúbrica), Gloria Bautista Cuevas (rúbrica), José An-
tonio León Mendívil (rúbrica), José Arturo López Candido (rúbrica),
Juan Luis Martínez Martínez (rúbrica), Jesús Morales Flores (rúbrica),
Gisela Raquel Mota Ocampo (rúbrica), Cesario Padilla Navarro, Ale-
jandro Rangel Segovia.»

EXPIDE LA LEY GENERAL DE PARTIDOS POLITICOS;
LEY FEDERAL DE CONSULTA POPULAR; LEY
FEDERAL DE INICIATIVA CIUDADANA Y LA LEY
DE INICIATIVA LEGISLATIVA CIUDADANA

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Gobernación, con puntos
de acuerdo por los que se da por concluido el procedimien-
to legislativo de distintas iniciativas con proyecto de decre-
to por las que se expiden las Leyes General de Partidos Po-
líticos, Federal de Consulta Popular, Federal de Iniciativa
Ciudadana, y de Iniciativa Legislativa Ciudadana
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Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación de la LXII Legislatura le
fue turnada, para su estudio, análisis y dictamen correspon-
diente, distintas iniciativas con proyecto de decreto por las
que se expiden las Ley General de Partidos Políticos, la Ley
Federal de Consulta Popular y la Ley Federal de Iniciativa
Ciudadana.

Esta comisión, con fundamento en los artículos 39 y 45, nu-
meral 6, incisos e) y f) y numeral 7, de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; así
como los artículos 80, 157, numeral 1, fracción I, 158 nu-
meral 1, fracción IV y 167, numeral 4 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, y habiendo analizado el contenido
de la iniciativa de referencia, somete a la consideración de
esta honorable asamblea, el presente dictamen, basándose
en los siguientes

Antecedentes

1. El treinta de abril de dos mil catorce, los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo
presentaron la iniciativa con proyecto de decreto que expi-
de la Ley General de Partidos Políticos siendo turnada a
la Comisión de Gobernación, con opinión de la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública, para su estudio y dicta-
men correspondiente.

2. El cuatro de diciembre de dos mil trece, los diputados
Trinidad Morales Vargas y Marino Miranda Salgado,
integrantes del grupo parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática, presentaron la iniciativa con proyecto
de decreto que expide la Ley de Iniciativa Legislativa
Ciudadana siendo turnada a la Comisión de Gobernación,
con opinión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, para su estudio y dictamen correspondiente.

Establecidos los antecedentes, los miembros de Comisión
de Gobernación de la LXI Legislatura de la Cámara de Di-
putados, suscriben el presente dictamen exponiendo las si-
guientes.

Consideraciones

A) En relación a la Ley General de Partidos Políticos

1. El veintitrés de mayo de dos mil catorce fue publicado en
el Diario Oficial de la Federación el decreto por el que se
expide la Ley General de Partidos Políticos cumpliendo

con lo dispuesto en el decreto de reforma constitucional en
materia política-electoral, publicado el diez de febrero de
dos mil catorce obligó a la expedición de las leyes genera-
les que hagan funcional el sistema electoral y permitan ga-
rantizar a los ciudadanos el ejercicio pleno de sus derechos
políticos.

2. Dado que está en vigor la nueva Ley General de Partidos
Políticos, los integrantes de la Comisión de Gobernación
estiman oportuno dar por concluido el procedimiento legis-
lativo de las iniciativas con proyecto de decreto que expi-
den la Ley General de Partidos Políticos a las que se ha he-
cho referencia en el capítulo de antecedentes, mismas que
han quedado sin materia y por haberse cumplido con el pro-
pósito por el cual fueron presentadas.

B) En relación a la Ley Federal de Consulta Popular

1. El catorce de marzo de dos mil catorce fue publicado en
el Diario Oficial de la Federación el decreto por el que se
expide la Ley Federal de Consulta Popular cumpliendo con
lo dispuesto en el decreto publicado en el Diario Oficial de
la Federación el nueve de agosto de dos mil doce, el que se
reforman y adicionan diversas disposiciones de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en mate-
ria política que incluye diversas figuras de participación
ciudadana, entre ellas, la consulta popular.

2. El decreto estableció un artículo segundo transitorio pa-
ra que el Congreso de la Unión expidiera la legislación se-
cundaria para dar efectividad a los cambios constituciona-
les, a más tardar un año contado a partir de la entrada en
vigor del mismo, con lo cual se haría efectivo el derecho
ciudadano de consulta popular.

3. Dado que está en vigor la Ley Federal de Consulta Po-
pular, los integrantes de la Comisión de Gobernación esti-
man oportuno dar por concluido el procedimiento legislati-
vo de las iniciativas con proyecto de decreto que expiden la
Ley Federal de Consulta Popular a las que se ha hecho re-
ferencia en el capítulo de antecedentes, mismas que han
quedado sin materia y por haberse cumplido con el propó-
sito por el cual fueron presentadas.

C) En relación a la Ley Federal de Iniciativa Ciudada-
na

1. El artículo segundo transitorio del decreto por el que se
reforman y adicionan diversas disposiciones de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publica-
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do el nueve de agosto de dos mil doce en el Diario Oficial
de la Federación, determinó la obligación para que el Con-
greso de la Unión expida, a más tardar en un año contando
a partir de la entrada en vigor del decreto, la legislación se-
cundaria relativa a la iniciativa ciudadana, iniciativa prefe-
rente y consulta popular.

2. En cumplimiento de lo anterior, el veinte de mayo de dos
mil catorce fue publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción el decreto que reforma y adiciona diversas disposicio-
nes de las Leyes Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, General del Sistema de Medios
de Impugnación en Materia Electoral y Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, así como del Código Federal
de Instituciones y Procedimientos Electorales, en materia
de iniciativas ciudadana y preferente.

3. Dado que las modificaciones a diversos ordenamientos,
además de la promulgación de la Ley General de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales la cual dota al Institu-
to Nacional Electoral de las facultades para verificar el por-
centaje requerido por la fracción IV del artículo 71 de la
Constitución para la presentación de iniciativas de leyes o
decretos por parte de los ciudadanos, los integrantes de la
Comisión de Gobernación estiman oportuno dar por con-
cluido el procedimiento legislativo de las iniciativas con
proyecto de decreto que expiden la Ley Federal de Iniciati-
va Ciudadana y Ley de Iniciativa Legislativa Ciudadana a
las que se ha hecho referencia en el capítulo de anteceden-
tes, mismas que han quedado sin materia y por haberse
cumplido con el propósito por el cual fueron presentadas.

Por lo antes expuesto, los integrantes de la Comisión de
Gobernación de la LXII Legislatura, sometemos a conside-
ración del pleno de esta honorable asamblea el siguiente:

Acuerdo

Primero. Se da por concluido el procedimiento legislativo
de distintas iniciativas con proyecto de decreto por las que
se expide la Ley General de Partidos Políticos, mismas que
han sido descritas en el capítulo de antecedentes del pre-
sente dictamen.

Segundo. Se da por concluido el procedimiento legislativo
de distintas iniciativas con proyecto de decreto por las que
se expide la Ley Federal de Consulta Popular, mismas que
han sido descritas en el capítulo de antecedentes del pre-
sente dictamen.

Tercero. Se da por concluido el procedimiento legislativo
de distintas iniciativas con proyecto de decreto que expiden
Ley Federal de Iniciativa Ciudadana y Ley de Iniciativa Le-
gislativa Ciudadana, mismas que han sido descritas en el
capítulo de antecedentes del presente dictamen.

Cuarto. Archívense los expedientes como asuntos total y
definitivamente concluidos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, México, Distrito Federal, a primero
de agosto de dos mil catorce.

La Comisión de Gobernación, diputados: Rafael Alejandro Moreno
Cárdenas (rúbrica), presidente; Esther Quintana Salinas, José Alfredo
Botello Montes (rúbrica), Lizbeth Eugenia Rosas Montero (rúbrica en
contra), Fernando Belaunzarán Méndez (rúbrica), Mónica García de la
Fuente, Francisco Alfonso Durazo Montaño, Manuel Rafael Huerta La-
drón de Guevara, Williams Oswaldo Ochoa Gallegos (rúbrica), Abel
Octavio Salgado Peña (rúbrica), Adán David Ruiz Gutiérrez (rúbrica),
Jaime Chris López Alvarado (rúbrica), secretarios; Juan Jesús Aquino
Calvo (rúbrica), Consuelo Argüelles Loya (rúbrica), Luis Manuel Arias
Pallares, José Ángel Ávila Pérez, Faustino Félix Chávez, Heriberto
Manuel Galindo Quiñones (rúbrica), Rodrigo González Barrios (rúbri-
ca), Luis Antonio González Roldán (rúbrica), Francisco González Var-
gas (rúbrica), Javier Filiberto Guevara González (rúbrica), Julio César
Moreno Rivera, Arnoldo Ochoa González (rúbrica), Alfredo Rivade-
neyra Hernández (rúbrica), Raymundo King de la Rosa (rúbrica), José
Arturo Salinas Garza (rúbrica), Víctor Hugo Velasco Orozco (rúbrica),
Ruth Zavaleta Salgado (rúbrica).»

EXPIDE LA LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y
PROCEDIMIENTOS ELECTORALES Y EL CODIGO
DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTO-
RALES

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Gobernación, con puntos
de acuerdo por los que se da por concluido el procedimien-
to legislativo de distintas iniciativas con proyecto de decre-
to por las que se expide la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales; y se reforman, adicionan y de-
rogan diversas disposiciones del Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, abrogado el 23 de ma-
yo de 2014
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Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación de la LXII Legislatura le
fue turnada, para su estudio, análisis y dictamen correspon-
diente, distintas iniciativas con proyecto de decreto que re-
forman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Có-
digo Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales
abrogado el veintitrés de mayo de dos mil catorce.

Esta comisión, con fundamento en los artículos 39 y 45 nu-
meral 6, incisos e) y f) y numeral 7 de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 80, 157, numeral 1, fracción I, 158,
numeral 1, fracción IV, y 167, numeral 4, del Reglamento
de la Cámara de Diputados; y habiendo analizado el conte-
nido de la iniciativa de referencia, somete a consideración
de esta honorable asamblea el presente dictamen basándo-
se en los siguientes

Antecedentes

1. El treinta de abril de dos mil catorce, el diputado Ernes-
to Núñez Aguilar, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, presentó en nombre
propio y de los diputados integrantes de la Comisión de De-
sarrollo Municipal, la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones del Códi-
go Federal de Instituciones y Procedimientos Electora-
les, siendo turnada a la Comisión de Gobernación, con opi-
nión de la Comisión de Desarrollo Municipal, para su
estudio y dictamen correspondiente.

2. El treinta de abril de dos mil catorce, los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo
presentaron la iniciativa con proyecto de decreto que
abroga el Código Federal de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales y expide la Ley General de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, siendo turnada a la
Comisión de Gobernación, con opinión de la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública, para su estudio y dictamen
correspondiente.

3. El treinta de abril de dos mil catorce, el diputado José
Luis Valle Magaña, integrante del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, presentó la iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones del Código Federal de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales siendo turnada a la Comisión de
Gobernación para su estudio y dictamen correspondiente.

4. El treinta de abril de dos mil catorce, el diputado Glafi-
ro Salinas Mendiola, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, presentó la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 27 del Có-
digo Federal de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales, siendo turnada a la Comisión de Gobernación para su
estudio y dictamen correspondiente.

Establecidos los antecedentes, los miembros de Comisión
de Gobernación de la LXII Legislatura de la Cámara de Di-
putados, suscriben el presente dictamen exponiendo las si-
guientes

Consideraciones

1. El veintitrés de mayo de dos mil catorce fue publicado en
el Diario Oficial de la Federación el decreto por el que se
expide la Ley General de Instituciones y Procedimientos
Electorales, se reforman y adicionan diversas disposiciones
de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación
en Materia Electoral; de la Ley Orgánica del Poder Judicial
de la Federación y de la Ley Federal de Responsabilidades
Administrativas de los Servidores Públicos.

2. La Ley General de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales establece una estructura en ocho libros donde se
contienen el conjunto de disposiciones relativas a los dere-
chos ciudadanos; la integración de los Poderes Legislativo
y Ejecutivo de la Unión, de las entidades federativas y de
los municipios; los organismos electorales federales y loca-
les; los procedimientos especiales en las direcciones ejecu-
tivas; las reglas de los procesos electorales, el voto de los
mexicanos residentes en el extranjero, las candidaturas in-
dependientes, la propaganda electoral, la fiscalización de
sus recursos y los regímenes sancionador electoral y disci-
plinario interno.

3. De acuerdo con el espíritu de la nueva legislación en ma-
teria electoral, el Congreso de la Unión contribuyó a la
transformación del sistema democrático al reforzar el siste-
ma democrático, de las instituciones electorales, de los pro-
cesos electorales, las candidaturas independientes y de los
medios de defensa electoral reafirmando la vocación de
nuestro sistema democrático al consolidar los principios
rectores del sistema electoral consagrado en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

4. De acuerdo con los artículos primero y segundo del de-
creto publicado en el Diario Oficial de la Federación, se se-
ñala la entrada en vigor de la nueva Ley General de Insti-
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tuciones y Procedimientos Electorales misma que será al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación, abrogándose el anterior Código Federal de Ins-
tituciones y Procedimientos Electorales, promulgado el ca-
torce de enero de dos mil ocho:

Primero. La presente ley entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Segundo. Se abroga el Código Federal de Instituciones
y Procedimientos Electorales publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación el 14 de enero de 2008, así como
sus reformas y adiciones.

5. Dado que está en vigor la nueva Ley General de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, los integrantes de la
Comisión de Gobernación estiman dar por concluido el
procedimiento legislativo de las iniciativas con proyecto de
decreto a las que se ha hecho referencia en el capítulo de
antecedentes en virtud de haber quedado sin materia.

Por lo antes expuesto, los integrantes de la Comisión de
Gobernación de la LXII Legislatura, sometemos a conside-
ración del pleno de esta honorable asamblea el siguiente

Acuerdo

Primero. Se da por concluido el procedimiento legislativo
de distintas iniciativas con proyecto de decreto descritas en
el capítulo de antecedentes por las que se expiden la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales y re-
forman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Có-
digo Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales,
abrogado el veintitrés de mayo de dos mil catorce.

Segundo. Archívense los expedientes como asuntos total y
definitivamente concluidos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, México, Distrito Federal, a primero
de agosto de dos mil catorce.

La Comisión de Gobernación, diputados: Rafael Alejandro Moreno
Cárdenas (rúbrica), presidente; Esther Quintana Salinas (rúbrica), José
Alfredo Botello Montes (rúbrica), Lizbeth Eugenia Rosas Montero (rú-
brica en contra), Fernando Belaunzarán Méndez (rúbrica), Mónica Gar-
cía de la Fuente, Francisco Alfonso Durazo Montaño, Manuel Rafael
Huerta Ladrón de Guevara, Williams Oswaldo Ochoa Gallegos (rúbri-
ca), Abel Octavio Salgado Peña (rúbrica), Adán David Ruiz Gutiérrez
(rúbrica), Jaime Chris López Alvarado (rúbrica), secretarios; Juan Jesús

Aquino Calvo (rúbrica), Consuelo Argüelles Loya (rúbrica), Luis Ma-
nuel Arias Pallares, José Ángel Ávila Pérez, Faustino Félix Chávez,
Heriberto Manuel Galindo Quiñones (rúbrica), Rodrigo González Ba-
rrios (rúbrica), Luis Antonio González Roldán (rúbrica), Francisco
González Vargas (rúbrica), Javier Filiberto Guevara González (rúbri-
ca), Julio César Moreno Rivera, Arnoldo Ochoa González (rúbrica), Al-
fredo Rivadeneyra Hernández (rúbrica), Raymundo King de la Rosa
(rúbrica), José Arturo Salinas Garza (rúbrica), Víctor Hugo Velasco
Orozco (rúbrica), Ruth Zavaleta Salgado (rúbrica).»

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA
PROTECCION AL AMBIENTE

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales, con punto de acuerdo respecto a la iniciativa
con proyecto de decreto que adiciona un párrafo tercero al
artículo 155 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente

Honorable Asamblea: 

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
mediante expediente número 4318, le fue turnada para su
análisis y dictamen, la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 155 de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, presentada por el
diputado Andrés Eloy Martínez Rojas.

Esta comisión dictaminadora, en ejercicio de las atribucio-
nes que le confieren los artículos 39, numerales 1 y 2, frac-
ciones XXXV, y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos; 80, numeral 1, fracción II; 157, numeral 1, frac-
ción I; 158, numeral 1, fracción IV, y demás aplicables del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración del Honorable Pleno Cameral el presente dicta-
men, de conformidad con los siguientes

I. Antecedentes

Primero. En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados,
celebrada el 22 de abril de 2014, el diputado Andrés Eloy
Martínez Rojas, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, presentó Iniciativa
con Proyecto de Decreto que reforma el Artículo 155 de la
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Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente.

Segundo. En la misma sesión ordinaria, la Presidencia de
la Mesa Directiva  dictó trámite al asunto, en los términos
siguientes: “Túrnese a la Comisión de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, para dictamen”.

Una vez analizado el proyecto legislativo propuesto, las y
los integrantes de la  Comisión de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, exponemos el siguiente

II. Contenido de la iniciativa

El iniciador señala que en astronomía, el término cielo, es
sinónimo de esfera celeste: una bóveda imaginaria sobre la
cual se distribuyen el Sol, las estrellas, los planetas y la Lu-
na, mientras en Meteorología, la locución cielo, se refiere a
la zona gaseosa más densa de la atmósfera de un planeta.

Manifiesta que el color del cielo es resultado de la radiación
difusa, producida por la interacción de la luz solar con la at-
mósfera. En un día de sol el cielo de nuestro planeta se ve
generalmente azul, adquiere un tono entre naranja y rojo al
amanecer y al atardecer, y cuando llega la noche, aparece la
oscuridad. 

Según el iniciador, desde un punto de vista general, el cie-
lo es todo el espacio que rodea a la tierra y el espacio infi-
nito que representa.

Refiere que en julio de 1992, la Unión Astronómica Inter-
nacional, se reunió en París, Francia, bajo el patrocinio de
la Organización de las Naciones Unidas para la Educación,
la Ciencia y la Cultura, (UNESCO), del Consejo Interna-
cional de Uniones Científicas y del Comité para la Investi-
gación Espacial, para atender la creciente problemática de
los impactos ambientales adversos en sitios de observación
astronómica. 

Relata que dichos trabajos, se enfocaron en demostrar que
los impactos ambientales adversos a la astronomía, amena-
zaban el futuro de esta ciencia; en consecuencia, se plante-
aron soluciones al contrasentido existente  entre el avance
de la civilización contemporánea, cuyos adelantos tecnoló-
gicos dotan a la astronomía de modernos instrumentos pa-
ra conocer el universo, y la amenaza latente sobre la opor-
tunidad para continuar con la investigación en torno a los
cuerpos y espacios siderales.

Expresa que como resultado de esta Conferencia, la UNES-
CO en 1992, declaró al cielo nocturno: “como un preciado
tesoro Patrimonio de la Humanidad, que nos permite cono-
cer y entender nuestro origen y destino”. 

Señala además, que en dicha declaratoria se otorga recono-
cimiento especial a los más grandes observatorios del mun-
do y se exhorta a los gobernantes de todos los países signa-
tarios, a darles protección legal y realizar esfuerzos para
preservar y mantener las condiciones de observación en sus
respectivos territorios. 

Manifiesta que nuestro país es signatario de esta declara-
ción y por tanto debe impulsar políticas que ayuden a pre-
servar este patrimonio de la humanidad, en virtud de que el
cielo óptimo que conocieron los científicos hace algunos
años, ha ido cambiando y perdiendo su calidad debido a la
expansión de las ciudades y pueblos y la consiguiente con-
taminación lumínica producida por dichas acciones, auna-
do a la despreocupación por parte de las autoridades guber-
namentales, por contrarrestar estos efectos.

Explica que la contaminación lumínica es aquella ocasio-
nada por la introducción de la luz artificial en el medio am-
biente, directa o indirectamente. 

Enfatiza en que la contaminación lumínica es generada por
la emisión de flujo luminoso de fuentes artificiales noctur-
nas en intensidades, direcciones y rangos espectrales inade-
cuados e innecesarios para la función a la que está destina-
da, o en el caso de iluminación en observatorios
astronómicos, espacios naturales y paisajes sensibles. 

Asimismo, asegura que se trata de un tema especialmente
sensible para hábitats ecológicamente delicados, ya que el
vertiginoso y explosivo crecimiento de ciudades dotadas de
una incorrecta iluminación urbana, suburbana e industrial,
el aumento del ruido electromagnético derivado de las tele-
comunicaciones, la basura espacial, e innumerables facto-
res de difícil previsión, comenzaron a afectar la observa-
ción en sitios ubicados en lugares remotos en los que
originalmente existían buenas condiciones lumínicas, y se-
ñala que para quienes viven en grandes ciudades, es difícil
observar las estrellas ya que desde esos lugares, debido a la
luz que ilumina el cielo se opaca el brillo de los astros y, en
consecuencia, se dificulta la observación.

El iniciador estima afortunado el hecho de que la contami-
nación lumínica puede ser reducida de una manera relati-
vamente fácil y además viable.
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Destaca el esfuerzo que realizan algunos países para redu-
cir la contaminación lumínica; señala como ejemplo, que
en Chile fue publicada una norma para regular dicha conta-
minación en determinadas regiones, para que no se inter-
fieran  las observaciones astronómicas llevadas a cabo en el
norte del país por observatorios considerados entre los más
productivos del mundo, debido a la calidad del cielo y el
clima favorable para la observación en la zona de su ubica-
ción. 

Refiere que en México hace falta inversión y voluntad po-
lítica para igualar a aquellos países donde existen desarro-
llos telescópicos con altas inversiones multinacionales, y
que cuentan con normas de protección al cielo. 

Al respecto, señala que en la actualidad, Ensenada es el úni-
co ayuntamiento del país que cuenta con normativa en la
materia, ya que el 10 de agosto de 2006, el cabildo munici-
pal aprobó el Reglamento para la Prevención de la Conta-
minación Lumínica, publicado en el Periódico Oficial del
Estado el 29 de septiembre del mismo año. Asimismo, re-
fiere que en noviembre de 2008, el cabildo aprobó la con-
formación del Primer Comité Técnico Asesor, encargado de
supervisar y mejorar lo previsto en dicho Reglamento. 

Según el iniciador, en 2009, en el contexto del Año Inter-
nacional de la Astronomía, el Congreso Estatal presentó
una iniciativa para impulsar una ley contra la contamina-
ción lumínica, con la finalidad de evitar que exista un ex-
cesivo alumbrado público, pues desde San Pedro Mártir se
alcanza a percibir la luz artificial de Mexicali, Tijuana, So-
nora e inclusive de San Diego, California. Del mismo mo-
do, señala  que estudios de la Comisión Nacional para el
Ahorro de la Energía muestran que el registro por consumo
eléctrico en los municipios del país, representa un 30 por
ciento de su gasto corriente; ya que del total de electricidad,
el 70 % se utiliza en alumbrado público, 20% para bombeo
de distribución de agua potable y 10% en otras actividades.
Además de que los alumbrados públicos ineficientes des-
perdician hasta un 30 por ciento de la energía al dirigir la
luz en direcciones innecesarias, esto es, hacia el cielo.

Afirma que la contaminación lumínica, es la emisión de luz
por medio de fuentes artificiales con intensidad, direccio-
nes, grados espectrales y horarios innecesarios para los fi-
nes de la iluminación. 

El diputado federal, autor de la iniciativa, estima que esta
profanación, cada vez más extendida, en las grandes ciuda-

des, se manifiesta con el aumento excesivo en el brillo del
cielo nocturno cuando se refleja y difunde la luz artificial
contra la atmósfera, alterando las condiciones naturales que
permiten observar los cuerpos celestes e inclusive desapa-
reciéndolos. 

Sostiene que gran parte de la contaminación lumínica se
debe a la forma en que se utiliza la luz, y refiere un estudio
en el que se demuestra que la cantidad de contaminación
depende fuertemente de las características espectrales de
los focos o bombillas, que se utilizan para alumbrar áreas
oscuras, siendo las elaboradas de sodio de baja presión, las
más amables con el medio ambiente, en comparación con
los focos de sodio de alta presión. Explica que en años re-
cientes se ha hecho un esfuerzo importante por las autori-
dades gubernamentales, para sustituir el uso de este tipo de
focos incandescentes por los llamados “ahorradores de
energía”, en una campaña dirigida a realizar dicha sustitu-
ción en los hogares, no en el ámbito público que represen-
ta la mayor fuente de contaminación lumínica al cielo noc-
turno. 

El iniciador observa que en este sentido, sería destacable
promover sistemas de iluminación inteligente basados en
tres reglas básicas: a) iluminar lo que necesite ser ilumina-
do; b) hacer uso de la iluminación exterior cuando haga fal-
ta, y c) usar luminarias que eviten totalmente el flujo de luz
hacia el horizonte o hacia el cielo, ya que es ilógico enviar
luz hacia el firmamento desperdiciando energía.

Asegura que se han implementado nuevas tecnologías de la
iluminación, como las eco-eficientes que permiten reducir
la contaminación lumínica, mediante el uso de luminarias,
sensores, reguladores de flujo y tiempo, detectores de pre-
sencia o nuevas generaciones de lámparas, como los leds
blancos; asimismo, refiere la posibilidad de usar lámparas
más eficientes y que no emitan longitudes onda nocivas pa-
ra el medio ambiente, evitando el uso de la luz blanca. 

Asevera que el control de la contaminación lumínica y la
recuperación de la calidad del cielo nocturno deben ser par-
te de la nueva cultura de las ciudades sostenibles y com-
prometidas con el cambio climático.

Para el diputado iniciador, la degradación del medio am-
biente en su conjunto, representa una amenaza de poder se-
guir estudiando profesionalmente al cielo nocturno y perder
la referencia de nuestro lugar en el universo. Por lo que, con
esta iniciativa de protección a los cielos nocturnos, se ob-
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tendrían beneficios que incluyen el ahorro de energía y la
disminución de gases efecto invernadero, con los conse-
cuentes beneficios económicos y para el medio ambiente.

En base a la exposición de motivos contenida en la Inicia-
tiva, el iniciador propone adicionar un párrafo tercero al Ar-
tículo 155 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, para que diga: 

Único. Se adiciona un párrafo tercero al artículo 155 de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 155. … .

... 

En el caso de la energía lumínica se prevendrá reducir y
evitar la contaminación lumínica que se proyecta hacia
la oscuridad natural del cielo, que es ocasionada por el
alumbrado público y privado, o por el empleo de ilumi-
nación en ámbitos no recomendables, que pueda afectar
observatorios astronómicos, espacios naturales y paisa-
jes sensibles, así como promover el ahorro y consumo
eficiente en el uso de la energía eléctrica y la utilización
de energías alternativas. Las autoridades federales o lo-
cales, según su ámbito de competencia, adoptarán las
medidas óptimas para cumplir con tales efectos.

Derivado del estudio y análisis del contenido de la Iniciati-
va objeto del presente dictamen, las y los legisladores inte-
grantes de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, exponemos las siguientes: 

III. Consideraciones

Las y los legisladores integrantes de la Comisión de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, reconocemos con el ini-
ciador la existencia de un gran número de sinónimos del
término: “cielo”; en consecuencia, sería prácticamente in-
terminable la cantidad de conceptos o definiciones de dicho
término y de todos y cada uno de sus sinónimos.

Para el efecto de elaborar el dictamen sobre la iniciativa
que nos ocupa, consideramos razonablemente válido, em-
plear el menor número de vocablos análogos de la palabra
cielo. 

Reconocemos la preocupación de la Organización de las
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultu-

ra, entre otros organismos internacionales, consistente en la
atención a la creciente problemática que representa toda ac-
tuación generadora de impactos adversos al ambiente idó-
neo que se requiere en las áreas donde se realice observa-
ción astronómica. 

Observamos con claridad la contradicción existente entre
los adelantos tecnológicos con que se cuenta para la reali-
zación de la investigación científica sobre los cuerpos ce-
lestes, y el peligro latente de la contaminación lumínica que
afecta negativamente la realización de la importante obser-
vación científica del firmamento.

Coincidimos en el reconocimiento de la UNESCO a los
más grandes observatorios del mundo y el exhorto a todos
los países, a brindarles protección legal y realizar esfuerzos
para preservar y mantener las condiciones de observación
en sus respectivos territorios.

Consideramos importante que en nuestro país impulsemos
políticas tendentes a preservar el ambiente propicio para el
mejor funcionamiento de los observatorios astronómicos,
manteniendo las zonas de su funcionamiento, libres de con-
taminación lumínica generada por la emisión de flujo res-
plandeciente proveniente de fuentes artificiales nocturnas
en intensidades, direcciones y rangos espectrales diversos.

Expresamos nuestro reconocimiento y adhesión al concep-
to sobre el término “contaminación lumínica”, desarrollado
por el Instituto de Astronomía de la UNAM: “El flujo lu-
minoso proveniente de fuentes artificiales de luz que pro-
voca aumento del brillo del cielo nocturno, disminuyendo
la visibilidad de los cuerpos celestes.”; Del mismo modo,
concordamos en que uno de los efectos negativos de la con-
taminación lumínica es, entre otros, la drástica reducción
de la cantidad de cuerpos celestes que pudieren observarse.

Reconocemos también, los estudios realizados sobre el im-
pacto de la contaminación lumínica en la salud, los cuales
demuestran su incidencia en el incremento de la cefalea, la
fatiga, la ansiedad y el estrés, entre otras repercusiones des-
favorables que pudiere generar contra la salud humana.

Estimamos oportuno y necesario  manifestar nuestro disen-
timiento sobre la aseveración del iniciador en cuanto a que
en México hace falta inversión y voluntad política para
igualar a países donde existen desarrollos telescópicos con
altas inversiones multinacionales y que cuentan con normas
de protección al cielo.
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En efecto, en nuestro país se tiene voluntad política y se re-
alizan las inversiones inherentes dentro de las capacidades
y atendiendo las prioridades de gasto previstas. Baste refe-
rir la existencia en nuestro país, del Instituto Nacional de
Astrofísica, Óptica y Electrónica, INAOE, cuyo objetivo es
contribuir como centro público de investigación a la gene-
ración, avance y difusión del conocimiento para el desarro-
llo del país y de la humanidad, por medio de la identifica-
ción y solución de problemas científicos y tecnológicos y
de la formación de especialistas en las áreas de Astrofísica,
Óptica, Electrónica, Ciencias Computacionales y áreas afi-
nes.

Se trata de un centro público de investigación con un alto
liderazgo a nivel internacional en el ámbito de la investiga-
ción científica, el desarrollo tecnológico y la formación de
recursos humanos dentro de las áreas de Astrofísica, Ópti-
ca, Electrónica, Ciencias Computacionales y áreas afines,
comprometido con el desarrollo nacional a través de la pro-
moción de la solidaridad, la creatividad y la alta competiti-
vidad.

Por otro lado, México cuenta con el Observatorio Astronó-
mico Nacional San Pedro Mártir, un observatorio situado
en la sierra del mismo nombre, en el Estado de Baja Cali-
fornia, el cual fue construido por la Universidad Nacional
Autónoma de México. 

Precisamente en el compromiso con el desarrollo nacional,
en 1971 se instalaron los telescopios de 84 centímetros y de
1.5 metros, y en 1979, se inauguró el telescopio de 2.1 me-
tros, instalaciones que convirtieron al Observatorio Astro-
nómico Nacional San Pedro Mártir, en el observatorio as-
tronómico  más importante de México y ubicado a mayor
altura,  pues se encuentra asentado a 2 mil 830 metros so-
bre el nivel del mar. 

Con el Observatorio Astronómico Nacional San Pedro
Mártir, en México se impulsa un proceso de planeación
abierta y participativa del personal que labora en el mismo,
estimulándolos a tener iniciativa y un alto sentido de res-
ponsabilidad. Si bien, en primera instancia se trata de un
centro de investigación, en la medida de lo posible, se
atiende al público interesado en la astronomía que con cier-
ta frecuencia lo visita.

No obstante lo anterior, estimamos incongruente la actua-
ción de las autoridades del Municipio de Ensenada, parti-
cularmente los actos del Cabildo, al aprobar un Reglamen-
to para la Prevención de la Contaminación Lumínica, en

agosto de 2006, y en noviembre de 2008 aprobar la confor-
mación del Primer Comité Técnico Asesor, encargado de
supervisar y mejorar lo previsto en dicho Reglamento. 

Consideramos que, en el supuesto de que el Ayuntamiento
de Ensenada fuese competente para aprobar el mencionado
Reglamento, resulta incongruente que esté facultado tam-
bién, para aprobar la conformación de un Comité Técnico
Asesor, con atribuciones  para supervisar y mejorar, acaso
modificando las disposiciones de dicho Reglamento apro-
bado por la máxima autoridad municipal, pues el Comité de
referencia supone contar con un nivel de autoridad superior
al del Cabildo, dentro del Orden de Gobierno Municipal.

Estimamos inapropiada la referencia del iniciador sobre la
presentación de una iniciativa por el Congreso del Estado
de Baja California, para impulsar una ley contra la conta-
minación lumínica, a fin de evitar que exista un exceso de
alumbrado público, máxime cuando aduce que desde San
Pedro Mártir se percibe la luz artificial de Mexicali y Ti-
juana en el Estado de Baja California; el Estado de Sonora,
y el Estado de California, en los Estados Unidos de Améri-
ca. 

Estimamos preciso señalar que el Congreso del Estado de
Baja California, como Poder Legislativo del Estado, carece
de facultades para iniciar leyes, ya que por disposición de
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Ba-
ja California, la atribución para presentar iniciativas ante el
Congreso del Estado, corresponde a los Diputados; al Go-
bernador del Estado; al Tribunal Superior en asuntos rela-
cionados con la organización y funcionamiento de la admi-
nistración de justicia, así como al Tribunal de Justicia
Electoral en asuntos Inherentes a la materia electoral; a los
Ayuntamientos; al Instituto Estatal Electoral, y a los ciuda-
danos residentes en el Estado, en los términos que esta-
blezca la Ley.

Reconocemos con el iniciador, en que la contaminación lu-
mínica cada vez más extendida en las grandes ciudades, se
manifiesta con el aumento excesivo en el brillo del cielo
nocturno cuando se refleja y difunde la luz artificial contra
la atmósfera, alterando las condiciones naturales que per-
miten observar los cuerpos celestes e inclusive desapare-
ciéndolos. Asimismo, en cuanto a que diversas autoridades
han tratado de sustituir el uso de focos incandescentes por
los llamados “ahorradores de energía”, en una campaña di-
rigida a realizar dicha sustitución en los hogares, no en el
ámbito público que representa la mayor fuente de contami-
nación lumínica. 
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Reconocemos la existencia de nuevas tecnologías de la ilu-
minación, que permiten reducir la contaminación lumínica,
mediante el uso de luminarias, sensores, reguladores de flu-
jo y tiempo, detectores de presencia o lámparas de nueva
generación, como los leds blancos. 

Sin embargo, consideramos inviable la iniciativa con pro-
yecto de decreto que adiciona un párrafo tercero al artículo
155 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente, en virtud de que el párrafo primero del
artículo de referencia, prohíbe las emisiones de energía tér-
mica y lumínica, entre otras, en cuanto rebasen los límites
máximos establecidos en las normas oficiales mexicanas
que para ese efecto expida la Secretaría de Medio Ambien-
te y Recursos Naturales, considerando los valores de con-
centración máxima permisibles para el ser humano de con-
taminantes en el ambiente que determine la Secretaría de
Salud. Asimismo, el mismo párrafo prevé que las autorida-
des federales o locales, según su esfera de competencia,
adoptarán las medidas para impedir que se transgredan di-
chos límites y en su caso, aplicarán las sanciones corres-
pondientes.

Por su parte, el párrafo segundo del mismo numeral, esta-
blece que en la construcción de obras e instalaciones que
generen energía térmica o lumínica, ruido o vibraciones, así
como en la operación o funcionamiento de las existentes
deberán llevarse a cabo acciones preventivas y correctivas
para evitar los efectos nocivos de tales contaminantes en el
equilibrio ecológico y el ambiente.

De tal manera, el Artículo 155 vigente, de la LGEEPA, es-
tablece de manera general, como procede en la normativa
jurídica, las disposiciones que propone adicionar la inicia-
tiva objeto del presente dictamen, con independencia de la
casuística con que el iniciador propone la redacción de los
preceptos correspondientes.

En realidad, lo que procede no es una reforma o adición co-
mo la que se propuso en la iniciativa materia de este pro-
yecto, sino la expedición de las normas oficiales mexicanas
que, según el texto vigente de la Ley, debieron ser expedi-
das por la Secretaría, inmediatamente después del día 13 de
diciembre de 1996, fecha en la que se publicó el Decreto
que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, continente de la última reforma al Artículo 155
del citado ordenamiento legal.  

Por lo anterior expuesto y fundado, y para los efectos de lo
dispuesto en la fracción G. del Artículo 72 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Comi-
sión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, somete a la
consideración del Honorable Pleno de la Cámara de Dipu-
tados, el siguiente:

Acuerdo

Único. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona un párrafo tercero al artículo 155 de la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente,
presentada por el Diputado Andrés Eloy Martínez Rojas, el
22 de abril de 2014.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de agosto de 2014.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Lourdes Adriana López Moreno (rúbrica), presidenta; Minerva Castillo
Rodríguez (rúbrica), Érika Yolanda Funes Velázquez (rúbrica), José Pi-
lar Moreno Montoya (rúbrica), María Concepción Navarrete Vital (rú-
brica), María Isabel Ortiz Mantilla (rúbrica), Gerardo Peña Avilés (rú-
brica), Claudia Elena Águila Torres (rúbrica), Graciela Saldaña Fraire,
Cristina Olvera Barrios (rúbrica), secretarios; Ricardo Astudillo Suárez
(rúbrica), Darío Badillo Ramírez (rúbrica), Mario Miguel Carrillo
Huerta (rúbrica), Eufrosina Cruz Mendoza, José Luis Esquivel Zalpa
(rúbrica), Juan Manuel Fócil Pérez (rúbrica), Marina Garay Cabada
(rúbrica), Rodrigo González Barrios (rúbrica), Gabriel Gómez Michel
(rúbrica), Adriana Hernández Íñiguez (rúbrica), Patricia Lugo Barriga
(rúbrica), Ossiel Omar Niaves López (rúbrica), Ramón Antonio Sam-
payo Ortiz, Aída Fabiola Valencia Ramírez (rúbrica), Ángel Abel Ma-
vil Soto, María Guadalupe Velázquez Díaz (rúbrica).»

LEY GENERAL DE PESCA Y ACUACULTURA
SUSTENTABLES

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Pesca, con puntos de
acuerdo respecto a la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 26 de la Ley General de Pesca y Acua-
cultura Sustentables

Honorable Asamblea:

La Comisión de Pesca, con fundamento en las facultades
que confieren los artículos 45, numerales 6, incisos e) y f),
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y 7; y 86 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, así como 80, numeral 2, 81,
numeral 2, 82, numera1, 84, numeral 1, 85, 157, numeral 1,
fracción I, 158, numeral 1, fracción IV, 162 y demás relati-
vos del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de los integrantes de esta asamblea el pre-
sente dictamen:

Antecedentes

A. En sesión celebrada por el pleno de la Cámara de Dipu-
tados el 22 de abril de 2014, el diputado Alfonso Inzunza
Montoya, del Partido Revolucionario Institucional, presen-
tó iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
el artículo 26 de la Ley General de Pesca y Acuacultura
Sustentables.

B. Con la misma fecha, la Mesa Directiva la turnó a la Co-
misión de Pesca para el estudio y dictamen correspondien-
te. Se recibió en ésta el 23 de abril de 2014.

Contenido de la iniciativa

La iniciativa tiene por objeto establecer que los esquemas
de financia miento del Fondo Mexicano para el Desarrollo
Pesquero y Acuícola (Promar) se den a tasas competitivas,
cuyo promedio sea menor que las aplicadas por la banca co-
mercial.

Esto, motivado en que el financiamiento a las actividades
productivas del campo mexicano y en particular a favor de
las relacionadas directamente con el sector pesquero y acuí-
cola, es aún incompleto.

Consiste en la adición del texto siguiente:

Artículo 26. El Fondo Mexicano para el Desarrollo Pes-
quero y Acuícola, Promar, será el instrumento para pro-
mover la creación y operación de esquemas de financia-
miento a tasas competitivas, cuyo promedio será
menor que las que aplica la banca comercial, para la
conservación, incremento y aprovechamiento sustenta-
ble de los recursos pesqueros y acuícolas, la investiga-
ción, el desarrollo y transferencia de tecnología, facili-
tando el acceso a los servicios financieros en el mercado,
impulsando proyectos que contribuyan a la integración y
competitividad de la cadena productiva y desarrollando
los mecanismos adecuados, así como para garantizar a
las instituciones financieras de banca de desarrollo, Fi-
nanciera Rural o a los intermediarios financieros rurales

que operen con el fondo, la recuperación de los créditos
que otorguen a las organizaciones de productores pes-
queros y acuícolas.

Esto, con el argumento de que el potencial pesquero y acuí-
cola ha permitido una productividad estable en ambos sec-
tores, sin embargo, son necesarios esquemas de financia-
miento que contribuyan a los requerimientos de desarrollo,
para permitir precisamente la capitalización que se traduz-
ca en hacer realidad necesidades de innovación tecnológica
inversión en infraestructura e investigación, inversión en
infraestructura e investigación, entre otros.

Consideraciones

Primera. Para valorar el procedimiento mediante el cual se
realizaría dicha disposición, se requiere considerar la forma
de operación del Promar y el marco jurídico que regula el
establecimiento de tasas de interés de los intermediarios fi-
nancieros y las instituciones bancarias de desarrollo.

Al respecto es conveniente observar que los lineamientos
de Operación del Fondo Nocional de Garantías de los Sec-
tores Agropecuario, Forestal, pesquero y Rural (Fonaga),
vigente para el ejercicio fiscal de 2014, en sus propósitos
establece:

… al amparo de la Ley General de Pesca y Acuacultura
Sustentables, dentro del Fonaga se incorpora el Fondo
Mexicano para el Desarrollo pesquero y Acuícola (Pro-
mar), el cual busca incrementar el otorgamiento de cré-
dito formal a los productores de ingresos medios y bajos
del sector pesquero y acuícola.

El Fonaga constituye su patrimonio inicial con aportacio-
nes que h realizado la Secretaría de Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa) con re-
cursos presupuesta les anuales t s cuales se complementa-
ron con una aportación de Sagarpa-Conapes como partida
inicial del Promar, para destinarla a los financiamiento pa-
ra la pesca y la acuicultura.

Con base en lo anterior, tenemos que el Promar se integra
al interior Fonaga y éste último es operado por el sistema
de Fideicomisos Instituidos en relación con la Agricultura
(Fira).

En consecuencia, los esquemas financieros para la pesca y
la acuicultura se realizan, en el marco del Fonaga, a través
de los intermediarios financieros autorizados para efectuar
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operaciones directas con Fira (instituciones de crédito de la
banca múltiple e intermediarios financieros especializa-
dos), así como con la Financiera Nacional del Desarrollo
Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero.

Segunda. De acuerdo con la legislación vigente y relativa
al establecimiento de tasas de interés de las instituciones de
crédito la autoridad competente para regularla es el Banco
de México (artículo 28 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; artículo 26 de la Ley del Ban-
co de México), el cual aplica y vigila el cumplimiento de
las disposiciones de ley que establecen condiciones de libre
competencia en el sistema financiero (artículos 1o., 4o., 4o.
Bis 1, 4o. Bis 2, 4o. Bis 3 de la Ley para la Transparencia
y Ordenamiento de los Servicios Financieros).

En particular, la Ley para la Transparencia y Ordenamien-
to de los Servicios Financieros establece que el Banco de
México emitirá disposiciones de carácter general para re-
gular las tasas de interés, pasivas y activas, de las opera-
ciones que realicen las instituciones de crédito con sus
clientes (artículo 4o.).

Así, mediante la circular número 14/2007, relativa a “dis-
posiciones de carácter general a que se refiere el artículo
4o. de la Ley para la Transparencia Ordenamiento de los
Servicios Financieros en materia de tasas de interés”, esta-
blece en las disposiciones generales: “Las instituciones fi-
nancieras podrán convenir con sus clientes las tasas de in-
terés que pretendan cobrar por los créditos”.

Es decir, la normativa aplicable establece que en las opera-
ciones activas que realicen las instituciones de crédito con
sus clientes, la tasa de interés se regirá bajo el principio de
libre concurrencia, la cual se convendrá de manera directa
entre las instituciones de crédito y sus clientes. La actua-
ción de la autoridad competente (Banco de México) se li-
mita a vigilar que existan condiciones de competencia en el
sistema financiero, con auxilio de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, la Comisión Nacional para la Pro-
tección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros,
y de la Comisión Federal de Competencia Económica.

Tercera. Con relación a la regulación de la tasa de interés
por la Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario,
Rural, Forestal y Pesquero, la reforma financiera publicada
en el Diario Oficial de la Federación el 10 de enero de 2014
contiene disposiciones que permiten a las instituciones de
fomento de la banca de desarrollo “definir la estrategia y
banca de desarrollo: “Definir la estrategia y criterios en los

que deberá establecerse, entre otros, tasas, plazos, riesgos
de las operaciones y tipos de negocios, atendiendo a los
rendimientos que el propio consejo directivo acuerde como
objetivo”(fracción IX Ter del artículo 42 de la Ley de Ins-
tituciones de Crédito).

Asimismo, la Ley Orgánica de la Financiera Nacional de
Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y pesquero, en el
artículo 7o., fracción XVIII, la habilita para “ejecutar los
programas específicos que en materia de financiamiento ru-
ral se determinen en el Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración, en los que se podrán incluir programas de tasas pre-
ferenciales…”

Sin embargo, los artículos 30 de la Ley de Instituciones de
Crédito y 2o. de la Ley Orgánica de la Financiera Nacional
de Desarrollo Agropecuario, Rural y Pesquero mandatan
que la operación de las instituciones bancarias de desarro-
llo en general y de la Financiera Nacional de Desarrollo en
particular realice sus funciones de facilitar el crédito de
manera sustentable.

Es decir, la legislación que regula el desempeño de las ins-
tituciones de fomento de la banca de desarrollo determina
que preserven su patrimonio, en el resultado de la opera-
ción en los esquemas financieros que ofrecen, para lo cual
deben ser entidades sostenibles, eficientes y competitivas.

Por ello, en la eventualidad de que la Financiera Nacional
de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero, así
como los fideicomisos del sistema Fira, otorguen en sus es-
quemas financieros tasas de interés por debajo de las del
mercado, con el tiempo les llevaría a agotar su patrimonio,
porque el monto de la recuperaciones que obtendrían de los
créditos otorgados, serían siempre menores en términos re-
ales a los montos iniciales; asimismo, esta situación las lle-
varía a incurrir en responsabilidad por contravenir al marco
regulatorio de las instituciones de banca de desarrollo.

Cuarta. Una disposición que regule la integración de pro-
gramas de esta naturaleza es improcedente realizarlo en
una legislación sectorial, como es el caso de la Ley Gene-
ral de Pesca y Acuacultura Sustentables, porque estaría su-
jeta a los ingresos fiscales y la disponibilidad presupuestal
para solventar, así como a las prioridades del desarrollo na-
cional, entre otras consideraciones, las cuales se escapan de
la materia que regula la legislación sectorial.

Para que las instituciones de fomento puedan ofrecer tasas
de interés menores a las del mercado, sin que esto sea a cos-
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ta de afectar su patrimonio, se requerirían recursos fiscales
con naturaleza del subsidio, que estarían destinados a inte-
grar programas de financia miento que trasladan subsidio a
tasas de interés. En este sentido, una proposición de este ti-
po sería conducente hacerla en el Presupuesto de Egresos
de la Federación y en la Ley de Ingresos, cuya vigencia
anual permite la integración de fondos específicos en razón
de la suficiencia presupuestal.

Por las consideraciones expuestas, los integrantes de la Co-
misión de Pesca de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión consideramos que la iniciativa que propone que
el Fondo Mexicano para el Desarrollo Pesquero y Acuíco-
la, Promar, instituya esquema financiamiento a los produc-
tores pesqueros y acuícolas con tasas de interés menores a
las der la banca comercial, no es viable en la medida en que
contraviene e esquema de la política de financiamiento ha-
cia el sector, al que las instituciones de banca de desarrollo
están obligadas a acatar en cumplimiento de la legislación
que las regula por lo que sometemos a la consideración de
esta asamblea los siguientes

Acuerdos

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el artículo 26 de la Ley General de
Pesca y Acuacultura Sustentables, presentada por el dipu-
tado Alfonso Inzunza Montoya.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total y de-
finitivamente concluido.

Dado en México, Distrito Federal, a 19 de junio de 2014.

La Comisión de Pesca, diputados: Alfonso Inzunza Montoya (rúbri-
ca), presidente; Arturo de la Rosa Escalante (rúbrica), María Celia Ur-
ciel Castañeda (rúbrica), Landy Margarita Berzunza Novelo (rúbrica),
Ricardo Medina Fierro (rúbrica), Leopoldo Sánchez Cruz (rúbrica),
Claudia Elena Águila Torres (rúbrica), Saraí Larisa León Montero (rú-
brica), secretarios; Martín Alonso Heredia Lizárraga (rúbrica), Tania
Margarita Morgan Navarrete (rúbrica), María del Carmen Ordaz Mar-
tínez (rúbrica), Eduardo Román Quian Alcocer (rúbrica), Salvador Or-
tiz García (rúbrica), Juan Manuel Rocha Piedra, Sebastián Alfonso de
la Rosa Peláez (rúbrica), Víctor Reymundo Nájera Medina (rúbrica),
Roberto Carlos Reyes Gámiz (rúbrica), María Fernanda Romero Loza-
no, Francisco Grajales Palacios (rúbrica).»

LEY GENERAL DE PROTECCION CIVIL

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Protección Civil, con pun-
tos de acuerdo respecto a las iniciativas con proyecto de de-
creto que reforman los artículos 58, 64 y 74 de la Ley
General de Protección Civil

Honorable Asamblea:

La Comisión de Protección Civil correspondiente a la LXII
Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39,
numeral 1, y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como 80, 82, numeral 1, 84, 85, 157, numeral 1,
fracción I, y todos los relativos y aplicables del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta soberanía el presente dictamen:

I. Antecedentes legislativos

1. En la sesión de la Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión del 7 de noviembre de 2013, la diputada Lilia
Aguilar Gil, del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo, presentó la iniciativa que reforma la fracción III del
artículo 58, el párrafo tercero del artículo 64, y los párrafos
segundo y tercero del artículo 74 de la Ley General de Pro-
tección Civil, la cual fue turnada en la misma fecha a la Co-
misión de Protección Civil para el análisis y dictamen co-
rrespondientes.

2. El 10 de diciembre de 2013, los integrantes de la junta
directiva de la Comisión de Protección Civil solicitaron a la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados una prórroga
para dictaminar, con fundamento en el artículo 183 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, la que fue otorgada
el 14 de enero de 2014 por la Mesa Directiva, mediante el
oficio número DGPL 62-II-7-1183, expediente 3141.

II. Contenido de la iniciativa

El objetivo principal de la iniciativa es establecer de mane-
ra detallada los momentos en que se podrá acceder a los re-
cursos de los instrumentos financieros de gestión de ries-
gos, así como reducir los plazos para autorizar las
declaratorias de emergencia y de desastre natural.

Actualmente, la Ley General de Protección Civil establece
que para acceder a los recursos de los instrumentos finan-
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cieros de gestión de riesgos se deberá, en el caso de las en-
tidades federativas en situación de emergencia o desastre,
manifestar expresamente que las circunstancias han supera-
do su capacidad operativa y financiera para atender por sí
solas la contingencia.

Al respecto, la iniciativa propone la modificación en la re-
dacción actual, para establecer que, bastarán las solicitudes
de las declaratorias de emergencia y de desastre natural, pa-
ra considerar que se ha hecho dicha manifestación expresa.

La diputada Aguilar propone modificar los plazos para emi-
tir dichas declaratorias, toda vez que la actual legislación
establece, para la declaratoria de emergencia y de desastre
natural, 5 días como máximo; y de 10 días para que los go-
biernos de las entidades federativas y del Distrito Federal
tengan acceso a los recursos para la atención de desastres
naturales.

La iniciativa considera que la emisión de las declaratorias
de emergencia o de desastre natural, se dan a través de pro-
cedimientos administrativos burocráticos, y que, al fijar di-
chos plazos, se da la oportunidad de tardar más en emitir di-
chas declaratorias. Por ello propone recortar los plazos para
emitir dichas declaratorias.

A continuación se presentan las modificaciones propuestas
textualmente en la iniciativa con proyecto de:

Decreto

Único. Se reforman la fracción III del artículo 58, el pá-
rrafo tercero del artículo 64, y los párrafos segundo y
tercero del artículo 74 de la Ley General de Protección
Civil, para quedar como sigue:

Artículo 58. Para acceder a los recursos de los Instru-
mentos Financieros de Gestión de Riesgos, se deberá:

I. y II. …

III. Para el caso de las entidades federativas en situación
de emergencia y/o desastre, bastará la manifestación
expresa, a través de la solicitud de cualquiera de las
declaratorias señaladas en los artículos 59 y 60, de
que las circunstancias han superado su capacidad opera-
tiva y financiera para atender por sí sola la contingencia.

Artículo 64. …
…

La autorización de la declaratoria de emergencia no de-
berá tardar más de 3 días y el suministro de los insumos
autorizados deberá iniciar al día siguiente de la autoriza-
ción correspondiente.

Artículo 74. …

Una vez presentada la solicitud de declaratoria de desas-
tre natural, la autoridad tendrá un plazo de hasta 3 días
naturales para su emisión, en términos de las disposicio-
nes administrativas en la materia.

El plazo para que gobiernos de las entidades federativas
y del Distrito Federal tengan acceso a los recursos ten-
dientes a la atención de desastres naturales, será de has-
ta 5 días naturales, contados a partir del día en que se
emita la declaratoria de desastre natural respectiva.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

III. Consideraciones de la comisión dictaminadora

La Comisión de Protección Civil, después de hacer un aná-
lisis exhaustivo de la Iniciativa antes mencionada, ha llega-
do a la conclusión de emitir un dictamen en sentido ne-
gativo, tomando en cuenta las siguientes consideraciones:

En relación con la reforma propuesta a los artículos 58, 64
y 74 de la LGPC, la comisión reconoce el interés tanto de
la proponente de esta iniciativa, como de otros legisladores
y muchos de los gobiernos locales, por agilizar los trámites
de las declaratorias de emergencia y desastres naturales, así
como para disponer más rápidamente de los recursos del
Fonden, a fin de atender de manera suficiente y expedita las
necesidades de la población en situaciones de emergencia.

Además de esta iniciativa, el 25 de octubre de 2012 fue pre-
sentada en la Cámara de Diputados, y turnada para su dic-
tamen a esta comisión, una iniciativa presentada por el
diputado Alfonso Durazo Montaño, que buscaba reducir el
tiempo de la declaratoria de emergencia de 5 a 3 días, y los
días necesarios para disponer de los recursos después de la
declaratoria de 10 a 5 días; mientras que el 29 de abril de
2013 el diputado Raymundo King de la Rosa presentó una
iniciativa, turnada a esta comisión, en sentido similar. Am-
bas, aunque difieren en términos de la redacción específica
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de la iniciativa que motiva este dictamen, compartía las
mismas preocupaciones y objetivos.

Al respecto, es necesario no perder de vista que la autori-
zación de recursos para la atención de desastres naturales
implica, entre otros aspectos, la toma de decisiones de or-
den presupuestal, financiero y administrativo por parte de
los servidores públicos de los tres niveles de gobierno in-
volucrados en la atención de desastres, que requieren para
su adopción de un estudio necesario previo y estar susten-
tadas en elementos objetivos, así como en los análisis que
formulen las instancias especializadas en el comportamien-
to, atipicidad y severidad de los fenómenos naturales per-
turbadores.

Así también, se considera que la autorización de recursos
para hacer frente a la ocurrencia de desastres naturales,
conlleva la realización de diversas acciones que en no po-
cas ocasiones requieren de un tiempo considerable para ser
llevadas a cabo; por mencionar alguna, destaca la evalua-
ción física de los daños causados por un fenómeno natural
perturbador en el marco del programa Fondo de Desastres
Naturales (Fonden).

De acuerdo con las reuniones y consultas que esta comisión
ha tenido con integrantes de la Coordinación Nacional de
Protección Civil, sabemos que la experiencia acumulada en
la operatividad del Fonden ha demostrado que, en la gran
mayoría de los casos y dada la magnitud de los daños y la
persistencia de los efectos de los desastres naturales por se-
manas o incluso meses, se hace humanamente imposible
para los comités de evaluación de daños (CED),* efectuar
la evaluación correspondiente en los 10 días que, tan sólo
para llevar a cabo esas acciones, tienen de conformidad con
el artículo 12 del acuerdo por el que se emiten las Reglas
Generales del Fondo de Desastres Naturales, publicado en
el Diario Oficial de la Federación el 3 de diciembre de
2010, por lo que resulta muy común que derivado de la im-
posibilidad física para concluir con los trabajos de cuantifi-
cación y evaluación de daños, los CED soliciten la prórro-
ga de 10 días adicionales a que tienen derecho para llevar a
cabo esas tareas en términos del numeral 12, fracción II, de
las Reglas Generales.

Durante el ejercicio fiscal de 2012, un caso característico
de lo anterior fue la ocurrencia del ciclón tropical Ernesto,
del 8 al 10 de agosto de 2012 en Campeche, Chiapas y
Quintana Roo, en los cuales a petición de los subcomités de
los CED respectivos, se prorrogaron las correspondientes
entregas de resultados de cuantificación y evaluación de

daños, debido a las condiciones imperantes en los munici-
pios afectados.

No obstante, hay mecanismos alternativos a los recursos
del Fonden Reconstrucción, que buscan atender con inme-
diatez las necesidades más básicas de la población, tal y co-
mo se consagra en el artículo 5, fracción II, de la LGPC, y
como los que impulsan la reforma propuesta por la dipu-
tada Aguilar. Entre los avances se encuentran:

I. La simplificación y agilización de los procesos de acceso
a los recursos. Si bien en el artículo 74 de la LGPC actual-
mente se señala que una vez presentada la solicitud de De-
claratoria de Desastre Natural “la autoridad tendrá un plazo
de hasta 5 días naturales para su emisión”, en los artículos
9 y 10 de las Reglas Generales se dispone que en la sesión
de instalación del CED la entidad federativa deberá entre-
gar la solicitud de emisión de la declaratoria de desastre na-
tural, y a más tardar a los cuatro días hábiles siguientes,
la Secretaría de Gobernación, por conducto de la CGPC,
deberá emitirla y publicarla en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

II. A efecto de autorizar recursos de manera inmediata a la
ocurrencia del desastre se prevé la figura de los apoyos
parciales inmediatos (Apin) con el objetivo de asegurar la
oportuna asignación y aplicación de recursos dirigidos a
solventar aspectos prioritarios y urgentes, tales como el res-
tablecimiento de comunicaciones, servicios básicos, lim-
pieza y remoción de escombros, así como todo aquello que
coadyuve a la normalización de la actividad de la zona
afectada, evitando mayores daños y buscando la protección
y salvaguarda de la población afectada.

Con esta figura se ha respondido en numerosas ocasiones,
al vacío financiero que existía entre la ocurrencia del de-
sastre y la disponibilidad de los recursos totales para la re-
construcción, disminuyendo la probabilidad de estar ante la
falta de atención que se pudiera generar por no poder acce-
der a los recursos destinados a las acciones y obras urgen-
tes de apoyo a la población, de manera inmediata.

Los Apin han permitido que las entidades federativas, las
dependencias y entidades federales puedan acceder en un
menor tiempo a una parte de los recursos que se autorizan
con cargo al instrumento del Fonden denominado Fonden
Reconstrucción, a través del cual se autorizan recursos des-
tinados a la restitución, parcial o total, de los daños ocasio-
nados en la infraestructura pública o sector vivienda de las
mismas, afectadas por un fenómeno natural perturbador.
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III. En la sesión de entrega de resultados los CED corres-
pondientes, la entidad federativa de que se trate, mediante
solicitud formal del titular del ejecutivo estatal o del fun-
cionario facultado para tal efecto, puede solicitar a la de-
pendencia o entidad federal que corresponda, que se reali-
cen las gestiones necesarias para que se otorguen anticipos
respecto de un determinado sector afectado por el desastre
natural, para realizar acciones de competencia de las Enti-
dades Federativas, municipios u órganos político-adminis-
trativos del Distrito Federal.

Los anticipos contribuyen a la realización de trabajos y obras
prioritarias, con la posibilidad de que éstos se fundamenten
en evaluaciones preliminares, parciales, aproximadas, esti-
madas y acumulativas del desastre natural. Los recursos au-
torizados por este concepto se deben ejercer con base en los
programas de obras y acciones autorizados por el comité téc-
nico del fideicomiso Fonden estatal correspondiente.

En el caso anterior, los anticipos son con cargo al patrimo-
nio del Fideicomiso Fonden hasta por un monto equivalen-
te a cincuenta por ciento de la coparticipación federal que
corresponda al Fonden, derivado de la evaluación realizada
y conforme a las fórmulas de coparticipación previstas en
las Reglas Generales, pudiendo ser ejercidos en su totalidad
sin estar sujetos a la coparticipación de las entidades fede-
rativas.

En conclusión, con fundamento en el análisis anterior y las
consultas correspondientes a la Coordinación Nacional de
Protección Civil, esta comisión estima que los APIN han
logrado atender de manera adecuada, la demanda válida y
comprensible, de contar con recursos del Fonden inmedia-
tamente después de la ocurrencia de un fenómeno natural
perturbador para la realización de acciones urgentes y prio-
ritarias, mientras que en paralelo se continúan los trabajos
de evaluación y cuantificación de los daños en los tiempos
establecidos por la ley, por lo que resultaría innecesaria la
modificación de la LGPC, dadas estas consideraciones.

IV. Acuerdos de la comisión dictaminadora

Ante lo expuesto, la Comisión de Protección Civil somete
a consideración del pleno de la Cámara de Diputados los si-
guientes

Acuerdos

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
en por el que se reforman la fracción III del artículo 58, el

párrafo tercero del artículo 64, y los párrafos segundo y ter-
cero del artículo 74 de la Ley General de Protección Civil,
presentado por la diputada Lilia Aguilar Gil, del Grupo Par-
lamentario del Partido del Trabajo.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total y de-
finitivamente concluido.

Nota:

* De conformidad con el numeral 12 de las Reglas Generales, para
efectos de la exclusiva evaluación y cuantificación de los daños en los
sectores que sean materia de competencia de las entidades federativas,
municipios u órganos político-administrativos del DF, se instala a nivel
estatal un CED que funciona a través de subcomités que se agrupan, pa-
ra dar atención a los daños ocasionados en el sector o los sectores que
hubieren resultado afectados.

Así lo resolvieron los integrantes de la Comisión de Protección Civil,
en el Palacio Legislativo de San Lázaro, en la décima reunión ordina-
ria, el 29 de abril de 2014.

La Comisión de Protección Civil, diputados: Francisco Alfonso Du-
razo Montaño (rúbrica), presidente; David Cuauhtémoc Galindo Del-
gado (rúbrica), Raudel López López (rúbrica), Isela González Domín-
guez (rúbrica), Esther Angélica Martínez Cárdenas (rúbrica), César
Reynaldo Navarro de Alba (rúbrica), Ángel Abel Mavil Soto (rúbrica),
Antonio Sansores Sastré (rúbrica), Arturo Cruz Ramírez (rúbrica), se-
cretarios; Ana Isabel Allende Cano (rúbrica), José Guillermo Anaya
Llamas (rúbrica), Alma Jeanny Arroyo Ruiz (rúbrica), Marco Antonio
Barba Mariscal (rúbrica), Sergio Armando Chávez Dávalos (rúbrica),
Rodrigo González Barrios (rúbrica), Tomás López Landero (rúbrica),
Lorena Méndez Denis (rúbrica), María del Carmen Ordaz Martínez (rú-
brica), Francisco Pelayo Covarrubias, Cristina Ruiz Sandoval (rúbri-
ca).»

LEY GENERAL DE SALUD

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Salud, con puntos de
acuerdo respecto a la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 313 de la Ley General de Salud

Honorable Asamblea:

La Comisión de Salud de la LXII Legislatura de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con fun-
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damento en lo dispuesto por los artículos 39 y 45, numera-
les 6 incisos e) y f) y 7, y demás relativos de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, y 80, 82, numeral 1, 85, 157, numeral 1 fracción I, y
158, numeral 1 fracción IV, del Reglamento de la Cámara
de Diputados y demás relativos de dicho ordenamiento,
presentan el siguiente dictamen.

I. Metodología

La Comisión de Salud encargada del análisis y dictamen de
la iniciativa en comento, desarrolló los trabajos correspon-
dientes conforme al procedimiento que a continuación se
describe:

En el apartado denominado “Antecedentes”, se da constan-
cia del trámite de inicio del proceso legislativo, así como de
la recepción y turno para el dictamen de la iniciativa.

En el apartado “Contenido de la iniciativa”, se exponen los
objetivos y se hace una descripción de la iniciativa en la
que se resume su contenido, motivos y alcances.

En las “Consideraciones”, los integrantes de la comisión
dictaminadora expresan los razonamientos y argumentos
por cada una de las adiciones planteadas, con base en los
cuales se sustenta el sentido del presente dictamen.

II. Antecedentes

1. Con fecha 18 de diciembre de 2013, la diputada Leslie
Pantoja Hernández, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, suscrito por el diputado Ernesto
Alfonso Robledo Leal, presentó ante la Comisión Perma-
nente del Congreso de la Unión, iniciativa con proyecto de
decreto que adiciona una fracción VI al artículo 313 de la
Ley General de Salud.

2. El 13 de enero de 2014, la Mesa Directiva de la Comi-
sión Permanente del Congreso de la Unión, dispuso que di-
cha iniciativa fuera turnada a la Comisión de Salud, para
análisis y dictamen correspondiente.

III. Contenido de la iniciativa

La presente iniciativa tiene por objeto elaborar en coordi-
nación con las instituciones públicas del Sistema Nacional
de Salud y con los gobiernos de las entidades federativas,
campañas para incluir, en las credenciales de identificación
del personal que labora en las dependencias que integran

los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, una anotación
que exprese su voluntad de ser donador de órganos y/o te-
jidos.

Propuesta de la iniciativa a la Ley General de Salud

Artículo 313. Compete a la Secretaría de Salud:

I. a V. …

VI. Elaborar y llevar a cabo, en condiciones con las
instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud
y con los gobiernos de las entidades federativas, cam-
pañas para incluir, en las credenciales de identifica-
ción del personal que labora en las dependencias que
integran los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judi-
cial, según el ámbito de su competencia, una anota-
ción que exprese su voluntad de ser donador de ór-
ganos y/o tejidos, siempre y cuando se cuente con su
autorización.

IV. Consideraciones

Primera. Nuestra Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos consagra el derecho a la salud en su párra-
fo tercero del artículo 4o.:

“Toda persona tiene derecho a la protección de la sa-
lud…. y establecerá la concurrencia de la federación y
las entidades federativas en materia de salubridad gene-
ral, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artí-
culo 73 de esta Constitución”.

Del precepto antes mencionado deriva el sistema de normas
jurídicas de derecho social, que busca regular los mecanis-
mos y acciones para lograr que la protección de la salud sea
un bien tutelado por los diversos órdenes de gobierno, a tra-
vés de la delimitación del campo de la actividad guberna-
mental, social e individual, siendo ésta uno de los principa-
les elementos de justicia social.

El derecho a la protección de la salud, es un derecho social
y universal, independiente de la situación de vulnerabilidad
de sus destinatarios, ya que, además, es un elemento esen-
cial para que el estado pueda sentar las bases para eliminar
la desigualdad existente entre los miembros de una socie-
dad.

En la exposición de motivos de la reforma mediante la cual
se elevó en 1983 a rango constitucional el derecho a la pro-
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tección de la salud, se considera a éste como una responsa-
bilidad compartida entre los diversos órdenes de gobierno,
el individuo y la sociedad en su conjunto.

Segunda. En el país existe un desabasto en materia de do-
nación y trasplante de órganos, derivado de la falta de do-
nadores. La Ley General de Salud en México contepla lo
regulado en materia de Donación de Órganos y Tejidos, en
su título XVI, capítulo del 1 al 3, artículos 313 al 342.

En los artículos 320 y 321, la Ley General de Salud, seña-
la que toda persona es disponente de su cuerpo y podrá do-
narlo, total y parcialmente, para los fines y con los requisi-
tos previstos en la ley; así como se define a un donador
como la persona que tácita o expresamente, consiente la
disposición en la vida o para después de su muerte, de su
cuerpo, o de sus órganos, tejidos y células.

Disposiciones de la misma ley, señalan como único requi-
sito para convertirse en donador ser declarado clínicamen-
te sano y aceptar el acto por volutad propia, de modo que
las personas que padecen de sus facultades mentales y no
pueden valerse por sí mismas, no son cadidatas para ser do-
nadores.

También es importante señalar su artículo 322 donde seña-
la que la donación expresa podrá constar por escrito y ser
amplia cuando se refiera a la disposición total del cuerpo o
limitada cuando sólo se otorgue respecto de determinados
componentes.

En la donación expresa podrá señalarse que ésta se hace a
favor de determinadas personas o instituciones. También
podrá expresar el donante las circunstancias de modo, tiem-
po y lugar.

Además señala que la donación expresa, cuando corres-
ponda a mayores de edad con capacidad jurídica, no podrá
ser revocada por terceros, pero el donante podrá revocar su
consentimiento en cualquier momento, sin responsabilidad
de su parte.

Tercera. Dentro de la exposición de motivos, la promo-
vente hace mención que la donación y trasplante de órga-
nos, se refiere al procedimiento quirúrgico para implantar
un órgano o tejido sano a un paciente con el fin de sustituitr
su órgano o tejido enfermo que no funciona, ya para el me-
joramiento de la calidad de vida o inclusive para salvar la
misma.

La Organización Mundial de la Salud (OMS), señala como
principio rector a la donación de órganos el consentimien-
to de una persona. Para cumplir con lo anterior será res-
ponsabilidad de las autoridades nacionales determinar los
lineamientos para obtención y registro del consentimiento.

Asimismo hace mención de que si el fallecido no ha dado
su consentimiento ni expresado claramente su oposición a
la extracción de órganos, deberá obtenerse el permiso de
una tercera persona designada legalmente.

Derivado de la escaza o incipiente difusión de todo lo que
comprende e implica la donación y el trasplante de órganos
en el país, y peor aún, de la falta de políticas públicas que
permitan educar a la sociedad en la materia, es que el pro-
movente conluye con la necesidad de determinar los instru-
mentos necesarios a nivel nacional que permitan el consen-
timiento expreso de la donación de órganos y tejidos del
donante.

Por lo que determina que sea de carácter de las institucio-
nes públicas del Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial, se-
gún el ámbito de su competencia, emitan en documentos de
identificación anotación que exprese si es volutad o no del
titular ser donante de órganos.

Cuarta. En cuanto a lo que se refiere a credenciales de
identificación del personal que labora en las dependencias
de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, no son
considerados documentos de identificación oficial fuera de
su ámbito laboral, por lo que no se puede exigir su validez
de lo establecido en el mismo fuera de las instalaciones de
quien expide el documento como sería el caso de cualquier
institución de salud que pretenda disponer de los órganos
y/o tejidos del cuerpo.

Quinta. En relación a la cuarta consideración, se considera
que la ley no puede ser particular en aplicar sólo a un gru-
po determinado de la población, en el caso que nos atañe
los trabajadores de las dependencias de los Poderes de la
Unión, por lo que se estima conveniente que de ser aplica-
ble se busque un documento oficial de identificación para
cualquier ciudadano y no sólo para un grupo particular, co-
mo es el caso de la credencial de elector emitida por el Ins-
tituto Federal Electoral que es considerado un documento
de identificación oficial en todo el territorio nacional y an-
te cualquier autoridad.

Sexta. Por otra parte, el mismo artículo 313, en su fracción
V, establece como competencia de la Secretaría de Salud
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llevar a cabo campañas permanentes de concientización so-
bre la importancia de la donación y trasplantes.

Lo anterior es una regulación de carácter general como co-
rresponde a las leyes, resultando improcedente particulari-
zar cada tipo de campaña en la materia. Es decir, corres-
pondería a las dependencias de los Poderes Legislativo,
Ejecutivo y Judicial, hacer las modificaciones necesarias en
sus reglamentos para que sus trabajadores incluyan cierta
información en sus credenciales de identificación laboral.

Para mayor claridad se da cita a la doctrina, el Instituto de
Investigaciones Jurídicas en su Nuevo Diccionario Jurídi-
co Mexicano, editado por Porrua y la Universidad Nacional
Autónoma de México en el 2001, página 3264, encontra-
mos:

“Las leyes por su propia naturaleza no pueden prever
todos los supuestos posibles, por lo que su grado de gene-
ralidad y abstracción debe ser amplio y omnicomprensivo;
los reglamentos, en contraste, tienden a detallar los supues-
tos previstos en la ley para que la individualización y apli-
cación del orden jurídico será clara y efectiva.”

No obstante está de más recordar que el incluirlo, no eleva-
ría a documento oficial esta identificación o la información
que de ella se desprenda, así que su aplicación quedaría a
reserva de quien en su momento realice la validación nece-
saria.

Séptima. Por lo anterior, los integrantes de esta comisión,
consideran que la iniciativa en estudio es inviable debido a
que la propuesta de promovente sólo aplica a un grupo de-
terminado de la población cuando el tema es de interés ge-
neral, aunado a que no se estima adecuado establecer una
manifestación formal de ser o no ser donador de órganos en
un documento de identificación que no es considerado ofi-
cial.

Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Salud de
la LXII Legislatura sometemos a consideración del pleno el
siguiente:

Resolutivo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona una fracción VI al artículo 313 de la Ley Ge-
neral de Salud, presentada por la diputada Leslie Pantoja
Hernández, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total y de-
finitivamente concluido.

Palacio Legislativo, a los 26 días del mes de febrero del 2014.

La Comisión de Salud, diputados: Isaías Cortés Berumen (rúbrica),
presidente; Leobardo Alcalá Padilla (rúbrica), Francisco Javier Fernán-
dez Clamont, María de las Nieves García Fernández (rúbrica), Rosalba
Gualito Castañeda (rúbrica), Alma Marina Vitela Rodríguez (rúbrica),
Mario Alberto Dávila Delgado (rúbrica), Eva Diego Cruz (rúbrica), An-
tonio Sansores Sastré, Carla Alicia Padilla Ramos (rúbrica), secretarios;
Miguel Ángel Aguayo López (rúbrica), Alliet Mariana Bautista Bravo,
José Enrique Doger Guerrero, Rubén Benjamín Félix Hays, Guadalupe
Socorro Flores Salazar, Lizbeth Loy Gamboa Song (rúbrica), Héctor
García García, Blanca Jiménez Castillo, Raquel Jiménez Cerrillo (rú-
brica), María Elia Cabañas Aparicio (rúbrica), María del Carmen Mar-
tínez Santillán, Martha Lucía Mícher Camarena, Ernesto Núñez Agui-
lar, Marcelina Orta Coronado (rúbrica), Guadalupe del Socorro Ortega
Pacheco (rúbrica), Leslie Pantoja Hernández (rúbrica), Zita Beatriz
Pazzi Maza, Ernesto Alfonso Robledo Leal, Jessica Salazar Trejo, Juan
Ignacio Samperio Montaño.»

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
con puntos de acuerdo respecto a la iniciativa con proyecto
de decreto que reforma el artículo 692 de la Ley Federal del
Trabajo

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Trabajo y Previsión Social de la LXII Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, le fue turnada, para su estudio y elaboración del dic-
tamen correspondiente, la iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se reforma el artículo 692 de la Ley Federal
del Trabajo, presentado por la diputado Héctor García Gar-
cía, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

Con fundamento en los artículos 39, numeral 1 y 45 nume-
ral 6, incisos e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos; así como los artí-
culos 80 numeral 1, fracción II, 157 numeral 1, fracción I;
158 numeral 1, fracción IV y 167 numeral 4 y demás rela-
tivos y aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputa-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2014 511



dos, esta Comisión de Trabajo y Previsión Social, somete a
consideración de los integrantes de esta Honorable Asam-
blea el presente dictamen, de acuerdo con la siguiente

Metodología

En el apartado de “Antecedentes” se indica la fecha de re-
cepción ante el pleno de la Cámara de Diputados, su turno
y la materia sobre la que versa la iniciativa.

En el apartado de “Análisis de la iniciativa”, se examina el
contenido sustancial de la propuesta legislativa, los argu-
mentos en que se sustenta y se determina el sentido y su al-
cance.

Por último, en el apartado de “Consideraciones”, la Comi-
sión dictaminadora realiza las reflexiones necesarias para
motivar el sentido de resolución, el análisis y valoración de
la iniciativa mediante la evaluación de los argumentos plan-
teados en la exposición de motivos, así como lo dispuesto
en la legislación vigente aplicable para el caso en concreto.

I. Antecedentes

1. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión en fecha 27 de febrero de
2014, el diputado Héctor García García, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, ejercien-
do su facultad conferida en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
presentó la iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforma el artículo 692 de la Ley Federal del Trabajo.

2. La Mesa Directiva, con identidad de fecha en sesión y
mediante oficio numero D.G.P.L. 62-II-3-1449, acordó se
turnara para su dictamen a esta Comisión de Trabajo y Pre-
visión Social, para su análisis y dictamen correspondiente,
asignándole número de expediente 3870.

II. Análisis de la iniciativa

1. La iniciativa materia del presente dictamen plantea el si-
guiente proyecto de

“Decreto que reforma el artículo 692, en sus fraccio-
nes I y II, y se adiciona un segundo párrafo a la frac-
ción I, de la Ley Federal del Trabajo, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 692. Las partes podrán comparecer a juicio en
forma directa o por conducto de apoderado legalmente
autorizado.

Tratándose de apoderado, la personalidad se acreditará
conforme a las siguientes reglas:

I. Cuando el compareciente actúe como apoderado de
persona física, podrá hacerlo mediante poder notarial o
carta poder firmada por el otorgante y ante dos testigos.

En caso de presentar carta poder, la Junta requerirá
que el otorgante lo ratifique ante ella, para dar cuen-
ta de que está enterado y conoce los alcances de dicha
carta poder, en caso de no ser así, la Junta lo aperci-
birá, para que pueda ratificarlo, suplirlo o revocarlo.

II. Los abogados patronos o asesores legales de las par-
tes, sean o no apoderados de éstas, deberán acreditar ser
abogados, licenciados en derecho o licenciados en cien-
cias jurídicas, con cédula profesional o personas que
cuenten con carta de pasante vigente expedida por la au-
toridad competente para ejercer dicha profesión. Sólo se
podrá autorizar a otras personas para oír notificaciones y
recibir documentos, pero éstas no podrán comparecer en
las audiencias ni efectuar promoción alguna;

III. ...

IV. ...”

2. En su exposición de motivos, la iniciativa de referencia
plantea lo siguiente:

a) El proponente alude que en 2012, el gobierno federal
impulsó una reforma laboral, en la cual, una de las princi-
pales aportaciones fue que los apoderados de las partes que
comparezcan en juicios laborales, deberán ser abogados o
licenciados en derecho, con su respectiva cédula profesio-
nal o pasantes de derecho que cuenten con autorización de
la autoridad competente.

Este gran avance dentro de la materia procesal laboral, ha
aportado un grado más de certidumbre a los trabajadores,
que desgraciadamente tienen que acudir a las instancias ju-
risdiccionales laborales, pues como bien lo comentamos
anteriormente, sus apoderados deberán contar con cédula
profesional o carta de pasante.
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Todos coincidimos que la reforma en este rubro es un acier-
to, porque el sistema procesal laboral está manchado por la
actuación de los seudoabogados llamados coyotes. Estos
seudoabogados son un mal que daña seriamente todo el sis-
tema jurisdiccional laboral de nuestro país, pues estas per-
sonas sólo se dedican a mal aconsejar a los trabajadores
para obtener un lucro.

Durante años, estos llamados coyotes, ofrecieron su servi-
cio aprovechándose del resquicio con el que contaba la ley,
que les permitía ser apoderados de los trabajadores, quienes
son los principales afectados como sector vulnerable, pues
sólo bastaba que el trabajador otorgará una carta poder.

Esto implicaba, que los seudoabogados llevaban a cabo
prácticas desleales en los juicios, como presentar testigos
falsos, documentos apócrifos o presentaban recursos im-
procedentes, dedicándose únicamente a alargar los juicios,
a llegar a malos arreglos, o sólo esperaban a que desistiera
el trabajador.

b) Aunado a lo anterior, el promovente menciona que en-
contraron que no se han erradicado del todo esos seudoa-
bogados, pues sigue habiendo personas que embaucan a los
trabajadores, por medios de otras artimañas.

Por ejemplo, en la revista de la Comisión de los Derechos
Humanos para el DF, en su ejemplar de mayo, da cuenta de
que “cuando una persona es despedida generalmente se en-
cuentra sin asesoría legal alguna y lo primero que decide es
levantar una demanda; al efecto acude a las instalaciones de
una de las Juntas, como si se tratara de una denuncia penal,
en lugar de presentarse a las instalaciones de la Procuradu-
ría del Trabajo. Esta confusión permite que muchos traba-
jadores sean sorprendidos por vivales apostados en la puer-
ta de entrada de la Junta, los llamados coyotes, quienes
vestidos formalmente de traje y corbata reciben a las per-
sonas que solicitan ayuda. En complicidad con mafias de
abogados atienden a los trabajadores en la puerta principal
y al interior de la Junta, como si se tratara de personal per-
teneciente a la institución, y canalizan a los quejosos a des-
pachos privados, con abogados que venden los asuntos al
mejor postor y tratan los derechos de los obreros como
mercancía.

c) Ahora bien, la reforma de 2012, dejó estipulado que los
abogados o representantes que promuevan acciones, excep-
ciones, diligencias o incidentes, ofrecimiento de pruebas,
recursos y, en general toda actuación en forma notoriamen-

te improcedente de prolongar, dilatar u obstaculizar el jui-
cio laboral, serán sancionados con una multa de 100 a mil
veces el salario mínimo general.

Este candado a las malas prácticas dentro de los juicios la-
borales, desde nuestro punto de vista no es suficiente, pues
si bien el supuesto apoyo que los despachos fraudulentos
les otorgan a los trabajadores, se puede mal tras versar des-
de el momento en que se les otorga la carta poder para que
funjan como sus representantes.

El riesgo aumenta cuando se hace firmar al trabajador los
poderes necesarios para que, quienes supuestamente lo re-
presentarán, tengan amplio margen de actuación en el asun-
to sin que el otorgante se dé cuenta, lo cual puede ocasio-
nar que el trabajador llegue a ser excluido de decisiones que
pongan en riesgo su integridad y su patrimonio dentro del
juicio.

d) El diputado hace mención de tres tipos de poderes, en
primer lugar están los poderes para administrar bienes, es-
tos expresan que el apoderado tiene toda clase de faculta-
des administrativas.

Después están los poderes para actos de dominio, estos
otorgan todas las facultades de dueño, tanto en lo relativo a
los bienes, como para hacer toda clase de gestiones a fin de
defender al otorgante.

Por último, tenemos los poderes para pleitos y cobranzas,
estos otorgan todas las facultades generales, y las especia-
les que requieran cláusula especial conforme a las leyes,
para que se entiendan conferidos sin limitación alguna.

Aunado a lo anterior, tenemos que un poder notarial, es el
instrumento jurídico que cuenta con la fe pública derivada
de la investidura que tienen los notarios. Esto último, tiene
una gran ventaja, ya que los notarios, explican a las partes
los alcances de dichos poderes.

Mientras tanto, una carta poder, es un mandato expedido
por el otorgante y firmada por dos testigos, lo cual carece
de toda fe pública, aunque el Código Civil Federal, en su
artículo 2555, en su fracción I, establece que las cartas po-
der, con cualquiera de los mandatos anteriormente mencio-
nados, o sea, los poderes con mandato general, deben ser
ratificados ante notario público, ante los jueces o las auto-
ridades administrativas correspondientes, para que tengan
un sustento legal más significativo.
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Por otro lado, al final de la fracción primera el artículo 692
de la Ley Federal del Trabajo, nos menciona que las Juntas
podrán tener por acreditada la personalidad de los apodera-
dos de las partes sin sujetarse a una ratificación.

e) Otro problema que menciona el proponente, es que sí se
expide una carta especial a favor de una persona en la que
le otorgue poder amplio y/o suficiente para que actúe en su
nombre, estará facultando a esa persona para que promue-
va todos los recursos que “favorezcan” al otorgante. Esto
en principio estaría poniendo en riesgo la integridad y el pa-
trimonio del trabajador.

Bajo esta nueva evidencia, tenemos más clara la perspecti-
va de que estamos ante una antinomia jurídica, que aprove-
chan los malos practicantes de la abogacía, para menosca-
bar los derechos de los trabajadores.

f) El promovente concluye indicando que la adecuación a la
Ley Federal del Trabajo, conforme a los lineamientos que
deben seguir los poderes generales establecidos en el Códi-
go Civil Federal, tiene cabida, puesto que, el otorgamiento
del poder para comparecer ante un juicio es de índole ge-
neral (pleitos y cobranzas), el cual debe ser ratificado por la
autoridad correspondiente, que en este caso es la Junta, y
para llevar una adecuada representación, ya que la carta po-
der tendría el sustento legal, que las leyes exigen.

III. Consideraciones

1. Esta dictaminadora con base en los antecedentes expues-
tos y con las facultades conferidas en la normatividad vi-
gente, se abocó a dictaminar la iniciativa con proyecto de
decreto de referencia.

2. Que esta comisión, bajo los argumentos esgrimidos por
el proponente considera lo siguiente:

a) Que efectivamente tal y como lo plasma el proponente,
en la Reforma Laboral del año 2012, se estableció que los
abogados patronos o asesores legales de las partes, sean o
no apoderados de éstas, deberán acreditar se abogados o
licenciados en derecho, con cédula profesional o perso-
nas que cuenten con carta de pasante vigente expedida
por autoridad competente para ejercer dicha profesión, por
lo que con esta reforma se vela por que los trabajadores es-
tén asesorados y/o representados por un profesional que
tenga pleno conocimiento jurídico.

Para tal efecto y concretamente para el caso de la propues-
ta respecto de que la carta poder sea ratificada ante la Jun-
ta con el objeto de dar cuenta de los alcances de la misma
al otorgante, se considera poco loable, ante la exigencia de
lo establecido por la Ley Federal del Trabajo, es de enten-
derse que a quien se le otorga la misma conoce los alcances
jurídicos otorgados, al tener los conocimientos en derecho
por ser abogado o licenciado en derecho, cuente con cédu-
la o carta de pasante, estando éste obligado bajo el princi-
pio de buena fe, el hacer del conocimiento de los alcances
jurídicos del poder al otorgante, por lo que de aceptarse la
propuesta lo que se estaría ocasionado es un gran cúmulo
de trabajo para las Juntas, por lo que en vez de abonar a una
pronta y expedita impartición de justicia, se estaría dilatan-
do el proceso laboral.

b) Ahora bien, lo concerniente a la adición a la fracción II
del artículo 692 de la Ley Federal del Trabajo, respecto de
que para acreditar la personalidad jurídica del representan-
te legal de las partes, debe tenerse, no sólo la profesión de
licenciado en derecho, sino también la de la licenciatura en
ciencias jurídicas, es importante señalar, que, en un princi-
pio, el iniciador no expuso los antecedentes que sustenten
dicha adición al artículo en estudio, y que, por tanto no hay
elementos de fondo que respalden su propuesta, además de
que es necesario considerar que la emisión de un título pro-
fesional es una atribución que corresponde, no sólo a la fe-
deración, sino también a las entidades federativas, ya que,
conforme lo establece el artículo 121, fracción V de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el
artículo 60 de la Ley General de Educación, al momento de
terminar los estudios de educación superior, los certifica-
dos, constancias, diplomas, títulos o grados académicos
tendrán validez en toda la república, por lo que el título o
grado que se propone adicionar es ya reconocido por las au-
toridades del país, puesto que, al momento de revisar los
planes y programas de estudio de algunos planteles donde
se expide ese título profesional, concretamente en las Uni-
versidades Regiomontana, Centro de Estudios Universita-
rios, del Norte, Autónoma de Nuevo León, corresponde a
estudios análogos a la licenciatura en derecho, por lo que
no es una adición que sea necesaria insertar en nuestra ley
laboral.

En este sentido es aplicable el siguiente criterio de los tri-
bunales colegiados de circuito, el cual determina que el re-
quisito que se solicita para la representación de las partes en
los juicios laborales es el de ser licenciado en derecho aun-
que existe la libertad de discernimiento por parte de las au-
toridades laborales:
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Décima Época. Registro número 2004955. Tribunales
Colegiados de Circuito Tesis Aislada. Semanario Ju-
dicial de la Federación y su Gaceta. Libro XXVI, No-
viembre de 2013, Tomo 2. Materia Laboral. Tesis:
I.9o.T.23 L (10a.), página: 1377

Personalidad en el juicio laboral. Quienes compare-
cen por las partes deben acreditar el ejercicio de la
profesión de licenciado en derecho con la exhibición
de la cédula profesional o carta de pasante expedida
por la autoridad competente (Legislación vigente a
partir del 1o. de diciembre de 2012)

De la interpretación teleológica de los artículos 692 y
693 de la Ley Federal del Trabajo, vigentes a partir del
1o. de diciembre de 2012, se concluye que para poder
comparecer al juicio laboral, los representantes de las
partes deben acreditar el ejercicio de la profesión de li-
cenciado en derecho con la exhibición de la cédula pro-
fesional o carta de pasante expedida por la autoridad
competente, ya que en términos de la exposición de mo-
tivos de dicha reforma, el legislador señaló que quienes
comparecen por las partes que intervienen en el proceso
laboral (personal jurídico de las Juntas y litigantes), se-
an profesionales del derecho; por ello, aunque el citado
artículo 693 establezca que la autoridad laboral goza de
atribuciones discrecionales para reconocer la personali-
dad de quienes comparecen por las partes, ello no signi-
fica que los representantes que ocurran ante la autoridad
jurisdiccional de carácter laboral, dejen de cumplir con
el nuevo requisito de profesionalidad, consistente en la
exhibición de cédula profesional o carta de pasante que
acredite la autorización para ejercer como licenciado en
derecho o pasante.

Amparo en revisión 89/2013. Alejandro Moreno Sán-
chez. 22 de mayo de 2013. Unanimidad de votos. Po-
nente: Emilio González Santander. Secretario: José Ro-
berto Córdova Becerril.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, la Comisión de
Trabajo y Previsión Social somete a la consideración del
pleno el siguiente:

Acuerdo

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 692 de la Ley Federal del Trabajo,
presentada por el diputado Héctor García García, integran-

te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional.

Segundo. Archívese el expediente como asunto totalmente
concluido.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
los 23 días de abril de dos mil catorce.

La Comisión de Trabajo y Previsión Social, diputados: Claudia Del-
gadillo González (rúbrica), presidenta; Jorge del Ángel Acosta (rúbri-
ca), Francisco Grajales Palacios (rúbrica), Ricardo Fidel Pacheco Ro-
dríguez (rúbrica), Fernando Salgado Delgado (rúbrica), Karina
Labastida Sotelo (rúbrica), Rafael Alejandro Micalco Méndez, Ramón
Montalvo Hernández (rúbrica), Margarita Elena Tapia Fonllem, Luisa
María Alcalde Luján (rúbrica), José Arturo López Candido (rúbrica),
José Angelino Caamal Mena (rúbrica), secretarios; Carlos Humberto
Aceves y del Olmo, Luis Ricardo Aldana Prieto (rúbrica), Elsa Patricia
Araujo de la Torre (rúbrica), Marco Antonio Barba Mariscal (rúbrica),
Silvano Blanco Deaquino (rúbrica), José Alfredo Botello Montes (rú-
brica), María del Socorro Ceseñas Chapa (rúbrica), Patricio Flores San-
doval (rúbrica), Gaudencio Hernández Burgos (rúbrica), Esther Angé-
lica Martínez Cárdenas (rúbrica), María Leticia Mendoza Curiel
(rúbrica), Esther Quintana Salinas (rúbrica), Alfredo Zamora García
(rúbrica).»

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
con puntos de acuerdo respecto a la iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforman los artículos 22 y 180 de
la Ley Federal del Trabajo

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Trabajo y Previsión Social de la LXII Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión, le fue turnada, para su estudio y elaboración
del dictamen correspondiente, la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 22
y 180 de la Ley Federal del Trabajo, presentado por la dipu-
tado Alfonso Inzunza Montoya, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional.

Con fundamento en los artículos 39, numeral 1, y 45, nu-
meral 6, incisos e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2014 515



General de los Estados Unidos Mexicanos; así como los ar-
tículos 80 numeral 1, fracción II, 157, numeral 1, fracción
I; 158, numeral 1, fracción IV, y 167 numeral 4 y demás re-
lativos y aplicables del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, esta Comisión de Trabajo y Previsión Social, some-
te a consideración de los integrantes de esta honorable
asamblea el presente dictamen, de acuerdo con lo siguiente

Metodología

En el apartado de “Antecedentes” se indica la fecha de re-
cepción ante el pleno de la Cámara de Diputados, su turno
y la materia sobre la que versa la iniciativa.

En el apartado de “Análisis de la iniciativa”, se examina el
contenido sustancial de la propuesta legislativa, los argu-
mentos en que se sustenta y se determina el sentido y su al-
cance.

Por último, en el apartado de “Consideraciones”, la comi-
sión dictaminadora realiza las reflexiones necesarias para
motivar el sentido de resolución, el análisis y valoración de
la iniciativa mediante la evaluación de los argumentos plan-
teados en la exposición de motivos, así como lo dispuesto
en la legislación vigente aplicable para el caso en concreto.

I. Antecedentes

1. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión con fecha 27 de febrero de
2014, el diputado Alfonso Inzunza Montoya, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
ejerciendo su facultad conferida en el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
cano, presentó iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma los artículos 22 y 180 de la Ley Federal del Tra-
bajo.

2. La Mesa Directiva, con identidad de fecha en sesión y
mediante oficio número DGPL 62-II-7-1323, acordó se tur-
nara para su dictamen a esta Comisión de Trabajo y Previ-
sión Social, para su análisis y dictaminación correspon-
diente, asignándole número de expediente 3867.

II. Análisis de la iniciativa

1. La iniciativa materia del presente dictamen, plantea el si-
guiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo al artículo
22, se modifica la fracción tercera y adiciona una
fracción sexta al artículo 180, ambos de la Ley Fede-
ral del Trabajo

Artículo Primero. Se adiciona un párrafo al artículo 22
de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 22. Queda prohibida la utilización del trabajo
de los menores de catorce años y de los mayores de es-
ta edad y menores de dieciséis que no hayan terminado
su educación obligatoria, salvo los casos de excepción
que apruebe la autoridad correspondiente en que a su
juicio haya compatibilidad entre los estudios y el traba-
jo.

El patrón estará obligado a brindar el tiempo sufi-
ciente dentro de la jornada laboral para garantizar
que los menores de edad contratados continúen sus
estudios de conformidad con la compatibilidad que
determine la autoridad correspondiente.

Artículo Segundo. Se modifica la fracción tercera y
adiciona una fracción sexta al artículo 180 de la Ley Fe-
deral del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 180. Los patrones que tengan a su servicio me-
nores de dieciséis años están obligados a:

I. Exigir que se les exhiban los certificados médicos que
acrediten que están aptos para el trabajo;

II. Llevar un registro de inspección especial, con indica-
ción de la fecha de su nacimiento, clase de trabajo, ho-
rario, salario y demás condiciones generales de trabajo;

III. Brindar el tiempo suficiente dentro de la jornada
laboral que garantice que los menores de edad con-
tratados continúen con sus estudios;

IV. Proporcionarles capacitación y adiestramiento en los
términos de esta ley;

V. Proporcionar a las autoridades del trabajo los infor-
mes que soliciten; y,

VI. Exigir que se les exhiban las constancias que
acrediten que los menores de edad contratados conti-
núan con sus estudios.

Año III, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2014 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados516



Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.”

2. En su exposición de motivos, dicha iniciativa plantea lo
siguiente:

a) El iniciador alude que la Organización Internacional
del Trabajo, OIT, como una instancia especializada, cu-
yo propósito central está en buscar el mejoramiento de
las condiciones de vida y laborales de los trabajadores,
procura entre otros objetivos, la abolición del trabajo in-
fantil.

Para el cumplimiento de sus propósitos, la OIT, creada
en 1919 e integrada por 183 naciones, dispone de asis-
tencia técnica que pone al servicio de los estados miem-
bros, a partir de lo cual se ponen en marcha programas
de cooperación técnica internacional, encauzados preci-
samente a la mejora de las condiciones laborales y pro-
moción de los derechos fundamentales en esta materia.

La asistencia técnica que la OIT brinda, ofrece asesorías
en los renglones de legislación laboral, seguridad social,
salud en el trabajo, igualdad de oportunidades, políticas
de fomento al empleo, administración del trabajo, for-
mación y rehabilitación profesional, promoción del diá-
logo social y erradicación del trabajo infantil, entre
otros.

Estas acciones, perfilan a la OIT como un organismo,
cuya misión principal estriba en procurar el estableci-
miento de normas internacionales del trabajo, por las
cuales se fijan condiciones mínimas en materia de dere-
chos laborales, dictadas en convenios y recomendacio-
nes.

b) Aunado a lo anterior, el promovente menciona que
uno de estos acuerdos y que ocupa la materia de la pre-
sente iniciativa, es el convenio 138, sobre edad mínima
de admisión al empleo, adoptado en 1973 y que entró en
vigor a partir de 1976.

El convenio 138 de la OIT basa los criterios para fijar es-
ta edad mínima, de conformidad con la finalización de la
escolaridad obligatoria y de acuerdo con las condiciones
del trabajo.

En lo fundamental, el convenio en comento establece
que la edad mínima de admisión al empleo de los meno-
res no podrá ser inferior a la edad en que cesa la ins-
trucción obligatoria establecida por cada país.

Incluso, la Convención sobre los Derechos del Niño es-
tablece como activo principal el derecho del menor a es-
tar protegido contra la explotación económica y contra
el desempeño de cualquier trabajo que pueda ser peli-
groso o entorpezca su educación, o que sea nocivo para
su salud o para su desarrollo físico, mental, espiritual,
moral o social.

c) Por consiguiente esta disposición está contenida en el
Convenio 182 de la OIT, adoptado en 1999, el cual en-
tre otros preceptos, procura asegurar para los menores
que han sido liberados de las diversas formas de trabajo
infantil, el acceso a la enseñanza básica gratuita y, cuan-
do sea posible y adecuado, a la formación profesional.

No obstante ello, la legislación laboral de nuestro país
permite la contratación de mano de obra infantil, bajo un
régimen de casos excepción en que a juicio de la autori-
dad correspondiente exista compatibilidad entre el estu-
dio y el trabajo.

Conforme a cifras oficiales, de una población de mexi-
canos que tienen menos de 14 años de edad, tres millo-
nes de ellos realizan alguna actividad laboral asalariada
y 40 por ciento de este universo, es decir un millón 200
mil, no asiste a la escuela.

Frente a este panorama es de reconocerse la postura de
la autoridad en materia laboral de nuestro país, cuando
enfatiza que los menores no deberían estar trabajando,
sino más bien estudiando, porque efectivamente, una ni-
ña o niño que recibe educación, está mucho mejor pre-
parado para romper el círculo vicioso de trabajo infantil.

d) Ahora bien, el proponente alude que la iniciativa es
coincidente asimismo con la apreciación oficial en la
cual se reconoce que a partir de una niñez y juventud
educadas, se estará garantizando la participación eficaz
de este sector de la población en un México productivo
y competitivo.

Es válido también el reconocimiento oficial de que sólo
a partir de políticas de educación y de formación, los ni-
ños, los adolescentes y jóvenes, tendrán mayores niveles
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de empleo y mayores garantías de una eficaz transición
de la escuela al trabajo.

Son de reconocerse los desafíos en esta materia, porque
efectivamente el trabajo infantil no resuelve los proble-
mas de pobreza, ni las carencias familiares y sí por el
contrario, vulnera los derechos de la infancia.

e) El promovente concluye manifestando que la presen-
te iniciativa propone que se preceptúe para los patrones
la obligación de brindar a los menores de edad contrata-
dos el tiempo suficiente dentro de la jornada laboral que
les garantice a estos continuar con sus estudios de con-
formidad con la compatibilidad que determine la autori-
dad correspondiente, así mismo modificar la fracción
tercera y adicionar una fracción sexta al artículo 180 que
preceptúe primeramente se brinde a los jóvenes menores
de edad contratados el tiempo suficiente dentro de la jor-
nada laboral que les garantice continuar con sus estudios
y en segundo término la facultad de los patrones de exi-
gir se les exhiban los certificados que acrediten la cul-
minación de la educación obligatoria de los menores de
edad contratados.

III. Consideraciones

Primera. Esta dictaminadora con base en los antecedentes
expuestos y con las facultades conferidas en la normativi-
dad vigente, se abocó a dictaminar la iniciativa con proyec-
to de decreto de referencia.

Segunda. Que una vez analizada la propuesta materia de
estudio, esta Comisión considera lo siguiente:

a) Que la vigente Ley Federal del Trabajo en su última
reforma de noviembre 2012, tocó como punto primor-
dial y de mayor importancia, el trabajo de los menores
de edad, en donde su objetivo fue velar por los derechos
de éstos, los cuales la propia ley les brinda el derecho a
poder laborar y desenvolverse en un ámbito más amplio,
bajo algunas excepciones que no vulneren sus derechos
como lo es la educación.

b) Aunado a lo anterior, es menester mencionar que el
artículo 22 de la Ley Federal del Trabajo, establece que
está prohibido el trabajo a los menores de edad que no
hayan terminado su educación obligatoria, contemplada
en el artículo 3o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, artículos ambos que se plasman
a continuación para un mejor desarrollo del dictamen:

Ley Federal del Trabajo

Artículo 22. Queda prohibida la utilización del tra-
bajo de los menores de catorce años y de los mayo-
res de esta edad y menores de dieciséis que no hayan
terminado su educación obligatoria, salvo los casos
de excepción que apruebe la autoridad correspon-
diente en que a su juicio haya compatibilidad entre
los estudios y el trabajo.

Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Artículo 3o. Todo individuo tiene derecho a recibir
educación. El Estado –federación, estados, Distrito
Federal y municipios–, impartirá educación preesco-
lar, primaria, secundaria y media superior. La educa-
ción preescolar, primaria y secundaria conforman la
educación básica; ésta y la media superior serán obli-
gatorias.

c) Ahora bien, concerniente a la reforma del artículo
180, las reformas que se pretenden llevar acabo ya están
establecidas en la Ley Federal del Trabajo, en la cual se
les brinda a los menores una jornada laboral de 6 horas
como máximo las cuales se deben dividirse en periodos
máximos de 3 horas dentro de la cual tendrán derecho a
disfrutar 1 hora de descanso, todo esto se encuentra es-
tablecido en el artículo 177 de la Ley en estudio, texto
que se transcribe a continuación:

Artículo 177. La jornada de trabajo de los menores
de dieciséis años no podrá exceder de seis horas dia-
rias y deberán dividirse en períodos máximos de tres
horas. Entre los distintos períodos de la jornada, dis-
frutarán de reposos de una hora por lo menos.

d) Con base en lo expresado, esta dictaminadora consi-
dera que tal y como se encuentra ya establecido en la
Ley Federal del Trabajo, lo relativo a el trabajo de los
menores de edad, se garantiza el derecho a la educación
consagrado en nuestra Carta Magna, ya que como se ha
plasmado en este documento el artículo 22 de la citada
Ley, señala la prohibición a aquellos menores de edad
que no hayan culminado su educación obligatoria, salvo
los casos de excepción que apruebe la autoridad corres-
pondiente en que a su juicio haya compatibilidad entre
los estudio y el trabajo.
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Así también, el artículo 180 en su fracción III expresa que
los patrones están obligados a distribuir el trabajo a fin de
que los menores dispongan del tiempo necesario para cum-
plir sus programas escolares.

Por otra parte es superlativo señalar, que si bien es cierto,
es necesario velar por la educación de los menores, ya que
actualmente la realidad de nuestro país es que a corta edad
los menores se emplean para ayudar muchas veces con la
economía familiar, así como a su misma educación, tam-
bién lo es, que con la regulación del trabajo de menores en
la ley, se busca que éstos trabajen dentro de la formalidad
para que gocen de sus derechos laborales y sobre todo con
el ánimo de brindarles apoyo para que sigan con sus estu-
dios, por lo que la propuesta planteada en su fondo ya se
encuentra inserta en la Ley de la materia.

Por lo expuesto y fundado, la Comisión de Trabajo y Pre-
visión Social somete a la consideración del pleno los si-
guientes

Acuerdos

Primero. Se desecha la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma los artículos 22 y 180 de la Ley Federal del
Trabajo, presentado por la diputado Alfonso Inzunza Mon-
toya, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, en los términos y por los motivos
que en obvio de repeticiones se tienen por reproducidos pa-
ra sus efectos legales a que haya lugar.

Segundo. Archívese el expediente como asunto totalmente
concluido.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
los 23 días de abril de dos mil catorce.

La Comisión de Trabajo y Previsión Social, diputados: Claudia Del-
gadillo González (rúbrica), presidenta; Jorge del Ángel Acosta (rúbri-
ca), Francisco Grajales Palacios (rúbrica), Ricardo Fidel Pacheco Ro-
dríguez (rúbrica), Fernando Salgado Delgado, Karina Labastida Sotelo
(rúbrica), Rafael Alejandro Micalco Méndez (rúbrica), Ramón Montal-
vo Hernández (rúbrica), Margarita Elena Tapia Fonllem (rúbrica), Lui-
sa María Alcalde Luján (rúbrica), José Arturo López Candido (rúbrica),
José Angelino Caamal Mena (rúbrica), secretarios; Carlos Humberto
Aceves del Olmo, Luis Ricardo Aldana Prieto (rúbrica), Elsa Patricia
Araujo de la Torre (rúbrica), Marco Antonio Barba Mariscal (rúbrica),
Silvano Blanco Deaquino (rúbrica), José Alfredo Botello Montes (rú-
brica), María del Socorro Ceseñas Chapa (rúbrica), Patricio Flores
Sandoval (rúbrica), Gaudencio Hernández Burgos (rúbrica), Esther An-

gélica Martínez Cárdenas (rúbrica), María Leticia Mendoza Curiel (rú-
brica), Esther Quintana Salinas (rúbrica), Alfredo Zamora García (rú-
brica).»

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
con puntos de acuerdo respecto a la iniciativa con proyecto
de decreto que deroga el artículo 39-A de la Ley Federal del
Trabajo

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Trabajo y Previsión Social de la LXII Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión, le fue turnada, para su estudio y elaboración
del dictamen correspondiente, la iniciativa con proyecto de
decreto por el que se deroga el artículo 39-A de la Ley Fe-
deral del Trabajo, presentado por el diputado Ricardo Mon-
real Ávila, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano.

Con fundamento en los artículos 39, numeral 1 y 45 nume-
ral 6, incisos e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos; así como los artí-
culos 80 numeral 1, fracción II, 157 numeral 1, fracción I;
158 numeral 1, fracción IV y 167 numeral 4 y demás rela-
tivos y aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, esta Comisión de Trabajo y Previsión Social, somete a
consideración de los integrantes de esta Honorable Asam-
blea el presente dictamen, de acuerdo con lo siguiente

Metodología

En el apartado “Antecedentes” se indica la fecha de recep-
ción ante el Pleno de la Cámara de Diputados, su turno y la
materia sobre la que versa la iniciativa.

En el apartado “Análisis de la Iniciativa”, se examina el
contenido sustancial de la propuesta legislativa, los argu-
mentos en que se sustenta y se determina el sentido y su al-
cance.

Por último, en el apartado “Consideraciones”, la Comisión
dictaminadora realiza las reflexiones necesarias para moti-
var el sentido de resolución, el análisis y valoración de la
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iniciativa mediante la evaluación de los argumentos plante-
ados en la exposición de motivos, así como lo dispuesto en
la legislación vigente aplicable para el caso en concreto y
jurisprudencia.

I. Antecedentes

1. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión en fecha 27 de febrero de
2014, el diputado Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano, ejerciendo su facultad
conferida en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicano, presentó la ini-
ciativa por la que se deroga el artículo 39-A de la Ley Fe-
deral del Trabajo.

2. La Mesa Directiva, con identidad de fecha en sesión y
mediante oficio numero D.G.P.L. 62-II-5-1525, acordó se
turnara para su dictamen a esta Comisión de Trabajo y Pre-
visión Social, para su análisis y dictaminación correspon-
diente, asignándole número de expediente 3872.

II. Análisis de la iniciativa

1. La iniciativa materia del presente dictamen, plantea el si-
guiente proyecto de

“Decreto por el que se reforma el artículo 39-A de la
Ley Federal del Trabajo

Único. Se deroga el artículo 39-A de la Ley Federal del
Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 39-A. Se deroga.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.”

2. En su exposición de motivos, la iniciativa de referencia
plantea lo siguiente:

a) El iniciador hace referencia a la reforma laboral apro-
bada a finales de 2012, con la cual se pretendía, según el
proponente, generar mayores empleos, lo cual, según su
interpretación, con datos aportados por el Instituto Me-
xicano del Seguro Social (IMSS) correspondientes al
año 2013, el cual, según sostiene, “fue el peor año para

la generación de empleo formal en el país en los últimos
cuatro años”, se crearon 463 mil 18 empleos, es decir 35
por ciento menos que los que se generaron durante el
2012, cuya cifra fue de 711 mil 708. Menciona que la
disminución se dio, principalmente, en el empleo de ti-
po permanente, pues comparados estos datos con los del
año 2012, los trabajos por tiempo indeterminado o plaza
laboral cayeron 58.9 por ciento, lo que significó 145 mil
959 menos fuentes de trabajo; mientras que los eventua-
les registraron un decremento de 41.1 por ciento, con
101 mil 951 menos empleos en 2013.

b) El legislador oferente señala que fue un error el re-
formar la división convencional del tipo de relaciones de
trabajo estipulada en la Ley Federal del Trabajo, sobre
todo al establecer el artículo 39-A que implantó un sub-
tipo de relación de trabajo dentro de las consideradas por
tiempo indeterminado, concretamente el denominado
“periodo de prueba”.

La iniciativa de referencia señala que, al arrojarle al tra-
bajador la responsabilidad de “satisfacer los requisitos y
conocimientos necesarios para desarrollar las labores”,
como una condición absoluta para hacer efectivo su de-
recho al pleno empleo, productivo y libremente elegido,
se vuelve dicha disposición un absurdo, puesto que el es-
tablecimiento de un periodo de evaluación para los tra-
bajadores de nuevo ingreso en el mercado laboral, es un
acto injusto ya que queda, de todos modos en la parte pa-
tronal el considerar si el obrero cumple con los requisi-
tos necesarios para conservar el empleo, no sin antes ata-
car a las áreas especializadas en materia de recursos
humanos y de administración de personal, que tienen
como principal propósito garantizar las condiciones óp-
timas de selección de personal, constituyendo un filtro
que evita la generación de empleos. En el mismo senti-
do, combate a las empresas llamadas “outsourcings” o
empresas de subcontratación, quienes también son un
dique que busca la contratación con base en la especia-
lización en el trabajo, lo que hace nula la oportunidad la-
boral con base en el “periodo de prueba”.

c) El iniciador señala que es responsabilidad directa del
patrón cumplir con las disposiciones en materia de ca-
pacitación y adiestramiento, pero, afirma, también es
responsabilidad del Estado ya que éste es el encargado
de propiciar el respeto, la protección, garantía y cumpli-
miento efectivo de los derechos humanos, siendo uno de
éstos el derecho al trabajo.
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d) El proponente argumenta que la creación del artículo
que se pretende derogar buscaba la flexibilización de las
contrataciones, creándose más y mejores puestos de tra-
bajo, lo cual no es acorde con las cifras publicadas por
el IMSS. Así, afirma que la reforma laboral ha impuesto
medidas absolutamente ineficaces para una generación
auténtica de puestos de trabajo y que en realidad busca
mejorar los rendimientos del capital mediante la reduc-
ción de costos laborales, pese a que ello signifique la
precarización del trabajo.

e) Señala el iniciador que, con el artículo 39-A de la Ley
Federal del Trabajo se rompe el principio de bilaterali-
dad y de estabilidad en el empleo al hacer que los con-
tratos de trabajo sean con base en la temporalidad de la
relación laboral y no por la subsistencia de la materia de
trabajo, quedando, sobre todo su existencia a la voluntad
del patrón.

f) Argumenta que se anula la estabilidad en el empleo y
se legaliza el libre despido sin costo para el patrón, al
permitirle crear contratos de prueba, arrojando al traba-
jador el soporte de los efectos de la relación laboral a
cambio de que el sector patronal eleve sus ganancias y
beneficios.

g) Para sustentar su teoría, el iniciador alude a estadísti-
cas proporcionadas por el Instituto Nacional de Estadís-
tica y Geografía (INEGI) y por el Instituto Mexicano de
Ejecutivos de Finanzas (IMEF) quienes, en el caso del
primero se señala que en septiembre de 2013 la tasa de
desocupación se ubicó en 5.3 por ciento para el total de
la población económicamente activa, cifra superior al
5.0 por ciento registrado en el mismo periodo en 2012;
y en el caso del segundo, concretamente refiriéndose a
datos cercanos a fines del 2006, donde afirma existían
5.1 millones personas que representaban 12 por ciento
de la población económicamente activa, con ingresos
superiores a 5 salarios mínimos; actualmente sólo el 8
por ciento gana arriba de esa cantidad.

III. Consideraciones

1. Esta dictaminadora con base en los antecedentes expues-
tos y con las facultades conferidas en la normatividad vi-
gente, se abocó a dictaminar la iniciativa con proyecto de
decreto de referencia.

2. Que esta Comisión, bajo los argumentos esgrimidos por
el proponente considera lo siguiente:

a) Consideramos que el denominado período de prueba
en la Ley Federal del Trabajo es adecuado y debe per-
manecer en la Ley, puesto que contiene todas las medi-
das de seguridad, tanto para el trabajador como para el
empleador, puesto que:

i) Debe hacerse constar por escrito.

ii) El periodo de prueba no podrá exceder de treinta
días, salvo tratándose de trabajadores para puestos
de dirección o gerenciales y demás personas que
ejerzan funciones de administración en la empresa o
para desempeñar labores técnicas o profesionales,
casos en los cuales dicho período podrá extenderse
hasta ciento ochenta días.

iii) El periodo de prueba es improrrogable; debiendo
cubrirse al trabajador el salario de la categoría o
puesto que desempeñe.

iv) De no acreditar competencia el trabajador, se da-
rá por terminada la relación de trabajo, sin responsa-
bilidad para el patrón, pagándose al trabajador las
prestaciones devengadas a esa fecha.

b) Consideramos que la política laboral debe proteger
los derechos de los trabajadores, entendiendo esa pro-
ducción como elevar la productividad, que es sin duda la
mejor vía para elevar los ingresos y el bienestar de los
trabajadores y hacer más rentables y competitivas a las
empresas. Una forma de eso es someter a un periodo de
prueba a los candidatos a un puesto de trabajo, ya que así
se podrá tener una mejor productividad, y a la vez com-
batir el desempleo, puesto que el periodo de prueba se
cubrirá económicamente al trabajador.

3. Esta dictaminadora considera que los datos y elementos
aportados no son suficientes para probar la ineficacia de la
norma jurídica, y por consecuencia su abrogación, puesto
que no se tiene información loable de que la norma jurídi-
ca que se pretende derogar haya sido impugnada o atacada
mediante el amparo, por lo que se entiende es una norma
aceptada socialmente, contrariamente a los argumentos ex-
puestos por el iniciador, ya que una estadística no es el re-
flejo de la realidad general que vive el país, los cuales sólo
pueden ser proporcionados por el Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía, y aún y cuando el iniciador propor-
ciona algunos datos provenientes de dicha Institución, éstos
no son acordes a la realidad actual. Al respecto nos apoya-
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mos en el siguiente criterio jurisprudencial emitido por el
Poder Judicial Federal:

Novena Época. Registro número 165297. Pleno. Tesis
Jurisprudencia. Semanario Judicial de la Federación
y su Gaceta. Tomo XXXI, Febrero de 2010. Materia
Constitucional. Tesis: P./J. 9/2010. Página: 2314

Criterio poblacional. El artículo 23 del Código Elec-
toral para el Estado de Tamaulipas no lo viola por el
hecho de no reiterar la obligatoriedad de los datos
oficiales del Sistema Nacional de Información Esta-
dística y Geográfica, para efecto de las distritaciones
electorales de esa entidad federativa.

De la primera parte de la fracción II del artículo 116 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, se advierte que el número de representantes en los
Congresos de los Estados debe ser proporcional al nú-
mero de habitantes en cada uno de ellos. Ahora bien, co-
mo en el proceso de distritación electoral estatal debe
atenderse a criterios poblacionales, a efecto de determi-
nar, de manera proporcional, el número de diputados que
habrán de integrar las Legislaturas, es necesario recurrir
a los datos oficiales de los censos poblacionales publi-
cados por el Sistema Nacional de Información Estadísti-
ca y Geográfica que, por disposición del artículo 26,
apartado B, de la Constitución General de la República,
son obligatorios para las entidades federativas. Por tan-
to, aun cuando el artículo 23 del Código Electoral para
el Estado de Tamaulipas no reitere la obligatoriedad de
los datos oficiales del Sistema indicado, conforme a los
principios de supremacía constitucional y de jerarquía
normativa, las autoridades electorales deben atender a
los lineamientos generales establecidos en el referido ar-
tículo 26, apartado B; de ahí que el artículo 23 del men-
cionado Código local no viola el criterio poblacional
contenido en la primera parte de la fracción II del artí-
culo 116 constitucional.

Acción de inconstitucionalidad 21/2009. Partido de la
Revolución Democrática. 25 de agosto de 2009. Unani-
midad de diez votos. Ausente: Sergio A. Valls Hernán-
dez. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: José
Antonio Abel Aguilar Sánchez.

El Tribunal Pleno, el quince de febrero en curso, aprobó,
con el número 9/2010, la tesis jurisprudencial que ante-
cede. México, Distrito Federal, a quince de febrero de
dos mil diez.

4. No obstante lo anterior, debe señalarse de igual forma,
que el precepto que hoy se propone derogar se reguló en
atención a la problemática que se vivía en nuestro país, ya
que en la realidad las empresas realizan dicha práctica de
establecer períodos a prueba, en donde en muchos de los
casos duraban 3 meses bajo esta modalidad, y en caso de
ser apto para el puesto la empresa otorgaba el contrato de-
finitivo, y más aún los empleadores ofrecían el salario por
debajo de lo que ameritaba el trabajo a desarrollar, por lo
que, con la disposición que hoy se encuentra vigente, es
precisamente otorgar protección laboral a aquellos trabaja-
dores que se encuentra dentro de este “período”, en donde
tal y como se establece en el artículo 39-A el trabajador dis-
frutará del salario, la garantía de la seguridad social y
de las prestaciones de la categoría o puesto que desem-
peñe; otorgándole de igual forma al trabajador que al tér-
mino del periodo de prueba, de no acreditar el trabajador
que satisface los requisitos y conocimientos necesarios pa-
ra desarrollar las labores, a juicio del patrón, se tomará en
cuenta la opinión de la Comisión Mixta de Productividad,
Capacitación y Adiestramiento en los términos de esta Ley,
así como la naturaleza de la categoría o puesto, se dará por
terminada la relación de trabajo, sin responsabilidad para el
patrón.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, la Comisión de
Trabajo y Previsión Social somete a la consideración del
Pleno el siguiente

Acuerdo

Primero. Se desecha la Iniciativa con proyecto de Decreto
por el que se deroga el artículo 39-A de la Ley Federal del
Trabajo, presentado por el diputado Ricardo Monreal Ávi-
la, del Grupo Parlamentario de  Movimiento Ciudadano,
presentada ante el Pleno de la Cámara de Diputados del
Honorable Congreso de la Unión el día 27 de febrero de
2014, en los términos y por los motivos que en obvio de re-
peticiones se tienen por reproducidos para sus efectos lega-
les a que haya lugar.

Segundo. Archívese el expediente como asunto totalmente
concluido.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
los 23 días de abril de dos mil catorce.

La Comisión de Trabajo y Previsión Social, diputados: Claudia Del-
gadillo González (rúbrica), presidenta; Jorge del Ángel Acosta (rúbri-
ca), Francisco Grajales Palacios (rúbrica), Ricardo Fidel Pacheco Ro-
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dríguez (rúbrica), Fernando Salgado Delgado, Karina Labastida Sotelo
(rúbrica), Rafael Alejandro Micalco Méndez (rúbrica), Ramón Montal-
vo Hernández (rúbrica), Margarita Elena Tapia Fonllem, Luisa María
Alcalde Luján (rúbrica en contra), José Arturo López Candido (rúbri-
ca), José Angelino Caamal Mena (rúbrica), Carlos Humberto Aceves y
del Olmo, Luis Ricardo Aldana Prieto (rúbrica), Elsa Patricia Araujo de
la Torre, Marco Antonio Barba Mariscal (rúbrica), Silvano Blanco De-
aquino, José Alfredo Botello Montes (rúbrica), María del Socorro Ce-
señas Chapa (rúbrica), Patricio Flores Sandoval (rúbrica), Gaudencio
Hernández Burgos (rúbrica), Esther Angélica Martínez Cárdenas (rú-
brica), María Leticia Mendoza Curiel, Esther Quintana Salinas (rúbri-
ca), Alfredo Zamora García.»

LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y
SERVICIOS DEL SECTOR PUBLICO

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Transparencia y Antico-
rrupción, con puntos de acuerdo respecto a la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 26 de la Ley de
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Pú-
blico

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Transparencia y Anticorrupción de la Cá-
mara de Diputados de la LXII Legislatura, le fue turnada
para su estudio y dictamen correspondiente la Iniciativa
que reforma el artículo 26 de la Ley de Adquisiciones,
Arrendamientos y Servicios del Sector Público, presentada
por el diputado René Ricardo Fujiwara Montelongo, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza.

Esta dictaminadora es competente para analizar y resolver
la presente iniciativa con fundamento en los artículos 39,
numeral 2, fracción XLIX y 45, numeral 6, incisos e) y f),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; y los artículos 80, numeral 1, fracción
II; 157, fracción I y 158, numeral 1, fracción IV, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, por lo que esta comisión
procedió a elaborar el presente dictamen al tenor de los si-
guientes.

I. Antecedentes

Primero. El 12 de febrero de 2014, el diputado René Ri-
cardo Fujiwara Montelongo, integrante del Grupo Parla-

mentario de Nueva Alianza, haciendo uso de la facultad que
le confiere el artículo 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, presentó la inicia-
tiva que reforma el artículo 26 de la Ley de Adquisiciones,
Arrendamientos y Servicios del Sector Público.

Dicha iniciativa fue turnada por la Mesa Directiva de la Cá-
mara de Diputados a la Comisión de Transparencia y Anti-
corrupción para su estudio y elaboración de dictamen co-
rrespondiente, mediante oficio número DGPL
62-II-5-1457.

Segundo. El 11 de marzo de 2014 se recibió opinión técni-
ca emitida por la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, Semarnat, respecto del asunto que se dictamina.

II. Contenido de la iniciativa

Primero. El diputado proponente manifestó en su exposi-
ción de motivos lo siguiente:

Planteamiento del problema

Con base en la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y
Servicios del Sector Público, tratándose de adquisiciones
de madera, muebles y suministro de oficinas fabricados con
madera, el Estado deberá requerir a su proveedor certifica-
dos otorgados por terceros previamente registrados ante la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, que
garanticen el origen y el manejo sustentable de los aprove-
chamientos forestales de donde proviene dicha materia pri-
ma.

De igual forma, se prevé en las adquisiciones de papel pa-
ra uso de oficina, que con base a esta ley deberá contener
un mínimo de cincuenta por ciento de fibras de material re-
ciclado o de fibras naturales no derivadas de la madera o de
materias primas provenientes de aprovechamientos foresta-
les manejados de manera sustentable en el territorio nacio-
nal que se encuentren certificadas conforme se mencionó
en el párrafo anterior o de sus combinaciones y elaborados
en procesos con blanqueado libre de cloro.

Así pues, la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Ser-
vicios del Sector Público obliga a la administración públi-
ca que en caso de adquirir madera o productos fabricados a
partir de ésta (muebles, suministro de oficina, papel para
uso de oficina de determinadas condiciones) deberá asegu-
rarse que tales productos cuenten con un certificado garan-
tizando que estos provienen de terrenos forestales en los
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cuales la extracción de los recursos maderables se realiza
de manera sustentable.

Al obligar legalmente a la administración pública a adqui-
rir madera o productos fabricados a partir de madera que
cuenten con certificado de manejo forestal sustentable, el
Estado reconoce el valor de impulsar las certificaciones
sustentables en materia ambiental para reducir la deforesta-
ción y fortalecer el trabajo de las empresas o comunidades
que manejan terrenos forestales sustentablemente. En otras
palabras, al incluir esta obligación en la Ley de Adquisicio-
nes, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, el Es-
tado envió a consumidores y proveedores de recursos ma-
derables la señal de que la madera que compra, para suplir
sus necesidades de muebles y otros suministro de oficina,
presenta un valor agregado, ya que incluye aspectos socio-
económicos y de protección del ecosistema.

Sin embargo, este certificado de manejo no es suficiente
para garantizar efectivamente que la madera comprada por
el Estado, no proviene de la tala ilegal o de extracción fo-
restal autorizada pero no sustentable. En efecto, tal y como
lo señaló Greenpeace cuando se incluyó este tipo de certi-
ficación en la ley en comento, los procedimientos legales
para autorizar el aprovechamiento, transporte y almacena-
miento de madera se prestan a todo tipo de abusos e irre-
gularidades.

Por ende, la certificación de la madera o del subproducto de
madera, por parte de un tercero, respecto a su procedencia
de un bosque manejado sustentablemente (certificado de
manejo forestal sustentable) no es suficiente para garantizar
al comprador final de madera que realmente está realizan-
do una compra sustentable; ya que el certificado de mane-
jo forestal sustentable sólo garantiza que la madera ha sido
extraída sustentablemente de bosques certificados, más no
garantiza que la misma no haya sido contaminada con ma-
dera no certificada (ilegal o legal pero no certificada como
sustentable) durante las etapas del transporte, almacena-
miento, transformación (en aserraderos) y comercializa-
ción.

De esta forma, la madera con certificación de origen de
aprovechamiento forestal sustentable, tal y como el Estado
está obligado a comprar en la actualidad bajo el imperio de
la norma vigente, sólo garantiza la etapa de producción de
la madera y no el resto del proceso. Por lo cual, en México
la madera certificada al momento de ser adquirida por la
industria transformadora (aserradero) se pierde con el resto
de la madera autorizada pero no certificada o ilegal. De he-

cho, se estima que en México el 50 por ciento de la made-
ra que se comercializa es ilegal, es decir, se extrae sin con-
tar con la autorización para el aprovechamiento de recursos
forestales que exige la Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable. 

Por lo tanto, si el Estado pretende que sus decisiones de
compra de madera no impacten negativamente al medio
ambiente y a la sociedad, entonces deberá de aumentar la
calidad de sus criterios de adquisición sustentable; lo cual
en este caso implica, comprar producto maderable certifi-
cado no solamente en origen, sino a lo largo de toda la ca-
dena hasta llegar al consumidor final.

Argumentación

Si el Estado pretende dar el ejemplo en la lucha contra el
comercio de madera ilegal, entonces debe ser contundente
en cuanto a la sustentabilidad de sus compras de madera o
productos fabricados a partir de esta materia prima.

Ahora bien, para solucionar el problema de falta de garan-
tía de las compras sustentables de la administración públi-
ca en cuanto a recursos maderables o productos fabricados
a partir de madera, es necesario realizar una reforma a la
Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sec-
tor Público. Esta reforma debe ir en el sentido de obligar al
Estado que en el proceso para cubrir sus necesidades de su-
ministro en madera, muebles y suministro de oficina fabri-
cados con madera, deberá requerir a sus proveedores certi-
ficados otorgados por terceros previamente registrados ante
la Semarnat, que garanticen la trazabilidad sustentable del
producto en toda su cadena de suministro.

Es decir, es necesaria una reforma tal que obligue al Estado
a que sus adquisiciones de madera y de productos de ofici-
na fabricados con madera vayan respaldadas con un certifi-
cado de cadena de custodia. Estos certificados garantizan
que la madera que sale de bosques certificados no ha sido
contaminada con madera proveniente de fuentes no certifi-
cadas o no autorizadas durante los procesos de transporte,
transformación industrial y comercialización.

Así pues, con la certificación de la cadena de custodia se
evalúa todo el proceso por el que pasa el recurso madera-
ble, desde su extracción hasta la elaboración y comerciali-
zación del producto final. Con ello, se garantiza al compra-
dor final que la madera o producto fabricado con madera
que adquiere proviene de un terreno forestal autorizado pa-
ra el aprovechamiento de recursos maderables; el cual ade-
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más se efectúa de manera controlada de modo que no se po-
nen en riesgo el equilibrio ecológico; y que durante las di-
ferentes etapas de la cadena productiva (almacenamiento,
transporte, transformación y distribución) su traza no ha si-
do confundida con la de otros productos maderables no cer-
tificados.

Una reforma que obligue al Estado a limitar su compra de
suministro de madera, muebles y suministro de oficina fa-
bricados con madera, únicamente a aquellos productos que
cuenten con un certificado de cadena de custodia, que ga-
rantice la trazabilidad del aspecto sustentable en su cadena
de suministro, permitirá al Estado mostrar a la ciudadanía y
a la comunidad internacional su compromiso con el desa-
rrollo forestal sustentable y su apego a la normatividad vi-
gente.

En efecto, un certificado que compruebe la procedencia de
un producto maderable de una cadena de suministro sus-
tentable, asegura una real adquisición sustentable por parte
del Estado, lo cual significa la creación y garantía de un
mercado legal de madera con valor agregado a favor de las
comunidades, ejidos y empresas privadas madereras que
realizan gastos adicionales para operar sustentablemente.

La creación de un mercado legal certero para la madera cer-
tificada mediante el compromiso del Estado a comprar úni-
camente madera nacional certificada en cadena de custodia,
aseguraría un nicho efectivo e importante de comercializa-
ción para los productores y proveedores de madera que ac-
túan apegados a la ley y que se certifican, cuya competiti-
vidad se ve afectada en términos de precio, ya que la
madera clandestina resulta más barata al no pagar impues-
tos ni incluir costos de manejo forestal, deprimiendo los
precios y desplazando con precios falsamente bajos a los
productores legales.

Según datos del Consejo Civil Mexicano para la Silvicultu-
ra Sostenible (CCMSS), el valor del mercado de madera
ilegal en México es de aproximadamente 4 mil 200 millo-
nes de pesos al año5 y, sólo en términos de impuesto al va-
lor agregado, IVA, la federación está perdiendo al menos
500 millones de pesos anuales,6 lo cual corresponde al pre-
supuesto total asignando y aprobado para la Comisión Na-
cional Forestal (Conafor) para el 2013; y a un poco más de
la totalidad del presupuesto 2013 para el rubro forestal en
el ramo de medio ambiente y recursos naturales del Pro-
grama Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sus-
tentable.7

Además, aunque resulte obvio, es importante señalar que la
tala ilegal no sólo impacta en la captación de impuesto y en
la eliminación de una buena parte de la producción legal al
ocupar su mercado;8 sino que también tiene impactos di-
rectos sobre el medio ambiente. En efecto, la tala inmode-
rada para extraer madera es la segunda causa de deforesta-
ción en el país,9y ésta última presenta una tasa de alrededor
155 mil hectáreas al año.10 Para tener una idea más con-
creta del problema de la deforestación en México, con ba-
se en estos datos, la superficie deforestada en este país en
un solo año es poco mayor al territorio poblado de la ciu-
dad de México, sin los municipios conurbados. Esta área
suma 147,900 hectáreas.11

La tala ilegal además de contribuir directamente a la pérdi-
da desequilibrada de los recursos forestales, tiene otros im-
pactos negativos para el medio ambiente como lo son la
pérdida del hábitat de gran variedad de especies de fauna y
flora, lo cual implica el riesgo de extinción de tales espe-
cies; la pérdida de la calidad de los suelos lo cual implica
afectación a los mantos freáticos y, por ende, disminución
de las fuentes de agua; la pérdida de sumidores de carbono,
derivando en una menor absorción de gases de efecto in-
vernadero lo cual conlleva mayor afectación del equilibrio
climático regional e incluso global. Así pues, la tala clan-
destina afecta no solamente la conservación del ecosistema
forestal en sí; sino que también perjudica los servicios am-
bientales asociados de los cuales depende el ser humano.

Entonces, la extracción descontrolada de madera en las
áreas forestales tiene consecuencias adversas tanto para la
economía del sector forestal, las finanzas del Estado y el
medio ambiente. Pero además, el mercado ilegal de la ma-
dera promueve un círculo vicioso de ingobernabilidad, ya
que la corrupción y violación a las leyes debilita el estado
de derecho y desestimula la inversión del negocio legal. Por
tales razones, es imprescindible que el Estado sea tajante en
su postura de cero tolerancia al mercado ilegal de madera.

Para tal efecto, el Estado debe de crear un mercado que ga-
rantice cierta demanda de madera legal certificada, empe-
zando por su propio consumo; ya que al obligar a la admi-
nistración pública a suplir sus necesidades en madera,
muebles y suministros de oficina fabricados con recurso
maderable, con madera legal certificada en cadena de cus-
todia envía a la sociedad una señal positiva en pro de una
cultura forestal sustentable y actuaría ad hoc para conseguir
gobernanza forestal.
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Así, el Estado debe incrementar sus criterios de exigibili-
dad en cuanto al tipo de certificado que requiere a sus pro-
veedores de madera o de productos fabricados con madera,
con el propósito de garantizar un nicho de demanda para la
madera legal certificada y para evitar la facilidad de blan-
quear la madera ilegal y/o no certificada. En este sentido,
tal y como se mencionó en párrafos anteriores, el requeri-
miento actual de un certificado de manejo forestal susten-
table no es suficiente para garantizar efectivamente la ex-
tracción sustentable de los recursos maderables, sino que es
necesario garantizar la entera cadena de producción, trans-
formación y comercialización de tales recursos. Por lo cual,
se revela imperiosa una reforma que obligue al Estado a re-
querir a sus proveedores en madera y productos fabricados
en madera que los mismos cuenten con un certificado de
cadena de custodia.

Segundo. La iniciativa en estudio propone reformar el ter-
cer párrafo artículo 26 de la Ley de Adquisiciones, Arren-
damientos y Servicios del Sector Público, para establecer
que tratándose de adquisiciones de madera, muebles y su-
ministros de oficina fabricados con madera, deberán reque-
rirse certificados otorgados por terceros previamente regis-
trados ante la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, que garanticen la entera cadena de suministro de
madera, desde el origen y manejo sustentable de los apro-
vechamientos forestales en el territorio nacional de donde
proviene dicha madera, hasta el transporte, almacenamien-
to, transformación, distribución y comercialización de ma-
dera.

III. Fundamentación

Primera. En principio, resulta importante analizar el cua-
dro comparativo entre el texto vigente y el texto propuesto
en la iniciativa, que se presenta a continuación:

Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del
Sector Público.

Texto vigente

Artículo 26. Las dependencias y entidades selecciona-
rán de entre los procedimientos que a continuación se
señalan, aquél que de acuerdo con la naturaleza de la
contratación asegure al Estado las mejores condiciones
disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento,
oportunidad y demás circunstancias pertinentes:

I. a III. …

…

Tratándose de adquisiciones de madera, muebles y su-
ministros de oficina fabricados con madera, deberán re-
querirse certificados otorgados por terceros previamente
registrados ante la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, que garanticen el origen y el manejo
sustentable de los aprovechamientos forestales de donde
proviene dicha madera. En cuanto a los suministros de
oficina fabricados con madera, se estará a lo dispuesto
en el Reglamento de la presente ley.

Texto propuesto en la iniciativa

Artículo 26. Las dependencias y entidades selecciona-
rán de entre los procedimientos que a continuación se
señalan, aquél que de acuerdo con la naturaleza de la
contratación asegure al Estado las mejores condiciones
disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento,
oportunidad y demás circunstancias pertinentes:

I. a III. …

…

Tratándose de adquisiciones de madera, muebles y su-
ministros de oficina fabricados con madera, deberán re-
querirse certificados otorgados por terceros previamente
registrados ante la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, que garanticen la entera cadena de
suministro de madera, desde el origen y manejo sus-
tentable de los aprovechamientos forestales en el te-
rritorio nacional de donde proviene dicha madera,
hasta el transporte, almacenamiento, transforma-
ción, distribución y comercialización de madera. En
cuanto a los suministros de oficina fabricados con ma-
dera, se estará a lo dispuesto en el Reglamento de la pre-
sente ley.

…

En ese sentido, esta comisión dictaminadora advierte
que la teleología de la propuesta de reforma consiste en
lo siguiente: 

Que en los procedimientos de licitación pública, tratán-
dose de adquisiciones de madera, muebles y suministros
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de oficina fabricados con madera, deberán requerirse
certificados otorgados por terceros previamente registra-
dos ante la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, que garanticen la entera cadena de suministro
de madera, desde el origen y manejo sustentable de los
aprovechamientos forestales en el territorio nacional de
donde proviene dicha madera, hasta el transporte, alma-
cenamiento, transformación, distribución y comerciali-
zación de madera.

Segunda. Para en análisis que nos ocupa, resulta importan-
te la lectura de las siguientes disposiciones normativas.

Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable

Artículo 1. La presente ley es reglamentaria del artícu-
lo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, sus disposiciones son de orden e interés pú-
blico y de observancia general en todo el territorio na-
cional, y tiene por objeto regular y fomentar la con-
servación, protección, restauración, producción,
ordenación, el cultivo, manejo y aprovechamiento de
los ecosistemas forestales del país y sus recursos, así
como distribuir las competencias que en materia fo-
restal correspondan a la federación, los estados, el
Distrito Federal y los municipios, bajo el principio de
concurrencia previsto en el artículo 73 fracción XXIX
inciso G de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, con el fin de propiciar el desarrollo fo-
restal sustentable. Cuando se trate de recursos forestales
cuya propiedad corresponda a los pueblos y comunida-
des indígenas se observará lo dispuesto por el artículo 2
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos. 

Artículo 2. Son objetivos generales de esta ley:

I. Contribuir al desarrollo social, económico, ecológico
y ambiental del país, mediante el manejo integral sus-
tentable de los recursos forestales, así como de las cuen-
cas y ecosistemas hidrológico-forestales, sin perjuicio
de lo previsto en otros ordenamientos;

II. Impulsar la silvicultura y el aprovechamiento de los
recursos forestales, para que contribuyan con bienes y
servicios que aseguren el mejoramiento del nivel de vi-
da de los mexicanos, especialmente el de los propieta-
rios y pobladores forestales;

III. Desarrollar los bienes y servicios ambientales y pro-
teger, mantener y aumentar la biodiversidad que brindan
los recursos forestales;

IV. Promover la organización, capacidad operativa, inte-
gralidad y profesionalización de las instituciones públi-
cas de la Federación, Estados, Distrito Federal y Muni-
cipios, para el desarrollo forestal sustentable, y

V. Respetar el derecho al uso y disfrute preferente de los
recursos forestales de los lugares que ocupan y habitan
las comunidades indígenas, en los términos del artículo
2 fracción VI de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y demás normatividad aplicable.

Artículo 3. Son objetivos específicos de esta ley:

I. a XVII. …

XVIII. Promover que los productos forestales proce-
dan de bosques manejados sustentablemente a través
de la certificación forestal;

XIX. a XXXII. …

Artículo 22. La comisión tendrá a su cargo la ejecución
de las atribuciones que la presente ley le confiere, así co-
mo todas aquellas que sean necesarias para poder cum-
plir con su objeto. Para ello la Comisión ejercerá las si-
guientes atribuciones:

I. a XV. …

XVI. Ejecutar y promover programas productivos,
de restauración, de protección, de conservación y de
aprovechamiento sustentable de los ecosistemas fo-
restales y de los suelos en terrenos forestales o prefe-
rentemente forestales;

XVII. a XXIV. …

Artículo 29. El desarrollo forestal sustentable se consi-
dera un área prioritaria del desarrollo nacional, y por
tanto, tendrán ese carácter las actividades públicas o pri-
vadas que se le relacionen.

Artículo 32. Son criterios obligatorios de política fores-
tal de carácter social, los siguientes: 

I. y II. …
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III. La participación activa por parte de propietarios
de predios o de industrias forestales en los procesos
de promoción de certificación del manejo forestal y
de la cadena productiva;

IV. a VI. …

Artículo 113. Las auditorías técnicas preventivas, que
realice la Comisión directamente o a través o de terceros
debidamente autorizados, tendrán por objeto la promo-
ción e inducción al cumplimiento de las disposiciones
legales forestales y ambientales de los programas de
manejo respectivos; a través de un examen metodo-
lógico para determinar su grado de cumplimiento y
en su caso, recomendaciones sobre las medidas pre-
ventivas y correctivas necesarias para realizar un
manejo forestal sustentable.

La comisión, como resultado de la auditoría técnica
preventiva podrá emitir un certificado que haga
constar el adecuado cumplimiento del programa de
manejo.

El Reglamento establecerá los requisitos que deban reu-
nir los auditores técnicos, que acrediten la formación
técnica o profesional, y la experiencia necesaria.

Artículo 114. La certificación del buen manejo fores-
tal es un medio para acreditar el adecuado manejo
forestal, mejorar la protección de los ecosistemas fo-
restales y facilitar el acceso a mercados nacionales e
internacionales preocupados por el futuro de los re-
cursos forestales.

La comisión impulsará y promoverá la Certificación del
buen manejo forestal, y el apoyo a los propietarios fo-
restales a fin de que éstos puedan obtener dicho certifi-
cado, dando la intervención que corresponda a las Pro-
motorías de Desarrollo Forestal. Las tareas de
sensibilización de los compradores finales nacionales e
internacionales de productos forestales en la compra res-
ponsable, en base no sólo en precio y calidad, sino tam-
bién en la sustentabilidad de los recursos forestales y de
esta forma coadyuvar a combatir la madera proveniente
de la tala clandestina y la sobreexplotación, corresponda
a las Promotorías de Desarrollo Forestal. Las tareas de
sensibilización de los compradores finales nacionales e
internacionales de productos forestales en la compra res-
ponsable, en base no sólo en precio y calidad, sino tam-
bién en la sustentabilidad de los recursos forestales y de

esta forma coadyuvar a combatir la madera proveniente
de la tala clandestina y la sobreexplotación. 

El fondo promoverá la emisión de bonos que acrediten la
conservación de los recursos forestales de acuerdo con lo
previsto en el artículo 141 de esta ley.

Artículo 115. Quienes realicen el transporte de las
materias primas forestales, sus productos y subpro-
ductos incluida madera aserrada o con escuadria,
con excepción de aquellas destinadas al uso domésti-
co, deberán acreditar su legal procedencia con la do-
cumentación que para tal efecto expidan las autori-
dades competentes, de acuerdo con lo previsto en el
Reglamento, normas oficiales mexicanas o demás
disposiciones aplicables.

Artículo 116. Para el funcionamiento de centros de al-
macenamiento y transformación, además de los centros
de transformación móviles de materias primas foresta-
les, se requiere de autorización de la Secretaría de acuer-
do con los requisitos y procedimientos previstos en el
Reglamento o en las normas oficiales mexicanas que pa-
ra tal efecto se expidan, los que comprenderán aspectos
relacionados con contratos, cartas de abastecimiento, ba-
lances oferta-demanda, libros de registro de entradas y
salidas, inscripciones en el Registro, entre otros. Lo an-
terior, con independencia de las licencias, autorizaciones
o permisos que deban otorgar las autoridades locales.

Reglamento de la Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable

Artículo 87. Los interesados en ser auditados directa-
mente por la Comisión o a través de terceros debida-
mente autorizados, podrán solicitarlo, a su costa, me-
diante formato que expida la Comisión. 

La comisión notificará al interesado la fecha en que se
llevará a cabo la auditoría en un plazo máximo de quin-
ce días hábiles, a partir de la presentación de la solicitud.
La auditoría deberá realizarse dentro de los tres meses
siguientes a la presentación de la solicitud. 

El formato al que hace referencia el presente artículo de-
berá contener:

I. Nombre, denominación o razón social del titular del
aprovechamiento o de la plantación forestal comercial;
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II. Denominación y ubicación del predio o conjunto de
predios, y

III. Número y fecha de oficio de autorización o fecha de
recepción del aviso. 

La comisión expedirá los lineamientos a que deberán su-
jetarse los auditores técnicos para realizar las auditorías
preventivas.

Artículo 89. Los interesados en obtener autorización pa-
ra realizar auditorías técnicas preventivas deberán soli-
citarlo mediante el formato que expida la Comisión, que
deberá contener lo siguiente: 

I. Datos de inscripción en el Registro, y 

II. Indicación del ecosistema en que se encuentra espe-
cializado. 

Junto con la solicitud deberá presentarse copia simple de
la identificación del solicitante o del representante legal
y, en su caso, copia simple del documento con el que
acredite la personalidad. 

La comisión, en un plazo de treinta días hábiles conta-
dos a partir de la fecha de recepción de la solicitud, de-
berá evaluar la información presentada y emitir el dicta-
men respectivo. En caso de no emitir respuesta en ese
término, se entenderá que la misma es en sentido nega-
tivo.

Artículo 111. Para obtener la autorización de funciona-
miento de los centros de almacenamiento y de transfor-
mación de materias primas forestales, incluyendo la ma-
dera aserrada y la labrada, los interesados deberán
presentar formato que expida la secretaría, que conten-
drá nombre, denominación o razón social del solicitante,
nombre comercial del establecimiento mercantil respec-
tivo, en su caso, así como descripción de la materia pri-
ma forestal, especies forestales que se pretendan alma-
cenar o transformar y, en este último caso, los productos
que serán elaborados.

Junto con la solicitud deberán presentarse los documen-
tos siguientes:

I. Copia de identificación oficial del solicitante y, en su
caso, original o copia certificada del instrumento jurídi-

co que acredite la personalidad del representante legal,
así como copia simple para su cotejo;

II. Tratándose de personas morales, original o copia cer-
tificada del acta constitutiva en cuyo objeto social se es-
tablezca la realización de actividades relativas al alma-
cenamiento o transformación de materias primas
forestales, así como copia simple para su cotejo;

III. Tratándose de ejidos o comunidades agrarias, origi-
nal o copia certificada del acta de asamblea en la que
conste el nombramiento del administrador del centro de
almacenamiento o de transformación, así como copia
simple para su cotejo;

IV. Copia simple del comprobante de domicilio y cro-
quis de localización del centro;

V. Copia simple de la licencia o permiso que ampare el
giro del establecimiento otorgada por el municipio o de-
legación para el caso del Distrito Federal;

VI. Relación de maquinaria y capacidad de almacena-
miento o de transformación del centro;

VII. Copia simple de los documentos que identifiquen
las fuentes de abastecimiento de las materias primas fo-
restales. Los interesados podrán presentar copia de los
contratos o cartas de abastecimiento respectivos;

VIII. En el caso de estar inscrito en el SIEM, copia sim-
ple de su registro, y

IX. Los demás que se especifiquen en las normas ofi-
ciales mexicanas.

Artículo 112. La Secretaría otorgará las autorizaciones
para el funcionamiento de centros de almacenamiento y
de transformación, conforme a lo siguiente:

I. La autoridad revisará la solicitud y los documentos
presentados y, en su caso, prevendrá al interesado dentro
de los veinte días hábiles siguientes para que complete
la información faltante, la cual deberá presentarse den-
tro del término de quince días hábiles, contados a partir
de la fecha en que surta efectos la notificación;

II. Transcurrido el plazo sin que se desahogue la pre-
vención, se desechará el trámite, y
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III. Concluidos los plazos anteriores, la autoridad resol-
verá lo conducente dentro de los diez días hábiles si-
guientes. En caso de que la secretaría no emita resolu-
ción se entenderá que la misma es en sentido positivo.

Artículo 113. Las autorizaciones de funcionamiento de
centros de almacenamiento y de transformación de ma-
terias primas forestales, deberá contener lo siguiente:

I. Nombre, denominación o razón social y domicilio del
titular;

II. Nombre y ubicación del centro de almacenamiento o
de transformación;

III. Giro mercantil específico del centro;

IV. Capacidad instalada de almacenamiento o de trans-
formación;

V. Número de licencia o permiso expedido por la autori-
dad municipal o, tratándose del Distrito Federal, por la
autoridad delegacional, y

VI. Código de identificación.

Artículo 114. Cuando los titulares de autorizaciones de
funcionamiento de centros de almacenamiento o de
transformación de materias primas forestales o sus res-
ponsables, pretendan modificar los datos a que se refie-
re el artículo anterior, deberán presentar aviso a la Se-
cretaría, mediante formato que expida, que contendrá
nombre, denominación o razón social, domicilio del ti-
tular y, en su caso, datos de inscripción en el registro, así
como los datos que pretenden ser modificados, expli-
cando la causa de su modificación.

Junto con la solicitud deberán presentarse los documen-
tos siguientes:

I. Copia simple de la autorización de funcionamiento
expedida por la secretaría;

II. En caso de que se pretenda modificar el giro mer-
cantil específico del centro, copia simple de la licencia
municipal o, tratándose del Distrito Federal, de la auto-
ridad delegacional;

III. En su caso, relación de las nuevas fuentes de abas-
tecimiento que justifiquen el incremento de la capacidad
instalada, y

IV. En caso de estar inscrito en el SIEM, copia simple
del registro.

Artículo 115. Los responsables y titulares de los centros
de almacenamiento y de transformación de materias pri-
mas forestales deberán llevar un libro de registro de en-
tradas y salidas de las materias primas forestales, en for-
ma escrita o digital, el cual deberá contener lo siguiente:

I. Nombre del responsable, denominación o razón social
y domicilio del centro;

II. Datos de inscripción en el registro;

III. Registro de entradas y salidas de las materias primas
o de productos maderables, expresado en metros cúbi-
cos. Respecto de productos forestales no maderables, los
registros deberán expresarse en metros cúbicos, litros o
kilogramos y, en su caso, la equivalencia de materia pri-
ma transformada;

IV. Balance de existencias;

V. Relación de la documentación que ampare la legal
procedencia de la materia prima forestal, y

VI. Código de identificación.

Artículo 116. Cuando los titulares de autorizaciones de
centros de almacenamiento y de transformación de ma-
terias primas forestales pretendan concluir actividades,
deberán dar aviso a la secretaría mediante formato que
contenga lo siguiente:

I. Nombre, denominación o razón social del titular y del
responsable;

II. Domicilio del centro de almacenamiento o de trans-
formación, y

III. Datos de inscripción en el registro.

Presentado el aviso, la secretaría realizará la anotación
de cancelación de que se trate en el registro.
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Artículo 117. Para el funcionamiento de carpinterías,
madererías, centros de producción de muebles y otros no
integrados a un centro de transformación primaria, cuya
materia prima la constituyan productos maderables con
escuadría, con excepción de madera en rollo y labrada,
bastará con la sola presentación de un aviso que conten-
ga nombre, denominación o razón social del solicitante
y el giro mercantil específico de sus actividades.

Junto con el aviso deberán presentarse los documentos
siguientes:

I. Copia simple de comprobante de domicilio;

II. Copia simple de la licencia o permiso vigente expe-
dido por la autoridad municipal o, tratándose del Distri-
to Federal, por la autoridad delegacional, que ampare el
giro del establecimiento;

III. Original y copia de la identificación oficial del soli-
citante;

IV. Original o copia certificada del instrumento jurídico
que acredite la personalidad del representante legal, así
como copia simple para su cotejo;

V. Tratándose de personas morales, original o copia cer-
tificada del acta constitutiva, en cuyo objeto social se es-
tablezca la realización de actividades relativas al alma-
cenamiento, transformación o comercialización de
materias primas forestales, así como copia simple para
su cotejo;

VI. Tratándose de ejidos o comunidades agrarias, origi-
nal o copia certificada del acta de asamblea en la que
conste el nombramiento del responsable del centro, así
como copia simple para su cotejo, y

VII. En caso de estar inscrito en el SIEM, copia simple
de su registro.

Artículo 118. La secretaría asignará código de identifi-
cación para el funcionamiento de los centros a que se re-
fiere el artículo anterior, dentro de los diez días hábiles
siguientes a la presentación del aviso.

Cuarta. La Comisión de Transparencia y Anticorrupción
no considera viable la reforma propuesta; pues lo que el le-
gislador propone incorporar, se encuentra actualmente pre-

visto en la normatividad que regula directamente la materia
forestal; en ese sentido, se coincide con la opinión remitida
por la Secretaría de medio Ambiente y Recursos Naturales,
en lo que respecta a que:

1. La materia forestal cuenta con una estricta regulación,
pues en principio se cuenta con la Ley General de Desa-
rrollo Forestal Sustentable (LGDFS) y su Reglamento. 

Dicha ley, en su artículo 3 fracción XVIII señala como
parte de los objetivos el promover que los productos fo-
restales procedan de bosques manejados sustentable-
mente a través de una certificación forestal, para lo
cual la propia ley faculta a la Semarnat para ejercer en-
tre otras atribuciones, la de diseñar los instrumentos de
política forestal y operar los que correspondan a su com-
petencia.

2. La Comisión Nacional Forestal, Conafor, tiene como
atribución la de ejecutar y promover programas produc-
tivos, de restauración, de protección, de conservación y
aprovechamiento de los ecosistemas forestales y de los
suelos en terrenos forestales o preferentemente foresta-
les, debiendo efectuar campañas de difusión sobre el de-
sarrollo forestal.

3. De acuerdo con la ley de la materia, la Conafor es la
encargada de establecer una política nacional en materia
forestal y como criterio de dicha política forestal de ca-
rácter social debe prever la participación activa por
parte de los propietarios de predios o industrias fo-
restales en los procesos de promoción de certificación
del manejo forestal y de la cadena productiva.

4. De conformidad con el artículo 113 de la LGDFS, la
Conafor directamente o a través de terceros debidamen-
te autorizados, realizará auditorías técnicas preventivas
con el objeto de constatar el adecuado cumplimiento de
las disposiciones legales forestales y ambientales de los
programas de manejo, para lo cual, el Reglamento de la
ley en comento establece las reglas y requisitos a seguir
durante la práctica de auditorías técnicas preventivas,
estableciéndose también los requerimientos que deberán
realizar y presentar los interesados en ser auditados ya
sea directamente por la Comisión o a través de terceros
debidamente autorizados.

La Conafor, como resultado de la auditoría técnica pre-
ventiva podrá emitir un certificado que haga constar el

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2014 531



adecuado cumplimiento del programa de manejo, el cual
tendrá plena validez ante la Procuraduría Federal de Pro-
tección al Ambiente.

5. De conformidad con el artículo 114 de la LGDFS el
referido certificado es un medio para acreditar el ade-
cuado manejo forestal.

6. De lo anterior, se observa la regulación contemplada
por la Semarnat para el caso que nos ocupa, al estable-
cer los criterios de la política forestal, mediante audito-
rías técnicas preventivas que tienen como finalidad la
emisión de un certificado que fomente y favorezca la ca-
dena productiva forestal y de sus recursos asociados.

7. En los artículos 111 a 118 del Reglamento de la ley de
la materia, se prevé la regulación de los centros de al-
macenamiento y transformación de materia prima, los
cuales deben cumplir con los requisitos de funciona-
miento, que garantizan que la obtención de origen de
madera, su transporte, almacenamiento, transformación,
distribución y comercialización conforme a la normati-
vidad ambiental, otorgando seguridad de que se ha acre-
ditado legalmente la procedencia de la madera, pues
considera los requisitos de aprovechamientos sustenta-
bles.

8. El artículo 16 de la Ley general de Desarrollo Fores-
tal Sustentable, menciona en su fracción XXIV que co-
rresponde a la Semarnat el regular, expedir y validar la
documentación con la que se acredite la legal proceden-
cia de las materias primas y productos forestales; facul-
tad que cumple a través de la PROFEPA (Dirección Ge-
neral de Inspección y Vigilancia), de conformidad con el
artículo 59 fracciones X y XI del Reglamento Interior de
la Semarnat.

9. La Secretaría de la Función Pública publicó el 2 de
octubre de 2009 los lineamientos para las adquisiciones
de papel para uso de oficina por parte de las dependen-
cias y entidades de la Administración Pública Federal,
los cuales prevén los requisitos a contemplar en los pro-
cedimientos de contratación, respecto de las característi-
cas que deberá contener el papel que pretendan adquirir.

En relación con lo anterior, para la adquisición de papel por
parte de la administración pública federa, deben cumplir
con normas oficiales mexicanas, tales como la NMXAA-
143-SCFI-2008 y la NMXAA-143-SCFI-2008.

En suma, se advierte que ya existen disposiciones jurídicas
que regulan los ámbitos que el legislador propone reformar;
por lo tanto, las dependencias de la administración pública
que adquieran madera deben cumplir con la legislación
aplicable antes mencionada.

III. Consideraciones

Primera. Que el 12 de febrero de 2014, el diputado René
Ricardo Fujiwara Montelongo, integrante del Grupo Parla-
mentario de Nueva Alianza, presentó la iniciativa de méri-
to; que fue turnada por la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción para su estudio y elaboración de dictamen correspon-
diente.

Segunda. Que la iniciativa de mérito, en síntesis, propone
lo siguiente:

Que en los procedimientos de licitación pública, tratándose
de adquisiciones de madera, muebles y suministros de ofi-
cina fabricados con madera, deberán requerirse certificados
otorgados por terceros previamente registrados ante la Se-
cretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, que ga-
ranticen la entera cadena de suministro de madera, desde el
origen y manejo sustentable de los aprovechamientos fo-
restales en el territorio nacional de donde proviene dicha
madera, hasta el transporte, almacenamiento, transforma-
ción, distribución y comercialización de madera.

Tercera. A juicio de esta dictaminadora, resulta improce-
dente la propuesta de reforma, con base en lo siguiente:

Lo que el legislador propone incorporar, se encuentra ac-
tualmente previsto en la normatividad que regula directa-
mente la materia forestal; en ese sentido, se coincide con la
opinión remitida por la Secretaría de medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, en lo que respecta a que:

1. La materia forestal cuenta con una estricta regulación,
pues en principio se cuenta con la Ley General de Desa-
rrollo Forestal Sustentable (LGDFS) y su Reglamento.

Dicha ley, en su artículo 3 fracción XVIII señala como
parte de los objetivos el promover que los productos fo-
restales procedan de bosques manejados sustentable-
mente a través de una certificación forestal, para lo
cual la propia ley faculta a la SEMARNAT para ejercer
entre otras atribuciones, la de diseñar los instrumentos
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de política forestal y operar los que correspondan a su
competencia.

2. La Comisión Nacional Forestal, Conafor, tiene como
atribución la de ejecutar y promover programas produc-
tivos, de restauración, de protección, de conservación y
aprovechamiento de los ecosistemas forestales y de los
suelos en terrenos forestales o preferentemente foresta-
les, debiendo efectuar campañas de difusión sobre el de-
sarrollo forestal.

3. De acuerdo con la ley de la materia, la CONAFOR es
la encargada de establecer una política nacional en ma-
teria forestal y como criterio de dicha política forestal de
carácter social debe prever la participación activa por
parte de los propietarios de predios o industrias fo-
restales en los procesos de promoción de certificación
del manejo forestal y de la cadena productiva.

4. De conformidad con el artículo 113 de la LGDFS, la
CONAFOR directamente o a través de terceros debida-
mente autorizados, realizará auditorías técnicas preven-
tivas con el objeto de constatar el adecuado cumpli-
miento de las disposiciones legales forestales y
ambientales de los programas de manejo, para lo cual, el
Reglamento de la ley en comento establece las reglas y
requisitos a seguir durante la práctica de auditorías téc-
nicas preventivas, estableciéndose también los requeri-
mientos que deberán realizar y presentar los interesados
en ser auditados ya sea directamente por la Comisión o
a través de terceros debidamente autorizados.

La Conafor, como resultado de la auditoría técnica pre-
ventiva podrá emitir un certificado que haga constar el
adecuado cumplimiento del programa de manejo, el cual
tendrá plena validez ante la Procuraduría Federal de Pro-
tección al Ambiente.

5. De conformidad con el artículo 114 de la LGDFS el
referido certificado es un medio para acreditar el ade-
cuado manejo forestal.

6. De lo anterior, se observa la regulación contemplada
por la Semarnat para el caso que nos ocupa, al estable-
cer los criterios de la política forestal, mediante audito-
rías técnicas preventivas que tienen como finalidad la
emisión de un certificado que fomente y favorezca la ca-
dena productiva forestal y de sus recursos asociados.

7. En los artículos 111 a 118 del Reglamento de la Ley
de la materia, se prevé la regulación de los centros de al-
macenamiento y transformación de materia prima, los
cuales deben cumplir con los requisitos de funciona-
miento, que garantizan que la obtención de origen de
madera, su transporte, almacenamiento, transformación,
distribución y comercialización conforme a la normati-
vidad ambiental, otorgando seguridad de que se ha acre-
ditado legalmente la procedencia de la madera, pues
considera los requisitos de aprovechamientos sustenta-
bles.

8. El artículo 16 de la Ley General de Desarrollo Fores-
tal Sustentable, menciona en su fracción XXIV que co-
rresponde a la Semarnat el regular, expedir y validar la
documentación con la que se acredite la legal proceden-
cia de las materias primas y productos forestales; facul-
tad que cumple a través de la PROFEPA (Dirección Ge-
neral de Inspección y Vigilancia), de conformidad con el
artículo 59 fracciones X y XI del Reglamento Interior de
la Semarnat.

9. La Secretaría de la Función Pública publicó el 2 de
octubre de 2009 los lineamientos para las adquisiciones
de papel para uso de oficina por parte de las dependen-
cias y entidades de la Administración Pública Federal,
los cuales prevén los requisitos a contemplar en los pro-
cedimientos de contratación, respecto de las característi-
cas que deberá contener el papel que pretendan adquirir.

En relación con lo anterior, para la adquisición de papel por
parte de la administración pública federal, deben cumplir
con normas oficiales mexicanas, tales como la NMXAA-
143-SCFI-2008 y la NMXAA-143-SCFI-2008.

En suma, se advierte que ya existen disposiciones jurídicas
que regulan los ámbitos que el legislador propone reformar;
por lo tanto, las dependencias de la administración pública
que adquieran madera deben cumplir con la legislación
aplicable antes mencionada.

Finalmente y en virtud de lo anteriormente expuesto, los di-
putados integrantes de la Comisión de Transparencia y An-
ticorrupción, no consideramos viable la reforma planteada
en la iniciativa que reforma el artículo 26 de la Ley de Ad-
quisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Públi-
co; motivo por el cual se somete a consideración del Pleno
de la Cámara de Diputados el siguiente

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2014 533



Dictamen

Primero. Se desecha la iniciativa que reforma el artículo
26 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios
del Sector Público.

Segundo. Archívese el expediente como asunto total y de-
finitivamente concluido.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de marzo de 2014.

La Comisión de Transparencia y Anticorrupción, diputados: Areli
Madrid Tovilla (rúbrica), presidenta; Lizbeth Loy Gamboa Song (rú-
brica), María del Rocío García Olmedo (rúbrica), Flor Ayala Robles
Linares, Juan Isidro del Bosque Márquez (rúbrica), Enrique Alejandro
Flores Flores (rúbrica), Rocío Esmeralda Reza Gallegos (rúbrica), Lau-
ra Ximena Martel Cantú (rúbrica), Roberto Carlos Reyes Gámiz (rú-
brica), Verónica García Reyes (rúbrica), secretarios; Omar Antonio
Borboa Becerra, Alberto Coronado Quintanilla (rúbrica), Martha Leti-
cia Sosa Govea (rúbrica), Elizabeth Oswelia Yáñez Robles (rúbrica),
Lisandro Arístides Campos Córdova (rúbrica), Alfonso Inzunza Mon-
toya, Rodimiro Barrera Estrada, Rubén Acosta Montoya (rúbrica), Ben-
jamín Castillo Valdez, Jorge Terán Juárez, Joaquina Navarrete Contre-
ras (rúbrica), Fernando Belaunzarán Méndez (rúbrica), Javier Salinas
Narváez, Juan Manuel Carbajal Hernández, Alejandro Carbajal Gonzá-
lez, Zuleyma Huidobro González.»

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA
PROTECCION AL AMBIENTE

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales, con puntos de acuerdo respecto a la minuta
con proyecto de decreto que adiciona la fracción VII al ar-
tículo 15 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con expediente número 4371, le fue turnada para su análi-
sis y dictamen la minuta proyecto de decreto que adiciona
una fracción VII al Artículo 15 de la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente, enviada por
el Senado de la República.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 39, numerales
1 y 2, fracción XXXV, y 45, numerales 6, incisos e) y f), y
7 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; 80, numeral 1, fracción I; 81, numeral
1; 85; 157, numeral 1, fracción I, y 158, numeral 1, fracción
IV del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración de esa honorable asamblea, el presente dicta-
men, al tenor de los siguientes

I. Antecedentes 

Primero. En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados,
celebrada el 4 de octubre  de 2011, el diputado Héctor Fran-
co López, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presentó Iniciativa con Pro-
yecto de Decreto que reforma los artículos 3 y 15 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente. 

Segundo. En la misma sesión, la Presidencia de la Mesa
Directiva dictó trámite a la iniciativa, turnándola a la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dic-
tamen.

Tercero. En sesión ordinaria de la Comisión Dictaminado-
ra, celebrada el 8  de noviembre de 2011, se aprobó el dic-
tamen con proyecto de decreto que reforma los artículos 3
y 15 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente.

Cuarto. En sesión plenaria de la Cámara de Diputados, ve-
rificada el 23 de noviembre de 2011, se aprobó el Proyecto
de Decreto que reforma los artículos 3 y 15 de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.

Quinto. En la misma fecha, la Cámara de Diputados remi-
tió al Senado de la República, el expediente con la minuta
proyecto de decreto correspondiente.

Sexto. En reunión ordinaria de la Cámara de Senadores, ce-
lebrada el 29 de noviembre de 2011 se dio cuenta con la mi-
nuta proyecto de decreto que reforma los Artículos 3 y 15
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente.

Séptimo. En la misma fecha, la presidencia de la Mesa Di-
rectiva dictó el trámite correspondiente, turnando la minu-
ta proyecto de decreto que reforma los Artículos 3 y 15 de
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la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, a las Comisiones Unidas de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, y de Estudios Legislativos, Primera,
para dictamen.

Octavo. En reunión de las Comisiones Unidas Dictamina-
doras del Senado, se aprobó el Dictamen con Proyecto de
Decreto que adiciona una fracción VII al Artículo 15 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente.

Noveno. En sesión ordinaria del Senado de la República,
celebrada el 22 de abril de 2014, se aprobó el Proyecto de
Decreto que adiciona una fracción VII, recorriendo en su
orden las fracciones vigentes subsecuentes, al Artículo 15
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente.

Décimo. En la misma fecha, el Senado de la República en-
vió a la Cámara de Diputados, la minuta proyecto de de-
creto que adiciona una fracción VII al Artículo 15 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente.

Décimo primero. En sesión ordinaria de la Cámara de Ori-
gen, celebrada el 28 de abril de 2014, la Presidencia de la
Mesa Directiva dio cuenta al Pleno con la Minuta referida
en el antecedente inmediato, y procedió a dictar el trámite
siguiente: “Túrnese a la Comisión de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, para dictamen.”.

Las y los legisladores integrantes de la Comisión de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, encargados del dictamen
sobre la Minuta que nos ocupa, una vez analizado el asun-
to,  procedemos a exponer el siguiente:

II. Contenido de la minuta

Las Comisiones Unidas Dictaminadoras del Senado de la
República, refieren la transformación histórica del entorno
natural, efectuada por el hombre, mediante la realización de
diversas actividades que han impactado negativamente al
medio ambiente.

Señalan que dicho deterioro ambiental cobró relevancia a
principios del siglo XX, dando lugar a la adopción de me-
didas legales y políticas implementadas por algunos países
para prevenir los efectos adversos a la naturaleza; asimis-
mo, mencionan que a fines de los años treinta, se concibe el

Vörsorgeprinzip Alemán, como una forma de  principio de
precaución, en una participación coordinada del estado y la
sociedad para mejorar el bienestar social y ambiental, en la
consideración de que el ambiente es básico para la existen-
cia del hombre.

Precisan que no obstante la influencia de la figura alemana
en otras regiones del orbe, para contrarrestar el deterioro
ambiental, varios autores coinciden en que fue la Confe-
rencia Internacional sobre la Protección de Mar del Norte
de 1984, la que incorporó de manera primigenia el princi-
pio precautorio, para proteger el ambiente marino median-
te el control del aire y del derrame de hidrocarburos.

Precisan que fue en la Segunda Conferencia del Mar del
Norte, de 1987, donde el principio precautorio se adoptó
como tal.

Destacan que, entre la gama de instrumentos internaciona-
les que fueron haciendo propio el principio precautorio, és-
te se asocia con frecuencia a la Declaración de Río adopta-
da dentro de la Convención de las Naciones Unidas sobre
el Medio Ambiente y el Desarrollo, celebrada en Río de Ja-
neiro, en junio de 1992.

Entre los 27 principios que conforman la Declaración, des-
tacan el Principio 15, que dice: “con el fin de proteger el
medio ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente
el criterio de precaución conforme a sus capacidades.
Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta
de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como ra-
zón para postergar la adopción de medidas eficaces en fun-
ción de los costos para impedir la degradación del medio
ambiente.”.

La Colegisladora manifiesta que en la Conferencia de Río
de Janeiro se adoptaron instrumentos jurídicamente vincu-
lantes, como la Convención Marco de las Naciones Unidas
sobre el Cambio Climático, que incorporó el principio pre-
cautorio en los siguientes términos: “Las Partes deberían
tomar medidas de precaución para prever, prevenir o redu-
cir al mínimo las causas del cambio climático y mitigar sus
efectos adversos. Cuando haya amenaza de daño grave o
irreversible, no debería utilizarse la falta de total certidum-
bre científica como razón para posponer tales medidas, to-
mando en cuenta que las políticas y medidas para hacer
frente al cambio climático deberían ser eficaces en función
de los costos, a fin de asegurar beneficios mundiales al me-
nor costo posible.” 
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Por otro lado, relacionan los ordenamientos jurídicos que
en nuestro país prevén el principio precautorio con los ma-
tices que exige la materia que regula cada uno de los si-
guientes cuerpos normativos:

- Artículo 9, fracción IV; Artículo 61, fracción III, y el
Artículo 63, párrafo segundo de la Ley de Bioseguridad
de Organismos Genéticamente Modificados;

- Artículo 5º, fracción II de la Ley General de Vida Sil-
vestre, y 

- Artículo 26, Fracción III de la Ley General de Cambio
Climático.

En coincidencia con la Cámara de Diputados, el Senado re-
conoce que si bien el principio precautorio ha sido incor-
porado al Sistema Jurídico Mexicano, la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, aunque
no lo comprende,   refiere el principio de prevención en sus
Artículos 15, y 28.

Las y los diputados integrantes de la Comisión de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, a partir del estudio y aná-
lisis del contenido de la minuta objeto del presente dicta-
men, expresamos las siguientes:

III. Consideraciones

Coincidimos con la Colegisladora en que la transformación
histórica del entorno natural, se ha caracterizado por el de-
terioro ambiental producido por actividades del hombre re-
alizadas en aras del desarrollo.

Reconocemos que dicho daño ambiental ocasionado a nivel
mundial, dio lugar a la adopción de medidas legales y polí-
ticas en diversos estados nación, en prevención del daño a
la naturaleza, lo que dio origen a la figura del Vörsorge-
prinzip alemán, precedente del principio precautorio surgi-
do de la Conferencia Internacional sobre la Protección del
Mar del Norte de 1984, y de la Segunda Conferencia Inter-
nacional sobre la Protección del Mar del Norte, celebrada
en 1987.

Estimamos que para el Estado Mexicano, el compromiso
de considerar el  principio precautorio  en la toma de algu-
nas de sus decisiones, nace con la  Declaración de Río
adoptada por la Convención de la Organización de las Na-
ciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo,
efectuada en Río de Janeiro en junio de 1992.

Reconocemos que la Declaración de Río, es la proclama-
ción de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Me-
dio Ambiente y el Desarrollo; la cual, tratando de basarse
en la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas
sobre el Medio Humano, aprobada en Estocolmo, Suecia,
en junio de 1972, pretendió establecer una alianza mundial
para la creación de nuevos niveles de cooperación interna-
cional, mediante acuerdos entre naciones en los que se res-
petaran los intereses de todos y se protegiera la integridad
del sistema ambiental y del desarrollo mundial.

Así, la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio
Ambiente y el Desarrollo, proclamó 27 principios, entre los
cuales, para los efectos del presente dictamen, coincidimos
con la Colegisladora en destacar el Principio 15, que seña-
la: “con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados
deberán aplicar ampliamente el criterio de precaución con-
forme a sus capacidades. Cuando haya peligro de daño gra-
ve o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no
deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de
medidas eficaces en función de los costos para impedir la
degradación del medio ambiente.”; Adicionalmente, esti-
mamos pertinente observar el contenido del Principio 2 de
la propia Conferencia, que a la letra, dice: “De conformidad
con la Carta de las Naciones Unidas y los principios de de-
recho internacional, los Estados tienen el derecho soberano
de aprovechar sus propios recursos según sus propias polí-
ticas ambientales y de desarrollo, y la responsabilidad de
velar por que las actividades realizadas dentro de su juris-
dicción o bajo su control no causen daños al medio am-
biente de otros Estados o de zonas que estén fuera de los lí-
mites de la jurisdicción nacional.”. 

Por otro lado, consideramos imprecisa la aseveración de las
Comisiones homólogas del Senado, al manifestar que en la
Conferencia de Río de Janeiro se adoptaron instrumentos
jurídicamente vinculantes, como la Convención Marco de
las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático
(CMNUCC), que incorporó el principio precautorio en  tér-
minos que no son coincidentes con la aseveración del Se-
nado. 

Al respecto, estimamos pertinente observar que, si bien el
propósito de la CMNUCC, en su origen pretendió ser un
instrumento internacional vinculante,  como lo considera el
Senado, reconociéndolo como un instrumento jurídico de
carácter vinculante, hasta hoy el atributo de vinculante o
vinculatorio del principio precautorio, permanece como un
objetivo inalcanzado, debido principalmente a la dificultad
que representa el  incumplimiento de la carga por diversas
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naciones que no cumplen lo que se ha pactado en cuanto a
la disminución de sus emisiones de gases efecto invernade-
ro, así como el abandono de que fue objeto el Protocolo de
Kioto sobre Cambio Climático, por parte de Canadá, y el
retiro de los  Estados Unidos de América, del propio Proto-
colo, por considerar que la aplicación de éste es ineficiente
e injusta.

Adicionalmente, el texto del principio precautorio, en los
términos en que se incorporó en la CMNUCC, no puede en-
tenderse vinculante cuando expresa: “Las Partes deberían
tomar medidas de precaución para prever, prevenir o redu-
cir al mínimo las causas del cambio climático y mitigar sus
efectos adversos. Cuando haya amenaza de daño grave o
irreversible, no debería utilizarse la falta de total certi-
dumbre científica como razón para posponer tales medidas,
tomando en cuenta que las políticas y medidas para hacer
frente al cambio climático deberían ser eficaces en función
de los costos a fin de asegurar beneficios mundiales al me-
nor costo posible.”

En efecto, consideramos que gramaticalmente,  el tiempo
condicional simple en que se usa el verbo deber, hace in-
viable que la interpretación del texto del principio precau-
torio aludido, se reconozca como un mandato o acuerdo
vinculante o de obligatoria observancia para los Estados
destinatarios del texto referido.

Finalmente, consideramos pertinente aclarar que el proyec-
to de decreto que reforma los artículos 3 y 15 de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente,
aprobado por la Cámara de Diputados el 23 de noviembre
de 2011, contenido en la Minuta enviada al Senado en la
misma fecha, adicionó en diversas fracciones del Artículo 3
de la LGEEPA, las definiciones de “Daño ambiental”, “Da-
ño a los ecosistemas” y “Daño grave al  ecosistema”, así
como la definición de “Principio precautorio” en los térmi-
nos de la proclama de la Declaración de Río; asimismo,
adicionó una fracción VII al Artículo 15 del mismo orde-
namiento legal, para prever de manera expresa el “Princi-
pio Precautorio”, a efecto de que “el Ejecutivo Federal lo
observara en la formulación y conducción de la política
ambiental, la expedición de normas oficiales mexicanas y
demás instrumentos…”

No obstante, reconocemos que en el lapso de más de dos
años que requirieron las Comisiones Unidas de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, y de Estudios Legislativos,
Primera,  de la Colegisladora, para elaborar el dictamen so-
bre la minuta proyecto de decreto referida en el párrafo an-

terior, a pesar de los plazos menores establecidos para tal
efecto en el Reglamento de la Cámara de Senadores; se ex-
pidió, publicó e inició su vigencia la Ley Federal de Res-
ponsabilidad Ambiental, en la cual se define el “Daño al
ambiente”, de manera amplia y  comprensiva de los tres ti-
pos de daño propuestos por la Cámara de Diputados para su
definición expresa en la LGEEPA. 

Con ello, entendemos inviables las propuestas de definicio-
nes de daño planteadas en el  Proyecto de Decreto que re-
forma los artículos 3 y 15 de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, aprobado por la Cá-
mara de Diputados el 23 de noviembre de 2011, como lo
prevé la Minuta que nos ocupa; adicionalmente, es perti-
nente reconocer que la Ley Federal de Responsabilidad
Ambiental (LFRA), “regula la responsabilidad ambiental
que nace de los daños ocasionados al ambiente, así como la
reparación y compensación de dichos daños cuando sea
exigible a través de los procesos judiciales federales…”; de
tal manera, la propia LFRA, en su artículo 11, prevé que la
Responsabilidad por daños ocasionados al ambiente será
subjetiva, en tanto que en su artículo 12, establece los cua-
tro casos en que la responsabilidad ambiental será objetiva. 

En base a lo anterior; si bien, estimamos inviable la incor-
poración de las definiciones de los tres tipos de daño pro-
puestos originariamente por la Cámara de Diputados, como
adiciones al artículo 3o de la LGEEPA; en consecuencia,  la
definición del “Principio Precautorio”, planteada por Cá-
mara de origen para ubicarla en la fracción XXX del Artí-
culo 3º. de la LGEEPA, resulta también improcedente, en
virtud de que el texto que se propone es idéntico al procla-
mado en la Declaración de Río; Tratado Internacional que
de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 133 de
nuestra Carta Fundamental, es Ley Suprema de toda la
Unión, al lado de la Constitución y las leyes del Congreso
de la Unión que emanen de élla. De tal manera, resultan
adecuados y suficientes los conceptos o definiciones esta-
blecidos para el término de “Principio Precautorio”, en las
materias correspondientes a a la Ley de Bioseguridad de
Organismos Genéticamente Modificados; la Ley General
de Vida Silvestre y la Ley General de Cambio Climático.

En este orden de ideas, consideramos que la propuesta de
adición de una  fracción VII al Artículo 15 de la LGEEPA,
planteada por el Senado de la República, que a la letra di-
ce: “Con el fin de proteger el Ambiente, el Estado Mexica-
no deberá aplicar el enfoque de precaución conforme a sus
capacidades y bajo criterios económicamente razonables,
técnicamente factibles y ambientalmente adecuados o per-
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tinentes, tomando en cuenta los compromisos establecidos
en los tratados y acuerdos internacionales en los que los Es-
tados Unidos Mexicanos sea parte;”, es inviable por las si-
guientes razones:

1. La LGEEPA, a pesar de ser considerada la Ley marco
en materia ambiental, seguiría siendo contradictoria de
las definiciones de principio precautorio señaladas en di-
versas leyes, para su observancia en la materia de cada
ordenamiento legal.   

2. Se propone establecer el deber del Estado Mexicano,
de aplicar un enfoque de precaución que no prevé la Ley
Marco, ni las disposiciones constitucionales  que regla-
menta; 

3. Propone que la aplicación del enfoque de precaución
se realice bajo criterios que dan a la disposición un ca-
rácter reglamentario, más que legal, y para los efectos de
la propia LGEEPA

4. Ordena que en la aplicación del enfoque de precau-
ción, se tomen en cuenta los compromisos establecidos
en los tratados y acuerdos internacionales en los que
México sea parte, determinando se tomen en cuenta to-
dos los instrumentos internacionales signados y ratifica-
dos por nuestro país.

Por lo anterior expuesto y fundado, y para los efectos de lo
dispuesto en la fracción D del Artículo 72 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Comi-
sión de Medio Ambiente y Recursos Naturales somete a la
consideración del Honorable Pleno de la Cámara de Dipu-
tados, el siguiente:

Acuerdo

Primero. Se desecha la minuta proyecto de decreto que
adiciona la fracción VII al artículo 15  de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, re-
mitida el 22 de abril de 2014. 

Segundo. Devuélvase a la Cámara de Senadores para los
efectos de lo previsto en la fracción D del artículo 72 cons-
titucional.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de agosto de 2014.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Lourdes Adriana López Moreno (rúbrica), presidenta; Minerva Castillo

Rodríguez (rúbrica), Érika Yolanda Funes Velázquez (rúbrica), José Pi-
lar Moreno Montoya (rúbrica), María Concepción Navarrete Vital (rú-
brica), María Isabel Ortiz Mantilla (rúbrica), Gerardo Peña Avilés (rú-
brica), Claudia Elena Águila Torres (rúbrica en abstención), Graciela
Saldaña Fraire, Cristina Olvera Barrios (rúbrica), secretarios; Ricardo
Astudillo Suárez (rúbrica), Darío Badillo Ramírez (rúbrica), Mario Mi-
guel Carrillo Huerta (rúbrica en abstención), Eufrosina Cruz Mendoza
(rúbrica), José Luis Esquivel Zalpa (rúbrica en abstención), Juan Ma-
nuel Fócil Pérez, Marina Garay Cabada (rúbrica), Rodrigo González
Barrios (rúbrica en abstención), Gabriel Gómez Michel (rúbrica),
Adriana Hernández Íñiguez (rúbrica), Patricia Lugo Barriga (rúbrica),
Ossiel Omar Niaves López (rúbrica), Ramón Antonio Sampayo Ortiz,
Aída Fabiola Valencia Ramírez (rúbrica en contra), Ángel Abel Mavil
Soto, María Guadalupe Velázquez Díaz (rúbrica).»

LEY GENERAL DE DESARROLLO FORESTAL
SUSTENTABLE

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men negativo de la Comisión de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales, con puntos de acuerdo respecto a la minuta
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Desarrollo Forestal Sus-
tentable

Honorable Asamblea

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con expediente número 4019, le fue turnada para su análi-
sis y dictamen la minuta proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Desa-
rrollo Forestal Sustentable, enviada por el Senado de la Re-
pública.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 39, numerales
1 y 2, fracción XXXV, y 45, numerales 6, incisos e) y f), y
7 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; 80, numeral 1, fracción I; 81, numeral
1; 85; 157, numeral 1, fracción I, y 158, numeral 1, fracción
IV, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración de esa Honorable Asamblea, el presente dic-
tamen, al tenor de los siguientes

I. Antecedentes

Primero. En sesión ordinaria de la Cámara de senadores,
celebrada el 23 de abril de 2013, el senador Jorge Emilio
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González Martínez, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, presentó Iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable.

Segundo. En la misma sesión, la Presidencia de la Mesa
Directiva dictó trámite a la iniciativa, turnándola a las Co-
misiones Unidas de Agricultura y Ganadería, y de Estudios
Legislativos, Primera, para dictamen.

Tercero. En sesión ordinaria de las Comisiones Unidas en-
cargadas del dictamen, celebrada el 11 de febrero de 2014,
se aprobó el dictamen con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversos artículos de la Ley General de Desarro-
llo Forestal Sustentable.

Cuarto. En sesión ordinaria del Senado de la República, ve-
rificada el 4 de marzo de 2014, se dio cuenta al Pleno con
el dictamen con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversos artículos de la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable, quedando de primera lectura.

Quinto. En su reunión ordinaria de 11 de marzo de 2014,
el Pleno de la Cámara de senadores, discutió y aprobó el
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversos artí-
culos de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable;
en la misma fecha, el expediente con la minuta proyecto de
decreto correspondiente, fue remitido por la Mesa Directi-
va del Senado a la Cámara de Diputados.

Sexto. En reunión ordinaria de la Cámara de Diputados, ce-
lebrada el 13 de marzo de 2014, se dio cuenta con la minu-
ta proyecto de decreto que reforma y adiciona diversos ar-
tículos de la Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable.

Séptimo. En la misma fecha, la presidencia de la Mesa Di-
rectiva dictó el siguiente trámite: “Túrnese a la Comisión
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen”.

Las y los legisladores integrantes de la Comisión de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, encargados del dictamen
sobre la Minuta que nos ocupa, una vez analizado el asun-
to, procedemos a exponer el siguiente:

II. Contenido de la minuta

La colegisladora señala la importancia que tienen los eco-
sistemas para el medio ambiente y en consecuencia para la

vida; considerando las cifras de la CONAFOR para 2013,
sobre las grandes extensiones de terrenos de vegetación fo-
restal perdidos a causa de los incendios, los cuales en mu-
chas ocasiones son provocados por el hombre, mediante ac-
tividades agropecuarias, fogatas y por la irresponsabilidad
de fumadores.

Reconocen válido establecer disposiciones jurídicas que in-
hiban las actitudes negativas de quienes desde la intransi-
gencia, de manera dolosa o culposa, provocan los incendios
forestales, y que la autoridad, con apego a derecho, pueda
sancionar a quienes resulten responsables y realizar los ac-
tos tendentes a la consecución del equilibrio ecológico, la
sustentabilidad y la preservación del medio ambiente.

Desde esa perspectiva, consideran necesario modificar la
propuesta del iniciador, desechando el planteamiento de
adicionar un párrafo al artículo 58 de la Ley General de De-
sarrollo Forestal Sustentable, cuyo objetivo es establecer:
“no se otorgarán las autorizaciones que refiere este artículo
cuando se trate de terrenos incendiados sin que hayan pa-
sado 20 años, a menos que se acredite fehacientemente a la
Secretaría que el ecosistema se ha regenerado totalmente,
mediante los mecanismos que para tal efecto se establezcan
en el Reglamento correspondiente.”, así como la propuesta
de derogar el párrafo tercero del artículo 117 del mismo or-
denamiento legal, cuyo texto prevé la disposición supraci-
tada que se pretende adicionar al artículo 58.

El argumento de la colegisladora para rechazar las pro-
puestas señaladas en el párrafo anterior es, textualmente, el
siguiente: “...el artículo 58 se encuentra contenido en el tí-
tulo cuarto que habla del manejo y aprovechamiento
sustentable de los recursos forestales y el capítulo I. re-
ferente de las autorizaciones para el aprovechamiento
de los recursos forestales, en el cual dicho artículo se esti-
pula: Corresponderá a la Secretaría otorgar las siguien-
tes autorizaciones... mientras el artículo 117, se encuentra
contenido en el título quinto que habla de las medidas de
conservación forestal y a su vez el capítulo I. se refiere a
los supuestos de cambio de uso de suelo en los terrenos
forestales.”

Por lo anterior, consideran correcto no modificar el artícu-
lo 58, y mantener la disposición de referencia en el párrafo
tercero del artículo 117 de la Ley vigente.

Refieren que el propósito de la propuesta del Iniciador,
de desincentivar la mala práctica de provocar incendios
en terrenos forestales, para obtener un aprovechamiento
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de los recursos, resulta apropiado; sin embargo, propo-
nen reformar dicho párrafo tercero del artículo 117 de la
LGDFS, para que diga: “ArtícuI0117. ...

…

No se podrá otorgar autorización de cambio de uso de sue-
lo en un terreno incendiado sin que hayan pasado 20 años y
en tanto no se acredite fehacientemente a la Secretaría que
el ecosistema se ha regenerado totalmente, mediante los
mecanismos que para tal efecto se establezcan en el regla-
mento correspondiente.”

Por otro lado, desechan la propuesta de adición de una frac-
ción IV al artículo 128 de la Ley, con la cual el iniciador
propone facultar al Ejecutivo Federal para que pueda de-
cretar veda forestal en terrenos forestales incendiados, en la
consideración de que un adecuado manejo de los bosques
trae como efecto mantener su equilibrio y fomentar su va-
lor económico, al tiempo que se conservan sus recursos na-
turales; asimismo, consideran que la mejor forma de res-
taurar los ecosistemas afectados por incendios forestales, es
a través del adecuado manejo por sus poseedores; por ello,
estiman que declarar la veda forestal en terrenos incendia-
dos, limitaría las actividades propias de su adecuado mane-
jo con el riesgo adicional de agravar su deterioro, en lugar
de optimizar su restauración.

Coinciden con la propuesta inicial de adicionar una frac-
ción XXII al artículo 163 de la LGDFS, recorriendo en su
orden las fracciones subsecuentes, en la consideración de la
importancia que reviste; pues aseguran, tiene por objeto
desalentar los incendios provocados por el hombre con el
propósito de aprovechar el suelo de manera distinta de su
vocación forestal.

La propuesta planteada por el iniciador, señala: “XXII.
Realizar en terrenos incendiados cualquier actividad, uso
y/o aprovechamiento, distintos a la restauración, dentro de
los 20 años siguientes a que hayan sufrido el incendio;”

No obstante, el Senado considera necesario modificar el
texto propuesto para dicha fracción, bajo el argumento de
que “para lograr la restauración del ecosistema de los terre-
nos incendiados, es necesario realizar una serie de tareas
encaminadas a generar las condiciones adecuadas para que
se pueda lograr dicho fin”; en consecuencia, propone:

“XXII. Realizar en terrenos incendiados, cualquier activi-
dad o el aprovechamiento, de sus recursos, hasta en tanto se

acredite fehacientemente a la Secretaría que el ecosistema
se ha regenerado totalmente mediante los mecanismo que
para tal efecto se establezcan en el reglamento correspon-
diente; salvo que la actividad vaya encaminada a lograr la
restauración de dichos terrenos.”

Finalmente, no obstante que las Comisiones Unidas Dicta-
minadoras del Senado, no emiten consideración alguna en
su dictamen, sobre la propuesta del iniciador, relativa a la
adición de una fracción III, al artículo 165 de la LGDFS,
para establecer un nuevo rango de multas por el equivalen-
te de 150 a 30,000 días de salario mínimo a quien cometa
las infracciones señaladas en las fracciones IX, XIX, XXI y
XXII del artículo 163, desincorporándolas de las fracciones
I y II del mismo numeral; la Cámara de senadores aprueba
dicha adición, agregando en ella la infracción contenida en
la ahora fracción XXIII, haciendo la redistribución de las
citadas infracciones en las tres fracciones del artículo 165
propuestas por el iniciador y aprobadas por el Senado.

Una vez analizado el contenido de la Minuta objeto del pre-
sente dictamen, las y los diputados integrantes de la Comi-
sión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, exponemos
las siguientes:

III. Consideraciones

Los integrantes de esta comisión dictaminadora coincidi-
mos con la colegisladora en el sentido de que debe des-
echarse la propuesta de adición de un párrafo al artículo 58
de la LGDFS, y de la derogación del párrafo tercero del ar-
tículo 117 del mismo cuerpo normativo, en virtud de que la
disposición que se propone adicionar, es igual a la que se
pretende derogar; además, la prohibición propuesta para el
artículo 58, estaría referida a las autorizaciones para el
aprovechamiento de los recursos forestales; en tanto, la
misma prohibición contenida en el párrafo tercero del artí-
culo 117, en vigor, cuya derogación propuso el iniciador,
está orientada hacia las autorizaciones de cambio de uso de
suelo en terrenos forestales incendiados, como medida de
conservación forestal.

A pesar de nuestra coincidencia con la colegisladora, en los
términos del párrafo anterior, la propuesta de reforma al re-
ferido párrafo tercero del artículo 117 de la LGDFS, plan-
teada en la minuta que nos ocupa, la estimamos inviable,
pues consideramos que el texto vigente del multicitado pá-
rrafo tercero, al señalar que “no se podrá otorgar autoriza-
ción de cambio de uso de suelo en terreno incendiado sin
que hayan pasado 20 años a menos que se acredite feha-
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cientemente a la Secretaría que el ecosistema se ha regene-
rado totalmente...”, en una interpretación gramatical, esta
disposición admite que el ecosistema del terreno forestal
incendiado requiere de 20 años para su regeneración, y que
en el caso de que dicha regeneración total se acredite feha-
cientemente ante la Secretaría, aún antes de que transcurran
los 20 años, la dependencia podría otorgar la autorización
de que se trate.

Por su parte, la propuesta de reforma planteada por el Se-
nado, es contraria al objeto de las medidas de conservación
forestal, particularmente a la del cambio de uso del suelo en
los terrenos forestales, al pretender modificar la disposición
vigente, para que diga: “no se podrá otorgar autorización de
cambio de uso de suelo en terreno incendiado sin que ha-
yan pasado 20 años y en tanto no se acredite fehaciente-
mente a la Secretaría que el ecosistema se ha regenerado to-
talmente...”, en este supuesto, la hermenéutica nos lleva a
considerar que la autorización de cambio de uso de suelo
sólo podrá otorgarse una vez que hayan transcurrido los 20
años, aun cuando no se acredite fehacientemente que el
ecosistema se ha regenerado totalmente, ya que el agrega-
do propuesto por la colegisladora para reformar la disposi-
ción, al señalar: “y en tanto no...”, niega la necesidad de tal
acreditación fehaciente para que proceda la autorización de
cambio de uso de suelo en terreno incendiado. En todo ca-
so, de eliminarse la palabra “no” del agregado que reforma
el supuesto jurídico, tampoco cambiaría el carácter contra-
dictorio de la reforma propuesta, pues con dicha reforma, la
autorización procedería sólo después de transcurridos los
20 años y la posterior acreditación de la regeneración total
del ecosistema ante la Secretaría, lo cual es inadmisible en
una interpretación auténtica de la norma, ya que la volun-
tad del legislador, de acuerdo con el texto vigente, es que el
ecosistema del terreno forestal incendiado requiere de 20
años para su regeneración, y que en el caso de que dicha re-
generación total se acredite fehacientemente ante la Secre-
taría, aún antes de que transcurran los 20 años, la depen-
dencia podría otorgar la autorización de que se trate.

Estimamos acertada la decisión de la colegisladora, en
cuanto a desechar la propuesta de adición de una fracción
IV al artículo 128 de la ley, para facultar al Ejecutivo Fe-
deral para que pueda decretar veda forestal en terrenos fo-
restales incendiados, en la consideración de que declarar la
veda forestal en terrenos incendiados, limitaría las activida-
des propias de su adecuado manejo con el riesgo adicional
de agravar su deterioro, en lugar de optimizar su restaura-
ción.

Por otro lado, consideramos inviable la propuesta del Sena-
do, relativa a la adición de una fracción XXII al artículo
163 de la LGDFS, en virtud de que se pretende establecer
una infracción, cuyos elementos no corresponden a la con-
gruencia que deben guardar con la prohibición prevista en
el párrafo tercero del artículo 117 del mismo ordenamiento
legal, ya que la realización de cualquier actividad o el apro-
vechamiento de recursos, en terrenos incendiados, no son
permisibles por el hecho de que se acredite fehacientemen-
te a la Secretaría que el ecosistema se ha regenerado total-
mente mediante los mecanismos que para tal efecto se es-
tablezcan en el reglamento correspondiente; sino cuando se
otorgue la autorización correspondiente, una vez transcurri-
dos los 20 años a partir de la fecha del siniestro, o antes si
se acredita la regeneración total del ecosistema, ante la se-
cretaría.

Por último, no estamos de acuerdo con la propuesta del Se-
nado, relativa a la adición de una fracción III al artículo 165
de la Ley, con el propósito de establecer un nuevo rango de
multas por el equivalente de 150 a 30,000 días de salario
mínimo, a quien cometa las infracciones previstas en el ar-
tículo 163 de la LGDFS, relacionadas con incendios fores-
tales, en virtud de que tal incremento en el monto de las
multas que se pretende establecer, contraviene, por incon-
gruencia, lo dispuesto en el artículo 418, ubicado en el Ca-
pítulo Único Delitos Ambientales del Título Vigésimo
Quinto del Libro Segundo del Código Penal Federal, que a
la letra, dice:

“Artículo 418

Al que sin contar con la autorización que se requiera
conforme a la Ley Forestal, desmonte o destruya la ve-
getación natural, corte, arranque, derribe o tale árboles,
realice aprovechamientos de recursos forestales o cam-
bios de uso de suelo, se la impondrá pena de tres meses
a seis años de prisión y por el equivalente de cien a vein-
te mil días de multa.

La misma pena se aplicará a quien dolosamente ocasio-
ne incendios en bosques, selva o vegetación natural que
dañen recursos naturales, la flora o la fauna silvestre o
los ecosistemas.”

Es evidente que el rango más alto de las multas aplicables
a quien dolosamente ocasione incendios en terrenos fores-
tales, previsto en el Código Penal Federal, es el mismo que
prevé la fracción II del artículo 165 de la Ley General de
Desarrollo Forestal Sustentable; por ello, estimamos que la
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LGDFS no debe prever una multa mayor a la establecida en
el Código Penal Federal, por el mismo hecho constitutivo
de infracción a la Ley y, a la vez, de delito ambiental fede-
ral.

Por lo anterior expuesto y fundado, y para los efectos de lo
dispuesto en la fracción D del Artículo 72 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Comi-
sión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, somete a la
consideración de la Honorable Cámara de Diputados, el si-
guiente:

Acuerdo

Primero. Se desecha la minuta proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
de Desarrollo Forestal Sustentable, remitida el 13 de marzo
de 2014.

Segundo. Devuélvase a la Cámara de senadores para los
efectos de lo previsto en la fracción D del artículo 72 cons-
titucional.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de junio de 2014.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Lourdes Adriana López Moreno (rúbrica), presidenta; Minerva Castillo
Rodríguez (rúbrica), Érika Yolanda Funes Velázquez (rúbrica), J. Pilar
Moreno Montoya (rúbrica), María Concepción Navarrete Vital (rúbri-
ca), María Isabel Ortiz Mantilla (rúbrica), Gerardo Peña Avilés (rúbri-
ca), Claudia Elena Águila Torres (rúbrica), Graciela Saldaña Fraire (rú-
brica), Cristina Olvera Barrios (rúbrica), secretarios; Ricardo Astudillo
Suárez (rúbrica), Darío Badillo Ramírez (rúbrica), Mario Miguel Ca-
rrillo Huerta (rúbrica), Eufrosina Cruz Mendoza (rúbrica), José Luis
Esquivel Zalpa (rúbrica), Juan Manuel Fócil Pérez (rúbrica), Marina
Garay Cabada, Rodrigo González Barrios (rúbrica), Gabriel Gómez
Michel (rúbrica), Adriana Hernández Íñiguez (rúbrica), Patricia Lugo
Barriga (rúbrica), Ossiel Omar Niaves López (rúbrica), Ramón Antonio
Sampayo Ortiz, Aída Fabiola Valencia Ramírez (rúbrica), Ángel Abel
Mavil Soto, María Guadalupe Velázquez Díaz (rúbrica).»

La Presidenta diputada Aleida Alavez Ruiz: Consulte la
secretaría a la asamblea en votación económica si se aprue-
ban los puntos de acuerdo.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Por ins-
trucciones de la presidencia en votación económica se con-
sulta a la asamblea si se aprueban los puntos de acuerdo.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa,
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que

estén por la negativa, sírvanse manifestarlo. Mayoría por la
afirmativa, presidenta.

La Presidenta diputada Aleida Alavez Ruiz: Aprobados
los puntos de acuerdo. Archívense los expedientes como
asuntos totalmente concluidos. Por lo que se refiere a
las dos últimas minutas, devuélvanse a la Cámara de
Senadores para los efectos de la fracción D) del artícu-
lo 72 constitucional.

Honorable asamblea, se les informa que se recibió de la
Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamen-
tarias, dictamen con proyecto de decreto.

MEDALLA AL MERITO CIVICO EDUARDO NERI Y
LEGISLADORES DE 1913

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Dicta-
men de la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, con proyecto de decreto por el que la Cá-
mara de Diputados, del Honorable Congreso de la Unión
otorga la medalla al mérito cívico “Eduardo Neri y Legis-
ladores de 1913”, correspondiente al tercer año de ejercicio
de la LXII Legislatura, a la ciudadana Olga María del Car-
men Sánchez Cordero Dávila, el 9 de octubre de 2014.

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Par-
lamentarias le fue turnado para su estudio, análisis y dicta-
men correspondiente, el expediente que contiene los docu-
mentos que sustentan la propuesta de la candidata,
presentado por la Universidad Nacional Autónoma de Mé-
xico, para recibir la medalla al mérito cívico “Eduardo Ne-
ri y Legisladores de 1913”, el 9 de octubre de 2013.

Este órgano legislativo, después de analizar su contenido,
expone a la consideración de la Honorable Asamblea de la
Cámara de Diputados, el presente dictamen conforme a lo
siguiente:

Antecedentes

1. La medalla al mérito cívico “Eduardo Neri y Legislado-
res de 1913” tiene su origen en el año de 1969, cuando un
grupo de parlamentarios encabezados por el diputado Cel-
so Vázquez Ramírez presentara una proposición con punto
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de acuerdo, para reconocer al licenciado Eduardo Neri Rey-
noso, por la presentación en la tribuna de la Cámara de Di-
putados de su célebre discurso siendo diputado federal, con
tan solo 26 años de edad, en la sesión de Pleno el 9 de oc-
tubre de 1913, durante la XXVI Legislatura, en dicha di-
sertación cuestionó el desempeño de  Victoriano Huerta y
su gobierno, por los asesinatos de los diputados Adolfo C.
Gurrión, Serapio Rendón y del senador Belisario Domín-
guez. 

2. El galardón que ha pasado por diversas etapas, represen-
ta el máximo reconocimiento que la Cámara de Diputados
del Honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos entrega a aquel ciudadano o ciudadana que se
haya distinguido relevantemente, sirviendo a la colectivi-
dad nacional y a la República, por sus hechos cívicos o po-
líticos.

3. El 25 de febrero de 2013 se publicaron en el Diario Ofi-
cial de la Federación, las reformas aprobadas por esta Cá-
mara, al diverso por el que se crea la medalla al mérito cí-
vico “Eduardo Neri, Legisladores de 1913”, publicado el 2
de mayo de 2001, así como al Reglamento de la medalla al
mérito cívico “Eduardo Neri y Legisladores de 1913”, con
el objetivo fundamental de que este reconocimiento, otor-
gado en tiempos recientes una vez en cada Legislatura, aho-
ra se entregue cada año de ejercicio, en la Cámara de Di-
putados. Hasta hoy, la medalla se ha entregado a 11 figuras
representativas de distintos ámbitos de la vida nacional.

4. Asimismo, con esta reforma, el nombre de la medalla al
mérito cívico “Eduardo Neri, Legisladores de 1913”, cam-
bió la “coma”, después del apellido Neri, por la conjunción
“y”, para destacar y enaltecer así, a la generación de legis-
ladores a la cual perteneció el ilustre diputado guerrerense. 

5. De acuerdo al decreto publicado en el Diario Oficial de la
Federación el 2 de mayo del año 2001, la medalla será de oro
y penderá de un listón de seda con los colores patrios, en una
de sus caras se ubicará la efigie de Eduardo Neri Reynoso
con la leyenda: “Al mérito cívico Eduardo Neri y Legisla-
dores de 1913”, seguido del número de la Legislatura que
entrega y en la otra cara estará grabado el Escudo Nacional.

6. Además de lo anterior, el decreto por el que se crea la
medalla establece que se otorgará un pergamino alusivo al
dictamen de la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prác-
ticas Parlamentarias, así como la suma de dinero equiva-
lente a tres veces la dieta mensual de un ciudadano dipu-
tado. 

7. Con el fin de dar cumplimiento a lo que dispone el actual
Reglamento de la Medalla, el 6 de junio de 2014, la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados emitió la Convocato-
ria para el proceso de selección de candidatos a recibir la
medalla al mérito cívico “Eduardo Neri y Legisladores de
1913”, presea que, en esta LXII Legislatura será otorgada
por tercera ocasión a un ciudadano mexicano, en atención a
sus méritos cívicos o políticos1. 

8. En dicha convocatoria se estableció el mes de octubre de
2014, como el periodo de tiempo para entregar la presea, en
atención a lo dispuesto por el artículo 4o. el Reglamento de
la propia medalla al mérito cívico “Eduardo Neri y Legis-
ladores de 1913”.

9. El 2 de septiembre de 2014, la Mesa Directiva remitió a
la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parla-
mentarias, el expediente de la candidata registrada, con los
documentos requeridos en la convocatoria, a fin de dar
cumplimiento al proceso de dictaminación para el otorga-
miento de dicha presea. 

10. Entre otros documentos que sustentan la propuesta, la
comisión recibió escrito presentado ante la Mesa Directiva,
firmado por el doctor José Narro Robles, Rector de la Uni-
versidad Nacional Autónoma de México, a través del cual
presenta a la consideración de esta soberanía la candidatu-
ra en favor de la ciudadana Ministra Olga María del Car-
men Sánchez Cordero, en donde expone entre otros argu-
mentos los siguientes:

“La Universidad Nacional es sabedora que la señora
Ministra se ha distinguido en distintos ámbitos de la vi-
da pública nacional, como eminente jurista y servidora
de nuestra Patria. En la vertiente académica se ha dis-
tinguido en la institución que la formó profesionalmen-
te: esta Universidad Nacional Autónoma de México, co-
mo maestra titular por oposición de la cátedra de
Sociología General y Jurídica en la Facultad de Dere-
cho. Asimismo, ha formado parte de la Comisión Dicta-
minadora de Profesores por Oposición de Cátedra en
las materias de Sociología General Jurídica y de Dere-
cho Civil. En la administración universitaria, ha sido
Secretaria de Asuntos Escolares, Consejera Titular en el
Consejo Técnico de la Facultad de Derecho de la
UNAM y Directora del Seminario de Sociología Gene-
ral Jurídica en la misma Facultad. Actualmente es Con-
sejera de la Fundación UNAM.”
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11. En el mismo sentido, la Rectoría de la Universidad Na-
cional Autónoma de México hizo llegar a la Mesa Directi-
va de esta Cámara, oficios de la Universidad Autónoma de
Coahuila y de la Universidad Autónoma de Morelos, en cu-
yos textos muestran su respaldo a la candidatura para reci-
bir la medalla, presentada por la máxima casa de estudios
de nuestro país.

12. La Presidencia de esta comisión dio cuenta a sus inte-
grantes de la recepción de dicho expediente y procedió a su
estudio y dictaminación.

13. Con fecha 17 de septiembre de 2014, la comisión reci-
bió un oficio de la diputada Miriam Cárdenas Cantú, acom-
pañado por un escrito firmado por 131 diputadas y diputa-
dos de diversos grupos parlamentarios representados en la
Cámara de Diputados, en apoyo a la nominación de la mi-
nistra Olga María del Carmen Sánchez Cordero, para que
reciba la medalla al mérito cívico “Eduardo Neri y Legisla-
dores de 1913”. 

14. El martes 23 de septiembre de 2014, esta comisión fue
convocada a reunión por su Presidente para analizar, discu-
tir y votar el predictamen relativo a la entrega de la Meda-
lla, para el tercer año de esta LXII Legislatura. 

15. En dicha reunión, esta dictaminadora determinó elegir
como candidata ganadora a la ciudadana Olga María del
Carmen Sánchez Cordero Dávila.

Trayectoria de la candidata ganadora

Es Licenciada en Derecho por la Universidad Nacional Au-
tónoma de México, obtuvo su título en julio de 1970, con la
tesis: “Una Revolución en la interpretación del Derecho”,
tiene un posgrado en política social y administración, por
University College of Swansea de Gran Bretaña, es docto-
ra Honoris Causa por la Universidad Autónoma de Morelos
y la Universidad Autónoma de Nuevo León.

En el campo laboral, se ha desempeñado como secretaria de
asuntos escolares de la Facultad de Derecho de la Univer-
sidad Nacional Autónoma de México  (1976-1979); ha sido
directora del Seminario de Sociología General y Jurídica de
la Facultad de Derecho de la UNAM (1980-1984); la pri-
mera Notaria Pública en México, ocupando la No. 182 del
Distrito Federal en 1984; Magistrada numeraria del Tribu-
nal Superior de Justicia del Distrito Federal (1993-1995); y
fue designada Ministra de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación por el Senado de la República quedando adscrita

a la Primera Sala Civil y Penal, cargo que ocupa actual-
mente desde febrero de 1995.

En el espacio docente, ha sido maestra titular por oposición
de la cátedra de sociología general y jurídica; miembro de
la comisión dictaminadora de profesores en la Escuela Na-
cional de Estudios Profesionales de Aragón; consejera titu-
lar en el Consejo Técnico de la Facultad de Derecho de la
UNAM; maestra titular de Sociología de México de la Fa-
cultad de Ingeniería de la UNAM.

Ha sido autora y coautora en diversas publicaciones de li-
bros y de revistas; autora de los libros: “Una Revolución en
la interpretación del Derecho”, “Los problemas de los cin-
turones de miseria de la ciudad de México”, coautora de la
obra “El Derecho Notarial” y del libro “Simone de Beau-
voir… entre nosotras”, ha participado como articulista en
las revistas: “Lex. Difusión y Análisis”, “Revista del Insti-
tuto de la Judicatura Federal”; “Revista de la Barra Mexi-
cana del Colegio de Abogados, AC”;  “Revista Jurídica,
Anuario del Departamento de Derecho de la Universidad
Iberoamericana”; “Revista Jurídica del Poder Judicial del
Estado de Aguascalientes” “Revista de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación”; “Derecho y Cultura” , “Revista de la
Academia Mexicana para el Derecho, la Educación y la
Cultura, AC”; “Revista: Este país. Tendencias y Opinio-
nes”; “Revista Jurídica del Poder Judicial del Estado de
Nuevo León”; “Anales de Jurisprudencia del Tribunal Su-
perior de Justicia del Distrito Federal”; “Revista Iter Cri-
minis del Instituto Nacional de Ciencias Penales”; ”Revis-
ta de Derecho Privado del Instituto de Investigaciones
Jurídicas de la UNAM”. Además, ha sido articulista en di-
ferentes diarios de circulación nacional.

Ha participado como ponente en diversos foros organiza-
dos por diferentes instituciones entre las que destacan: La
Universidad Nacional Autónoma de México; Universidad
Anáhuac; Universidad Iberoamericana, Instituto Tecnoló-
gico Autónomo de México; Facultad Libre de Derecho de
Monterrey; Colegio de Abogados de Querétaro; Universi-
dad Panamericana; Sistema Nacional para el Desarrollo In-
tegral de la Familia (DIF); Asociación Nacional de Facul-
tades y Escuelas de Derecho de la República Mexicana;
Instituto Nacional de Ciencias Penales; Harvard Law Scho-
ol; David Rockefeller Center for Latin America Studies;
Center of International Development y Harvard University
Mexican Asociation; Universidad Latina; Cámara Nacional
de la Industria de Radio y Televisión; Instituto Nacional de
las Mujeres; Universidad de California; Asociación Nacio-
nal del Notariado Mexicano; Universidad Autónoma de

Año III, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2014 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados544



ciudad Juárez; Secretaría de Relaciones Exteriores; Univer-
sidad Autónoma Metropolitana; Honorable Cámara de Di-
putados; Cámara Nacional de la Industria de la Transfor-
mación; Secretaría de Desarrollo Social, entre otros.

Galardonada y distinguida con premios y reconocimientos
por diversas instituciones, a saber: Ayuntamiento Constitu-
cional de Tehuacán, Puebla (marzo 1998); “Distinguida
abogada de las Américas, otorgado por la Barra Interameri-
cana de Abogados”, “Reconocimiento por su valiosa labor
en pro de la Federación Mexicana de Universitarios” (no-
viembre 2000); “Premio Reforma”, otorgado por la Acade-
mia Nacional, A.C (junio 2001); “Doctora Honoris Causa
por la Universidad Autónoma de Morelos” (julio 2003),
“Doctora Honoris Causa por la Universidad Autónoma de
Nuevo León” (septiembre 2003); “Presea de Tepancla-
to”(octubre 2003) otorgado por el Instituto de Ciencias Ju-
rídicas de la UNAM, Campus Aragón; “Presea Mujer del
año 2004” (diciembre 2004) otorgado por el Patronato de la
Mujer del Año; “Presea Zafiro” (mayo 2004) otorgado por
la Universidad en Estudios de Posgrado en Derecho; “Pre-
sea Flama, Vida y Mujer” (marzo 2005) otorgado por la
Universidad Autónoma de Nuevo León; “Galardón Fuerza
Jurídica” (marzo 2006) otorgado por el Instituto Juárez de
Villahermosa, Tabasco; “Medalla Anáhuac en  Derecho
2007” (octubre 2007) otorgada por la Universidad Anáhuac
del Norte; “Medalla Omecihuatl 2008” (octubre 2008)
otorgada por el gobierno y el Instituto de las Mujeres del
Distrito Federal.

Ha sido reconocida por diversos organismos destacándose
entre ellos: reconocimiento  “Mujeres que hacen la Dife-
rencia” (septiembre 2006) única mujer latina en recibirlo y
otorgado por el International Women’s Forum, en Seattle,
Washington; Reconocimiento por su participación en la
Declaración de Constitucionalidad de la Ley del Instituto
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores al
Servicio del Estado (septiembre de 2008) otorgado por la
Federación de Sindicatos de los Trabajadores al Servicio
del Estado; Reconocimiento “Clara Zetking” otorgado por
la Coordinación Internacional de Grupos Vulnerables en
Derechos Humanos, con el auspicio de la UNESCO, la em-
bajada de Dinamarca y la Secretaria de Gobernación,
Miembro de los “Trescientos líderes más influyentes de
México en los años 2005, 2006, 2007, 2008, 2009, 2010 y
2011” realizado por lideres mexicanos.

En el ámbito cívico, vale la pena destacar que durante el
movimiento estudiantil de 1968, la ahora ministra marchó
al lado del rector de la Universidad Nacional Autónoma de

México, Javier Barros Sierra para defender la autonomía
universitaria. Por ese motivo, se considera como parte de
una generación que lucho por las libertades de expresión,
sexual y de prensa. Defensora de la actuación y dignidad
femeninas, sostiene que “el rímel y el labial, son armas pa-
ra la autoestima, más que para la vanidad”.

Sin duda alguna, la trayectoria de la ministra Olga Sánchez
Cordero, destaca en lo profesional por su percepción en la
aplicación imparcial del derecho, en la forma como enfati-
za la importancia que reviste para cualquier gobierno hacer
valer los derechos humanos para ser respetado por la gente
que gobierna. Para ella, los conceptos de cultura de la lega-
lidad y el estado de derecho, son términos semánticos que
deben hacerse efectivos porque que ningún país, ninguna
sociedad y ni ningún grupo social pueden subsistir sin esta
realidad. 

Desde febrero de 1995, ocupa un lugar en el Tribunal Su-
premo del país y se ha enfrentado al reto de externar su po-
sición en casos muy delicados y polémicos como el tema
del aborto y la homosexualidad, en los que sin duda ha de-
jado huella. En el mismo tenor, ha participado en casos
controvertibles como el de Florence Cassez, cuya exposi-
ción mediática la llevó a afirmar que: “Un juez constitucio-
nal no dicta sentencia con base en la opinión pública”. 

Su posición ideológica, la ha ubicado como una ministra
con sentido liberal, puesto que su bandera siempre ha sido
la defensa de los derechos fundamentales y desde esta tesi-
tura fue la primera integrante de la Corte que hablo en ese
espacio, por la defensa de los menores, a fin de adecuar la
jurisprudencia de manera que se protejan los derechos de la
niñez mexicana.

De igual manera, ha sido una voz para difundir las necesi-
dades de su género, lo que la ha hecho sentirse orgullosa,
pues afirma que ha roto un tabú, al decir que sí existe la vio-
lación sexual entre los cónyuges, defendiendo así la liber-
tad sexual de las mujeres.

Recientemente, presentó un protocolo para que el sistema
de justicia nacional sea revisado, con perspectiva de gé-
nero.

Consideraciones

Primera. La Cámara de Diputados está facultada para co-
nocer y resolver la materia motivo del presente dictamen,
de acuerdo con lo que establece el primer párrafo del ar-
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tículo 70, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como lo dispuesto en los artículos 38 nu-
meral 1, fracción II y 261 del Reglamento de la Cámara de
Diputados.

Segunda. La Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácti-
cas Parlamentarias, de esta representación, es competente
para conocer y resolver todo lo relacionado con las distin-
ciones que se otorgan a nombre de la Cámara de Diputados,
según lo dispuesto por el artículo 40, párrafo segundo, in-
ciso b), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos. En el mismo sentido, es respon-
sabilidad de esta comisión elaborar el dictamen para
otorgar la presea referida, en concordancia con lo que se-
ñala el artículo tercero del decreto por el que se crea la me-
dalla al mérito cívico “Eduardo Neri, Legisladores de
1913”, así como los artículos quinto y sexto, del Regla-
mento de la medalla al mérito cívico, “Eduardo Neri y Le-
gisladores de 1913”. 

Tercera. La Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácti-
cas Parlamentarias valora ampliamente la propuesta que hi-
ciera la Universidad Nacional Autónoma de México, a tra-
vés de su rector, en el ánimo de premiar el desempeño
académico y profesional de una de las más destacadas inte-
grantes de la comunidad universitaria, acreditada a través
de su profusa trayectoria. 

Cuarta. Esta dictaminadora también aprecia el apoyo de
otras instituciones académicas universitarias, así como de
los legisladores que se pronunciaron en favor de la candi-
datura presentada por el doctor Narro Robles y reconoce el
consenso que la propuesta generó, a fin de otorgar por vez
primera esta distinción a una mujer, cuyos méritos en el
ámbito académico y de aplicación de la justicia son evi-
dentes.

Quinta. La trayectoria de la ciudadana Olga María del Car-
men Sánchez Cordero Dávila es muestra fehaciente de la
transformación de la participación de las mujeres, durante
las últimas décadas, en la academia, pero sobre todo en el
gobierno y los asuntos públicos, para beneficio de la colec-
tividad. 

Sexta. Resulta apremiante promover una cultura de respeto
a la legalidad, de cumplimiento de las normas vigentes,
además de una aplicación justa de la ley para alcanzar la as-
piración de ser una sociedad abierta y democrática que nos
permita una mejor convivencia y entorno social para todos. 

Séptima. La Cámara de Diputados reitera su compromiso,
a través de la entrega de esta distinción, de continuar fo-
mentando los valores cívicos, éticos y políticos entre los
mexicanos, para que sus acciones contribuyan al progreso
de nuestro país. 

En razón de todo lo antes expuesto, fundado y motivado, en
atención a la trayectoria y méritos obtenidos en su ámbito
académico y profesional, la Comisión de Régimen, Regla-
mentos y Prácticas Parlamentarias, de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión, LXII Legisla-
tura, en el tercer año de su ejercicio, acuerda presentar a la
consideración del Pleno de esta Asamblea, el siguiente pro-
yecto de:

Decreto por el que la Cámara de Diputados, del Hono-
rable Congreso de la Unión otorga la medalla al mérito
cívico “Eduardo Neri y legIsladores de 1913”, corres-
pondiente al tercer año de ejercicio de la LXII Legisla-
tura, a la ciudadana Olga María del Carmen Sánchez
Cordero Dávila, el 9 de octubre de 2014.

Artículo Primero. La Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, LXII Legislatura, otorga la medalla
al mérito cívico, “Eduardo Neri y Legisladores de 1913”,
correspondiente al tercer año de ejercicio, a la ciudadana
Olga María del Carmen Sánchez Cordero Dávila.

Artículo Segundo. La medalla al mérito cívico “Eduardo
Neri y Legisladores de 1913”, un pergamino alusivo al dic-
tamen de la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácti-
cas Parlamentarias, por el que se decide quién será la per-
sona galardonada, suscrito por los integrantes de la Junta de
Coordinación Política de la Cámara de Diputados y, una su-
ma de dinero equivalente a tres veces la dieta mensual de
un ciudadano diputado, se entregarán a la ciudadana Olga
María del Carmen Sánchez Cordero Dávila, en sesión
solemne que se celebrará el día 9 de octubre, a las 10:00 ho-
ras, en el Salón de Sesiones del Recinto Legislativo de San
Lázaro. 

Artículo Tercero. La Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados, por conducto de su Presidente, informará a la
candidata que ha resultado elegida, respecto de la decisión
de esta Asamblea, el día de la aprobación del dictamen en
el Pleno.

Artículo Cuarto. En la sesión solemne a que se refiere el
artículo anterior, podrán hacer uso de la palabra, un dipu-
tado integrante de la Comisión de Régimen, Reglamentos y
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Prácticas Parlamentarias, la persona homenajeada y el Pre-
sidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados. La
Junta de Coordinación Política acordará los tiempos de las
intervenciones, así como el orden en que intervendrán los
oradores. 

Artículo Quinto. El protocolo que rija la sesión solemne
será definido conjuntamente por la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados y por la Comisión de Régimen, Re-
glamentos y Prácticas Parlamentarias.

Artículo Sexto. El presente decreto será publicado en la
Gaceta Parlamentaria de la Cámara de Diputados, en el
Diario Oficial de la Federación y en tres diarios de circula-
ción nacional.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día de su pu-
blicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota:

1 Publicación en la Gaceta Parlamentaria, año XVII, número 4037,
anexo I. Viernes 6 de junio de 2014. 

Así lo resolvieron los diputados integrantes de la Comisión de Régi-
men, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, en el Recinto Legislati-
vo de San Lázaro, el martes 23 de septiembre de 2014.

La Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamenta-
rias, diputados: Marcos Aguilar Vega (rúbrica), Brenda María Izon-
tli Alvarado Sánchez (rúbrica), Cristina González Cruz (rúbrica),
Amira Gricelda Gómez Tueme, Alberto Díaz Trujillo (rúbrica), Ro-
berto López Suárez (rúbrica en contra), Francisco Alfonso Durazo
Montaño (rúbrica en contra), Felipe Arturo Camarena García (rú-
brica), Rubén Camarillo Ortega, María del Rocío Corona Nakamura
(rúbrica), Luis Armando Córdova Díaz (rúbrica), Alfa Eliana Gon-
zález Magallanes, Marcos Rosendo Medina Filigrana (rúbrica en
contra), Norma Ponce Orozco (rúbrica), Alfredo Rivadeneyra Her-
nández (rúbrica), Jorge Salgado Parra (rúbrica en contra), Miguel
Sámano Peralta (rúbrica).»

Presidencia del diputado 
Francisco Agustín Arroyo Vieyra

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: . Por lo que para los efectos del artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple con la decla-
ratoria de publicidad.

OBRAS EN EL RANCHO POZO NUEVO, PROPIEDAD
DEL LICENCIADO GUILLERMO PADRES ELIAS

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Honorable asamblea, de conformidad con el artículo
76, fracción IV, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, tiene el uso de la voz hasta por cinco minutos el señor
diputado don Antonio Francisco Astiazarán Gutiérrez, para
presentar proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la Conagua, a la Semarnat y demás dependencias
competentes a fin de revisar y determinar si las obras rea-
lizadas en el rancho Pozo Nuevo, estado de Sonora, se re-
alizaron conforme a lo que establece la ley y suscrito por
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

El diputado Antonio Francisco Astiazarán Gutiérrez:
Gracias, diputado presidente. Compañeras y compañeros
diputados: el pasado 4 de septiembre se dio a conocer, a
través del programa Punto de Partida de Denise Maerker
una serie de inversiones millonarias realizadas sobre el ran-
cho Pozo Nuevo ubicado en el estado de Sonora, propiedad
del gobernador de Sonora, Guillermo Padrés y su familia.

En dicha investigación ampliamente documentada por Fá-
tima Monterrosa y Marco Tinoco, se da cuenta de una se-
rie de obras realizadas en los últimos años que distan mu-
cho de tener una justificación legal y económica.

Se narra, por ejemplo, la construcción de una presa a la que
por cierto Guillermo Padrés llamó represo, con una capaci-
dad de cuatro millones de metros cúbicos de agua y que tie-
ne una cortina de 120 metros de largo por 80 de altura.

Pero no sólo eso. El programa da cuenta también de la
construcción de un acueducto con una superficie aproxi-
mada de siete kilómetros para trasladar el agua desde ese
punto hacia un reservorio que asegura el riego tecnificado
de 300 hectáreas de nogal.

Así como ustedes escucharon, compañeras y compañeros
diputados. Inversiones superiores a los 300 millones de pe-
sos sobre una propiedad que apenas en el 2009 le había si-
do señalada para embargo a la familia Padrés Elías por el
incumplimiento en el pago de unos invernaderos que habí-
an sido construidos años anteriores.

La concentración de toda esta agua en la presa provocó es-
casez del vital líquido en las comunidades aledañas. A jui-
cio de los habitantes de la comunidad de Bacanuchi ubica-
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da en el municipio de Arizpe, esta sequía trajo como con-
secuencia pérdidas económicas sin precedentes a los pro-
ductores de la región.

En nuestro país el agua es de la nación. Independiente-
mente de su condición política nadie tiene derecho de apro-
piarse de los bienes de la nación, más en un estado como el
nuestro en donde las limitaciones de agua nos han llevado
a una confrontación política y social sin precedente.

Es verdad que el sector agropecuario tiene el derecho de
utilizar las aguas superficiales para sus fines, pero esto de-
berá hacerse mediante una concesión que la Comisión Na-
cional del Agua otorga en base a un estudio que dé cuenta
de la suficiencia del recurso.

Como consecuencia de las denuncias ciudadanas, la Cona-
gua anunció el pasado 10 de septiembre el inicio de una in-
vestigación sobre estas propiedades a fin de determinar si
cumplían con los requisitos de ley.

Lejos de aceptar esta instrucción, el gobernador solicitó la
expulsión de los delegados federales. Era importante, en
principio, que la Conagua se pronunciara respecto de si ha-
bía título de concesión de las aguas, si la presa en este ca-
so contaba con la concesión de la zona federal y si la cons-
trucción de esta presa y la cortina contaba con las
especificaciones de seguridad.

Era importante hablar en tiempo pasado porque sorpresiva-
mente la cortina de la presa fue reportada rota el pasado sá-
bado 20. De acuerdo con la versión del gobernador, el cre-
cimiento del afluente del río provocó la ruptura de la presa;
sin embargo, versiones de vecinos del lugar hablan de ex-
plosivos que se llevaron a cabo.

Aquí está, compañeras y compañeros, la presa antes y aquí
está la presa después, en donde las explosiones que regis-
traron los compañeros de la comunidad Bacanuchi, hablan
de que esta presa no fue rota por la naturaleza, sino deriva-
da con el uso de explosivos.

Por eso queremos también que se investigue, incluso, una
línea de investigación adicional para saber si se utilizaron
explosivos y si estos explosivos contaban con el permiso
de la Secretaría de la Defensa Nacional.

Ponemos en consecuencia, que es importante además que
la Semarnat se pronuncie para conocer si las 300 hectáreas

de Nogal, si toda la superficie que fue en su momento des-
montada, contaba con los permisos ambientales requeri-
dos, manifiesto de impacto ambiental, cambio de uso de
suelo forestal, permisos por parte de la Comisión Nacional
del Agua para la utilización de los pozos para estos riegos
tecnificados de más de 300 hectáreas.

En consecuencia, solicito presidente, que se integre el tex-
to completo del exhorto que fue suscrito por más de 150 le-
gisladores de esta soberanía, a fin de que las autoridades
competentes se pronuncien sobre la legalidad de estas
obras. Es cuanto, presidente.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Conagua, a la Semarnat y demás dependencias compe-
tentes a revisar y determinar si las obras realizadas en el
rancho Pozo Nuevo, en Sonora, propiedad del licenciado
Guillermo Padrés Elías y su familia, se ajustaron a lo esta-
blecido en la ley, a cargo del diputado Antonio Francisco
Astiazarán Gutiérrez y suscrita por integrantes del Grupo
Parlamentario del PRI

Los suscritos, diputados federales de Sonora, integrantes
del Partido Revolucionario Institucional, Antonio Francis-
co Astiazarán Gutiérrez, Flor Ayala Robles Linares y Faus-
tino Félix Chávez, con fundamento en el artículo 6, nume-
ral 1, fracción I; artículo 62, numeral 3; artículo 79,
numeral 1, fracción II, y numeral 2; artículos 100 y 113, to-
dos del Reglamento de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, someten a consideración de es-
ta soberanía la siguiente proposición con punto de acuerdo
de urgente u obvia resolución, por el que se exhorta a la Co-
misión Nacional del Agua (Conagua), Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat) y demás de-
pendencias competentes del gobierno federal; a efecto de
que revise y determine si las obras realizadas en el rancho
“Pozo Nuevo” propiedad del licenciado Guillermo Padrés
Elías y su familia, se realizaron conforme a lo que estable-
ce la Ley, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El 4 de septiembre del año en curso, el programa Punto de
Partida, que conduce la periodista Denise Maerker1 dio a
conocer a través de una investigación realizada por Fátima
Monterreosa y Marco Tinoco, que el gobernador de Sono-
ra, licenciado Guillermo Padrés Elías y su familia tienen en
su rancho una presa hidráulica con capacidad de contener
varios millones de metros cúbicos de agua.
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Se trata del rancho Pozo Nuevo, ubicado a cinco kilómetros
del pueblo de Bacánuchi, de 3 mil 670 hectáreas, para la
siembra y riego de nogal, que luce imponente con la presa
El Titanic, como la conocen los ejidatarios, construida a fi-
nales de 2011 y principios de 2012, sin el título de conce-
sión que otorga la Comisión Nacional del Agua (Conagua),
ni la autorización de manifestación de impacto ambiental
(MIA) por parte de la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales (Semarnat).

Para entender lo anterior, la Ley de Aguas Nacionales2 se-
ñala en el artículo 3o., fracción XIII lo siguiente:

XIII. Concesión: Título que otorga el Ejecutivo fede-
ral, a través de ‘la Comisión’ o del organismo de
cuenca que corresponda, conforme a sus respectivas
competencias, para la explotación, uso o aprovecha-
miento de las aguas nacionales, y de sus bienes públi-
cos inherentes, a las personas físicas o morales de ca-
rácter público y privado, excepto los títulos de
asignación.

De igual forma, el artículo 3o. de la Ley General de Equi-
librio Ecológico y Protección al Ambiente,3 señala que: 

XXI. Manifestación del impacto ambiental: El docu-
mento mediante el cual se da a conocer, con base en
estudios, el impacto ambiental, significativo y poten-
cial que generaría una obra o actividad, así como la
forma de evitarlo o atenuarlo en caso de que sea ne-
gativo;

La construcción de la presa El Titanic y la perforación de
seis pozos en el rancho Pozo Nuevo de Guillermo Padrés,
a partir de febrero de 2012,  está escriturada a nombre de
Guillermo Padrés Elías, de su hijo Guillermo Padrés Dag-
nigo, de su hermano Miguel Padrés Elías, y de su sobrino
Miguel Padrés Molina; coinciden con la caída en el sumi-
nistro de agua para el resto de los poco más de 200 habi-
tantes de Bacanuchi, sobre todo en estos momentos, por la
contaminación que están padeciendo los Río Sonora y el
propio río Bacanuchi.

El embalse, de 120 metros de longitud y una cortina de 80
metros de altura, tiene capacidad para almacenar cuatro mi-
llones de metros cúbicos de agua que llega del río Manza-
nal, como lo dio a conocer Excélsior4 en su edición del
viernes 5 de septiembre.

De igual forma es deber de la Cámara de Diputados, inves-
tigar y llegar hasta las últimas consecuencias en el caso que
nos ocupa para saber y determinar el origen de los recursos
que el Gobernador de Sonora, Guillermo Padrés Elías, uti-
lizó para la construcción de la Presa y las inversiones mi-
llonarias que ha realizado en los últimos años para moder-
nizar el Rancho Pozo Nuevo.

En la entrevista que le realizan a Guillermo Padrés Elías, en
el programa Punto de Partida, existe que hay un “represo
que tiene más de 60 años que ya estaba en una comunidad
minera” y termina justificando “que hay muchos, incluyen-
do el rancho nuestro…”

Sin embargo, en la Ley de Aguas Nacionales no existe el
término represo; sin embargo el artículo 3 en su fracción
XVII,  establece lo que es un “cuerpo receptor” dentro del
que se menciona a la presa:

XVII. Cuerpo receptor: La corriente o depósito na-
tural de agua, presas, cauces, zonas marinas o bienes
nacionales donde se descargan aguas residuales, así
como los terrenos en donde se infiltran o inyectan di-
chas aguas, cuando puedan contaminar los suelos,
subsuelo o los acuíferos;

Y el artículo 113 del propio ordenamiento indica que la ad-
ministración de los bienes nacionales que se enumeran que-
dará a cargo de la Comisión, entendiéndose por ésta a la
Comisión Nacional del Agua:

…

VI. Las islas que existen o que se formen en los vasos
de lagos, lagunas, esteros, presas y depósitos o en los
cauces de corrientes de propiedad nacional, excepto
las que se formen cuando una corriente segregue te-
rrenos de propiedad particular, ejidal o comunal, y 

VII. Las obras de infraestructura hidráulica finan-
ciadas por el gobierno federal, como presas, diques,
vasos, canales, drenes, bordos, zanjas, acueductos,
distritos o unidades de riego y demás construidas pa-
ra la explotación, uso, aprovechamiento, control de
inundaciones y manejo de las aguas nacionales, con
los terrenos que ocupen y con las zonas de protec-
ción, en la extensión que en cada caso fije “la Comi-
sión”.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2014 549



En cuanto a los recursos económicos que se han erogado
para la construcción de la presa y el auge del rancho Pozo
Nuevo, hasta el momento, no se han especificado ni tam-
poco se han dado a conocer pues  la opacidad, la corrupción
y la falta de rendición de cuentas ha sido el común deno-
minador del gobierno de Sonora, ¿cómo se podrá justificar
las inversiones millonarias que han sido realizadas sobre el
rancho en los últimos años?

Es evidente que no existe, ni habrá explicación alguna para
justificar las inversiones millonarias que han sido realiza-
das sobre el rancho en los últimos años, y exigimos a las
instancias legales que correspondan que lleguen hasta las
últimas consecuencias; pues el video que detonó la grave-
dad de la situación que padecen los habitantes de Bacanu-
chi, con la escasez de agua, del problema de contaminación
por el derrame que realizó la mina Buenavista, de la muer-
te de ganado y cosecha, nos ha dejado ver que el rancho Po-
zo Nuevo en el año 2008 no tenía imágenes ni rastros de la
obra de la presa; sin embargo en imágenes tomadas en el
año 2012 se puede ver la obra de la presa ya construida,
misma que fue verificada con las mismas coordenadas por
los propios investigadores del programa Punto de Partida.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración
de esta honorable Cámara de Diputados los presentes 

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta respetuosamente a la Comisión Na-
cional del Agua (Conagua) a revisar si la presa que se
encuentra ubicada en el Rancho Pozo Nuevo y la cons-
trucción de la cortina que tiene la misma no representa
un riesgo para las poblaciones aledañas, derivado del
volumen de metros cúbicos de agua almacenada.

Segundo. Se exhorta respetuosamente a la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat) a dar a
conocer públicamente si la presa ubicada en el rancho Po-
zo Nuevo cuenta con manifiesto de impacto ambiental y
con título de concesión correspondiente, así como si el des-
monte para realizar dicha obra cuenta con autorización pa-
ra el cambio de uso de suelo forestal; ambos debidamente
autorizados.

Tercero. Se exhorta respetuosamente a las demás depen-
dencias competentes del gobierno federal, a efecto de que
se revise y determine si las obras realizadas en el rancho
Pozo Nuevo, propiedad del licenciado Guillermo Padrés
Elías y familia están dentro de la legalidad.

Notas:

1 www. http://noticieros.televisa.com/programas-punto-de-partida/

2 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/16_110814.pdf

3 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/148.pdf

4 www.excelsior.com.mx, viernes 5 de septiembre de 2014, lunes 8 de
septiembre 2014.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de septiembre de
2014.— Diputados: Antonio Francisco Astiazarán Gutiérrez, Flor Aya-
la Robles Linares, Elvia María Pérez Escalante (rúbricas).»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Insértese el texto íntegro en el Diario de los Debates.
Pregunte la Secretaría a la asamblea, en términos regla-
mentarios, si se considera de urgente resolución.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Para los
efectos del artículo 100 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, se pregunta a la asamblea si se considera de ur-
gente resolución. Las diputadas y los diputados que estén
por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los
diputados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.
Mayoría por la afirmativa, presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: En tal virtud, tiene el uso de la voz la diputada Cristina
Olvera Barrios, de Nueva Alianza.

La diputada Cristina Olvera Barrios: Con su permiso,
diputado presidente. Compañeras diputadas y compañeros
diputados, es difícil concebir que en medio de la tragedia
ambiental por la que atraviesa el Estado debido al derrame
que se suscitó en la mina Buenavista del Cobre, el gober-
nador actual de Sonora, licenciado Guillermo Padrés Elías,
quien debería velar por el bienestar de los pobladores que
habitan en el estado de Sonora, ha emprendido una serie de
acciones para sacar a flote los ranchos de su familia, entre
ellos El Pozo Nuevo, que se ubica en el poblado de Baná-
michi. 

Actualmente podemos apreciar que el rancho El Pozo
Nuevo, dejó de ser un campo despoblado y se ha converti-
do en un centro cultivo de 300 hectáreas de Nogales. 

¿Y cómo podría ser posible? Hay que recordar que el ran-
cho El Pozo Nuevo, no tiene ningún problema de escasez
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de agua al día de hoy, ya que montaña arriba se construyó
una presa de concreto y se han perforado seis pozos, y a la
par se ha construido una presa hidráulica que capta el agua
del río Manzanal, debido a ello ahora el agua que corre por
el río Manzanal ya no llega a la comunidad de Bacanuchi.

Compañeras diputadas y compañeros diputados, es imper-
donable mermar más la situación de cada uno de los po-
bladores de Bacanuchi, que no sólo ha sido uno de los mu-
nicipios más afectados por la contaminación que se ha
originado por el derrame de la mina Buenavista del Cobre,
sino ahora sufre y padece los embates de la exclusión de re-
cibir el vital líquido.

Dejemos a un lado la impunidad y la corrupción, exijamos
cuentas para transparentar el proceso a que se sujetaron las
obras que se realizaron en el rancho Pozo Nuevo, donde
hoy la cortina de presa ha colapsado así de las seis conce-
siones de aprovechamiento subterráneo que se autorizaron
a nombre de Guillermo Padrés Dagnino y Miguel Padrés
Molina.

En Nueva Alianza nos solidarizamos con la población del
municipio de Bacanuchi, exigimos a las autoridades la ur-
gente y atenta solución a los problemas que hoy atañen a la
población del municipio, que ya están cansados de tanta
tragedia y añoran la oportunidad de recibir ayuda que les
permita vislumbrar un mejor futuro. Es por eso que Nueva
Alianza dará su voto a favor del presente dictamen. Es
cuanto, diputado presidente. Y muchas gracias, compañe-
ros legisladores.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Gracias a usted, doña Cristina.

La diputada Cristina Olvera Barrios: Y necesitamos el
apoyo para el estado de Sonora.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Gracias, doña Cristina. Doña Lilia Aguilar Gil, del PT,
tiene usted el uso de la voz hasta por cinco minutos. 

¿Está doña Lilia? Aquí viene doña Lilia.

La diputada Lilia Aguilar Gil: Muchas gracias, señor
presidente. Y con la venia de la asamblea. Creo que este te-
ma, del que ya se ha hablado mucho y que está directa-
mente relacionado con los hechos de corrupción e indolen-
cia de quien puedo solamente denominar como un
gobernador de dudosa legalidad, nos deja claro que en So-

nora no solamente hay un estado de ingobernabilidad que
ha quedado demostrado con la permanencia de la conce-
sión de Grupo México, en la que seguiremos insistiendo
que se remueva, y se lo seguiremos insistiendo sobre todo
al presidente de la Comisión Especial.

La presa del gobernador Padrés, que ha salido a hacer de-
fendida inclusive por el líder nacional del PAN, pone en
evidencia no solamente la voracidad política de este gober-
nador, sino también su falta de sensibilidad social.

El acumular agua en un estado como Sonora, para la gente
que estamos forjados en el desierto nos parece que no so-
lamente es un delito, sino que también demuestra que el
gobernador Padrés no gobierna para los sonorenses sino
para él mismo y para su familia. Él ha salido a decir que no
es una presa, que es simplemente un muro de contención.
Ha salido a decir también que la presa no tenía tanta agua
como 40 millones se habían reportado, porque quedó en
evidencia a través de los medios de comunicación que se
había vaciado esta presa.

El punto de acuerdo que hoy se presenta, aunque –y lo di-
go con mucho respeto para mis compañeros del PAN– pa-
recería una vendetta política, yo simplemente digo en esta
caso lo que he dicho en el caso del Grupo México. Si ésta
es de verdad una vendetta política pero hay elementos de
ilegalidad realmente en la elaboración y en la retención de
agua en un estado desértico como Sonora, que se aplique el
peso de la ley.

Un gobernador del estado, un partido político no podría so-
licitar que se exima de una investigación un acto tan lamen-
table como éste. El líder yaqui que ha sido detenido por de-
nunciar el acueducto Independencia, que parecería que es la
aplicación inmediata de la justicia y al que por cierto con
el que no solidarizamos y solicitamos verdadera aplicación
de la justicia, debería de ser en sentido contrario, un ejem-
plo para que Padrés sea puesto a disposición de las autori-
dades, que se investigue no solamente el tráfico de in-
fluencias, sino qué monto de agua está reteniendo y sobre
todo que nos digan con qué dinero se construyó esta presa.

Ésta es una solicitud de adición que hacemos a quien está
presentando este punto de acuerdo. Lo haremos en este
momento de manera escrita para que adicionalmente nos
diga qué recursos y con qué dinero Padrés y su familia
construyeron esta presa, que es el ejemplo claro del abuso
de autoridad, de la corrupción y del México que ya no que-
remos. Muchas gracias.
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El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Gracias, diputada. Don Alfonso Durazo Montaño, tie-
ne usted el uso de la voz hasta por cinco minutos, en re-
presentación de Movimiento Ciudadano.

El diputado Francisco Alfonso Durazo Montaño: Gra-
cias, compañero presidente. Compañeras y compañeros di-
putados, firmé al igual que 150 legisladoras, legisladores,
este punto de acuerdo porque como sonorense, como cual-
quier sonorense sé que el gobierno o que Sonora está sien-
do gobernado por una banda de cleptómanos.

No queda duda entre los sonorenses sobre los niveles de
corrupción que privan en el gobierno del estado. Y no que-
da duda porque cualquier sonorense, casi cualquier sono-
rense ha sido testigo de un asalto por parte de funcionarios
del gobierno del estado. Sin embargo, el tema de la presa
es un juego de dimes y diretes, en virtud de los intereses
políticos del PRI y del PAN.

Como no hay información, los sonorenses podemos creer
cualquier cosa. Es tiempo ya de que las autoridades fede-
rales tomen posición respecto al tema y que asuman su res-
ponsabilidad de manera oficial, en lugar de estar filtrando
información que sólo confunde a la opinión pública. Que la
información que tienen que la difundan, pero que asuman
la responsabilidad de hacerlo.

Con independencia de ello, los sonorenses sabemos que el
gobernador es un pájaro de cuenta. De eso no hay absolu-
tamente ninguna duda. Pero no debemos convertir lo acce-
sorio en estratégico, que en aras del pleito político entre el
PRI y el PAN no se nos olvide a nosotros, como diputados,
que el gran problema es la gravísima contaminación causa-
da por Grupo México al río Sonora. Que no se distraiga
nuestra atención de ese tema para irnos a un juego de di-
mes y diretes entre el PRI y el PAN.

Que no decaiga la atención ni el reclamo por atender a los
afectados por la contaminación al río Sonora y que en pa-
ralelo, pero en su carril, continúe la investigación por este
caso de corrupción.

Pero déjenme decirles algo más, es cierto que Sonora está
marcado por la corrupción, pero igualmente lo está el país
y junto con la información de la presa del gobernador Pa-
drés, también se difundió información cuando menos a ni-
vel local de otros cuatro represos en chanchos de priistas.
Creo que en aras de la verdad y de la honestidad deben in-
vestigarse también esos otros represos.

Pero sobre todo tenemos que entrarle al tema de la corrup-
ción. No es gratuito que en el país, que en el año 2000 es-
taba en el lugar número 53 –termino, presidente– de la co-
rrupción, en el 2012 estaba en el lugar número 100. Y 20
meses después, en el gobierno de Peña estamos en el lugar
106, ¿qué significa? Que el país está en manos de los gran-
des corruptos y por eso le debemos de entrar al tema, mu-
cho más allá, incluido pero lo trasciende del tema del re-
preso del gobernador de Sonora. Gracias, presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Gracias a usted. Don Ernesto Núñez Aguilar, del Parti-
do Verde Ecologista de México, tiene el uso de la voz.

El diputado Ernesto Núñez Aguilar: Con su permiso, se-
ñor presidente. Compañeras diputadas, compañeros diputa-
dos, sin duda alguna la atención de las autoridades como de
los diversos medios de comunicación se han centrado en
este problema que hoy aquí nos acontece.

Vemos con mucha preocupación el que todavía haya mu-
cho cinismo por parte de las autoridades locales y que to-
davía salgan con declaraciones que cada vez los hacen con-
fundirse más a ellos.

Con la intención de obtener información directa de las ver-
daderas afectaciones que el derrame ha provocado en este
estado, el pasado 4 de septiembre se evidencio en el pro-
grama televisivo Punto de Partida una realidad aún mucho
más preocupante.

Diversas manifestaciones de los habitantes de la población
de Bacanuchi, al ser cuestionados sobre cómo han sido
afectados por esta contaminación de los ríos, en su mayo-
ría coinciden en la urgente necesidad del abasto de agua,
tanto para consumo personal como para el mantenimiento
y desarrollo de las propias actividades de la región.

A la solicitud se sumaron las espontáneas declaraciones
que no son más que directas denuncias en contra del go-
bernador del estado de Sonora, Guillermo Padrés Elías,
quien aparentemente desde el inicio de su administración
se ha favorecido de los recursos naturales a través del aca-
paramiento de pozos de agua, sin importarle el actual esta-
do de emergencia por el que atraviesa su estado.

Tal es el caso de la propiedad de 3 mil 670 hectáreas deno-
minado como rancho Pozo Nuevo, ubicado a 5 kilómetros
del pueblo de Bacanuchi, en cuyo interior se encuentra una
presa conocida como El Titanic y con capacidad de millo-
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nes de metros cúbicos de agua, construida a finales del año
2011 y que por declaraciones de los titulares de la Comi-
sión Nacional del Agua y de la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales no cuentan con autorización
alguna para su construcción.

Al respecto, el gobernador se limitó a manifestar que la
presa en comento, además de no ser la única es una cons-
trucción de más de 60 años, intentando, sin argumento por
supuesto, justificar la falta de permisos debido a la anti-
güedad.

Argumento por demás reprochable, ya que como se evi-
denció en el referido programa televisivo, se realizaron
ejercicios satelitales a través del cual se ingresaron las co-
ordenadas satelitales en el año 2008, donde no se observó
alguna construcción.

Asimismo, se realizó la comparación a través de un ejerci-
cio con la utilización de un programa diferente, con imá-
genes satelitales actuales, que al ingresar las mismas coor-
denadas geográficas ubican claramente a la prensa, de lo
que se deduce, en primer lugar, la falta de verdad en las de-
claraciones del gobernador Padrés respecto de la antigüe-
dad de la construcción, así como el evidente y doloso in-
cumplimiento de la legislación ambiental, que entre otras,
se comprometió a cumplir y hacer cumplir.

Las evidencias parecen ser verídicas, las manifestaciones
de los pobladores de la zona la respaldan y las declaracio-
nes de las autoridades ambientales locales que afirman no
haber otorgado autorización alguna para la construcción de
dicha presa, también lo comprometen.

Los mexicanos nos caracterizamos por la solidaridad ante
las situaciones de emergencia. Hoy ante la catástrofe natu-
ral, en Sonora se deja claro que a dicha solidaridad debe
restarse la participación de las personas que además de so-
lo interesarles sus beneficios económicos no cumplen los
encargos para los cuales fueron elegidos.

La fracción del Partido Verde Ecologista de México, más
que nunca se pronuncia a favor de este punto de acuerdo,
pues el tema recaba su importancia al impactar diferentes
sectores, principalmente el ambiental, ya que existen evi-
dencias fundadas de que la probable comisión de un delito
ambiental, al haber llevado una construcción sin la presen-
tación de una manifestación de impacto ambiental no solo
implica la omisión de la tramitación de la autorización, y

por ende, la omisión de erogar los gastos correspondientes
por dicha tramitación en favor de la federación. También se
impidió a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales para prevenir los daños e impactos ambientales que
se provocarían con dicha construcción, omitiendo también
llevar a cabo cualquier acción preventiva, de restauración o
compensación que pudiera ordenar dicha Secretaría.

Es por todo ello que los diputados y diputadas del Partido
Verde votaremos a favor del presente punto de acuerdo, ya
que consideramos elemental conocer si la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales ha otorgado autori-
zación para la construcción de la presa, así como para el
cambio de uso de suelo en terrenos forestales.

Asimismo, para que la Comisión Nacional del Agua deter-
mine si existe algún riesgo para las entidades aledañas por
las enormes dimensiones de la construcción, y en su caso,
se ordenen también las acciones necesarias para determinar
la legalidad de dichas construcciones. Es cuanto, señor pre-
sidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Gracias. Don Trinidad Secundino Morales Vargas, del
PRD, tiene usted el uso de la voz.

Esta Presidencia saluda con afecto a ciudadanos proceden-
tes del estado de Querétaro, invitados por el señor diputado
don Marcos Aguilar Vega.

El diputado Trinidad Secundino Morales Vargas: Gra-
cias, compañero presidente. Con el permiso de los compa-
ñeros y compañeras diputados. Hemos dicho en varias oca-
siones que todas las anomalías que existen de la
explotación minera tienen que tener una contraparte siem-
pre, y que es la impunidad y la corrupción, y que esas gran-
des fortunas se han amasado al amparo del poder.

El ejemplo de Sonora no puede ser más evidente, no puede
ser más que lo que hemos señalado otras veces en tribuna.
La construcción de la presa, sin ningún permiso, sin ningu-
na salvaguarda, sin nada, y luego después, la destrucción
de la misma como queriendo evitar cualquier evidencia que
hay no es más que un ejemplo más de lo anterior.

No se puede seguir permitiendo por el Poder Legislativo
que estas situaciones sigan prevaleciendo en la minería en
México.
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Los mineros hace ocho años, antes de lanzarse a huelga, los
mineros de Cananea, denunciaron perfectamente que podía
colapsarse todo el sistema porque no tenían las medidas
adecuadas. La empresa lo que les respondió fue con el des-
pido de ellos. Después, ocho años de negligencia y ocurre
la catástrofe peor que pueda haber.

¿Y cómo pudo pasar esto sin que la autoridad se pudiera
dar cuenta? Pues con toda la impunidad del mundo. Ahí es-
tá otra vez la cuestión de que a partir de que le puedan dar
y puedan ayudar, pues se hacen de oídos sordos.

La construcción de un rancho sin ninguna medida. La
construcción de una presa, la explotación de ocho pozos
sin ninguna autorización, simplemente amparado, como un
reyezuelo, con el poder que ostenta y poder violar toda po-
sibilidad y toda garantía que pudieran tener tanto los po-
bladores, como los mismos trabajadores, por eso es impor-
tante apoyar el punto de acuerdo.

Aunque quiero plantearle al proponente, que pudiéramos
tener una modificación pequeña para que fuera en el primer
resolutivo con mejor precisión y le plantearíamos que que-
dara de la siguiente manera, que pediría su anuencia.

«Propuesta de modificación al resolutivo:

Primero. Con pleno respeto al ámbito de sus respectivas fa-
cultades de la Cámara de Diputados exhorta a la Comisión
Nacional del Agua a realizar una exhaustiva investigación
y un dictamen técnico y jurídico en relación con el embal-
se que se encuentra ubicada en el rancho Pozo Nuevo así
como las causas que originaron el colapso de la cortina de
la presa.

México, DF, a 23  de septiembre de 2014.— Rúbricas.»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Gracias. Esta Presidencia le pregunta al diputado pro-
ponente si hace suya la propuesta de don Trinidad Secun-
dino, porque el Reglamento me lo obliga, de tal suerte de
darle cauce. Diputado Astiazarán, estoy obligado a pregun-
tarle, y a usted a responderme si así lo considera prudente.

El diputado Antonio Francisco Astiazarán Gutiérrez
(desde la curul): Señor presidente, con mucho gusto acep-
tamos la solicitud.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: En este tenor es que le pido a la Secretaría que pregun-

te a la asamblea si se acepta la proposición de modificación
propuesta por don Trinidad Secundino, de tal suerte que en
este tenor sigamos con la discusión. Si se acepta a discu-
sión primero.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: En vota-
ción económica se consulta a la asamblea si se acepta a dis-
cusión la propuesta presentada por el diputado proponente.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Mayoría por la
afirmativa, presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Ahora pregunte en tal caso, señor diputado secretario,
si se acepta a que pase a formar parte del dictamen.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Por ins-
trucciones de la Presidencia se pregunta a la asamblea, si se
aprueba a formar parte del dictamen la propuesta. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvan-
se manifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén
por la negativa sírvanse manifestarlo. Mayoría por la afir-
mativa, presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Luego entonces la propuesta de acuerdo queda modifi-
cada.

Don David Cuauhtémoc Galindo Delgado del PAN y lue-
go don Faustino Félix Chávez.

El diputado David Cuauhtémoc Galindo Delgado: Con
su permiso, señor presidente; compañeras diputadas y di-
putados. El Partido de Acción Nacional tiene prioridad de
que el gobierno federal atienda la emergencia ecológica
por la que atraviesa el estado de Sonora.

Es ineludible que las autoridades federales concerten sus
esfuerzos para resolver la crisis medioambiental y acuífera
en los siete municipios afectados por el derramamiento de
más de 40 mil metros cúbicos de sulfato de cobre acidula-
do en el arroyo Las Tinajas; adicionales, dos derrames que
se han dado en los últimos días, uno que ha activado las
alertas binacionales y uno más que afecta a otro río de la
localidad, ocasionado por la negligencia operativa y la
irresponsabilidad social de la empresa Buenavista del Co-
bre, subsidiaria de Grupo México.
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Es increíble que esta situación no haya sido detectada a
tiempo para evitar este ecocidio por la Profepa, la Semar-
nat o la Conagua, en cumplimiento a lo que les mandata la
ley para evitar situaciones como las que hoy atraviesan
ciudades enteras que se ven perjudicadas y vulneradas en
su economía, en su derecho humano a un medio ambiente
sano, en su derecho humano al acceso al agua potable y a
vivir en paz y seguros.

Son de llamar particularmente la atención las declaraciones
del titular de la Conagua, señor David Korenfeld, al aseve-
rar que hasta vía satélite son capaces de detectar la cons-
trucción de una presa en un predio o un terreno particular,
y no así con la misma acuciosidad y eficacia puedan detec-
tar a tiempo las omisiones o faltas a la ley que las empre-
sas con actividad industrial de alto riesgo puedan tener en
perjuicio de las aguas nacionales. Es demasiado extraño.
Es de preocuparse por qué la Profepa no hizo las inspec-
ciones que le mandata la ley para evitar el ecocidio.

Diputadas y diputados. Que nadie se confunda. Acción Na-
cional está por que la ley se cumpla a cabalidad sin distin-
gos políticos y partidistas. Que se investigue a todos los
que presuntamente hayan hecho obras sin los permisos co-
rrespondientes. Y en la misma congruencia, solicitamos
que se investigue también el estatus legal de las presas del
presidente estatal del PRI en Sonora, Alfonso Elías Serra-
no, así como los represos del rancho del diputado Samuel
Moreno Terán, coordinador del Grupo Parlamentario del
PRI en el Congreso local y que ya existen pruebas en víde-
os documentadas sobre ello, ¿O esos casos no los detecta el
satélite de Korenfeld?

Pero no debemos desviar la atención de lo que hoy triste-
mente por negligencia empresarial del grupo encabezado
por Germán Larrea y por la complicidad del gobierno fe-
deral sucede en Sonora. Son más de 22 personas afectadas
por este derramamiento. La gente no puede usar el agua de
las superficies subterráneas y se encuentran fuertes com-
plicaciones.

Es por eso que no podemos permitir que en esta Cámara se
utilicen temas que afectan a la sociedad por ambiciones po-
líticas de quienes aspiran a algún cargo de elección popu-
lar en el futuro y buscan señalan de manera irresponsable
sucesos que se presentan en nuestro estado. Pesa más la
necesidad y el sufrimiento que padecen 22 mil ciudadanos
a la ambición política y desmedida de los gobiernos que no
atienden con responsabilidad lo que la ley les marca.

Es por eso que solicitamos a esta Cámara hacer investiga-
ciones completas y parejas a todos aquellos gobernantes y
a todos aquellos representantes en los estados que tengan
situaciones similares. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Muchas gracias. Don Faustino Félix Chávez, tiene us-
ted el uso de la voz.

El diputado Faustino Félix Chávez: Con su venia, señor
presidente. Compañeros diputados, el tema que hoy nos
ocupa no es un tema menor. El tema de la Presa El Titanic,
que así es como la llaman los lugareños del rancho El Po-
zo Nuevo del gobernador Guillermo Padrés, no es un asun-
to menor.

La investigación que mostró en el programa Punto de Par-
tida, la reportera Fátima Monterrosa, está bien documenta-
da y sólo da cuenta de una obra más, de una serie que se
han realizado con irregularidades por el gobierno estatal y
que en esta ocasión no solamente es una obra del gobierno,
sino que es una obra particular que la familia lo hace, la fa-
milia Padrés lo hace en una propiedad privada.

Estamos hablando de una presa con capacidad de 4 millo-
nes de metros cúbicos y que no sólo podría abastecer una
población de 11 mil habitantes, sino que además está te-
niendo el flujo del vital líquido en un afluente que alimen-
ta al río Sonora, que a su vez es la principal fuente de abas-
tecimiento de la capital del estado, Hermosillo.

Sin duda alguna esta obra que hoy tratan de minimizar, lla-
marle “bordo” y que dizque una afluencia se la llevó. Esta
obra es la hija chiquita del acueducto Independencia, que
también curiosamente se hizo sin permisos para el uso de
suelo federal, carece de un manifiesto de impacto ambien-
tal y de todas las regulaciones que establece la ley para rea-
lizar una obra pública.

En esta obra privada no se escapa de lo mismo. Y es de en-
tenderse después de escuchar al propio secretario de go-
bierno, y lo voy a citar textualmente, que dice que: “en So-
nora el 90 por ciento de las obras se realizan sin permiso”.
Y esto para argumentar que no hay tiempo para esos trámi-
tes engorrosos, no hay tiempo porque hay que hacer la obra
lo más pronto posible.

Sin duda alguna esto quebranta el Estado de derecho como
se ha venido quebrantando en el estado de Sonora en mu-
chas situaciones más.
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Y quienes han denunciado estas situaciones, son persegui-
dos, como lo es el caso de los productores de Valle del Ya-
qui, los miembros de la tribu yaqui y en caso específico
Mario Luna, tema que ya conocen aquí que arbitrariamen-
te fue detenido a pesar de que hay cientos de testigos que
no lo sitúan en el lugar de los hechos que le imputan, y que
además van en contra de los usos y costumbres de la etnia.

Hoy otro representante de la tribu yaqui, Fernando Jimé-
nez, también ha sido detenido en forma arbitraria acusán-
dole de cargos similares.

Lo que hoy es del dominio nacional era del conocimiento
de los sonorenses, pues esta obra había sido denunciada
desde mayo.

Sobre la contaminación del Grupo México, por supuesto
que es un tema que no se puede dejar aparte, pero es un te-
ma que ya también la comisión especial que esta Cámara
de Diputados nombró, dio cuenta, informó, presentó un
dictamen y todos lo aprobamos.

El desfogue, destrucción y después una campaña mediáti-
ca de esta presa El Titanic, no es más que tratar de borrar
de borrar las evidencias de lo que se presume es un delito.
Por eso el gobierno federal no puede estar sujeto ni al chan-
taje político que presentaron los senadores del PAN en el
Senado, ni tampoco a hacerse de la vista gorda ante las de-
nuncias que se han presentado.

La fracción parlamentaria del PRI va a apoyar este punto
de acuerdo; va a apoyar este punto de acuerdo porque los
sonorenses estamos exigiendo que se restablezca el Estado
de derecho en todos los sentidos.

Y también simpatizamos con la propuesta que hizo la dipu-
tada Lilia Aguilar, del PT, para que no solamente se inves-
tigue cómo se construyó esta obra y si tenía los permisos o
no, sino también que se investigue el origen de los recursos
de esta obra que se hizo en propiedad privada. Es cuanto,
señor Presidente.

La diputada Lilia Aguilar Gil (desde su curul): Quiero
presentar una propuesta, diputado Presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Muchas gracias. No tengo una propuesta por escrito
diputada, a ver si me la da; con mucho gusto le damos trá-
mite porque el diputado Astiazarán me dice que la hace su-
ya, y la tiene que leer la Secretaria.

Estoy actuando estrictamente conforme al Reglamento. So-
lamente la propuesta, por favor, que hace suya el diputado
Astiazarán, proponente.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— LXII Legis-
latura.— Cámara de Diputados.

Diputado Silvano Aureoles Conejo, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Derivado de la presentación del punto de acuerdo, por el
que se exhorta a la Conagua, a la Semarnat y demás depen-
dencias competentes a revisar y determinar si las obras re-
alizadas en el rancho Pozo Nuevo, en Sonora, propiedad
del licenciado Guillermo Padrés Elías y su familia, se ajus-
taron a lo establecido en la ley, a cargo del diputado Anto-
nio Francisco Astiazarán Gutiérrez y suscrita por integran-
tes del grupo parlamentario del PRI.

Por lo anterior solicito de la manera más atenta se conside-
re adicionar el siguiente resolutivo:

Cuarto. Se exhorta a las autoridades competentes del go-
bierno federal, se investigue si fue causa natural, la fractu-
ra sufrida en la presa del rancho Pozo Nuevo, propiedad del
gobernador Guillermo Padrés.

Atentamente

México, DF, a 23 de septiembre de 2014.— Diputada Lilia Aguilar Gil
(rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Pregunte la Secretaria a la asamblea si se admite a dis-
cusión y de ser positivo si se aprueba.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Se pre-
gunta a la asamblea si se admite a discusión. Las diputadas
y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse mani-
festarlo. Las diputadas y los diputados que estén por la ne-
gativa sírvanse manifestarlo. Mayoría por la afirmativa, se-
ñor Presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Pregunte si forma parte de la propuesta.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Se pre-
gunta si se acepta que forme parte de la propuesta del pun-
to de acuerdo. Las diputadas y los diputados que estén por
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la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los di-
putados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.
Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Pregunte si se aprueba el punto de acuerdo.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Por ins-
trucciones de la Presidencia, se pregunta a la asamblea si es
de aprobarse el punto de acuerdo, con las modificaciones
aprobadas por la asamblea. Las diputadas y los diputados
que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las di-
putadas y los diputados que estén por la negativa sírvanse
manifestarlo. Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Viey-
ra: Aprobado. Comuníquese. Dejo la conducción de la
mesa en las manos de la vicepresidenta doña Beatriz Zava-
la.

Presidencia de la diputada 
María Beatriz Zavala Peniche

PREVENIR, ERRADICAR, INVESTIGAR, SANCIO-
NAR Y REPARAR A LAS VICTIMAS DE LOS CASOS
DE DESAPARICION FORZADA

La Presidenta diputada María Beatriz Zavala Peniche:
De conformidad con el artículo 76, fracción IV del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, tiene la palabra, por
cinco minutos, el diputado Ricardo Mejía Berdeja para pre-
sentar proposición con punto de acuerdo por el que se ex-
horta a la Secretaría de Gobernación y a la PGR a empren-
der las acciones para prevenir, erradicar, sancionar y
reparar a las víctimas de los casos de desaparición forzada
y a los congresos locales a legislar en la materia, conside-
rando lo establecido en los estándares internacionales, y
suscrita por el diputado Ricardo Monreal Ávila del Grupo
Parlamentario Movimiento Ciudadano.

El diputado Ricardo Mejía Berdeja: Gracias, presidenta.
Según la Convención Internacional para la Protección de
todas las Personas en Desapariciones Forzadas, se entiende
como desaparición forzada el arresto, la detención, el se-
cuestro o cualquier otra forma de privación ilegal de la li-
bertad, que sean obra de agentes del Estado, o por personas
o grupos de personas que actúan con la autorización, el
apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la negativa
de reconocer dicha privación de libertad, o de ocultamien-

to, de la suerte, o paradero de la persona desparecida sus-
trayéndola de la protección de la ley.

En México, el caso de las desapariciones forzadas ha sido
motivo de atención de diversos organismos internacionales
en materia de derechos humanos, tanto de organismos de la
sociedad civil internacional como de instancias de dere-
chos humanos.

En el marco del Día Internacional de las Víctimas de Des-
apariciones Forzadas, conmemorado el 30 de agosto, algu-
nas de las voces con mayor trayectoria en el análisis y aten-
ción de estos hechos, como Amnistía Internacional y la
oficina en México del Alto Comisionado de las Naciones
Unidas para los Derechos Humanos, criticaron al gobierno
mexicano por la falta de claridad en las cifras que se han
dado a conocer, cifras aportadas por la Secretaría de Go-
bernación el 22 de mayo, hablaban de 8 mil personas desa-
parecidas.

Sin embargo, el 16 de junio, las autoridades explicaron que
en realidad se trataba de 16 mil personas desaparecidas,
cuando el 21 de agosto la Subprocuraduría Jurídica y de
Asuntos Internacionales de la Procuraduría General de la
República anunció que el número de personas no localiza-
das sobre las que se presentó denuncia, suman 22 mil 322.

Para Amnistía Internacional no existe ningún documento
oficial que explique claramente el proceso de depuración
de datos, y el por qué las cifras han variado de forma tan
dramática en tan poco tiempo. Tampoco hay claridad en
cuanto a las personas localizadas después de haber sido re-
portadas como sustraídas por la fuerza.

La Alta Comisionada en esta materia, en un comunicado
hizo eco de los legítimos reclamos de las familias de las
víctimas que exigen verdad y justicia sobre el paradero y el
destino final de sus familiares y seres queridos.

Respecto a este tema, la actuación de la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos y en particular de su presi-
dente Raúl Plascencia, ha sido totalmente omisa. Respecto
a esta situación, el doctor José Antonio Guevara, director
ejecutivo de la Comisión Mexicana de Defensa y Promo-
ción de los Derechos Humanos, dio a conocer que la
CNDH, entre el 2006 a la fecha, sólo ha emitido 10 reco-
mendaciones por desapariciones forzadas.

Por esa razón, señoras y señores legisladores, estamos pro-
poniendo que se exhorte a la Secretaría de Gobernación y
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a la Procuraduría General de la República a que se em-
prendan a acciones genuinas para prevenir, erradicar, in-
vestigar, sancionar y reparar a las víctimas de los casos de
desaparición forzada.

También estamos proponiendo que se exhorte a los Con-
gresos locales a legislar en la materia, porque esta situación
es parte de la descomposición política y de seguridad pú-
blica que vive el país.

Por eso nosotros discrepamos de lo que dijo el Ejecutivo
federal, Enrique Peña Nieto, el día de ayer en el Economic
Club de Nueva York en un desayuno, donde dijo que la po-
lítica de seguridad y justicia en México es un éxito, y estas
cifras de desapariciones forzadas confirman el fracaso de la
seguridad pública en el país y el creciente número de vio-
laciones a los derechos humanos.

Por eso a nosotros nos conmueve y nos genera una amplia
reprobación la lentitud de los aparatos de seguridad públi-
ca en el país. Como el día de ayer, que en Tlaquepaque a
plena luz del día y con cámaras del sistema de seguridad
pública fue grabado el momento en que se levantó, en que
se privó de la libertad a nuestro compañero Gabriel Gómez
Michel.

Debe haber atención eficaz de los aparatos de seguridad
pública porque, si no la hay, hay negligencia y hay compli-
cidad. ¿De qué sirve que se gasten miles de millones de pe-
sos en seguridad pública? ¿De qué sirve que se cuente con
una Gendarmería Nacional, que ha implicado casi 6 mil
millones de pesos, si tenemos estos casos como el que le
costó la vida a Gabriel Gómez Michel?

Por eso nosotros queremos decir que si hoy le pasó esto a
un miembro de esta Cámara, del Poder Legislativo del pa-
ís, qué va a pasar el día de mañana con esta descomposi-
ción política que vive el país. ¿Qué sigue? ¿Un ministro de
la Corte? ¿Un juez de distrito? ¿Un alcalde de un munici-
pio de los más importantes del país? Porque ya hay varios
de municipios de menor tamaño. ¿Un gobernador? ¿Hasta
dónde se quieren llevar las cosas en este país?

Creemos que no sólo es la desaparición forzada, sino son
las violaciones a los derechos humanos, en un país donde
se catea a los niños que van a una fiesta cívica, pero que los
delincuentes siguen gobernando, como en el caso de Mi-
choacán, con La Tuta, que exhibe todas estas complicida-
des de medios, de gobernantes, de caciques.

Basta ya de estos casos y reprobamos estos hechos que die-
ra a conocer el diputado Monreal y que son tan lamentables
de un compañero. Al margen de partidos, al margen de fi-
lias políticas está el interés superior del país. Y en este país
hoy en día no hay seguridad pública ni hay derechos hu-
manos. Es cuanto.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Segob y a la PGR a emprender acciones para prevenir,
erradicar, investigar, sancionar y reparar a las víctimas de
los casos de desaparición forzada; y a los congresos loca-
les, a legislar en la materia, conforme a lo establecido en los
estándares internacionales, a cargo de Ricardo Mejía Ber-
deja y suscrita por Ricardo Monreal Ávila, diputados del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, diputados
integrantes de la LXII Legislatura del Congreso de la
Unión y del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6 frac-
ción I, y 79 numeral 2 fracción II, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados presentan ante la Cámara de Diputados
punto de acuerdo conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

Según la Convención Internacional para la protección de
todas las personas contra las desapariciones forzadas, (en
adelante Convención) adoptada a partir de 2006, por los
países miembros de la Organización de las Naciones Uni-
das.

Se entenderá por “desaparición forzada” el arresto, la de-
tención, el secuestro o cualquier otra forma de privación de
libertad que sean obra de agentes del estado o por personas
o grupos de personas que actúan con la autorización, el
apoyo o la aquiescencia del estado, seguida de la negativa
de reconocer dicha privación de libertad o de ocultamiento
de la suerte o el paradero de la persona desaparecida, sus-
trayéndola a la protección de la ley1.

Asimismo, la Oficina del Alto Comisionado de las Nacio-
nes Unidas para los Derechos Humanos, ha enlistado una
serie de derechos tanto civiles o políticos, económicos, so-
ciales y culturales, que podrían ser violados por el hecho de
una desaparición.

Entre ellos se encuentran el derecho al reconocimiento de
la personalidad jurídica; el derecho a la libertad y seguridad
de la persona; el derecho a no ser sometido a torturas ni a
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otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; el
derecho a la vida, en caso de muerte de la persona desapa-
recida; el derecho a una identidad; el derecho a un juicio
imparcial y a las debidas garantías judiciales; el derecho a
un recurso efectivo, con reparación e indemnización; el de-
recho a conocer la verdad sobre las circunstancias de la de-
saparición; y, en caso de que la víctima de desaparición for-
zada sea el sostén económico de la familia, ésta podría
quedar en un estado de vulnerabilidad permeando así dere-
chos como el derecho a la protección y a la asistencia a la
familia; el derecho a un nivel de vida adecuado; el derecho
a la salud o el derecho a la educación.2

Por otro lado, respecto a las acciones que los estados parte
deberán cumplir para la prevención de la desaparición for-
zada, la Convención prevé:

“La prohibición expresa de la detención en lugares se-
cretos y se pide a los estados que garanticen unas nor-
mas jurídicas mínimas sobre la privación de libertad, co-
mo el mantenimiento de registros oficiales de las
personas privadas de libertad con un mínimo de infor-
mación y la autorización para comunicarse con su fami-
lia, un abogado o cualquier otra persona de su elección.”

En la Convención se establece que cada estado parte toma-
rá las medidas necesarias para establecer su jurisdicción so-
bre los delitos de desaparición forzada en los casos en que
el presunto autor se halle en cualquier territorio bajo su ju-
risdicción, salvo que dicho estado lo extradite o lo entregue
a otro estado conforme a sus obligaciones internacionales,
o lo transfiera a una jurisdicción penal internacional cuya
competencia haya reconocido3.

Por su parte, en México, se ha establecido por parte de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) en
la Agenda Nacional de Derechos Humanos que

“La desaparición de personas constituye una de las vio-
laciones más graves a los derechos humanos. El estado
es el primero obligado a combatirla, y desde el momen-
to en que éste deja de reconocer su responsabilidad en
los hechos o se niega a proporcionar información para la
localización de las víctimas, conocer su suerte o destino
final, se actualiza una violación de lesa humanidad que
afecta sustancialmente la integridad, seguridad, libertad
y vida de las personas.”

Sin embargo, como se podrá observar más adelante, la Co-
misión señalada ha sido rebasada por la situación que se vi-

ve en el país en materia de desapariciones forzadas, por lo
que su actuación al respecto ha sido objeto de fuertes críti-
cas por parte de activistas y especialistas.

En el marco del Día Internacional de las Víctimas de Des-
apariciones Forzadas, a partir de 2011, conmemorado el 30
de agosto, algunas de las voces con mayor trayectoria en la
atención y análisis de estos hechos, como Amnistía Inter-
nacional y la Oficina en México del Alto Comisionado de
las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, critica-
ron al gobierno mexicano por la falta de claridad en las ci-
fras que han dado a conocer.

Cifras oficiales aportadas por la Secretaría de Gobernación
el 22 de mayo hablaban de 8 mil personas desaparecidas.
Sin embargo, el 16 de junio las autoridades explicaron que
en realidad se trataba de 16 mil personas, cuando el 21 de
agosto de 2014, la Subprocuraduría Jurídica y de Asuntos
Internacionales de la Procuraduría General de la República
(PGR), anunció que el número de personas no localizadas
sobre las que se presentó una denuncia suman 22 mil 3224.

Para Amnistía Internacional “no existe ningún documento
oficial que explique claramente el proceso de depuración
de datos y el porqué las cifras han variado de forma tan
drástica en tan poco tiempo. Tampoco hay claridad en
cuanto a las personas localizadas después de haber sido re-
portadas como sustraídas por la fuerza.”5 Por su parte 

La alta comisionada en esta materia, Navi Pillay, en un co-
municado […] hizo eco de los legítimos reclamos de las fa-
milias de las víctimas que exigen verdad y justicia. Asimis-
mo, pidió al gobierno mexicano que reconozca la
competencia del Comité de la Organización de la Naciones
Unidas contra la Desaparición Forzada, quien en su infor-
me más reciente exigió a México políticas para prevenir,
erradicar, investigar, sancionar y reparar a las víctimas6.

En el mismo sentido, Ariel Dulitzky, quien encabezó la mi-
sión del grupo de trabajo de Desapariciones Forzadas de la
ONU en México, ha realizado una revisión seria de los
avances y pendientes que el gobierno federal presenta en la
materia, por lo que ha concluido en que la falta de transpa-
rencia y de una metodología acorde en la elaboración de la
base de datos de personas no localizadas a nivel nacional,
aunado a las carencias que presentan los protocolos de bús-
queda e identificación de personas desaparecidas a nivel lo-
cal; entre otros elementos7, han provocado que los casos de
desapariciones sigan siendo una constante en nuestro país.
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Respecto a la actuación de la CNDH, el doctor José Anto-
nio Guevara Bermúdez, director ejecutivo de la Comisión
Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Huma-
nos, dio a conocer en el coloquio Evaluación de la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos, realizado en la
Cámara de Diputados el pasado 18 de agosto, que la comi-
sión ha emitido desde 2006, sólo diez recomendaciones so-
bre desaparición forzada.

Dichas recomendaciones involucran a 26 personas víctimas
de desaparición forzada, sin embargo durante la actual ad-
ministración encabezada por Enrique Peña Nieto, no se ha
emitido ninguna recomendación a pesar del creciente nú-
mero de casos de desapariciones en el país.

En dicho tenor, debe mencionarse que:

“La desaparición forzada se ha usado a menudo como
estrategia para infundir el terror en los ciudadanos. La
sensación de inseguridad que esa práctica genera no se
limita a los parientes próximos del desaparecido, sino
que afecta a su comunidad y al conjunto de la sociedad.

La desaparición forzada se ha convertido en un proble-
ma mundial que no afecta únicamente a una región con-
creta del mundo. Las desapariciones forzadas, que en su
día fueron principalmente el producto de las dictaduras
militares, pueden perpetrarse hoy día en situaciones
complejas de conflicto interno, especialmente como mé-
todo de represión política de los oponentes.”8

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaría
de Gobernación y a la Procuraduría General de la Repú-
blica, a que emprendan, en el marco de sus atribuciones,
las acciones para prevenir, erradicar, investigar, sancionar
y reparar a las víctimas de los casos de desaparición for-
zada.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta a los congresos
locales a legislar en materia de desaparición forzada, consi-
derando lo establecido en los estándares internacionales,
con la finalidad de contar con un marco jurídico acorde.

Notas:

1. Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los De-
rechos Humanos, “Convención  Internacional para la protección de

todas las personas contra las desapariciones forzadas”, [en línea], Di-
rección URL: http://www2.ohchr.org/spanish/law/disappearance- con-
vention.htm 

2. Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas, Folleto in-
formativo No. 6/Rev.3 “Desapariciones forzadas o involuntarias”, p.p.
3, 4, [en línea], Dirección URL: http://www.ohchr.org/Documents/Pu-
blications/FactSheet6Rev3_sp.pdfhttp://www.ohchr.org/Documents/Pu
blications/FactSheet6Rev3_sp.pdf 

3. Ibid., p. 9

4. Sin Embargo, “La desaparición de personas es una crisis para Méxi-
co, advierten Amnistía y la ONU; los casos van en aumento, dicen”, [en
línea], México, Dirección URL: http://www.sinembargo.mx/31-08-
2014/1102849 

5. La Jornada, “Incoherentes, las cifras oficiales de desaparecidos: AI”,
[en línea], México, Dirección URL: http://www.jornada.unam.mx/ulti-
mas/2014/08/30/gobierno-ha-dejado-que-prevalezca-la-confusion-so-
bre-desaparecidos-ai-2707.html 

6. StarMedia México, “ONU solicita a México elaborar Ley General
para personas desaparecidas”, [en línea], México, Dirección URL:
http://noticias.starmedia.com/mexico/onu-solicita-mexico-elaborar-
ley-general-para-personas-desaparecidas.html 

7. Animal Político, “Tres fallas de Peña Nieto contra la desaparición
forzada, según experto”, [en línea], México, Dirección URL:
http://www.animalpolitico.com/2014/08/tres-fallas-de-pena-nieto-con-
tra-la-desaparicion-forzada-segun-experto/#axzz3Bsu0Ouk4 

8. Naciones Unidas, “Día Internacional de las Víctimas”, [e

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de septiembre de 2014.—
Diputado Ricardo Mejía Berdeja (rúbrica).»

La Presidenta diputada María Beatriz Zavala Peniche:
Gracias, diputado. Para los efectos del artículo 100 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados consulte la Secretaría
a la asamblea, en votación económica, si se considera de
urgente resolución.

El Secretario diputado Fernando Bribiesca Sahagún:
Para los efectos del artículo 100 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados se pregunta a la asamblea si se consi-
dera de urgente resolución. Las diputadas y los diputados
que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las di-
putadas y los diputados que estén por la negativa sírvanse
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manifestarlo. Voy a volver a consultar, presidenta, porque
no me queda claro el sentido de la votación.

La Presidenta diputada María Beatriz Zavala Peniche:
Adelante, secretario.

El Secretario diputado Fernando Bribiesca Sahagún:
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señora presi-
denta, mayoría por la afirmativa.

La Presidenta diputada María Beatriz Zavala Peniche:
Se considera de urgente resolución.

De conformidad con el artículo 113, numeral 1, fracción I,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, se han regis-
trado para hablar sobre el tema las siguientes diputadas y
diputados. El diputado René Ricardo Fujiwara Montelongo
por el Partido Nueva Alianza; la diputada Loretta Ortiz
Ahlf por el Partido del Trabajo; el diputado Juan Luis Mar-
tínez Martínez por Movimiento Ciudadano; el diputado Fe-
lipe Arturo Camarena García por el Partido Verde Ecolo-
gista de México; la diputada Margarita Tapia Fonllem por
el Partido de la Revolución Democrática; el diputado Gla-
firo Salinas por el Partido Acción Nacional y la diputada
Miriam Cárdenas Cantú por el Partido Revolucionario Ins-
titucional.

Tiene la palabra hasta por tres minutos, el diputado René
Ricardo Fujiwara Montelongo. Adelante, diputado.

El diputado René Ricardo Fujiwara Montelongo: Mu-
chas gracias, diputada presidenta. Con el permiso de usted
y de nuestras compañeras y compañeros diputados.

El delito de desaparición forzada de personas es considera-
do en el derecho internacional como un crimen de lesa hu-
manidad, toda vez que comete y se comete con todas las
preeminencia que implica el abuso de poder. El sólo hecho
de desaparecer a una persona constituye una conducta que
atenta directamente contra sus derechos humanos, funda-
mentalmente los civiles, los políticos, económicos, sociales
y culturales.

A la comisión del delito se suma el agravante de que la
conducta es cometida por agentes del Estado mediante la
planeación, orden, ejecución y supervisión de funcionarios
públicos, cuyo deber primordial debería ser precisamente
la protección de la ciudadanía.

La desaparición forzada crea incertidumbre sobre el para-
dero de la víctima. Apelar a la acción por parte de las au-
toridades de procuración de justicia en esta terrible situa-
ción suele convertirse en una petición casi imposible, dado
que la detención no ha sido reconocida oficialmente y se
mantiene intencionalmente en secreto de todos.

De acuerdo con datos de la Procuraduría General de la Re-
pública, el número de personas no localizadas con denun-
cia formal asciende a 22 mil 322 víctimas. Por su parte, la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos ha emitido
un total de 12 recomendaciones por causa de desaparición
forzada.

La impunidad, compañeras y compañeros diputados, es un
patrón crónico y presente en los casos de desapariciones
forzadas y es una muestra evidente de que no se están rea-
lizando los esfuerzos suficientes para determinar la suerte
de las personas desaparecidas, sancionar a los responsables
y reparar el daño, garantizando el derecho a la verdad.

En el Partido y en el Grupo Parlamentario de Nueva Alian-
za estamos convencidos que el Estado mexicano se en-
cuentra obligado a luchar contra este lacerante crimen, es-
tableciendo políticas eficaces que den un combate frontal a
quienes emplean la fuerza del Estado para atentar contra la
ciudadanía sustrayendo a la víctima de su vida cotidiana.

En esta lucha el Poder Legislativo, al que tenemos el pla-
cer de pertenecer, juega un papel primordial al establecer
un marco jurídico que sustente el actuar de las autoridades
y dote de las herramientas legales necesarias para que se
pueda castigar a los responsables de este delito.

Conscientes de esta alta responsabilidad que tenemos dentro
del Congreso de la Unión, en Nueva Alianza presentamos
una iniciativa que reformaba y adicionaba diversas disposi-
ciones al Código Penal Federal en materia de desaparición
forzada de personas, que sumada con la presentada por mi
compañera Miriam Cárdenas, busca dar cumplimiento a los
compromisos internacionales que en materia de derechos
humanos el Estado mexicano tiene aún pendiente.

El Grupo Parlamentario de Nueva Alianza votará a favor
del presente punto de acuerdo, que exhorta a las Legislatu-
ras locales a que se sumen a este esfuerzo que debemos de
emprender armónicamente todas las autoridades.

La necesidad de justicia que reclaman las víctimas de este
doloroso delito nos exige actuar de manera inmediata ante
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el inmenso dolor de perder a sus seres queridos. Por su
atención muchas gracias, presidenta, muchas gracias, com-
pañeras y compañeros diputados.

La Presidenta diputada María Beatriz Zavala Peniche:
Gracias, diputado.

Invitados por el diputado Manuel Añorve, se encuentran
entre nosotros varios presidentes municipales del estado de
Guerrero: el contador público Eusebio González Rodrí-
guez, presidente municipal de Olinalá; Pedro Vargas rodrí-
guez, presidente municipal de Zapotitlán Tablas; Juventino
Flores Salgado, presidente municipal de Atlixtac; Armando
Sánchez de Jesús, presidente municipal de Alcozauca; Da-
niel Hernández Casarrubias, presidente municipal de
Ahuacuotzingo; Luciano Moreno López, presidente muni-
cipal de Cochoapa El Grande; Edilberto Tabares, presiden-
te municipal de Atoyac; Néstor Serrano Rodríguez, presi-
dente municipal de Tetipac y César Miguel Peñaloza
Santana, presidente municipal de Cocula. Bienvenidos sean.

Ahora tiene la palabra la diputada Loretta Ortiz Ahlf, has-
ta por tres minutos, del Partido del Trabajo. Adelante, dipu-
tada.

La diputada Loretta Ortiz Ahlf: Con la venia de la Pre-
sidencia. Compañeras y compañeros legisladores, la desa-
parición forzada es uno de los crímenes más graves de la
comunidad internacional, tiene como miras no solamente
proteger a personas individualizadas, sino también a la pro-
pia humanidad, por eso se considera crimen de lesa huma-
nidad.

Es un delito o un crimen continuo; es decir, hasta que no
aparece la persona que se encuentra desaparecida no se da
por terminada la comisión del delito y, por lo tanto, es de
los crímenes que no prescriben y fue sometido el caso de
México en varias ocasiones a la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos y a la Corte Americana de Derechos
Humanos, casos de desaparecidos, el caso más emblemáti-
co es el caso Radilla, que a la fecha sigue sin aparecer su
cuerpo y que tampoco se encuentran a los responsables.

Este crimen, el crimen de desaparición forzada es un cri-
men de Estado, es decir, el Estado mexicano es el respon-
sable. La Convención de Desaparición Forzada, la cual ra-
tificó nuestro país, establece o la define a la desaparición
forzada, como el arresto, detención, secuestro o cualquier
otra forma de privación de la libertad, que sean obras –su-
brayo- de agentes del estado, grupos de personas que ac-

túan, precisamente, por instrucciones del propio estado y se
violan con ello los derechos.

En el caso de que la persona desaparecida no fallezca, en-
tre otros, a la personalidad jurídica, a la libertad, a la segu-
ridad, a la tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes
y a la vida. En el caso de que fallezca, a la identidad, a un
juicio justo, al debido proceso y a las garantías individua-
les.

No solamente en el caso de México, sino también de otros
estados de la comunidad internacional, se ha recurrido a la
desaparición forzada para precisamente silenciar, acallar
las voces de luchadores sociales o de personas incómodas
para el gobierno en el poder en un momento determinado.

La Alta Comisionada de Naciones Unidas, de Desaparicio-
nes Forzadas, Navi Pillay, reconoce la competencia, bueno,
más bien, exige, más que exigir, sugiere al gobierno de Mé-
xico que reconozca la competencia del Comité de Desapa-
riciones de Naciones Unidas, reconocimiento que todavía
no se ha hecho por nuestro país, incluso la Ratificación del
Instrumento Internacional tardó varios años en darse.

Mientras no se reconozca la competencia, precisamente, de
este Comité, no podemos tener la seguridad los nacionales
mexicanos o la población situada en México, que México
pueda tener un comportamiento como Estado, precisamen-
te, de prevención, erradicación y sanción de la desaparición
forzada.

En las recomendaciones del mecanismo universal de Dere-
chos Humanos, el EPU, varias recomendaciones se emitie-
ron, precisamente, que tenía que cubrir o cumplir el Estado
mexicano en materia de desapariciones.

Como bien se puntualizó es una actividad sistemática y es
sumamente grave, porque para que se dé una violación sis-
temática no es un comportamiento o actividad que sea es-
porádico, sino una actividad común de los agentes del Es-
tado.

Recientemente y a pesar de las recomendaciones, no se les
ha dado cumplimiento ni se han tomado ninguna política
gubernamental para poder, aunque sea reiterativo, comba-
tir la desaparición forzada y terminar con este gran crimen
de lesa humanidad.

El último informe de Amnistía Internacional, que se deno-
mina Fuera de control, al hablar de personas desaparecidas
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señala todo esto que se dijo de las bases de datos, ni si-
quiera una base de datos confiable para saber cuáles son los
desaparecidos, las cifras. Que más allá de las cifras esta-
mos hablando de personas de carne y hueso, y se habla de
miles de personas, siendo indolentes pueden ser 20 mil, 18
mil, 8 mil personas desaparecidas en México.

Pero desaparición forzada, se quiere lavar la cara el go-
bierno actual diciendo que no, que sí se han encontrado
muchos desaparecidos y esto es un engaño, porque una
cuestión es la desaparición y otra cosa muy distinta es la
desaparición forzada.

El caso de desapariciones forzadas, incluso está en el sub-
suelo, podríamos decir, en el lecho de este tipo de actos,
más que reprobables, el hecho de ejecuciones sumarias.

Por todo lo anterior, nos sumamos al punto de acuerdo que
se somete a esta honorable Cámara. Sin embargo, sí quere-
mos recalcar que es mucho el camino que nos hace falta
por recorrer para prevenir realmente, erradicar y sancionar
la desaparición forzada, para lo cual hace falta que el pre-
sidente Enrique Peña nieto se haga consciente, pera empe-
zar, de este problema. Es cuanto, diputada presidenta. 

La Presidenta diputada María Beatriz Zavala Peniche:
Gracias, diputada. Tiene ahora la palabra el diputado Juan
Luis Martínez Martínez, de Movimiento Ciudadano, hasta
por tres minutos. Adelante, diputado Martínez.

El diputado Juan Luis Martínez Martínez: Con su ve-
nia, presidenta. Compañeras y compañeros. La guerra con-
tra la delincuencia organizada, tema de seguridad y violen-
cia que se vive en México, se ha agravado de manera
drástica en los últimos años. Casos de tortura, detenciones
ilegales y desapariciones forzadas por parte del Ejército,
policías y grupos paramilitares, que se traduce en privación
de la libertad por agentes del Estado.

Son temas que el gobierno federal no ha podido solucionar,
además de violar los derechos humanos al involucrar a las
Fuerzas Armadas en labores de seguridad pública se seña-
lan algunos grupos de cárteles del narcotráfico como prin-
cipales responsables de las desapariciones forzadas, que se
da en forma compartida con el Estado mexicano.

Temas que tanto organismos internacionales como nacio-
nales de derechos humanos han llamado la atención por es-
te fenómeno, como ciudadanos debemos exigir una legis-
lación integral en la materia y manifestar nuestro respaldo

a distintas manifestaciones públicas en el país por estas in-
explicables desapariciones.

El actual gobierno argumenta que combatirá la desigual-
dad, la carencia, el hambre y la pobreza con armas, policí-
as y un Estado de gendarmería. Es decir, le han apostado a
la violencia que a la implementación de programas socia-
les o a la erradicación de la corrupción que disminuya la
desigualdad prevaleciente en nuestro país.

Uno de los daños colaterales de este error gubernamental
ha sido sin duda la desaparición forzada de miles de mexi-
canos; la ruptura del tejido social consecuencia de la vio-
lencia y desigualdad prevaleciente, abrió la puerta a la in-
tensidad y a la pérdida de valores que tanto han
caracterizado en este sistema neoliberal, considerada por
Amnistía Internacional como una situación crítica que va
en aumento. La desaparición forzada ha arrojado hasta el
21 de agosto de 2014 más de 22 mil víctimas que no han
recibido justicia ni atención, pues el gobierno de nuestro
país se ha visto sobrepasado e indiferente ante tal caso. Lo
anterior empeora cuando los familiares encuentran insensi-
bilidad y la corrupción de autoridades judiciales e indolen-
tes, ante la tragedia se vuelven sordos y mudos. 

He de mencionar algunos casos de las detenciones arbitra-
rias como el caso de la hermana indígena Nestora Salgado
y del doctor Juan José Mireles y tantos luchadores sociales
privados injustamente de su libertad por ser ciudadanos de
pensamiento libre y que el Poder Judicial de este país co-
mo siempre ha actuado por consignas, con procedimientos
judiciales plagados de irregularidades en forma por demás
vergonzante, como es el caso del maestro indígena tzotzil
Alberto Patisthán que fue por la presión social, por eso es
que los poderes fácticos decidieron ponerlo en libertad.

No es de sorprendernos que en este estado fallido los de-
lincuentes de cuello blanco, los que roban y saquean las ar-
cas municipales, las tesorerías de los estados, los líderes
sindicales corruptos que se han robado el dinero de los tra-
bajadores y que se autoexilian en otros países para vivir en
la impunidad. Estos mismos delincuentes que ahora ya son
socios de las transnacionales para hacer negocios, segura-
mente con lo que era el patrimonio de los mexicanos, Pe-
mex.

Los malos gobiernos en la actualidad han implementado
una política de prepotencia, de terror, de intimidación, de
impunidad, han sido instrumentos aún vigentes, como el
caso del gobernador de Sonora, que es un digno heredero
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del porfiriato y de los genocidas del mundo, al ser coludi-
do en negligencia y colusión de la compañía minera del
Grupo México y su corresponsabilidad en el derrame de
desechos tóxicos en perjuicio de millones de sonorenses.

Además de apropiarse de aguas, propiedad de la nación, de
manera indebida, construyendo una presa de manera parti-
cular mientras miles de campesinos indígenas no tienen
agua para regar sus sembradíos.

Esta actitud autoritaria de varios gobernantes en nuestro
país tiene como fin criminalizar la protesta social median-
te fabricación de delitos y el desprecio hacia nuestro pue-
blo, hacia nuestra nación indígena; es por eso que las cár-
celes están llenas de indígenas, líderes sociales que lo
único que han hecho ha sido denunciar los atropellos, el
despojo a sus territorios, a su lengua, a su cultura y alzar la
voz para reclamar legítimas demandas, en cambio el go-
bierno ha utilizado la ley del garrote reprimiendo y encar-
celando a mujeres y hombres de pensamiento libre. Vivi-
mos en un país en donde a las voces críticas se les sigue
torturando, desapareciendo, llegando incluso hasta el ase-
sinato. 

Por eso desde esta tribuna manifestarle a todos los presos
políticos de México y del mundo, que el Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano acompañan ya siempre en
esta lucha justa que hacen de manera diaria y decimos des-
de acá: ya basta de la criminalización de la protesta social.

Exigimos la inmediata libertad de Nestora Salgado, diri-
gente social de uno de los municipios más pobres del país.
Exigimos la libertad inmediata del doctor Juan José Mire-
les, preso también de manera injusta y por supuesto –el ca-
so más reciente– del compañero indígena de la Tribu Yaki,
Mario Luna Romero. Nos solidarizamos con todos los pre-
sos políticos del país y del mundo. Presos políticos, liber-
tad. Es cuanto, compañeras y compañeros.

La Presidenta diputada María Beatriz Zavala Peniche:
Gracias, diputado Martínez. Ahora tiene la palabra el dipu-
tado Felipe Arturo Camarena García, del Partido Verde
Ecologista de México. Adelante, diputado Camarena.

El diputado Felipe Arturo Camarena García: Gracias,
diputada presidenta. La desaparición forzada constituye
una violación flagrante a los derechos humanos y es una
práctica aberrante que no puede tener cabida en un estado
democrático y de derecho como el nuestro, cuyas institu-
ciones y normas jurídicas se encuentran obligadas a garan-

tizar el pleno ejercicio de las libertades fundamentales de
las personas.

Si bien las desapariciones forzadas en el pasado fueron
principalmente obra de las dictaduras militares, hoy en día
diferentes naciones experimentan situaciones complejas
derivadas de los conflictos internos que enfrentan, las cua-
les son propicias para la proliferación de este fenómeno es-
pecialmente como método de represión política, es por ello
que la desaparición forzada se ha convertido en un proble-
ma mundial que no sólo afecta a una región específica.

Lo anterior ha llamado la atención de la Asamblea General
de las Naciones Unidas, que en diciembre de 2010 expresó
su preocupación en particular por el aumento de las des-
apariciones forzadas o involuntarias en diversas regiones
del mundo como los arrestos, las detenciones y los secues-
tros cuando son parte de las desapariciones forzadas o
equivalen a ellas y por el creciente número de denuncias de
actos de hostigamiento, maltrato e intimidación sufridos
por testigos o familiares de personas que han desaparecido.

Si bien, independientemente de la cifra es inaceptable que
existan personas desaparecidas en nuestro país y ello cons-
tituye un problema grave para erradicarse, debe ser enfren-
tado con toda la fuerza del Estado. Conviene realizar algu-
nas precisiones con objeto de evitar la manipulación no
siempre bien intencionada de las estadísticas tanto oficiales
como de las organizaciones de la sociedad civil.

Es muy importante tener en claro que de acuerdo a la De-
claración sobre la Protección de Todas las Personas Contra
las Desapariciones Forzadas, proclamada por la Asamblea
General de las Naciones Unidas en su Resolución 47/133
del 18 de diciembre del año 1992, se producen desapari-
ciones forzadas siempre que se arreste, detenga o traslade
contra su voluntad a las personas o que éstas resulten pri-
vadas de su libertad de alguna u otra forma por agentes gu-
bernamentales de cualquier sector o nivel, por grupos or-
ganizados o por particulares que actúan en nombre del
gobierno o con apoyo directo o indirecto, su autorización o
su asentimiento y que luego se niega a revelar la suerte o el
paradero de estas personas o a reconocer que están priva-
das de la libertad, sustrayéndolas así de la protección de la
ley.

“En este sentido cabe resaltar que si bien la cifra de perso-
nas desaparecidas o ausentes en nuestro país es alta, ello no
significa que todos los casos denunciados hayan sido co-
metidos por servidores públicos”, así lo expresó en abril
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pasado el primer visitador de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos y responsable del programa Desapare-
cidos, quien precisó además que de los 26 mil casos que ha
reconocido el gobierno mexicano, la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos solamente cuenta con 2 mil 400 ex-
pedientes abiertos que corresponden a desaparición forza-
da de personas.

Para el Ejecutivo federal resulta una prioridad asegurar el
respeto, la promoción y la defensa de todos los derechos
humanos en nuestro país, especialmente el derecho a no ser
privado arbitrariamente de la vida y de la libertad; el dere-
cho a un juicio imparcial con estricto respeto a las garantí-
as judiciales y el derecho a conocer el paradero de las per-
sonas desaparecidas.

Por este motivo uno de los 95 compromisos establecidos en
el Pacto por México, acuerdo signado en diciembre de
2012 por las principales fuerzas políticas de nuestro país
para impulsar la transformación del mismo, fue el de forta-
lecer el marco legal para atender con eficacia los actos de
tortura, tratos crueles, inhumanos y degradantes, así como
la desaparición forzada de personas, para lo cual se acordó
la actualización del marco jurídico para prevenir y sancio-
nar eficazmente estas conductas que atentan gravemente
contra la libertad, la dignidad de los seres humanos y que
lamentablemente han sido víctimas miles y miles de mexi-
canos.

En cumplimiento de lo anterior, el 22 de octubre del 2013,
el presidente de la república envió al Senado una iniciativa
que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal en materia de desaparición forzada con el objeto de
tipificar adecuadamente este delito.

De acuerdo a lo anterior que enmarcan los estándares in-
ternacionales, de lo cual demuestra que el actual gobierno
de la república tiene un serio compromiso con la preven-
ción, sanción y erradicación definitiva de la desaparición
forzada.

Finalmente el grupo parlamentario del Partido Verde con-
sideramos que tanto la Secretaría de Gobernación como la
Procuraduría General de la República se encuentran reali-
zando esfuerzos importantes para combatir la privación ile-
gal de la libertad de las personas como para la localización
de quienes lamentablemente se encuentran en calidad de
desaparecidos. Es cuanto, señora presidenta.

La Presidenta diputada María Beatriz Zavala Peniche:
Gracias, diputado. Ahora tiene la palabra la diputada Mar-
garita Tapia Fonllem, del Partido de la Revolución Demo-
crática.

La diputada Margarita Elena Tapia Fonllem: Muy bue-
nas tardes, compañeras, compañeros legisladores. Con su
permiso, señora presidenta. Para el PRD la atención a los
casos de desapariciones forzadas ha sido un tema de suma
importancia y considera que debe de ser y contar con la
atención del Estado, siendo un tema de alta prioridad.

Este fenómeno a menudo forma parte de una inaceptable
cadena de violaciones a derechos humanos.

Gran número de las personas desaparecidas fueron previa-
mente amenazadas, detenidas arbitrariamente, torturadas o
sometidas a tratos crueles, inhumanos o degradantes y en el
transcurso de la desaparición son ejecutadas extrajudicial-
mente.

La desaparición de una persona tiene un impacto sicológi-
co emocional y socioeconómico enorme sobre sus familia-
res; la imposibilidad de dar cierre y saber con certeza qué
pasó, junto con la esperanza, a menudo fundada, de que la
persona siga viva.

Los obstáculos económicos y sociales para los dependien-
tes económicos son inmensos. Las averiguaciones previas
frecuentemente están plagadas de lagunas.

Los familiares organizados han levantado su voz y en un
foro reciente que hubo en Saltillo lograron proponer un
conjunto de recomendaciones al respecto. Sin embargo, no
hay ninguna autoridad que haya dado cuenta de estas reco-
mendaciones.

Se ha solicitado también, por parte de los familiares y de la
sociedad organizada, la tipificación de la desaparición for-
zada en los códigos penales, lo que no debe ignorarse, co-
mo tampoco la exigencia de aumentar la capacidad de bús-
queda y de investigación de los operadores de justicia.

Además, muchos peritos, médicos forenses y agentes in-
vestigadores no cuentan con las instalaciones, equipo y
presupuesto suficiente para realizar su labor. Muchos poli-
cías y ministerios públicos no tienen idea de qué hacer pa-
ra buscar una persona desaparecida o cómo llevar a cabo la
investigación en estos casos.
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Sobre el tema de investigación ya hay un consenso acerca
de los protocolos sobre manejo de pruebas, preservación
del lugar de los hechos, identificación de cadáveres, cade-
na de custodia, entre otros, que trató la Conferencia Nacio-
nal de Procuración de Justicia. Lo necesario es que las fis-
calías y procuradurías de las entidades federativas
implementen cuanto antes estos protocolos, aceleren la ca-
pacitación para agentes, peritos y médicos forenses y ga-
ranticen el material y los recursos necesarios para llevarlas
a cabo.

Hace una semana se presentó el primer avance de la base
de datos de personas desaparecidas. Como hemos insistido
desde el inicio de esta Legislatura, se requiere dar celeridad
a la depuración de datos, primero para verificar si las per-
sonas están desaparecidas o no y, en segundo lugar, deter-
minar si se presume que son casos de desapariciones for-
zadas o involuntarias.

En tanto el Congreso de la Unión define si el marco legal
que atienda el problema es materia de una ley general o de
disposiciones a nivel federal, es urgente que la base de da-
tos sea accesible para todas las delegaciones regionales,
para las fiscalías o procuradurías de las entidades para que
se tomen de inmediato las decisiones necesarias para la
búsqueda y la investigación.

Hacemos énfasis en ello pues, según lo que han declarado
representantes de la PGR, la base de datos será capaz de
generar cruces de información entre cadáveres no identifi-
cados y personas que han sido reportadas como desapare-
cidas.

Es fundamental establecer las bases para la coordinación y
la colaboración eficaz entre el Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública y la PGR, en particular a través del Centro
Nacional de Planeación, Análisis e Información para el
Combate a la Delincuencia, y de la Unidad de Búsqueda de
Personas Desaparecidas, así como de éstas con las autori-
dades de seguridad y justicia de las entidades federativas.
Asimismo atender con prontitud las solicitudes que pudie-
ran hacer tanto la Comisión Ejecutiva de Atención a Vícti-
mas y la Comisión Nacional de Derechos Humanos en be-
neficio de las víctimas de desaparición, sus familiares y
defensores.

Finalmente, es necesario que aprovechemos esta oportuni-
dad para hacer un compromiso de todos los grupos parla-
mentarios y elaborar en las próximas semanas una pro-
puesta para asignar un presupuesto suficiente en recursos

humanos, materiales y financieros a las instancias encarga-
das de la búsqueda e investigación de personas despareci-
das y mantener una estricta vigilancia para que nunca más
una autoridad sea responsable por acción u omisión de la
desaparición de una persona que estaba obligada a prote-
ger. Por su atención, muchas gracias.

La Presidenta diputada María Beatriz Zavala Peniche:
Gracias, diputada. Ahora tiene la palabra el diputado Gla-
firo Salinas Mendiola, por el Partido Acción Nacional.
Adelante, diputado.

El diputado Glafiro Salinas Mendiola: Con su venia,
compañera presidenta. Compañeros diputados y compañe-
ras diputadas, Acción Nacional rechaza contundentemente
la existencia de la práctica de la desaparición de personas
como un mecanismo del Estado para ejercer el medio de
control sobre nuestra sociedad.

Asimismo, nos manifestamos en contra de un gobierno que
limite la libertad y las garantías individuales de ciudada-
nos, imponiendo con ello, el autoritarismo y la represión,
elementos que menoscaban el Estado de derecho y también
el espíritu de la democracia.

Las desapariciones forzadas representan una práctica re-
presora y sistemática, propia de un sistema de los gobier-
nos, de los sesentas, setentas y ochentas, en donde un nú-
mero considerable de ciudadanos fueron víctimas de este
crimen en contra de la humanidad.

Compañeros diputados y compañeras diputadas, el actuar
con responsabilidad en torno a la defensa y promoción de
la dignidad humana, es una responsabilidad de todos noso-
tros. Por eso, siempre se ha inscrito como un principio de
legalidad para Acción Nacional en donde se asegure el de-
bido cumplimiento de las normas jurídicas diseñadas en
beneficio de la sociedad.

Actuar con responsabilidad, también significa trabajar en
mejores mecanismos institucionales que no incorporen só-
lo la visión del gobierno, sino también canales de comuni-
cación efectivos entre el gobierno y la sociedad. De esa
manera tendremos la posibilidad de tener un mejor futuro
para nuestro país.

Acción Nacional no quiere ver por ningún motivo, ni hoy
ni nunca más, el regreso del autoritarismo en México. Re-
gresar a ese pasado sería atentar en contra de la evolución
natural de la democracia.

Año III, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2014 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados566



Pero también esa evolución exige de todos nosotros y de la
sociedad en conjunto la responsabilidad suficiente para
abordar de manera óptima este tema, esta problemática que
debe estar alejada de las acusaciones a ciudadanos sin un
sustento sólido y de justicia. Por lo tanto votaremos a favor
del presente acuerdo. Muchas gracias. 

La Presidenta diputada María Beatriz Zavala Peniche:
Gracias, diputado Glafiro Salinas. Tiene por último en esta
proposición la palabra la diputada Miriam Cárdenas Cantú,
del Partido Revolucionario Institucional, hasta por tres mi-
nutos. Adelante, diputada.

La diputada Miriam Cárdenas Cantú: Muy buenas tar-
des. Gracias. Con el permiso de la Presidencia. Compañe-
ras diputadas y compañeros diputados, la desaparición for-
zada de personas nos lastima a todos, nos duele e indigna
por las circunstancias en que se comete y, más aún, por las
terribles consecuencias que tiene para la sociedad. Y esto
es así porque la comisión del ilícito implica que a una per-
sona se le prive ilegalmente de la libertad, se le sustraiga de
la protección de la justicia y se nieguen a dar a conocer su
paradero.

Pero, lo más importante, en este delito subyace la acción
criminal de las autoridades que participan en su comisión o
en muchos casos la aquiescencia, tolerancia o consenti-
miento de las mismas.

Entonces, si nos referimos a las desapariciones forzadas
nos encontramos frente a delitos en los que se quebranta
por las autoridades no sólo la ley, sino la confianza que ha
sido depositada en las mismas por la ciudadanía, porque
quien debe protegernos se convierte en verdugo. Y esto, se-
ñoras y señores, no puede tolerarse en alguna forma en un
Estado que se precie de ser un Estado de derecho.

En México las cifras oficiales de personas desaparecidas ya
las han escuchado ustedes, de acuerdo con la Procuraduría
General de la República en el país se cuenta con 22 mil 322
personas desaparecidas. Los números que refiere el Regis-
tro Nacional de Datos de Personas Extraviadas o Desapa-
recidas nos indica que a la fecha han sido denunciadas 52
mil 941 casos de personas en esta situación. De este gran
total nos refieren que han sido ubicados 30 mil 619, la ma-
yoría con vida y lamentablemente se tienen documentados
mil 524 fallecimientos.

Estas cifras no distinguen de la desaparición forzada con
aquellas que en la comunidad internacional se conoce como

desaparición involuntaria y en la que no intervienen agen-
tes del Estado. Pese a ello, se trata de una cantidad que di-
mensiona sobre la gravedad del problema.

Ya el gobierno de la República ha dado un primer gran pa-
so; reconocer la problemática y sus consecuencias, es por
este motivo que el Ejecutivo federal ha emprendido diver-
sas acciones para contrarrestar este hecho, de las cuales só-
lo he de mencionar algunas.

A través de la secretaría técnica de la Conferencia Nacio-
nal de Procuración de Justicia, la PGR acordó el estableci-
miento de la red de búsqueda de personas desaparecidas.
Se han suscrito acuerdos de colaboración entre diversas
instituciones de seguridad del país, con la finalidad de
mantener actualizada la base de datos de personas extra-
viadas o desaparecidas, así como la implementación de un
sistema de información institucional único, que permita la
integración de diferentes bases de datos ya existentes.

Es importante señalar que en el ámbito de protección a los
menores desaparecidos también se está trabajando, y de es-
to da fe la suscripción de un convenio de colaboración y
concertación de acciones, dentro del marco del Programa
Alerta Ámber México, firmado por la PGR y la Cámara
Nacional de la Industria de la Radio y la Televisión con el
propósito de implementar, promover y difundir entre la po-
blación la búsqueda y pronta localización de niñas, niños y
adolescentes que se encuentren en un riesgo inminente.

Asimismo, se firmó un acuerdo entre la PGR y el Comité
Internacional de la Cruz Roja sobre la licencia del uso del
software ante mortem y post mortem, para poder conseguir
ubicar a las personas con vida, pero también para avanzar
en el análisis forense para su plena identificación, el cual
servirá en la construcción del Plan Nacional de Búsqueda
Sistematizado.

Es oportuno señalar todo lo antes mencionado porque tam-
bién esta Cámara de Diputados se ha trabajado. Durante la
actual legislatura la suscrita ha presentado una iniciativa
que busca precisamente adecuar el tratamiento de la desa-
parición de personas con los estándares internacionales en
la materia.

En este mismo tenor presenté un punto de acuerdo para ex-
hortar a las legislaturas locales, a que armonicen su legis-
lación penal con los estándares internacionales. El mismo
punto de acuerdo que fue aprobado por el pleno de esta so-
beranía en abril de 2013.
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En la Comisión de Derechos Humanos de esta Cámara de
Diputados hemos sostenido reuniones de trabajo con fami-
liares de personas desaparecidas y hemos externado nues-
tro compromiso y apoyo ante la grave problemática a que
hacen frente todas estas personas.

En mi calidad de presidenta de esta Comisión he participa-
do de manera periódica en las reuniones en donde se reú-
nen familiares de personas desaparecidas y distintas auto-
ridades del orden local y federal, así como también
organismos internacionales.

Compañeras y compañeros legisladores, cuando hablamos
de desaparición forzada, el Grupo Parlamentario del PRI se
pronunciará a favor de este punto de acuerdo, con las pre-
cisiones que se han marcado. Muchas gracias.

Presidencia del iputado 
Tomás Torres Mercado

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias
a usted, diputada Cárdenas Cantú. En atención a que se ha
agotado la lista de oradores y tampoco existe propuesta de
modificación al acuerdo, pido a la Secretaría consulte a la
asamblea, en votación económica, si es de aprobarse el
propio acuerdo.

El Secretario diputado Fernando Bribiesca Sahagún:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se pregunta a la asamblea si se aprueba el acuerdo. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor presidente,
mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Apro-
bado. Comuníquese.

EXPONGA DE MANERA EXACTA Y DETALLADA EL
ESTATUS DE LA DEUDA PUBLICA QUE TIENE 
CADA ESTADO DE LA REPUBLICA

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: De con-
formidad con el artículo 76, fracción IV, del Reglamento de
la Cámara de Diputados, tiene ahora el uso de la palabra,
hasta por cinco minutos, el señor diputado Manuel Huerta

Ladrón de Guevara, del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo, para presentar proposición con punto de acuer-
do por el que se exhorta a los titulares del Ejecutivo fede-
ral y estatales, así como al jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral que expongan de manera exacta y detallada el estatus
de su deuda pública de las dos últimas administraciones.
Adelante, diputado Huerta.

El diputado Manuel Rafael Huerta Ladrón de Gueva-
ra: Gracias, presidente. El mal manejo de las finanzas pú-
blicas está conduciendo a este país a un desastre mayor. Ya
esto está documentado.

Hoy la oportunidad que buscamos con este punto de acuer-
do es refrescar la información de esta Cámara de Diputa-
dos, en una tarea que vamos a tener, se puede decir ya la te-
nemos, que es la elaboración del Presupuesto 2015. Y en
ese sentido, la proposición de punto de acuerdo va en los
términos que ya informaba el presidente de la Cámara el
día de hoy.

Y aumentaría que también estamos solicitando que se in-
forme de la deuda pública neta de cada una de las adminis-
traciones estatales, municipales y de los órganos descon-
centrados y autónomos en cada entidad y las obligaciones
derivadas de las mismas. Asimismo se informe de los pasi-
vos generados por los sistemas de pensiones y seguridad
social en las dos últimas administraciones de los gobiernos
correspondientes, tanto estatales, gobierno de la Ciudad y
municipal.

Yo decía, ya que en los próximos días la Cámara de Dipu-
tados se abocará a estudiar y en su momento aprobará el
denominado paquete económico 2015, a partir de la pro-
puesta que ha presentado el titular del Ejecutivo.

Elemento fundamental en el paquete económico de 2015,
es la atención de los requerimientos financieros del sector
público, mismos que de acuerdo a la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público, al mes de julio, en la administración
pública federal, ascienden a 6 billones 886 mil 260 millo-
nes de pesos.

¿Por qué y para qué seguir comprometiendo los ingresos a
las nuevas generaciones de mexicanas y mexicanos? ¿Por
qué seguirse endeudando? Sólo para cubrir los intereses de
la deuda del sector público presupuestario en 2014, se re-
quieren más de 380 mil millones de pesos, el endeuda-
miento excesivo que se debe sumar, los pasivos y los re-
querimientos financieros de las entidades de la federación.
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De acuerdo a la información de las entidades que propor-
ciona la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, las obli-
gaciones financieras de los estados, al mes de junio de
2014, presentan un monto de 489 mil 643.4 millones de pe-
sos, de los cuales los estados de Nuevo León, Chihuahua,
Veracruz, estado de México y el Distrito Federal concen-
tran casi 50 por ciento.

Como bien se sabe, la dificultad para acceder a la informa-
ción de los estados financieros de gobierno locales y muni-
cipales atiende a los altos márgenes de opacidad, discre-
cionalidad y falta de rendición de cuentas en el gasto
público.

En un esquema federalista, tanto estados como municipios
deben asumir su corresponsabilidad en el desarrollo econó-
mico del país, consecuentemente deben rendir cuentas de
la Hacienda pública.

Con el objeto de contar con información que permite eva-
luar la política del gasto en el desarrollo regional, en el es-
tudio de la Ley de Ingresos y el gasto público para el ejer-
cicio 2015, es necesario conocer, en forma objetiva y con
certeza, el estado de la deuda de cada entidad, plazos y ta-
za de contratación y destino de la misma, así como de otras
obligaciones en el tratamiento de las mismas.

Pasivos a los que se deben agregar los generados por los
sistemas de pensiones de los gobiernos estatales y munici-
pales, así como de las entidades autónomas o desconcen-
tradas de cada entidad federativa.

Las deficiencias y la corrupción en el gasto público han ge-
nerado un déficit que pone en riesgo cualquier proyecto de
crecimiento económico. No se podrá poner orden en las
economías regionales ni impulsar su desarrollo si antes no
se trasparenta y se rinde cuentas del déficit generado por
deuda pública.

Tenemos que cerrar esta forma artificial del desarrollo, con
deuda pública no se puede atender el déficit que genera la
corrupción, no podemos seguir simulando estrategias de
desarrollo a través de la adquisición de nueva deuda.

Por ello debemos señalar, que en el proyecto de Ley de In-
gresos 2015, el gobierno federal propone un monto de en-
deudamiento interno neto hasta de 595 mil millones de pe-
sos y externo neto del sector público de hasta 6 mil
millones de dólares.

El exhorto que se presenta a los gobiernos federal y estatal
atiende al principio de máxima publicidad contenido en el
artículo 6 constitucional, en el ejercicio del derecho de la
información pública y a la rendición de cuentas.

Elementos no solo fundamentales para el combate a la co-
rrupción, sino además, para tener las bases que permitan a
esta Cámara de Diputados analizar y evaluar las políticas
públicas que implemente el Ejecutivo federal a través de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público en la vigilancia y
la aplicación de los recursos federales que se transfieren a
estados y municipios.

Aunado a ello, a lo expresado, como se ha expresado ya
por representantes del sector privado la deuda de los esta-
dos y municipios y mide las posibilidades de inversión de
la iniciativa privada.

Por último, ya alguien lo dijo, lo dijo López Obrador, en
otras palabras, en el 2015 por la reforma energética y sobre
todo por la corrupción, la hacienda pública recibirá menos
ingresos del petróleo y como la economía tampoco despe-
gará, entre otras causas, por los aumentos de impuestos, no
habrá más remedio, de acuerdo a la lógica neoliberal e
irresponsable, que pedir prestado para seguir gastando y
conseguir un crecimiento artificial y peregrino de la eco-
nomía.

Yo concluyo, como dicen en Veracruz, no es que falte pre-
supuesto, el próximo año son 4 billones 400 mil millones
de pesos. No es que falte presupuesto, de lo que se trata es
de que no se lo roben. Sobran los ladrones, no falta presu-
puesto.

Y la Cámara hoy, con este punto de acuerdo puede hacer
que los gobiernos estatales, incluyo, municipales, empie-
cen a abrir su información y que en el próximo presu-
puesto pensemos muy bien si vamos a seguir endeudando
a los mexicanos y mexicanas. Ojalá apoyen este punto de
acuerdo.

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los titulares de los Ejecutivos federal y estatales, así como
al jefe del gobierno del Distrito Federal, a exponer de mo-
do exacto y detallado por las Secretarías de Finanzas o de
Hacienda correspondientes el estatus de la deuda pública de
cada estado durante las dos últimas administraciones, en
particular lo referente a los pasivos generados por los siste-
mas de pensiones y seguridad social, a cargo del diputado
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Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara, del Grupo Par-
lamentario del PT

El que suscribe, Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara,
diputado en la LXII Legislatura de la honorable Cámara de
Diputados, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo, con fundamento en lo dispuesto en el artículo
8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, y el artículo 79, numeral 1, fracciones II, III y IV,
y numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta soberanía, la siguiente pro-
posición con punto de acuerdo de urgente u obvia resolu-
ción con carácter de urgente resolución, bajo las siguientes

Consideraciones

1. Según un análisis de la deuda pública de las entidades
federativas y municipios realizado por la Auditoría Supe-
rior de la Federación,1 diversas entidades federativas han
contraído elevados montos de deuda no registrada que ha
sido identificada por el Consejo de Estabilidad del Sistema
Financiero por medio de fuentes secundarias, como las ins-
tituciones bancarias y la Bolsa Mexicana de Valores.

2. Al 31 de diciembre de 2011 y de acuerdo con la infor-
mación publicada por la SHCP, con base en el Registro de
Obligaciones y Empréstitos de las Entidades Federativas y
Municipios, el saldo de la deuda subnacional ascendió a
390 mil 777.5 mdp, con un crecimiento nominal de 92.4%
respecto a los 203,070.2 mdp al cierre de 2008, y que en
términos reales es de 67.9%. De 2008 a 2011 las variacio-
nes reales con los montos más altos se presentaron en 11
entidades: 

Campeche (2 mil 420.5%); Coahuila (1,639.2%); Ta-
maulipas (552.9%); Morelos (412.9%); Zacatecas
(406.0%); Quintana Roo (312.4%); Nayarit (213.7%);
Yucatán (199.1%); Veracruz (165.9%); Chihuahua
(139.9%), y Baja California Sur (114.9%).

Al analizar los saldos de la deuda pública de las entidades
federativas incluidos los municipios, conforme a lo regis-
trado ante la SHCP, entre 2008 y 2011 se tiene un aumento
en términos absolutos de 187,707.3 mdp, del cual 10 enti-
dades concentran el 76.5% del total, como sigue: 

Coahuila (18.5%); Nuevo León (11.0%); Veracruz
(10.0%); Jalisco (6.4%); Chihuahua (5.9%); Distrito Fede-
ral (5.7%); Quintana Roo (5.5%); Tamaulipas (5.2%); Mi-
choacán (4.5%), y Chiapas (3.8%). 

3. Con base en los datos del Inegi y de manera acumulada
para las 32 entidades federativas, se observa que 18 tenían
déficit primario en el periodo 2006-2010, entre las que re-
saltan Coahuila (8 mil 089.1 mdp); Jalisco (7 mil 497.5
mdp); Tamaulipas (7 mil 203.2 mdp); Veracruz (5 mil 019.5
mdp); Chihuahua (3 mil 339.2 mdp), y Nayarit (2 mil 965.1
mdp), que en conjunto suman 70.1% del déficit primario
acumulado en este lapso por 48 mil 683.6 mdp. Veracruz
contrato una deuda en monto superior a su superávit acu-
mulado (7 mil 087.5 millones de pesos), ya que su endeu-
damiento en el periodo de 2006 a 2010, fue de 15 mil 985.6
millones de pesos.2

Por entidad federativa y con datos del Inegi disponibles al
cierre de 2010, el indicador Deuda/Ingresos Garantizables
mantuvo valores por arriba del valor nacional (54.0%) en
11 entidades federativas, distribuidas como sigue: Quintana
Roo (127.3%), Nuevo León (130.1%), Sonora (105.5%),
Veracruz (70.4%), Chihuahua (70.3%), Jalisco (67.1%),
Tamaulipas (63.2%) Michoacán (62.0%), Coahuila
(61.9%), Baja California (60.9%) y Nayarit (58.7%). Este
indicador muestra que 15 entidades tienen comprometida
más de la mitad de sus ingresos garantizables en el pago de
su deuda. 

Según datos aportados por la publicación de Contralinea
con el pretexto de resolver las urgencias administrativas, en
el sexenio pasado, las entidades federativas y los munici-
pios se consolidaron como uno de los principales clientes
de la banca privada.

Actualmente, más del 60 por ciento de las deudas se con-
centra en tres instituciones, revelan datos de la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores. Se trata de las firmas me-
xicanas Banorte e Interacciones y de la española BBVA
Bancomer.3

Aunque la deuda total de entidades y municipios que re-
porta la Comisión al cierre de junio de 2013 no coincide
con la que registra la Secretaría de Hacienda, sí refleja la
composición de este mercado: de la cartera total en el ám-
bito privado por 282 mil 675 millones, el 28 por ciento, 79
mil 184 millones, fue prestado por Banorte; el 20.7 por
ciento, 58 mil 530 millones, por BBVA Bancomer, y el 15.5
por ciento, 44 mil 34 millones, por Interacciones.

Otros bancos que mantienen carteras multimillonarias con
estados y municipios son Banamex, con 19 mil 935 millo-
nes de pesos; Multiva, con 18 mil 476 millones; Inbursa,
con 15 mil 562 millones; Banco del Bajío, con 12 mil 691
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millones; HSBC, con 10 mil 466 millones, y Santander, con
9 mil 265 millones.

Juan José Dávalos, académico de la Facultad de Economía
de la UNAM, señala que los bancos tienen responsabilidad
respecto de las deudas contratadas con las entidades fede-
rativas y los ayuntamientos: las instituciones financieras no
deben dar créditos chatarra, deben asegurarse de que el
cliente es solvente y les va a pagar.

Hasta junio de 2014, la deuda de estados y municipios lle-
gó a un saldo máximo de 489 mil 643.4 millones de pesos,
del cual el Distrito Federal, Nuevo León, Chihuahua, Vera-
cruz y estado de México concentran casi 50 por ciento.

Datos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público mues-
tran que el endeudamiento de los gobiernos locales creció
1.4 por ciento respecto al saldo del cierre de 2013 (482 mil
807.2 millones de pesos), y 10.5 por ciento en relación con
junio del año pasado (443 mil 38.9 millones).

Señala que las obligaciones financieras de estados y muni-
cipios representó 3.0 por ciento del producto interno bruto
estatal, porcentaje ligeramente menor al de 3.1 por ciento
en diciembre de 2013, pero superior al de 2.8 por ciento en
junio de año pasado.

Las entidades más endeudadas a junio de 2014 fueron Dis-
trito Federal (61 mil 402.8 millones de pesos), Nuevo León
(58 mil 443.9 millones), Chihuahua 41 mil 603.1 millones),
Veracruz (40 mil 767.4 millones) y estado de México (39
mil 124.1 millones).

En conjunto, estas cinco entidades sumaron 241 mil 341.4
millones de pesos, monto que representa 49.28% del total de
la deuda local, según las cifras de la Secretaría de Hacienda.4

Por lo anteriormente expuesto y en base a lo estipulado en
el artículo 26. De la Constitución refiere que el Estado or-
ganizará un sistema de planeación democrática del desarro-
llo nacional que imprima solidez, dinamismo, competitivi-
dad, permanencia y equidad al crecimiento de la economía
para la independencia y la democratización política, social
y cultural de la nación.5

El artículo 117 Constitucional, en su fracción VIII, estable-
ce que los estados no pueden, en ningún caso:

VIII. Contraer directa o indirectamente obligaciones o
empréstitos con gobiernos de otras naciones, con socie-

dades o particulares extranjeros, o cuando deban pagar-
se en moneda extranjera o fuera del territorio nacional.

Los estados y los municipios no podrán contraer obligacio-
nes o empréstitos sino cuando se destinen a inversiones pú-
blicas productivas, inclusive los que contraigan organismos
descentralizados y empresas públicas, conforme a las bases
que establezcan las legislaturas en una ley y por los con-
ceptos y hasta por los montos que las mismas fijen anual-
mente en los respectivos presupuestos. Los ejecutivos in-
formarán de su ejercicio al rendir la cuenta pública.

De la misma manera el artículo 134. De ese ordenamiento
refiere en sus párrafos primero, quinto y séptimo que los re-
cursos económicos de que dispongan la Federación, los es-
tados, los municipios, el Distrito Federal y los órganos po-
lítico-administrativos de sus demarcaciones territoriales, se
administrarán con eficiencia, eficacia, economía, transpa-
rencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que es-
tén destinados.

El manejo de recursos económicos federales por parte de
los estados, los municipios, el Distrito Federal y los órga-
nos político-administrativos de sus demarcaciones territo-
riales, se sujetará a las bases de este artículo y a las leyes
reglamentarias. La evaluación sobre el ejercicio de dichos
recursos se realizará por las instancias técnicas de las enti-
dades federativas a que se refiere el párrafo segundo de es-
te artículo.

Los servidores públicos de la federación, los estados y los
municipios, así como del Distrito Federal y sus delegacio-
nes, tienen en todo tiempo la obligación de aplicar con im-
parcialidad los recursos públicos que están bajo su respon-
sabilidad, sin influir en la equidad de la competencia entre
los partidos políticos.

Según lo dispuesto en el artículo 6o., apartado A. fraccio-
nes I III y IV de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos el cual a la letra dice que para el ejerci-
cio del derecho de acceso a la información, la federación,
los estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, se regirán por los siguientes princi-
pios y bases:

I. Toda la información en posesión de cualquier autori-
dad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecu-
tivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos
políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de
cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2014 571



ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en
el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo
podrá ser reservada temporalmente por razones de inte-
rés público y seguridad nacional, en los términos que fi-
jen las leyes. En la interpretación de este derecho debe-
rá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los
sujetos obligados deberán documentar todo acto que de-
rive del ejercicio de sus facultades, competencias o fun-
ciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo
los cuales procederá la declaración de inexistencia de la
información.

III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés al-
guno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a
la información pública, a sus datos personales o a la rec-
tificación de éstos.

IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la informa-
ción y procedimientos de revisión expeditos que se sus-
tanciarán ante los organismos autónomos especializados
e imparciales que establece esta Constitución.

En el artículo 79, fracción I, constitucional, en su segundo
párrafo refiere que también fiscalizará directamente los re-
cursos federales que administren o ejerzan los estados, los
municipios, el Distrito Federal y los órganos político-admi-
nistrativos de sus demarcaciones territoriales, con excep-
ción de las participaciones federales; asimismo, fiscalizará
los recursos federales que se destinen y se ejerzan por cual-
quier entidad, persona física o moral, pública o privada, y
los transferidos a fideicomisos, mandatos, fondos o cual-
quier otra figura jurídica, de conformidad con los procedi-
mientos establecidos en las leyes y sin perjuicio de la com-
petencia e otras autoridades y de los derechos de los
usuarios del sistema financiero. 

Artículo 1 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria, menciona que los sujetos obligados a
cumplir las disposiciones de esta ley deberán observar que
la administración de los recursos públicos federales se rea-
lice con base en criterios de legalidad, honestidad, efi-
ciencia, eficacia, economía, racionalidad, austeridad,
transparencia, control, rendición de cuentas y equidad
de género.

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al titular del Poder Ejecutivo federal y
los Ejecutivos de los estados así como al jefe de gobierno
del Distrito Federal a fin de que expongan de manera exac-

ta y detallada, por conducto de sus Secretarías de Finanzas
o de Hacienda que correspondan, sobre el estatus de la deu-
da pública que tiene cada estado de la Republica durante las
dos últimas administraciones y en particular lo referente a
los pasivos generados por los sistemas de pensiones y se-
guridad social. 

Notas:

1 http://www.asf.gob.mx/uploads/56_Informes_especiales_de_audito-
ria/1._Analisis_de_Deuda_Publica_Agosto_2012.pdf agosto 2012

2 Comparativo entre los balances presupuestario y primario, con el en-
deudamiento

3 http://contralinea.info/archivo-revista/index.php/2013/09/22/estados-
municipios-las-deudas-se-ven-pero-se-pagan/ 1-09-14.

4 17 de agosto, 2014 El Economista.

5 Artículo 26 A de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos Párrafo reformado DOF 05-06-2013.

Palacio Legislativo de San Lázaro a 23 de septiembre de 2014.— Dipu-
tado Manuel Huerta Ladrón de Guevara (rúbrica).»

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Gracias,
diputado Huerta Ladrón de Guevara. Precisamente para
colmar el requerimiento del artículo 100 del Reglamento,
pido a la Secretaría consulte a la asamblea si el punto de
acuerdo, su proposición se considera de urgente resolución.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Para efec-
tos del artículo 100 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados se pregunta a la asamblea si se considera de urgente
resolución. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Se-
ñor presidente, mayoría por la negativa.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: No se
considera de urgente resolución. Túrnese a la Comisión
de Transparencia y Corrupción para dictamen. Sí.

El diputado Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara
(desde la curul): Presidente, no está claro. Pedimos que se
vote por tablero. Reitero que la votación no fue clara.

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: Señor
diputado, la Presidencia ha dado turno a la proposición con
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punto de acuerdo. Atiendo a la votación recogida por la Se-
cretaría. Para la Secretaría y para esta Presidencia la vota-
ción fue suficientemente clara.

INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE
ACUERDO

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado: En tér-
minos de los artículos 100 y 102 del Reglamento, las ini-
ciativas y proposiciones contenidas en el orden del día se-
rán turnadas a las comisiones que correspondan,
publicándose el turno en la Gaceta Parlamentaria.(*)

CLAUSURA Y CITA

El Presidente diputado Tomás Torres Mercado (a las
15:25 horas): Se levanta la sesión y se cita para la que ten-
drá lugar el jueves 25 de septiembre en curso, a las 11 ho-
ras y se les informa que el sistema electrónico estará abier-
to a partir de las 9:30 horas.

————— O —————
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esta sesión.
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RESUMEN DE TRABAJOS

• Tiempo de duración de la sesión: 4 horas con 8 minutos.

• Quórum a la apertura de la sesión: 310 diputadas y diputados.

• Comunicaciones oficiales: 4

• Acuerdos de los órganos de gobierno: 3 de la Junta de Coordinación Política. 

• Iniciativa del titular del Ejecutivo federal: 1

• Iniciativas de diputadas y diputados: 8

• Dictámenes a discusión de puntos de acuerdo: 38

• Dictámenes negativos a iniciativas y minutas: 24

• Dictámenes con declaratoria de publicidad: 1

• Proposiciones con punto de acuerdo presentadas: 3

• Puntos de acuerdo aprobados: 2

• Diputadas y diputados que participaron durante la sesión: 43

NA 4
PT 3
MC 5
PVEM 4
PRD 9
PAN 9
PRI 9
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• Aguilar Gil, Lilia (PT) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Aguilar Gil, Lilia (PT) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Aguilar Gil, Lilia (PT) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Alcalde Luján, Luisa María (MC). . . . . . . . . . . . . . . 

• Añorve Baños, Manuel (PRI) . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Arroyo Vieyra, Francisco Agustín (PRI) . . . . . . . . . . 

• Astiazarán Gutiérrez, Antonio Francisco (PRI) . . . . . 

Para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 69 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos: 113

Para solicitar la comparecencia del licenciado
Alfonso Navarrete Prida, secretario del Tra-
bajo y Previsión Social, para que explique so-
bre el fideicomiso que se constituyó con mo-
tivo de los derrames de contaminantes en el
río Sonora: 41

Para hablar en la discusión de la proposición
con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la Conagua, a la Semarnat y demás depen-
dencias competentes, a fin de revisar y deter-
minar sí, las obras realizadas en el Rancho
“Pozo Nuevo”, en el estado de Sonora, pro-
piedad del licenciado Guillermo Padrés Elías
y su familia, se realizaron conforme a lo que
establece la ley: 551

Para denunciar los hostigamientos que lleva a
cabo el gobernador del estado de Quintana
Roo: 39

Para referirse a los posibles hechos perpetra-
dos en contra del diputado federal Gabriel
Gómez Michel: 112

Para rechazar a nombre del Grupo Parlamen-
tario del PRI, las expresiones misóginas ver-
tidas por el señor Alejandro García Ruiz: 38

Para presentar proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Conagua, a
la Semarnat y demás dependencias competen-
tes, a fin de revisar y determinar sí, las obras
realizadas en el Rancho “Pozo Nuevo”, en el
estado de Sonora, propiedad del licenciado
Guillermo Padrés Elías y su familia, se reali-
zaron conforme a lo que establece la ley: 547

DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION
( en orden alfabético )
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• Belaunzarán Méndez, Fernando (PRD). . . . . . . . . . . 

• Beltrones Rivera, Manlio Fabio (PRI) . . . . . . . . . . . 

• Bribiesca Sahagún, Fernando (NA) . . . . . . . . . . . . . 

• Bueno Torio, Juan (PAN) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Camarena García, Felipe Arturo (PVEM) . . . . . . . . . 

• Cárdenas Cantú, Miriam (PRI) . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para manifestar que hoy acudió al IFAI para
solicitar que la Procuraduría de Justicia del
estado de México, desclasifique los aconte-
cimientos ocurridos en el municipio de Tla-
tlaya: 37

Para referirse a los posibles hechos perpe-
trados en contra del diputado federal Gabriel
Gómez Michel: 113

Para hablar a favor del acuerdo de la Junta
de Coordinación Política, por el que se soli-
cita al Ejecutivo federal, que a partir de la
declaratoria de desastre natural, libere los
recursos del Fondo de Desastres Naturales: 
289

Para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal, de la Ley de
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la
Federación, de la Ley Federal de los Traba-
jadores al Servicio del Estado, Reglamenta-
ria del Apartado B) del Artículo 123 Consti-
tucional, de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, y del Código Fiscal de la Federación:  
86

Para hablar en la discusión de la proposición
con punto de acuerdo por el que se exhorta
a la Segob y a la PGR a emprender las ac-
ciones para prevenir, erradicar, investigar,
sancionar y reparar a las víctimas de los ca-
sos de desaparición forzada y a los congre-
sos locales a legislar en la materia, conside-
rando lo establecido en los estándares
internacionales: 564

Para hablar en la discusión de la proposición
con punto de acuerdo por el que se exhorta
a la Segob y a la PGR a emprender las ac-
ciones para prevenir, erradicar, investigar,
sancionar y reparar a las víctimas de los ca-
sos de desaparición forzada y a los congre-
sos locales a legislar en la materia, conside-
rando lo establecido en los estándares
internacionales: 567



Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 23 de septiembre de 2014577

• De la Rosa Escalante, Arturo (PAN) . . . . . . . . . . . . . 

• Duarte Ortuño, Catalino (PRD) . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Durazo Montaño, Francisco Alfonso (MC) . . . . . . . . 

• Durazo Montaño, Francisco Alfonso (MC) . . . . . . . . 

• Durazo Montaño, Francisco Alfonso (MC) . . . . . . . . 

• Escobar y Vega, Arturo (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Félix Chávez, Faustino (PRI) . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para hablar a favor del acuerdo de la Junta de
Coordinación Política, por el que se solicita
al Ejecutivo federal, que a partir de la decla-
ratoria de desastre natural, libere los recursos
del Fondo de Desastres Naturales: 290

Para contestar alusiones personales en el
acuerdo de la Junta de Coordinación Política,
por el que cada diputada y diputado federal
donarán un día de su dieta a los damnificados
en Baja California Sur, por los fenómenos
meteorológicos ocasionados por el huracán
“Odile”: 295

Para hablar a favor del acuerdo de la Junta de
Coordinación Política, por el que se solicita
al Ejecutivo federal, que a partir de la decla-
ratoria de desastre natural, libere los recursos
del Fondo de Desastres Naturales: 292

Para hablar en favor del acuerdo de la Junta
de Coordinación Política, por el que cada
diputada y diputado federal donarán un día
de su dieta a los damnificados en Baja Cali-
fornia Sur, por los fenómenos meteorológi-
cos ocasionados por el huracán “Odile”: 294

Para hablar en la discusión de la proposición
con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la Conagua, a la Semarnat y demás depen-
dencias competentes, a fin de revisar y deter-
minar sí, las obras realizadas en el rancho
“Pozo Nuevo”, en el estado de Sonora, pro-
piedad del licenciado Guillermo Padrés Elías
y su familia, se realizaron conforme a lo que
establece la ley: 552

Para referirse a los posibles hechos perpetra-
dos en contra del diputado federal Gabriel
Gómez Michel: 113

Para hablar sobre la proposición con punto
de acuerdo por el que se exhorta a la Cona-
gua, a la Semarnat y demás dependencias
competentes, a fin de revisar y determinar sí,
las obras realizadas en el rancho “Pozo Nue-
vo”, en el estado de Sonora, propiedad del li-
cenciado Guillermo Padrés Elías y su fami-
lia, se realizaron conforme a lo que establece
la ley: 555
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• Fujiwara Montelongo, René Ricardo (NA) . . . . . . . . 

• Galindo Delgado, David Cuauhtémoc (PAN) . . . . . . 

• Garfias Gutiérrez, Lucila (NA) . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Huerta Ladrón de Guevara, Manuel Rafael (PT). . . . 

• Huerta Ladrón de Guevara, Manuel Rafael (PT). . . . 

• Huerta Ladrón Guevara, Manuel Rafael (PT) . . . . . . 

Para hablar en la discusión de la proposición
con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
Segob y a la PGR a emprender las acciones
para prevenir, erradicar, investigar, sancionar
y reparar a las víctimas de los casos de desa-
parición forzada y a los congresos locales a
legislar en la materia, considerando lo esta-
blecido en los estándares internacionales: 561

Para hablar en la discusión de la proposición
con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
Conagua, a la Semarnat y demás dependencias
competentes, a fin de revisar y determinar sí,
las obras realizadas en el rancho “Pozo Nue-
vo”, en el estado de Sonora, propiedad del li-
cenciado Guillermo Padrés Elías y su familia,
se realizaron conforme a lo que establece la
ley: 554

Para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma los artículos 32, 33 y 41 de
la Ley General de Educación: 281

Para hablar en contra del acuerdo de la Junta de
Coordinación Política, por el que se solicita al
Ejecutivo federal, que a partir de la declarato-
ria de desastre natural, libere los recursos del
Fondo de Desastres Naturales:  292

Para hablar en contra del acuerdo de la Junta de
Coordinación Política, por el que cada dipu-
tada y diputado federal donarán un día de su
dieta a los damnificados en Baja California
Sur, por los fenómenos meteorológicos ocasio-
nados por el huracán “Odile”: 296

Para presentar proposición con punto de acuer-
do por el que se exhorta a los titulares del Eje-
cutivo federal y estatales, así como al Jefe de
Gobierno del Distrito Federal, para que a tra-
vés de sus secretarías de Finanzas o de Hacien-
da que correspondan, expongan de manera
exacta y detallada el estatus de la deuda públi-
ca que tiene cada Estado de la Republica du-
rante las dos últimas administraciones y en par-
ticular lo referente a los pasivos generados por
los sistemas de pensiones y seguridad social:
568
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• López González, Roberto (PRD) . . . . . . . . . . . . . . . 

• Martínez Martínez, Juan Luis (MC) . . . . . . . . . . . . . 

• Medrano Galindo, Gabriela (PVEM) . . . . . . . . . . . . 

• Mejía Berdeja, Ricardo (MC) . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Mejía Berdeja, Ricardo (MC) . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Mejía Berdeja, Ricardo (MC) . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Mejía Berdeja, Ricardo (MC) . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para referirse a los posibles hechos perpetra-
dos en contra del diputado federal Gabriel Gó-
mez Michel: 112

Para hablar en la discusión de la proposición
con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la Segob y a la PGR a emprender las acciones
para prevenir, erradicar, investigar, sancionar
y reparar a las víctimas de los casos de desa-
parición forzada y a los congresos locales a le-
gislar en la materia, considerando lo estableci-
do en los estándares internacionales: 563

Para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 48 de la Ley Ge-
neral de Educación: 106

Para hablar en pro del acuerdo de la Junta de
Coordinación Política, por el que se cita al
Presidente de la Comisión Nacional Bancaria
y de Valores y al Gobernador del Banco de
México, a efecto de que comparezcan ante la
Comisión de Hacienda y Crédito Público de
esta soberanía: 287

Para hablar a favor del acuerdo de la Junta de
Coordinación Política, por el que se solicita al
Ejecutivo federal, que a partir de la declarato-
ria de desastre natural, libere los recursos del
Fondo de Desastres Naturales: 290

Para hablar en favor del acuerdo de la Junta de
Coordinación Política, por el que cada dipu-
tada y diputado federal donarán un día de su
dieta a los damnificados en Baja California
Sur, por los fenómenos meteorológicos oca-
sionados por el huracán “Odile”: 295

Para presentar proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Segob y a la
PGR a emprender las acciones para prevenir,
erradicar, investigar, sancionar y reparar a las
víctimas de los casos de desaparición forzada
y a los congresos locales a legislar en la mate-
ria, considerando lo establecido en los están-
dares internacionales: 557
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• Mejía Guardado, Julisa (PRD) . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Monreal Ávila, Ricardo (MC). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Montano Guzmán, José Alejandro (PRI). . . . . . . . . . 

• Morales Vargas, Trinidad Secundino (PRD) . . . . . . . 

• Moreno Rivera, Israel (PRD) . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Muñoz Márquez, Juan Carlos (PAN) . . . . . . . . . . . . 

• Núñez Aguilar, Ernesto (PVEM) . . . . . . . . . . . . . . . 

• Olvera Barrios, Cristina (NA). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para referirse a las expresiones misóginas ver-
tidas por el señor Alejandro García Ruiz y su-
marse a lo expresado por el caso Tlatlaya: 38

Para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que deroga el artículo 100 de la Ley de
Hidrocarburos: 108

Para referirse las investigaciones que está lle-
vando a cabo la PGR y la CNDH en el caso de
Tlatlaya y solicita que no se politice el caso: 
40

Para hablar en la discusión de la proposición
con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
Conagua, a la Semarnat y demás dependencias
competentes, a fin de revisar y determinar sí,
las obras realizadas en el rancho “Pozo Nue-
vo”, en el estado de Sonora, propiedad del li-
cenciado Guillermo Padrés Elías y su familia,
se realizaron conforme a lo que establece la
ley: 553

Para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 7o. de la Ley Ge-
neral de Educación: 97

Para referirse al Nuevo Aeropuerto Internacio-
nal de la Ciudad de México: 39

Para hablar en la discusión de la proposición
con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
Conagua, a la Semarnat y demás dependencias
competentes, a fin de revisar y determinar sí,
las obras realizadas en el rancho “Pozo Nue-
vo”, en el estado de Sonora, propiedad del li-
cenciado Guillermo Padrés Elías y su familia,
se realizaron conforme a lo que establece la
ley: 552

Para hablar en la discusión de la proposición
con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
Conagua, a la Semarnat y demás dependencias
competentes, a fin de revisar y determinar sí,
las obras realizadas en el rancho “Pozo Nue-
vo”, en el estado de Sonora, propiedad del li-
cenciado Guillermo Padrés Elías y su familia,
se realizaron conforme a lo que establece la
ley: 550
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• Ortiz Ahlf, Loretta (PT) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Peña Avilés, Gerardo (PAN) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Pérez Camarena, Carmen Lucía (PAN) . . . . . . . . . . . 

• Posadas Hernández, Domitilo (PRD) . . . . . . . . . . . . 

• Rangel Segovia, Alejandro (PRI) . . . . . . . . . . . . . . . 

• Ricalde Magaña, Alicia Concepción (PAN) . . . . . . . 

• Saldaña Fraire, Graciela (PRD) . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Salinas Mendiola, Glafiro (PAN) . . . . . . . . . . . . . . . 

Para hablar en la discusión de la proposición
con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
Segob y a la PGR a emprender las acciones
para prevenir, erradicar, investigar, sancionar
y reparar a las víctimas de los casos de desa-
parición forzada y a los congresos locales a
legislar en la materia, considerando lo esta-
blecido en los estándares internacionales: 562

Para referirse a las expresiones misóginas ver-
tidas por el Señor Alejandro García Díaz: 40

Para referirse a las expresiones misóginas ver-
tidas por el señor Alejandro García Ruiz: 37

Para solicitar que la Comisión de los Derechos
Humanos de la Cámara de Diputados dé segui-
miento a los hechos ocurridos en Tlatlaya, es-
tado de México: 38

Para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma los artículos 40 Bis y 51 de
la Ley de Ciencia y Tecnología y 8o. de la Ley
Federal de Responsabilidades Administrativas
de los Servidores Públicos: 79

Para sumarse a la denuncia de hostigamiento
que lleva a cabo el gobernador del estado de
Quintana Roo: 40

Para sumarse a la denuncia de hostigamiento
que lleva a cabo el gobernador del estado de
Quintana Roo: 40

Para hablar en la discusión de la proposición
con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
Segob y a la PGR a emprender las acciones
para prevenir, erradicar, investigar, sancionar y
reparar a las víctimas de los casos de desapari-
ción forzada y a los congresos locales a legis-
lar en la materia, considerando lo establecido
en los estándares internacionales: 566
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• Tapia Fonllem, Margarita Elena (PRD). . . . . . . . . . . 

• Trejo Reyes, José Isabel (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Velázquez López, Mirna (PRI) . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para hablar en la discusión de la proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta a la Se-
gob y a la PGR a emprender las acciones para
prevenir, erradicar, investigar, sancionar y repa-
rar a las víctimas de los casos de desaparición
forzada y a los congresos locales a legislar en la
materia, considerando lo establecido en los es-
tándares internacionales: 565

Para referirse a los posibles hechos perpetrados
en contra del diputado federal Gabriel Gómez
Michel: 112

Para hablar a favor del acuerdo de la Junta de
Coordinación Política, por el que se solicita al
Ejecutivo federal, que a partir de la declaratoria
de desastre natural, libere los recursos del Fon-
do de Desastres Naturales: 291
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PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

1 Abreu Artiñano Rocío Adriana  ASISTENCIA
2 Aceves y del Olmo Carlos Humberto  ASISTENCIA
3 Acosta Peña Brasil Alberto  ASISTENCIA
4 Aguayo López Miguel Ángel  JUSTIFICADA
5 Alcalá Padilla Leobardo  ASISTENCIA
6 Aldana Prieto Luis Ricardo  ASISTENCIA
7 Alvarado Sánchez Brenda María Izontli  ASISTENCIA
8 Allende Cano Ana Isabel  ASISTENCIA
9 Anaya Gudiño Alfredo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
10 Añorve Baños Manuel  ASISTENCIA
11 Araujo de la Torre Elsa Patricia  ASISTENCIA
12 Arellano Guzmán Salvador  PERMISO

MESA DIRECTIVA
13 Arroyo Ruíz Alma Jeanny  ASISTENCIA
14 Arroyo Vieyra Francisco Agustín  ASISTENCIA
15 Astiazarán Gutiérrez Antonio Francisco  CÉDULA
16 Athie Flores Kamel  ASISTENCIA
17 Ayala Robles Linares Flor  ASISTENCIA
18 Badillo Ramírez Darío  ASISTENCIA
19 Barajas del Toro Salvador  ASISTENCIA
20 Barba Mariscal Marco Antonio  ASISTENCIA

21 Barcenas Nieves Delvim Fabiola  ASISTENCIA
22 Barrera Barrera Petra  ASISTENCIA
23 Barrera Estrada Rodimiro  ASISTENCIA
24 Barrera Fortoul Laura  CÉDULA
25 Barrueta Barón Noé  ASISTENCIA
26 Bautista Villegas Oscar  ASISTENCIA
27 Beltrones Rivera Manlio Fabio  ASISTENCIA
28 Bernal Bolnik Sue Ellen  ASISTENCIA
29 Bernal Gutiérrez Marco Antonio  ASISTENCIA
30 Berzunza Novelo Landy Margarita  ASISTENCIA
31 Bonilla Gómez Adolfo  ASISTENCIA
32 Caballero Garza Benito  ASISTENCIA
33 Cabañas Aparicio María Elia  ASISTENCIA
34 Calderón Ramírez Leticia  CÉDULA
35 Calzada Arroyo Marco Antonio  ASISTENCIA
36 Campos Córdova Lisandro Arístides  ASISTENCIA
37 Cano Ayala Ma Elena  ASISTENCIA
38 Cantú Segovia Eloy  ASISTENCIA
39 Carbajal Hernández Juan Manuel  ASISTENCIA
40 Cárdenas Cantú Miriam  ASISTENCIA
41 Cárdenas del Avellano Enrique  ASISTENCIA
42 Carreño Mijares Angelina  CÉDULA
43 Carreón Cervantes Verónica  ASISTENCIA
44 Castillo Rodríguez Minerva  ASISTENCIA

ASISTENCIA

DE CONFORMIDAD CON LO QUE DISPONE EL REGLAMENTO PARA LA TRANSPARENCIA Y EL ACCESO A LA INFORMACIÓN
PÚBLICA DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS, SE PUBLICA LA SIGUIENTE LISTA DE ASISTENCIA DE LAS DIPUTADAS Y LOS
DIPUTADOS

SECRETARÍA GENERAL

Nota: Las diferencias que existen entre las listas de asistencia y el número de votos pueden variar conforme a los diputados presentes al momento de la votación. 

SECRETARÍA GENERAL

REPORTE DE ASISTENCIA

GRUPO ASISTENCIA ASISTENCIA ASISTENCIA PERMISO INASISTENCIA INASISTENCIAS NO PRESENTES TOTAL

PARLAMENTARIO POR CÉDULA COMISIÓN MESA JUSTIFICADA EN LA MITAD

OFICIAL DIRECTIVA DE LAS VOTACIONES

PRI 194 10 0 4 5 0 0 213
PAN 97 4 0 13 0 0 0 114
PRD 89 7 0 1 4 0 0 101
PVEM 22 5 0 0 0 0 0 27
MC 18 0 0 2 0 0 0 20
PT 10 1 0 3 0 0 0 14
NA 8 1 0 1 0 0 0 10
TOTAL 438 28 0 24 9 0 0 499



45 Castillo Valdez Benjamin  ASISTENCIA
46 Córdova Díaz Luis Armando  ASISTENCIA
47 Córdova Morán Frine Soraya  ASISTENCIA
48 Corona Nakamura Maria del Rocio  ASISTENCIA
49 Corrales Corrales Francisca Elena  ASISTENCIA
50 Cruz Morales Maricruz  ASISTENCIA
51 Curi Naime Alberto  ASISTENCIA
52 Charleston Hernández Fernando  ASISTENCIA
53 Chávez Dávalos Sergio Armando  ASISTENCIA
54 De la Cruz Requena Rosalba  ASISTENCIA
55 De las Fuentes Hernández Fernando Donato  ASISTENCIA
56 Del Angel Acosta Jorge  ASISTENCIA
57 Del Bosque Márquez Juan Isidro  ASISTENCIA
58 Del Moral Vela Paulina Alejandra  ASISTENCIA
59 Delgadillo González Claudia  ASISTENCIA
60 Díaz Athié Antonio De Jesús  ASISTENCIA
61 Díaz Palacios Víctor Emanuel  ASISTENCIA
62 Doger Guerrero José Enrique  ASISTENCIA
63 Domínguez Zepeda Pedro Ignacio  CÉDULA
64 Duarte Murillo José Ignacio  ASISTENCIA
65 Escajeda Jiménez José Rubén  ASISTENCIA
66 Félix Chávez Faustino  ASISTENCIA
67 Fernández Clamont Francisco Javier  ASISTENCIA
68 Flemate Ramírez Julio César  ASISTENCIA
69 Flores Gómez José Luis Cruz  ASISTENCIA
70 Flores Méndez José Luis  ASISTENCIA
71 Flores Sandoval Patricio  ASISTENCIA
72 Flores Treviño María de Lourdes  ASISTENCIA
73 Fuentes Téllez Adriana  ASISTENCIA
74 Funes Velázquez Erika Yolanda  ASISTENCIA
75 Galindo Quiñones Heriberto Manuel  ASISTENCIA
76 Galván Villanueva Raúl Santos  ASISTENCIA
77 Gamboa Song Lizbeth Loy  ASISTENCIA
78 Garay Cabada Marina  ASISTENCIA
79 García Fernández Maria de las Nieves  ASISTENCIA
80 García García Héctor  ASISTENCIA
81 García Hernández Josefina  ASISTENCIA
82 García Olmedo María del Rocío  ASISTENCIA
83 García de la Cadena Romero María del Carmen  ASISTENCIA
84 Garza Moreno María Esther  JUSTIFICADA
85 Gauna RuÍz de León Celia Isabel  ASISTENCIA
86 Gómez Carmona Blanca Estela  ASISTENCIA
87 Gómez Gómez Luis  ASISTENCIA
88 Gómez Gómez Pedro  ASISTENCIA
90 Gómez Olguín Roy Argel  ASISTENCIA
91 Gómez Tueme Amira Gricelda  CÉDULA
92 González Cruz Cristina  ASISTENCIA
93 González Domínguez Isela  ASISTENCIA
94 González Farias Eligio Cuitláhuac  ASISTENCIA
95 González Gómez Cecilia  ASISTENCIA
96 González Resendiz Rafael  ASISTENCIA
97 González Valdez Marco Antonio  ASISTENCIA
98 González Vargas Francisco  ASISTENCIA
99 González Martínez Olivares Irazema  ASISTENCIA
100 Grajales Palacios Francisco  ASISTENCIA
101 Gualito Castañeda Rosalba  ASISTENCIA
102 Guerra Garza Abel  ASISTENCIA
103 Guerrero López Judit Magdalena  ASISTENCIA
104 Guevara González Javier Filiberto  ASISTENCIA
105 Gurrión Matias Samuel  ASISTENCIA

106 Gutiérrez Álvarez Harvey  ASISTENCIA
107 Gutiérrez De la Garza Héctor Humberto  ASISTENCIA
108 Gutiérrez Manrique Martha  JUSTIFICADA
109 Hernández Burgos Gaudencio  ASISTENCIA
110 Hernández González Noé  ASISTENCIA
111 Hernández Iñiguez Adriana  ASISTENCIA
112 Hernández Morales Mirna Esmeralda  ASISTENCIA
113 Hernández Tapia Gerardo Xavier  ASISTENCIA
114 Herrera Delgado Jorge (Deceso)  PERMISO

MESA DIRECTIVA
115 Huerta Rea María de Jesús  ASISTENCIA
116 Inzunza Montoya Alfonso  ASISTENCIA
117 Juan Marcos Issa Salomón  ASISTENCIA
118 King De la Rosa Raymundo  ASISTENCIA
119 Liceaga Arteaga Gerardo Francisco  ASISTENCIA
120 López Alvarado Jaime Chris  ASISTENCIA
121 López Landero Tomás  ASISTENCIA
122 López Segura María Carmen  ASISTENCIA
123 López Zavala Javier  ASISTENCIA
124 Macías Sandoval Raúl  ASISTENCIA
125 Madrid Tovilla Areli  ASISTENCIA
126 Magaña Zepeda María Angélica  ASISTENCIA
127 Maldonado Hernández Fernando Alfredo  ASISTENCIA
128 Márquez Martínez José Luis  ASISTENCIA
129 Márquez Velasco Silvia  ASISTENCIA
130 Martínez Cárdenas Esther Angélica  ASISTENCIA
131 Medina Fierro Ricardo  ASISTENCIA
132 Mejía García Leticia  ASISTENCIA
133 Mendoza Curiel Ma Leticia  ASISTENCIA
134 Mendoza Garza Jorge  ASISTENCIA
135 Mercado Gallegos Sonia Catalina  ASISTENCIA
136 Miranda Munive Emilse  ASISTENCIA
137 Montano Guzmán José Alejandro  ASISTENCIA
138 Montes Alvarado Abraham  ASISTENCIA
139 Morales Flores Jesús  ASISTENCIA
140 Moreno Árcega José Isidro  ASISTENCIA
141 Moreno Cárdenas Rafael Alejandro  CÉDULA
142 Moreno Montoya J. Pilar  ASISTENCIA
143 Muñiz Martínez Dulce María  ASISTENCIA
144 Muñoz Kapamas Felipe de Jesús  ASISTENCIA
145 Murguía Lardizabal Luis Alfredo  ASISTENCIA
146 Nava Gómez José Everardo  ASISTENCIA
147 Navarrete Vital Ma. Concepción  ASISTENCIA
148 Navarro De Alba César Reynaldo  ASISTENCIA
149 Niaves López Ossiel Omar  ASISTENCIA
150 Núñez Sánchez Gloria Elizabeth  ASISTENCIA
151 Ochoa Gallegos Williams Oswaldo  ASISTENCIA
152 Ochoa González Arnoldo  ASISTENCIA
153 Olvera Correa Luis  CÉDULA
154 Ordaz Martínez María del Carmen  ASISTENCIA
155 Ortega Pacheco Guadalupe del Socorro  ASISTENCIA
156 Ortiz García Salvador  ASISTENCIA
157 Pacheco Rodríguez Ricardo Fidel  ASISTENCIA
158 Padilla Fierro Roman Alfredo  JUSTIFICADA
159 Padilla Navarro Cesario  ASISTENCIA
160 Pazzi Maza Zita Beatriz  ASISTENCIA
161 Peña Recio Patricia Guadalupe  ASISTENCIA
162 Pérez Anzueto Hugo Mauricio  ASISTENCIA
163 Pérez de Alba José Noel  ASISTENCIA
164 Pérez Escalante Elvia María  ASISTENCIA
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165 Ponce Orozco Norma  ASISTENCIA
166 Quian Alcocer Eduardo Roman  ASISTENCIA
167 Quintana León Socorro de la Luz  ASISTENCIA
168 Quiñones Canales Lourdes Eulalia  ASISTENCIA
169 Rangel Espinosa José  ASISTENCIA
170 Rangel Segovia Alejandro  ASISTENCIA
171 Rellstab Carreto Tanya  PERMISO

MESA DIRECTIVA
172 Retamoza Vega Patricia Elena  ASISTENCIA
173 Robles Aguirre Mayra Karina  ASISTENCIA
174 Rocha Piedra Juan Manuel  ASISTENCIA
175 Rodríguez Calderón José Alberto  ASISTENCIA
176 Rojo García de Alba José Antonio  ASISTENCIA
177 Román Bojórquez Jesús Tolentino  ASISTENCIA
178 Romero Valencia Salvador  ASISTENCIA
179 Rubio Lara Blas Ramón  ASISTENCIA
180 Ruíz Arriaga Genaro  ASISTENCIA
181 Ruíz Gutiérrez Adán David  ASISTENCIA
182 Ruíz Moronatti Roberto  ASISTENCIA
183 Ruíz Sandoval Cristina  ASISTENCIA
184 Sahui Rivero Mauricio  ASISTENCIA
185 Salgado Delgado Fernando  CÉDULA
186 Salgado Peña Abel Octavio  ASISTENCIA
187 Sámano Peralta Miguel  ASISTENCIA
188 Sánchez Cruz Leopoldo  ASISTENCIA
189 Sánchez Romero Carlos  ASISTENCIA
190 Sánchez Santiago María Guadalupe  ASISTENCIA
191 Schroeder Verdugo María Fernanda  ASISTENCIA
192 Sosa Altamira W illiam Renan  ASISTENCIA
193 Terán Guevara María Rebeca  ASISTENCIA
194 Terán Juárez Jorge  ASISTENCIA
195 Treviño Cantú Javier  ASISTENCIA
196 Treviño Villarreal Pedro Pablo  ASISTENCIA
197 Ugalde Alegría Aurora Denisse  ASISTENCIA
198 Valanci Buzali Simón  ASISTENCIA
199 Valdés Palazuelos Jesús Antonio  ASISTENCIA
200 Vargas Vargas Laura Guadalupe  ASISTENCIA
201 Vásquez Villanueva Martín de Jesús  ASISTENCIA
202 Vázquez Saut Regina  CÉDULA
203 Vela Reyes Marco Alonso  ASISTENCIA
204 Velasco Orozco Víctor Hugo  JUSTIFICADA
205 Velázquez Díaz María Guadalupe  ASISTENCIA
206 Velázquez López Mirna  ASISTENCIA
207 Velázquez Ramírez Diana Karina  ASISTENCIA
208 Velázquez Sánchez Maricela  ASISTENCIA
209 Villaseñor Gudiño Blanca Ma.  ASISTENCIA
210 Villaseñor Vargas María de la Paloma  ASISTENCIA
211 Vitela Rodríguez Alma Marina  ASISTENCIA
212 Zacarías Capuchino Dario  ASISTENCIA
213 Zamora Morales Fernando  ASISTENCIA
214 Zepeda González Francisco Alberto  ASISTENCIA

Asistencias: 194
Asistencias por cédula: 10
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 4
Inasistencias justificadas: 5
Inasistencias: 0
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 213

PARTIDO ACCIÓN NACIONAL

1 Acosta Croda Rafael  CÉDULA
2 Adame Alemán Juan Pablo  ASISTENCIA
3 Aguilar Rodríguez Aurora de la Luz  ASISTENCIA
4 Aguilar Vega Marcos  ASISTENCIA
5 Almaguer Torres Felipe de Jesús  ASISTENCIA
6 Alonso Morelli Humberto  ASISTENCIA
7 Álvarez Tovar Martha Berenice  ASISTENCIA
8 Anaya Llamas José Guillermo  ASISTENCIA
9 Angulo Parra Carlos Fernando  PERMISO

MESA DIRECTIVA
10 Aquino Calvo Juan Jesús  ASISTENCIA
11 Argüelles Loya Consuelo  ASISTENCIA
12 Azuara Zúñiga Xavier  ASISTENCIA
13 Botello Montes José Alfredo  ASISTENCIA
14 Bueno Torio Juan  ASISTENCIA
15 Cáceres de la Fuente Juan Francisco  PERMISO

MESA DIRECTIVA
16 Camarillo Ortega Rubén  ASISTENCIA
17 Cárdenas Guízar Gabriel de Jesús  ASISTENCIA
18 Carreño Muro Genaro  ASISTENCIA
19 Castaños Valenzuela Carlos Humberto  ASISTENCIA
20 Coronado Quintanilla Alberto  ASISTENCIA
21 Cortázar Lara Gerardo Maximiliano  ASISTENCIA
22 Cortés Berumen Isaías  ASISTENCIA
23 Cruz Mendoza Eufrosina  PERMISO

MESA DIRECTIVA
24 Chan Lugo Sergio Augusto  ASISTENCIA
25 Dávila Delgado Mario Alberto  ASISTENCIA
26 de la Rosa Anaya Andrés  ASISTENCIA
27 De la Rosa Escalante Arturo  ASISTENCIA
28 De León Pérez María Eugenia  ASISTENCIA
29 Díaz Trujillo Alberto  ASISTENCIA
30 Dorador Pérez Gavilán Rodolfo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
31 Flores Flores Enrique Alejandro  ASISTENCIA
32 Fuentes Solís Víctor Oswaldo  ASISTENCIA
33 Galindo Delgado David Cuauhtémoc  ASISTENCIA
34 García González Carlos Alberto  PERMISO

MESA DIRECTIVA
35 García Ramírez José Guadalupe  ASISTENCIA
36 García Rojas Mariana Dunyaska  ASISTENCIA
37 Gastélum Buenrostro Juan Manuel  ASISTENCIA
38 Gómez Ramírez Raúl  ASISTENCIA
39 González Carrillo Adriana  PERMISO

MESA DIRECTIVA
40 González Manríquez Víctor Rafael  ASISTENCIA
41 González Morfín José  ASISTENCIA
42 González Serna José Ángel  ASISTENCIA
43 Gordillo Castillo Néstor Octavio  ASISTENCIA
44 Guzmán Cervantes Carlos Bernardo  ASISTENCIA
45 Heredia Lizárraga Martín Alonso  ASISTENCIA
46 Jiménez Castillo Blanca  ASISTENCIA
47 Jiménez Cerrillo Raquel  ASISTENCIA
48 Jiménez Esquivel María Teresa  PERMISO

MESA DIRECTIVA



49 Labastida Sotelo Karina  ASISTENCIA
50 Larrazabal Bretón Fernando Alejandro  ASISTENCIA
51 Licea González Margarita  ASISTENCIA
52 López Birlain Ana Paola  ASISTENCIA
53 López Cisneros José Martín  ASISTENCIA
54 López Landero Leticia  ASISTENCIA
55 López López Raudel  ASISTENCIA
56 López Noriega Alejandra  ASISTENCIA
57 Lorenzini Rangel Julio Cesar  ASISTENCIA
58 Lugo Barriga Patricia  ASISTENCIA
59 Llanas Alba José Alejandro  CÉDULA
60 Micalco Méndez Rafael Alejandro  ASISTENCIA
61 Mondragón González Ma. Guadalupe  ASISTENCIA
62 Morgan Navarrete Tania Margarita  PERMISO

MESA DIRECTIVA
63 Muñoz Márquez Juan Carlos  ASISTENCIA
64 Neblina Vega Heberto  ASISTENCIA
65 Niño de Rivera Vela Homero Ricardo  ASISTENCIA
66 Oliveros Usabiaga José Luis  ASISTENCIA
67 Orta Coronado Marcelina  ASISTENCIA
68 Ortiz Mantilla María Isabel  ASISTENCIA
69 Othon Zayas Máximo  ASISTENCIA
70 Oviedo Herrera J. Jesús  ASISTENCIA
71 Pacheco Díaz Germán  ASISTENCIA
72 Pantoja Hernández Leslie  CÉDULA
73 Paz Alonzo Raúl  ASISTENCIA
74 Pedraza Aguilera Flor de María  ASISTENCIA
75 Pelayo Covarrubias Francisco  PERMISO

MESA DIRECTIVA
76 Peña Avilés Gerardo  ASISTENCIA
77 Pérez Camarena Carmen Lucia  PERMISO

MESA DIRECTIVA
78 Prieto Herrera Humberto Armando  ASISTENCIA
79 Quintana Salinas Esther  ASISTENCIA
80 Ramírez Diez Gutiérrez María Concepción  ASISTENCIA
81 Ramírez Romero Luis Miguel  ASISTENCIA
82 Reina Lizárraga José Enrique  ASISTENCIA
83 Reza Gallegos Rocío Esmeralda  ASISTENCIA
84 Ricalde Magaña Alicia Concepción  ASISTENCIA
85 Rivadeneyra Hernández Alfredo  ASISTENCIA
86 Rivera Villanueva Erick Marte  ASISTENCIA
87 Robledo Leal Ernesto Alfonso  ASISTENCIA
88 Rodríguez Doval Fernando  ASISTENCIA
89 Rodríguez Vallejo Diego Sinhue  ASISTENCIA
90 Romero Sevilla Leonor  ASISTENCIA
91 Rosiñol Abreu Jorge  ASISTENCIA
92 Sada Pérez Verónica  PERMISO

MESA DIRECTIVA
93 Saldaña Hernández Margarita  CÉDULA
94 Salinas Garza José Arturo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
95 Salinas Mendiola Glafiro  ASISTENCIA
96 Sampayo Ortíz Ramón Antonio  ASISTENCIA
97 Sánchez Ruíz Mario  ASISTENCIA
98 Serralde Martínez Víctor  ASISTENCIA
99 Sosa Govea Martha Leticia  ASISTENCIA
100 Sotomayor Chávez Jorge Francisco  ASISTENCIA
101 Torres Cofiño Marcelo de Jesús  ASISTENCIA
102 Trejo Reyes José Isabel  ASISTENCIA

103 Urciel Castañeda María Celia  ASISTENCIA
104 Uribe Padilla Juan Carlos  ASISTENCIA
105 Valladares Couoh Cinthya Noemí  ASISTENCIA
106 Vargas Martín del Campo Elizabeth  ASISTENCIA
107 Villalobos Seáñez Jorge Iván  ASISTENCIA
108 Villarreal García Luis Alberto  ASISTENCIA
109 Villarreal García Ricardo  ASISTENCIA
110 Yamamoto Cázares Beatriz Eugenia  ASISTENCIA
111 Yáñez Robles Elizabeth Oswelia  ASISTENCIA
112 Zamora García Alfredo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
113 Zavala Peniche María Beatriz  ASISTENCIA
114 Zepeda Vidales Damián  ASISTENCIA

Asistencias: 97
Asistencias por cédula: 4
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 13
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 114

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA

1 Águila Torres Claudia Elena  ASISTENCIA
2 Alavez Ruiz Aleida  ASISTENCIA
3 Algredo Jaramillo Edilberto  ASISTENCIA
4 Alonso Raya Agustín Miguel  ASISTENCIA
5 Amaya Reyes María de Lourdes  ASISTENCIA
6 Antonio Altamirano Carol  ASISTENCIA
7 Arias Pallares Luis Manuel  CÉDULA
8 Aureoles Conejo Silvano  ASISTENCIA
9 Ávila Pérez José Ángel  ASISTENCIA
10 Barrios Gómez Segués Agustín  ASISTENCIA
11 Bautista Bravo Alliet Mariana  ASISTENCIA
12 Bautista Cuevas Gloria  ASISTENCIA
13 Bautista López Victor Manuel  ASISTENCIA
14 Belaunzarán Méndez Fernando  ASISTENCIA
15 Blanco Deaquino Silvano  ASISTENCIA
16 Bojórquez Javier Claudia Elizabeth  ASISTENCIA
17 Bonilla Jaime Juana  ASISTENCIA
18 Borges Pasos Teresita de Jesús  ASISTENCIA
19 Brito Lara Tomás  ASISTENCIA
20 Carbajal González Alejandro  ASISTENCIA
21 Carpinteyro Calderón Purificación  ASISTENCIA
22 Carrillo Huerta Mario Miguel  ASISTENCIA
23 Cedillo Hernández Angel  ASISTENCIA
24 Ceseñas Chapa María del Socorro  ASISTENCIA
25 Contreras Ceballos Armando  ASISTENCIA
26 Copete Zapot Yazmin de los Ángeles  ASISTENCIA
27 Correa Acevedo Abraham  ASISTENCIA
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28 Cruz Ramírez Arturo  ASISTENCIA
29 Cuéllar Reyes Fernando  ASISTENCIA
30 Cuevas Mena Mario Alejandro  ASISTENCIA
31 de Jesús Alejandro Carlos  JUSTIFICADA
32 de la Rosa Peláez Sebastián Alfonso  ASISTENCIA
33 de la Vega Membrillo Jorge Federico  ASISTENCIA
34 Diego Cruz Eva  ASISTENCIA
35 Duarte Ortuño Catalino  ASISTENCIA
36 Espinosa Cházaro Luis Ángel Xariel  ASISTENCIA
37 Esquivel Zalpa José Luis  ASISTENCIA
38 Flores Aguayo Uriel  ASISTENCIA
39 Flores Salazar Guadalupe Socorro  ASISTENCIA
40 Fócil Pérez Juan Manuel  ASISTENCIA
41 García Conejo Antonio  ASISTENCIA
42 García Medina Amalia Dolores  ASISTENCIA
43 García Reyes Verónica  CÉDULA
44 Garza Ruvalcaba Marcelo  ASISTENCIA
45 Gaudiano Rovirosa Gerardo  ASISTENCIA
46 González Bautista Valentín  ASISTENCIA
47 González Magallanes Alfa Eliana  ASISTENCIA
48 Guzmán Díaz Delfina Elizabeth  ASISTENCIA
49 Jardines Fraire Jhonatan  ASISTENCIA
50 Jarquín Hugo  ASISTENCIA
51 Juárez Piña Verónica Beatriz  ASISTENCIA
52 León Mendívil José Antonio  ASISTENCIA
53 León Montero Saraí Larisa  ASISTENCIA
54 López González Roberto  ASISTENCIA
55 López Rosado Roberto  ASISTENCIA
56 López Suárez Roberto  ASISTENCIA
57 Luna Porquillo Roxana  ASISTENCIA
58 Maldonado Salgado José Valentín  ASISTENCIA
59 Manriquez González Victor Manuel  ASISTENCIA
60 Martínez Rojas Andrés Eloy  PERMISO

MESA DIRECTIVA
61 Medina Filigrana Marcos Rosendo  ASISTENCIA
62 Mejía Guardado Julisa  ASISTENCIA
63 Méndez Martínez Mario Rafael  ASISTENCIA
64 Merlín García María del Rosario  ASISTENCIA
65 Mícher Camarena Martha Lucía  ASISTENCIA
66 Miranda Salgado Marino  ASISTENCIA
67 Moctezuma Oviedo Maria Guadalupe  ASISTENCIA
68 Mojica Morga Teresa de Jesús  CÉDULA
69 Montalvo Hernández Ramón  ASISTENCIA
70 Morales López Carlos Augusto  ASISTENCIA
71 Morales Vargas Trinidad Secundino  ASISTENCIA
72 Moreno Rivera Israel  ASISTENCIA
73 Moreno Rivera Julio César  JUSTIFICADA
74 Mota Ocampo Gisela Raquel  CÉDULA
75 Muñoz Soria José Luis  ASISTENCIA
76 Nájera Medina Víctor Reymundo  ASISTENCIA
77 Navarrete Contreras Joaquina  ASISTENCIA
78 Nolasco Ramírez Yesenia  ASISTENCIA
79 Orihuela García Javier  ASISTENCIA
80 Porras Pérez Pedro  ASISTENCIA
81 Portillo Martínez Vicario  ASISTENCIA
82 Posadas Hernández Domitilo  ASISTENCIA
83 Quiroga Anguiano Karen  JUSTIFICADA
84 Reyes Gámiz Roberto Carlos  ASISTENCIA
85 Reyes Montiel Carla Guadalupe  CÉDULA

86 Rodríguez Montero Francisco Tomás  ASISTENCIA
87 Rosas Montero Lizbeth Eugenia  JUSTIFICADA
88 Salazar Trejo Jessica  ASISTENCIA
89 Saldaña Fraire Graciela  ASISTENCIA
90 Salgado Parra Jorge  ASISTENCIA
91 Salinas Narváez Javier  ASISTENCIA
92 Salinas Pérez Josefina  ASISTENCIA
93 Sánchez Camacho Alejandro  CÉDULA
94 Sánchez Torres Guillermo  ASISTENCIA
95 Sansores Sastré Antonio  ASISTENCIA
96 Serrano Toledo Rosendo  ASISTENCIA
97 Tapia Fonllem Margarita Elena  ASISTENCIA
98 Tovar Aragón Crystal  ASISTENCIA
99 Valles Sampedro Lorenia Iveth  ASISTENCIA
100 Vega Vázquez José Humberto  ASISTENCIA
101 Zárate Salgado Fernando  CÉDULA

Asistencias: 89
Asistencias por cédula: 7
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 1
Inasistencias justificadas: 4
Inasistencias: 0
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 101

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

1 Acosta Montoya Rubén  ASISTENCIA
2 Astudillo Suárez Ricardo  ASISTENCIA
3 Aubry De Castro Palomino Enrique  ASISTENCIA
4 Camarena García Felipe Arturo  ASISTENCIA
5 Castellanos Mijares Carlos Octavio  ASISTENCIA
6 Cuéllar Steffan Antonio  ASISTENCIA
7 Escobar y Vega Arturo  ASISTENCIA
8 García de la Fuente Mónica  ASISTENCIA
9 Garza Cadena Ana Lilia  ASISTENCIA
10 González Luna Bueno Federico José  ASISTENCIA
11 Guillén Guillén Mario Francisco  ASISTENCIA
12 López Moreno Lourdes Adriana  CÉDULA
13 Martel Cantú Laura Ximena  CÉDULA
14 Medrano Galindo Gabriela  ASISTENCIA
15 Narcia Alvarez Héctor  ASISTENCIA
16 Núñez Aguilar Ernesto  ASISTENCIA
17 Ochoa López Nabor  ASISTENCIA
18 Orozco Gómez Javier  ASISTENCIA
19 Padilla Ramos Carla Alicia  ASISTENCIA
20 Pariente Gavito María del Rosario de Fátima  ASISTENCIA
21 Pérez Hernández Rosa Elba  CÉDULA
22 Pérez Tejada Padilla David  ASISTENCIA
23 Romo Fonseca Bárbara Gabriela  ASISTENCIA



24 Torres Mercado Tomás  ASISTENCIA
25 Villafuerte Trujillo Amílcar Augusto  CÉDULA
26 Vital Vera Martha Edith  ASISTENCIA
27 Zavaleta Salgado Ruth  CÉDULA

Asistencias: 22
Asistencias por cédula: 5
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 0
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 27

MOVIMIENTO CIUDADANO

1 Alcalde Luján Luisa María  ASISTENCIA
2 Córdova Bernal Martha Beatriz  ASISTENCIA
3 Coronato Rodríguez José Francisco  ASISTENCIA
4 Chávez Contreras Rodrigo  ASISTENCIA
5 Durazo Montaño Francisco Alfonso  ASISTENCIA
6 Gómez Pozos Merilyn  ASISTENCIA
7 Huidobro González Zuleyma  ASISTENCIA
8 Hurtado Gallegos José Antonio  ASISTENCIA
9 Jorrín Lozano Victor Manuel  PERMISO

MESA DIRECTIVA
10 Martínez Martínez Juan Luis  ASISTENCIA
11 Mejía Berdeja Ricardo  ASISTENCIA
12 Méndez Denis Lorena  ASISTENCIA
13 Monreal Ávila Ricardo  ASISTENCIA
14 Romero Lozano María Fernanda  ASISTENCIA
15 Samperio Montaño Juan Ignacio  ASISTENCIA
16 Soto Martínez José  PERMISO

MESA DIRECTIVA
17 Valencia Ramírez Aída Fabiola  ASISTENCIA
18 Valle Magaña José Luis  ASISTENCIA
19 Vargas Pérez Nelly del Carmen  ASISTENCIA
20 Villanueva Albarrán Gerardo  ASISTENCIA

Asistencias: 18
Asistencias por cédula: 0
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 2
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 20

PARTIDO DEL TRABAJO

1 Aguilar Gil Lilia  ASISTENCIA
2 Anaya Gutiérrez Alberto  PERMISO

MESA DIRECTIVA
3 Benavides Castañeda José Alberto  CÉDULA
4 Bonilla Valdez Jaime  PERMISO

MESA DIRECTIVA
5 Cantú Garza Ricardo  ASISTENCIA
6 Huerta Ladrón de Guevara Manuel Rafael  ASISTENCIA
7 López Candido José Arturo  ASISTENCIA
8 Martínez Santillán Ma. del Carmen  ASISTENCIA
9 Núñez Monreal Magdalena del Socorro  ASISTENCIA
10 Orive Bellinger Adolfo  ASISTENCIA
11 Ortíz Ahlf Loretta  ASISTENCIA
12 Roblero Gordillo Héctor Hugo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
13 Romero Guzmán Rosa Elia  ASISTENCIA
14 Torres Flores Araceli  ASISTENCIA

Asistencias: 10
Asistencias por cédula: 1
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 3
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 14

NUEVA ALIANZA

1 Bribiesca Sahagún Fernando  ASISTENCIA
2 Caamal Mena José Angelino  ASISTENCIA
3 Cerda Franco María Sanjuana  ASISTENCIA
4 Félix Hays Rubén Benjamín  CÉDULA
5 Fujiwara Montelongo René Ricardo  ASISTENCIA
6 Garfias Gutiérrez Lucila  ASISTENCIA
7 González Roldán Luis Antonio  ASISTENCIA
8 Olvera Barrios Cristina  ASISTENCIA
9 Rincón Chanona Sonia  ASISTENCIA
10 Talamante Lemas Dora María Guadalupe  PERMISO

MESA DIRECTIVA

Asistencias: 8
Asistencias por cédula: 1
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 1
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 10
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